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SENTENCIA DE FECHA 4 DE MAYO DEL 1966 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 6 de octubre de 1964. 

Materia: Correccional (Viol. a la ley 5771). 

recurrente: Marcos Acosta Burgos 
Abogado: Dr. Hugo Manuel Grullón G. 

Recurrido: Vicenciano Adrian Arazuzo 
Ahogado: Dr. Manlio A. Minervino G. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente, Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez Savi-
ñón, yedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rin-
cón lijo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebi-a sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 4 días del mes de Mayo del año 
1966, años 123" de la Independencia y 103" de la Restaura- 
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcos 
Acosta Burgos, dominicano, mayor de edad, casado, fotógra-
fo, dominiciliado en Santa Ana, Sección del Municipio de 

- Villa Tapia, cédula 29140, serie 54, contra sentencia pro-
nunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 6 de 
Octubre de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Hugo Manuel Grullón G., cédula 21438, se- 
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rie 31, abogado del recurrente, en la lectura de sus con. 
clusiones; 

Oído el Dr. Abel Fernández Mejía, en representació n 
 del Dr. Manlio A. Minervino G., cédula 23816, serie 47, abo-

gado del prevenido Vicenciano Adrian Arazuzo, de nacio-
nalidad española, mayor de edad, chofer, casado, cédula 
5232, serie 60, residente en la ciudad de San Francisco de 
Macorís, y de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por 
A., interviniente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en .a 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 15 de Octubre de 
1964, a requerimiento del Dr. Hugo Manuel Grullón, a 
nombre del recurrente; 

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado 
del recurrente, y depositado en la Secretaría de la Supre- 
ma Corte de Justicia, el día 12 de Febrero de 1965, en el 
cual se invocan los medios que se indicarán más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado 
del prevenido y la compañía interviniente, deposita o en SI  
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, el d a 12 
de Febrero de 1965; 

Visto el auto dictado en fecha 29 de abril del corriente 
año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funciones 
de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio 
del cual llama a los Magistrados Luis Gómez Tavárez, Pe-
dro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, 
Jueces de este Tribunal, para integrar la Suprema Corte 
de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de casa-
ción de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 
684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 6 de la Ley No. 5771 de 
1961; 1382 del Código Civil; 163 del Código de Procedimien- 

to  Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
20 de abril de 1964, la Primera Cámara Penal del Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, re-
gularmente apoderado por el Ministerio Público, dictó una 
sentencia en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo-dce asi: "Falla: Primero: Que debe Declarar y declara 
al nombrado Alfredo Abel de generales anotadas no cul-
pable de violación a la Ley 5771, en perjuicio de Marcos 
Acosta y en consecuencia se le descarga por no haber co-
metido violación a la misma.— Segundo: Que debe Decla-
rar y Declara al nombrado Vicenciano A. Araguzo culpa-
ble de violación a la Ley 5771, en perjuicio de Marcos Acos-
ta, y Mercedes Hernández, y en consecuencia se le condena 
a RD$50.00 (cincuenta pesos) de multa acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe Decla-
rar y Declara Bueno y Válido la constitución en parte ci-
vil hecha por el nombrado Marcos Acosta y Burgos, y con-
denen al nombrado Vicenciano Adriam Araguzo al pago 
en fellor de Marcos Acosta a una indemnización de RD$- 
5.000.00 (Cinco Mil Pesos) como justa reparación de los da-
ños materiales y morales por este sufridos; CUARTO: Que 
debe Condenar y Condena al nombrado Vicenciano Adriam 
Araguzo al pago de las costas penales y civiles distrayendo 
las últimas en provecho del Abogado Hugo Manuel Gru-
llón por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; QUIN-
TO: Que debe Declarar como al efecto Declara oponible 
esta sentencia a la Compañía de Seguros C. por A.; SEX-
TO: Que debe Declarar y Declara las costas de Oficio en 
cuanto a Alfredo Abel"; b) que sobre los recursos de ape-
lación del prevenido Vicenciano Adriam Araguzo y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., intervino la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el 
recurso de Apelación interpuesto por el Dr. Manlio A. Mi- 
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rie 31, abogado del recurrente, en la lectura de sus con. 
clusiones; 

Oído el Dr. Abel Fernández Mejía, en representació n 
 del Dr. Manlio A. Minervino G., cédula 23816, serie 47, abo-

gado del prevenido Vicenciano Adrian Arazuzo, de nacio-
nalidad española, mayor de edad, chofer, casado, cédula 
5232, serie 60, residente en la ciudad de San Francisco de 
Macorís, y de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por 
A., interviniente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 15 de Octubre de 
1964, a requerimiento del Dr. Hugo Manuel Grullón, a 
nombre del recurrente; 

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado 
del recurrente, y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, el día 12 de Febrero de 1965, en el 
cual se invocan los medios que se indicarán más adelante; 11,. 

Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado 
del prevenido y la compañía interviniente, deposita o en 
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, el d a 12 
de Febrero de 1965; 7 

Visto el auto dictado en fecha 29 de abril del corriente 
año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funciones 
de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio 
del cual llama a los Magistrados Luis Gómez Tavárez, Pe-
dro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, 
Jueces de este Tribunal, para integrar la Suprema Corte 
de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de casa-
ción de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 
684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 6 de la Ley No. 5771 de 
1961; 1382 del Código Civil; 163 del Código de Procedimien- 

Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
20 de abril de 1964, la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, re-
gularmente apoderado por el Ministerio Público, dictó una 
sentencia en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo-dce así: "Falla: Primero: Que debe Declarar y declara 
al nombrado Alfredo Abel de generales anotadas no cul-
pable de violación a la Ley 5771, en perjuicio de Marcos 
Acosta y en consecuencia se le descarga por no haber co-
metido violación a la misma.— Segundo: Que debe Decla-
rar y Declara al nombrado vicenciano A. Araguzo culpa-
ble de violación a la Ley 5771, en perjuicio de Marcos Acos-
ta, y Mercedes Hernández, y en consecuencia se le condena 
a RD$50.00 (cincuenta pesos) de multa acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe Decla-
rar y Declara Bueno y Válido la constitución en parte ci-
vil hecha por el nombrado Marcos Acosta y Burgos, y con-
denen al nombrado Vicenciano Adriam Araguzo al pago 
en fellor de Marcos Acosta a una indemnización de RD$- 
5.004.00 (Cinco Mil Pesos) como justa reparación de los da-
ños materiales y morales por este sufridos; CUARTO: Que 
debe Condenar y Condena al nombrado Vicenciano Adriam 
Araguzo al pago de las costas penales y civiles distrayendo 
las últimas en provecho del Abogado Hugo Manuel Gru-
llón por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; QUIN-
TO: Que debe Declarar como al efecto Declara oponible 
esta sentencia a la Compañía de Seguros C. por A.; SEX-
TO: Que debe Declarar y Declara las costas de Oficio en 
cuanto a Alfredo Abel"; b) que sobre los recursos de ape-
lación del prevenido Vicenciano Adriam Araguzo y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., intervino la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el 
recurso de Apelación interpuesto por el Dr. Manlio A. Mi- 
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nervino, a nombre y representación del prevenido Vicen.. 
ciano Adrian Araguzo y la Compañía Dominicana de Se-
guros C. por A., contra sentencia de la Primera Cáma ra 

 Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Duarte, de fecha veinte (20) de abril de mil nove-
cientos sesenta y cuatro (1964); SEGUNDO: Revoca la sen-
tencia apelada y la Corte obrando por contrario imperio y 
autoridad propia, descarga al inculpado Vicenciano Adrian 
Araguzo, del delito de violación a la Ley No. 5771, que se 
le imputa, en perjuicio de Marcos Acosta, por no haberlo 
cometido; TERCERO: Descarga a los apelantes de las con-
denaciones civiles que fueron pronunciadas en su contra 
por la sentencia recurrida, rechazando en consecuencia, las 
conclusiones de la parte civil; CUARTO: Condena a la par-
te civil constituída, Marcos Acosta, al pago de las costas 
civiles ordenando su distracción en favor del doctor Jesús 
Antonio Pichardo, quien afirma haberlas avanzado"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del inciso 3 del artículo 23 de la Ley de Casación: 
Segundo Medio: Error en la aplicación de la ley. D natu-
ralización de los hechos. Falta de base legal; ■ 

Considerando que en el desarrollo de su primer me-
dio, el recurrente alega, en resumen, lo siguiente: que la 
Corte a-qua estuvo irregularmente constituída cuando dic- 
tó la sentencia impugnada en razón de que el Dr. José de 
Jesús Bergés Ramos, quien asistió como Juez a la segunda 
y tercera audiencia que fueron celebradas para instruir la * 
causa, no asistió a la primera, violándose así el inciso 3ro. 
del Artículo 23 de la Ley Sobre Procedimiento de Casa-
ción; que declara nula la sentencia dictada por jueces que 
no han asistido a todas las audiencias de la causa; pero. 

Considerando que la disposición del texto precitado, 
que sirve de fundamento a este medio, es la sanción del 
principio de ,orden público según el cual el Juez de lo pe-
nal no puede decidir legalmente sobre la prevención lle- 

vada ante él, si no ha actuado personalmente en toda la 
Instrucción oral de la causa, o recomenzado enteramente 
la instrucción; que, por consiguiente, la falta de asistencia 
a la primera audiencia, no incapacita al nuevo Juez para 
estatuir válidamente, cuando éste Juez ha podido asistir a 
la totalidad de la instrucción oral y estatuir así en pleno 
conocimiento de causa; 

Considerando que, en la especie, el examen de la sen-
tencia impugnada y de las actas de audiencias correspon-
dientes ponen de manifiesto, lo siguiente: a) que el Juez 
Dr. José de Js. Bergés Ramos no figuró constituyendo la 
Corte a-qua en la audiencia celebrada por dicha Corte, el 
día 8 de Julio de 1964, en que se inició la instrucción de la 
causa, pero que sí ha figurado constituyéndola en las au-
diencias de los días 17 de Agosto y lro. de Octubre del 
mismo año; y, finalmente, en la del 6 de Octubre en que 
se dictó el fallo; y, b) que en las audiencias de los días 17 
de Agosto y lro. de Octubre, se realizó una instrucción com-
pleta de la causa, en presencia del Juez Bergés Ramos, 
conforme a las reglas procedimentales que rigen la mate-
ria; .0 

Considerando que, por tanto, la sentencia dictada por 
Corte a-qua es válida, por haber actuado el Juez Bergés 
mos, como se acaba de ver, en la instrucción completa 

e la causa; por lo cual el medio que se examina carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

II/1/  Considerando que en el desarrollo del segundo medio, 
el recurrente invoca, en resumen, lo siguiente: que la falta 
que genera obligaciones, es la falta inmediata, es decir 
aquella que de una manera directa ha producido los he-
chos que han ocasionado el daño que debe ser reparado; y 
no la que se genera en hechos que se encuentran situados 
de manera mediata, es decir, alejados, seguidos de otros 
que bien pudieron haber sido la causa del daño; que en 
la sentencia impugnada se comete ese error, al apoyarse 
en la circunstancia de que el conductor de la motoneta 
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nervino, a nombre y representación del prevenido Vicen.. 
ciano Adrian Araguzo y la Compañía Dominicana de Se.. 
guros C. por A., contra sentencia de la Primera Cáma ra 

 Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Duarte, de fecha veinte (20) de abril de mil nev e_ 
cientos sesenta y cuatro (1964); SEGUNDO: Revoca la sen-
tencia apelada y la Corte obrando por contrario imperio y 
autoridad propia, descarga al inculpado Vicenciano Adrian 
Araguzo, del delito de violación a la Ley No. 5771, que se 
le imputa, en perjuicio de Marcos Acosta, por no haberlo 
cometido; TERCERO: Descarga a los apelantes de las con-
denaciones civiles que fueron pronunciadas en su contra 
por la sentencia recurrida, rechazando en consecuencia, las 
conclusiones de la parte civil; CUARTO: Condena a la par-
te civil constituída, Marcos Acosta, al pago de las costas 
civiles ordenando su distracción en favor del doctor Jesús 
Antonio Pichardo, quien afirma haberlas avanzado"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del inciso 3 del artículo 23 de la Ley de Casación; 
Segundo Medio: Error en la aplicación de la ley. D natu-
ralización de los hechos. Falta de base legal; ' 

Considerando que en el desarrollo de su primer me-
dio, el recurrente alega, en resumen, lo siguiente: que la 
Corte a-qua estuvo irregularmente constituída cuando dic-
tó la sentencia impugnada en razón de que el Dr. José de 
Jesús Bergés Ramos, quien asistió como Juez a la segunda 
y tercera audiencia que fueron celebradas para instruir la 
causa, no asistió a la primera, violándose así el inciso 3ro. 
del Artículo 23 de la Ley Sobre Procedimiento de Casa-
ción; que declara nula la sentencia dictada por jueces que 
no han asistido a todas las audiencias de la causa; pero, 

Considerando que la disposición del texto precitado, 
que sirve de fundamento a este medio, es la sanción del 
principio de .orden público según el cual el Juez de lo pe-
nal no puede decidir legalmente sobre la prevención lle- 

vada ante él, si no ha actuado personalmente en toda la 
instrucción oral de la causa, o recomenzado enteramente 
la instrucción; que, por consiguiente, la falta de asistencia 
a la primera audiencia, no incapacita al nuevo Juez para 
estatuir válidamente, cuando éste Juez ha podido asistir a 
la totalidad de la instrucción oral y estatuir así en pleno 
conocimiento de causa; 

Considerando que, en la especie, el examen de la sen-
tencia impugnada y de las actas de audiencias correspon-
dientes ponen de manifiesto, lo siguiente: a) que el Juez 
Dr. José de Js. Bergés Ramos no figuró constituyendo la 
Corte a-qua en la audiencia celebrada por dicha Corte, el 
día 8 de Julio de 1964, en que se inició la instrucción de la 
causa, pero que sí ha figurado constituyéndola en las au-
diencias de los días 17 de Agosto y lro. de Octubre del 
mismo año; y, finalmente, en la del 6 de Octubre en que 
se dictó el fallo; y, b) que en las audiencias de los días 17 
de Agosto y lro. de Octubre, se realizó una instrucción com-
pleta de la causa, en presencia del Juez Bergés Ramos, 
conforme a las reglas procedimentales que rigen la mate-
ria; • 

Considerando que, por tanto, la sentencia dictada por 
la Corte a-qua es válida, por haber actuado el Juez Bergés 
Ramos, como se acaba de ver, en la instrucción completa 
de la causa; por lo cual el medio que se examina carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio, 
el recurrente invoca, en resumen, lo siguiente: que la falta 
que genera obligaciones, es la falta inmediata, es decir 
aquella que de una manera directa ha producido los he-
chos que han ocasionado el daño que debe ser reparado; y 
no la que se genera en hechos que se encuentran situados 
de manera mediata, es decir, alejados, seguidos de otros 
que bien pudieron haber sido la causa del daño; que en 
la sentencia impugnada se comete ese error, al apoyarse 
en la circunstancia de que el conductor de la motoneta 

• 
f 
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Alfredo Abel violó un reglamento, no obstante la Corte 
a-qua admitir, que el camión de volteo conducido por Vi-
cenciano Adrián Araguzo, transitaba a gran velocidad, sin 

 analizar si esa velocidad ha podido ser la causa única del 
daño, descartando así esa circunstancia, y consagrando el 
criterio de que las calles de preferencia se han hecho para 
carreras automovilísticas; que el prevenido Araguzo de-
claró ante la Corte a-qua, que trató de frenar, pero cree 
que el freno no obedeció por tener los frenos mojados; que 
ese hecho tiene perfecta relación con el accidente, y pudo 
haber sido la causa del daño, pero que la Corte a-qua no 
examinó nada de eso, ni los ponderó, para ver si ellos po-
drían constituir una falta, y que tampoco dice por qué los 
descartó; que, por otra parte, agrega el recurrente, la Cor-
te a qua no dá motivos suficientes, que permitan a la Su-
prema Corte, conocer la razón por la cual se descartaron 
como hechos generadores de la falta, el exceso de veloci-
dad, y las malas condiciones del freno; que en esas circuns- 
tancias, la sentencia carece de base legal, además de ha- 

44, berse desnaturalizado los hechos de la causa; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia 'mpug-
nada pone de manifiesto, que la Corte a-qua dió p r esta- 1' 
blecido, mediante la ponderación soberana de los elemen 
tos de prueba regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, y sin incurrir en desnaturalización, los a] 

 siguientes hechos: a) que mientras el prevenido Vicencia-
no Adrian Araguzo, transitaba conduciendo un camión de 
volteo, por la calle "San Francisco", de la ciudad de San 
Francisco de Macorís, en dirección este-oeste, se produjo 
un accidente entre dicho vehículo y una motoneta condu-
cida por Alfredo Abel, que transitaba por la calle "Grego-
rio Rivas", en dirección norte-sur, resultando con golpes 
y heridas Alfredo Abel y Marcos Acosta, quien iba mon-
tado en la parte trasera de la motoneta; b) que ese acci-
dente se debió exclusivamente a la imprudencia de Alfre-
do Abel, conductor de la motoneta, quien trató de cruzar 
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la  calle "San Francisco", en el momento en que pasaba el 
vehículo conducido por Araguzo, en vez de esperar para 
hacerlo, que la vía estuviera libre, como lo aconseja la 
prudencia y lo exige una ordenanza que declara de trán-
sito preferente la calle "San Francisco"; 

Considerando que lo anteriormente expuesto muestra 
que la Corte a qua descargó al prevenido, porque apreció 
soberanamente como una cuestión de hecho que escapa al 
control de esta Corte, que el accidente ocurrió por la falta 
exclusiva del conductor de la víctima, y no como lo alega 
el recurrente, porque el prevenido iba por una calle de trán-
sito preferente; que, por otra parte, al admitir dicha Corte 
como causa eficiente y determinante de ese accidente, la 
falta exclusiva del conductor de la víctima, estaba descar-
tando implícitamente la incidencia de otros hechos en la 
realización del mismo; que, además, la Corte a-qua com-
probó, por la declaración del testigo Alejandro Tejeda, que 
el camión conducido por el prevenido "venía despacio"; 
que, en esas circunstancias, la Corte a qua no ha incurrido 
en las violaciones indicadas; 

Considerando finalmente, que la sentencia impugnada 
conilene motivos suficientes y pertinentes que justifican 
su t-lispositivo, y una exposición completa de los hechos de 
la causa, que permiten a esta Suprema Corte verificar, que 
en el presente caso se ha hecho una correcta aplicación de 
la ley; que, por consiguiente, el medio que se examina ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervnien-
tes a Vicenciano Adrián Araguzo y la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A.; Segundo: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Marcos Acosta Burgos, contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y, 
Tercero: Condena al recurrente al pago de las costas, dis-
trayéndolas en provecho del Dr. Manlio A. Minervino G., 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 



BOLETÍN JUDICIAL 	 697 696 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Alfredo Abel violó un reglamento, no obstante la Corte  
a-qua admitir, que el camión de volteo conducido por Vi-
cenciano Adrián Araguzo, transitaba a gran velocidad. sin 
analizar si esa velocidad ha podido ser la causa única del 
daño, descartando así esa circunstancia, y consagrando el 
criterio de que las calles de preferencia se han hecho para 
carreras automovilísticas; que el prevenido Araguzo de-
claró ante la Corte a-qua, que trató de frenar, pero cree 
que el freno no obedeció por tener los frenos mojados; que 
ese hecho tiene perfecta relación con el accidente, y pudo 
haber sido la causa del daño, pero que la Corte a-qua no 
examinó nada de eso, ni los ponderó, para ver si ellos po-
drían constituir una falta, y que tampoco dice por qué los 
descartó; que, por otra parte, agrega el recurrente, la Cor-
te a qua no dá motivos suficientes, que permitan a la Su-
prema Corte, conocer la razón por la cual se descartaron 
como hechos generadores de la falta, el exceso de veloci-
dad, y las malas condiciones del freno; que en esas circuns-
tancias, la sentencia carece de base legal, además de ha-
berse desnaturalizado los hechos de la causa; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia 'mpug-
nada pone de manifiesto, que la Corte a-qua dió p r esta-
blecido, mediante la ponderación soberana de los eleruen 
tos de prueba regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, y sin incurrir en desnaturalización, los 
siguientes hechos: a) que mientras el prevenido Vicencia-
no Adrian Araguzo, transitaba conduciendo un camión de 
volteo, por la calle "San Francisco", de la ciudad de San 
Francisco de Macorís, en dirección este-oeste, se produjo 
un accidente entre dicho vehículo y una motoneta condu-
cida por Alfredo Abel, que transitaba por la calle "Grego-
rio Rivas", en dirección norte-sur, resultando con golpes 
y heridas Alfredo Abel y Marcos Acosta, quien iba mon-
tado en la parte trasera de la motoneta; b) que ese acci-
dente se debió exclusivamente a la imprudencia de Alfre-
do Abel, conductor de la motoneta, quien trató de cruzar  

la calle "San Francisco", en el momento en que pasaba el 
vehículo conducido por Araguzo, en vez de esperar para 
hacerlo, que la vía estuviera libre, como lo aconseja la 
prudencia y lo exige una ordenanza que declara de trán-
sito preferente la calle "San Francisco"; 

Considerando que lo anteriormente expuesto muestra 
que la Corte a qua descargó al prevenido, porque apreció 
soberanamente como una cuestión de hecho que escapa al 
control de esta Corte, que el accidente ocurrió por la falta 
exclusiva del conductor de la víctima, y no como lo alega 
el recurrente, porque el prevenido iba por una calle de trán-
sito preferente; que, por otra parte, al admitir dicha Corte 
como causa eficiente y determinante de ese accidente, la 
falta exclusiva del conductor de la víctima, estaba descar-
tando implícitamente la incidencia de otros hechos en la 
realización del mismo; que, además, la Corte a-qua com-
probó, por la declaración del testigo Alejandro Tejeda, que 
el camión conducido por el prevenido "venía despacio"; 
que, en esas circunstancias, la Corte a qua no ha incurrido 
en las violaciones indicadas; 

Considerando finalmente, que la sentencia impugnada 
cont' ene motivos suficientes y pertinentes que justifican 
su 1-lispositivo, y una exposición completa de los hechos de 
la causa, que permiten a esta Suprema Corte verificar, que 
en el presente caso se ha hecho una correcta aplicación de 
la ley; que, por consiguiente, el medio que se examina ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervnien-
tes a Vicenciano Adrián Araguzo y la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A.; Segundo: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Marcos Acosta Burgos, contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y, 
Tercero: Condena al recurrente al pago de las costas, dis-
trayéndolas en provecho del Dr. Manlio A. Minervino G., 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 



SENTENCIA DE FECHA 4 DE MAYO DEL 1966 

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 11 de agos-

to de 1964. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Juan Antonio Cabral 

Abogado: Dr. Leonardo Matos 
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(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex 
A. García de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore. 
Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

li 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan An-

tonio Cabral, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado en la casa No. 152 de la calle Francisco 
Villaespesa de esta ciudad, cédula 1140, serie 47, contra 
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado 

Recurrido: Mateo Polanco 
Abogado: Dr. Rafael A. Sierra 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergél Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi- 
dentet; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta- 
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfre-

_ do A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 4 días 
del mes de mayo del 1966, años 123 9  de la Independencia 

y 103° de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
' mo corte de casación, la siguiente sentencia; 



(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex 
A. García de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Luis Gó. 
mez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore

. 

Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por Ios 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE MAYO DEL 1966 

5 	- Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 11 de agos-

to de 1964. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Juan Antonio Cabral 

abogado: Dr. Leonardo Matos 
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Recurrido: Mateo Polanco 
Abogado: Dr. Rafael A. Sierra 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularménte constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergér! Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dentEt; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfre-
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 4 días 
del mes de mayo del 1966, años 123° de la Independencia 

y 103° de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan An-
tonio Cabral, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado en la casa No. 152 de la calle Francisco 
Villaespesa de esta ciudad, cédula 1140, serie 47, contra 
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado 
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de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 11 d e 
 agosto de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Leonardo Matos, cédula No. 74727, serie 1, 

abogado del recurrente en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Dr. Rafael A. Sierra, cédula 34535, serie 2. abo-gado del recurrido Mateo Polanco, dominicano, mayor de 

edad, soltero, agricultor, domiciliado en la casa No. 300 de 
la calle Nicolás de Ovando, Reparto 19, de esta ciudad, 
cédula 4843, serie 59, en la lectura de sus conclusiones. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 23 de septiem-
bre de 1964, suscrito por el abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha 26 de noviem-
bre de 1964, suscrito por el abogado del recurrido; 

Visto el escrito de ampliación al memorial de casación; 
Visto el escrito de ampliación al memorial de defensa; 
Visto el auto dictado en fecha 4 de mayo del corrien-

te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en fun-
ciones de Presidente de la Suprema Corte de JustI,ia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro Maríg Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las leyes No. 684 de 1934 y 
926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7, 8, 9, 69 y 84 del Código de 
Trabajo; 1315 del Código Civil; 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;  

tonio Cabral, por ante el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, en pago de las prestaciones que el Có-
digo de Trabajo acuerda a los trabajadores injustamente 
despedidos; b) que en fecha 14 de febrero de 1964, dicho 
tribunal dictó sentencia sobre el caso con el dispositivo si-
guiente: Rechaza, la demanda incoada por el trabajador 
Mateo Polanco contra Juan Antonio Cabral, por falta de 
pruebas; c) que sobre recurso de apelación formado por 
Mateo Polanco, intervino la sentencia ahora impugnada cu-
yo dispositivo dice así "Falla: Primero: Declara regular y 
válido, tanto en la forma como en el fondo, el recurso de 
apelación interpuesto por Mateo Polanco contra sentencia 
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de 
fecha 14 de febrero de 1964, dictada en favor de Juan An-
tonio Cabral, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Acoge la demanda del 
trabajador Mateo Polanco, y en consecuencia, condena al 
Patrono Juan Antonio Cabral a pagarle las siguientes pres-
taciones: a) veinticuatro (24) días de preaviso; b) doce 
(12) días por concepto de vacaciones no tomada ni pagada; 
c) tleinta (30) días por concepto de Regalía Pascual co-
rrezpondiente al año 1962; d) noventa (90) días por con-
cepto de Indemnizaciones a que se refiere el párrafo 3ro. 
del artículo 84 del Código de Trabajo; todo a razón de un 
salario diario de RD$1.75; Tercero: Condena a Juan Anto-
nio Cabral a pagarle a Mateo Polanco una suma igual a los 
salarios que habría recibido dicho trabajador desde el día de 
su demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva dicta-
da en última instancia, sin exceder a los salarios correspon-
dientes a tres meses, a base de un salario de RD$52.50 men-
suales; Cuarto: Ordena al Patrono Juan Antonio Cabral, 
entregarle al trabajador Mateo Polanco, el certificado esta-
blecido por el artículo 63 del Código de Trabajo; Quinto: 
Condena a Juan Antonio Cabral, parte sucumbiente al pa-
go de las costas del procedimiento de acuerdo al artículo 
691 del Código de Trabajo; ordenándose su distracción en 

31J 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que previa tentativa infructuosa de conciliación, en fecha 
14 de agosto de 1963 Mateo Polanco demandó a Juan An- 



700 	 BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 	 701 

de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 11 
agosto de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Leonardo Matos, cédula No. 74727, serie 1 

abogado del recurrente en la lectura de sus conclusiones: 
Oído el Dr. Rafael A. Sierra, cédula 34535, serie 2, abo-

gado del recurrido Mateo Polanco, dominicano, mayor de 
edad, soltero, agricultor, domiciliado en la casa No. 300 de 
la calle Nicolás de Ovando, Reparto 19, de esta ciudad,  
cédula 4843, serie 59, en la lectura de sus conclusiones. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 23 de septiem-
bre de 1964, suscrito por el abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha 26 de noviem-
bre de 1964, suscrito por el abogado del recurrido; 

Visto el escrito de ampliación al memorial de casación; 
Visto el escrito de ampliación al memorial de defensa; 
Visto el auto dictado en fecha 4 de mayo del corrien-

te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en fun-
ciones de Presidente de la Suprema Corte de JustI via, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro Marín Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las leyes No. 684 de 1934 y 
926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7, 8, 9, 69 y 84 del Código de 
Trabajo; 1315 del Código Civil; 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que previa tentativa infructuosa de conciliación, en fecha 
14 de agosto de 1963 Mateo Polanco demandó a Juan An-d 111  

tonio Cabral, por ante el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, en pago de las prestaciones que el Có-
digo de Trabajo acuerda a los trabajadores injustamente 
despedidos; b) que en fecha 14 de febrero de 1964, dicho 
tribunal dictó sentencia sobre el caso con el dispositivo si-
guiente: Rechaza, la demanda incoada por el trabajador 
Mateo Polanco contra Juan Antonio Cabral, por falta de 
pruebas; c) que sobre recurso de apelación formado por 
Mateo Polanco, intervino la sentencia ahora impugnada cu-
yo dispositivo dice así "Falla: Primero: Declara regular y 
válido, tanto en la forma como en el fondo, el recurso de 
apelación interpuesto por Mateo Polanco contra sentencia 
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de 
fecha 14 de febrero de 1964, dictada en favor de Juan An-
tonio Cabral, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Acoge la demanda del 
trabajador Mateo Polanco, y en consecuencia, condena al 
Patrono Juan Antonio Cabral a pagarle las siguientes pres-
taciones: a) veinticuatro (24) días de preaviso; b) doce 
(12) días por concepto de vacaciones no tomada ni pagada; 
c) ileinta (30) días por concepto de Regalía Pascual co-
rrezpondiente al año 1962; d) noventa (90) días por con-
cepto de Indemnizaciones a que se refiere el párrafo 3ro. 
del artículo 84 del Código de Trabajo; todo a razón de un 
salario diario de RD$1.75; Tercero: Condena a Juan Anto-
nio Cabral a pagarle a Mateo Polanco una suma igual a los 
salarios que habría recibido dicho trabajador desde el día de 
su demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva dicta-
da en última instancia, sin exceder a los salarios correspon-
dientes a tres meses, a base de un salario de RD$52.50 men-
suales; Cuarto: Ordena al Patrono Juan Antonio Cabral, 
entregarle al trabajador Mateo Polanco, el certificado esta-
blecido por el artículo 63 del Código de Trabajo; Quinto: 
Condena a Juan Antonio Cabral, parte sucumbiente al pa-
go de las costas del procedimiento de acuerdo al artículo 
691 del Código de Trabajo; ordenándose su distracción en 

1 
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provecho del Dr. Rafael A. Sierra Cabrera, quien afirm a 
 haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente alega contra la sentencia impugnada los siguiente s 

 medios: Primer Medio: Violación del artículo 1315 del Có-
digo Civil; Segundo Medio: Falta de base legal; Tercer Me. 
dio; Desnaturalización de los hechos de la causa y falta de 
motivos; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los tres 
medios de su memorial el recurrente alega, en resumen. 
lo siguiente: que la Cámara a-qua, violó el artículo 1315 del 
Código Civil, no dió motivos a su fallo, lo dejó carente de 
base legal y desnaturalizó los hechos de la causa, porque, 
lro.) funda su sentencia en los "documentos que obran en 
el expediente" sin establecer que el demandante hizo la 
prueba de la existencia del contrato, la clase del mismo, 
el monto del salario y el hecho del despido, sobre todo, 
cuando el actual recurrente, siempre negó que hubiera exis-
tido contrato de trabajo entre él y el demandante; y cuan-
do, los documentos del expediente no eran otros que las 
acta de las medidas de instrucción practicadas ante á juez 
de prmer grado, y, el Juez a-quo, había ordenado un infor-
mativo a cargo del trabajador para que probara los hechos 
justificativos de su demanda, lo que pone de manifiesto 
que dicho tribunal entendió que esos documentos no hacían 
prueba de las pretensiones del trabajador; 2do. que la sen-
tencia no expone los hechos y circunstancias de la causa, ni 
motiva suficientemente su fallo, porque, de conformidad 
con decisiones jurisprudenciales "si bien es suficiente para 
los jueces del fondo, en la mayoría de los casos y como mo-
tivación para afirmar la existencia de un hecho, establecer 
que tal hecho es constante en el expediente, ello no basta 
en apelación, cuando como en la especie, el Juez de Primer 
Grado ha establecido lo contrario, suscitando así una cues-
tión que los jueces de la alzada deben resolver con exposi-
ción de los fundamentos que la decidan"; y 3ro. que el fa- 
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60 impugnado desnaturalizó los hechos de la causa e incu-
rre nuevamente en falta de motivación, al decidir que el 
recurrente debe al trabajador el pago de la Regalía Pas-
cual y al determinar el salario de dicho trabajador en 
RD$1.75 diario, puesto que en el expediente no hay ele-
mentos de ninguna clase que permitan deducir la existen-
cia de esos dos hechos; pero, 

Considerando que la Cámara a-qua para condenar al 
patrono Juan Antonio Cabral al pago en favor del traba-
jador Mateo Polanco, de 24 días de salario por preaviso; 
12 días de salario por vacaciones no pagadas y 90 días de 
salarios por concepto de indemnizaciones en virtud del pá-
rrafo 3° del artículo 84 del Código de Trabajo, dió por com-
probados los hechos siguientes: 1) que entre las partes hu-
bo un contrato de trabajo mediante el cual Mateo Fernán-
dez prestaba a Cabral servicios como brillador y picador 
de galletas y pan; 2) que el trabajador desempeñó esos 
servicios durante 2 años y dos meses, hasta el día 8 de julio 
de 1963, en que fué despedido por el patrono; 3°) que el 
trabajador ganaba un salario de RD$1.75 diario; 4) que 
las 'Olores prestadas por el trabajador llenaban necesida-
des normales, consonantes y uniformes de la panadería del 
patrono y que estas labores fueron prestadas en forma inin-
terrumpida; 

40  Considerando que lo antes transcrito muestra que la 
Cámara a-qua dió motivos de hecho a su fallo en los as- , 
pectos arriba señalados que justifican su dispositivo fun-
dándose en los documentos aportados en la instrucción de 
la causa; que además no vicia de nulidad la sentencia el 
hecho de que la Cámara a-qua ordenara un informativo a 
cargo del trabajador conociendo las medidas de instrucción 
practicadas en el tribunal de primer grado y luego dicho 
informativo no fuera realizado, porque nada impedía al 
tribunal a-quo, aún cuando las medidas ordenadas por él 
implicaran, en principio, una creencia de que en los do-

' cumentos presentados no hubiera los elementos necesarios 
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provecho del Dr. Rafael A. Sierra Cabrera, quien afirma  
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente alega contra la sentencia impugnada los siguiente s 

 medios: Primer Medio: Violación del artículo 1315 del Có-
digo Civil; Segundo Medio: Falta de base legal; Tercer Me-
dio; Desnaturalización de los hechos de la causa y falta de 
motivos; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los tres 
medios de su memorial el recurrente alega, en resumen, 
lo siguiente: que la Cámara a-qua, violó el artículo 1315 del 
Código Civil, no dió motivos a su fallo, lo dejó carente de 
base legal y desnaturalizó los hechos de la causa, porque, 
lro.) funda su sentencia en los "documentos que obran en 
el expediente" sin establecer que el demandante hizo la 
prueba de la existencia del contrato, la clase del mismo, 
el monto del salario y el hecho del despido, sobre todo, 
cuando el actual recurrente, siempre negó que hubiera exis-
tido contrato de trabajo entre él y el demandante; y cuan-
do, los documentos del expediente no eran otros que las 
acta de las medidas de instrucción practicadas ante á juez 
de prmer grado, y, el Juez a-quo, había ordenado un i%ifor-
mativo a cargo del trabajador para que probara los hechos 
justificativos de su demanda, lo que pone de manifiesto 
que dicho tribunal entendió que esos documentos no hacían 
prueba de las pretensiones del trabajador; 2do. que la sen-
tencia no expone los hechos y circunstancias de la causa, ni 
motiva suficientemente su fallo, porque, de conformidad 
con decisiones jurisprudenciales "si bien es suficiente para 
los jueces del fondo, en la mayoría de los casos y como mo-
tivación para afirmar la existencia de un hecho, establecer 
que tal hecho es constante en el expediente, ello no basta 
en apelación, cuando como en la especie, el Juez de Primer 
Grado ha establecido lo contrario, suscitando así una cues-
tión que los jueces de la alzada deben resolver con exposi-
ción de los fundamentos que la decidan"; y 3ro. que el fa- 
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110 impugnado desnaturalizó los hechos de la causa e incu-
rre nuevamente en falta de motivación, al decidir que el 

recurrente debe al trabajador el pago de la Regalía Pas-

cual y al determinar el salario de dicho trabajador en 
EDS1.75 diario, puesto que en el expediente no hay ele-
mentos de ninguna clase que permitan deducir la existen-
cia de esos dos hechos; pero, 

Considerando que la Cámara a-qua para condenar al 
patrono Juan Antonio Cabral al pago en favor del traba-
jador Mateo Polanco, de 24 días de salario por preaviso; 
12 días de salario por vacaciones no pagadas y 90 días de 
salarios por concepto de indemnizaciones en virtud del pá-

rrafo 39  del artículo 84 del Código de Trabajo, dió por com-
probados los hechos siguientes: 1) que entre las partes hu-

bo un contrato de trabajo mediante el cual Mateo Fernán-
dez prestaba a Cabral servicios como brillador y picador 
de galletas y pan; 2) que el trabajador desempeñó esos 
servicios durante 2 años y dos meses, hasta el día 8 de julio 
de 1963, en que fué despedido por el patrono; 3 0) que el 
trabajador ganaba un salario de RD$1.75 diario; 4) que 
las la4ores prestadas por el trabajador llenaban necesida-
des normales, consonantes y uniformes de la panadería del 
patrono y que estas labores fueron prestadas en forma inin-
terrumpida; 

411  Considerando que lo antes transcrito muestra que la 
Cámara a-qua dió motivos de hecho a su fallo en los as-
pectos arriba señalados que justifican su dispositivo fun-
dándose en los documentos aportados en la instrucción de 
la causa; que además no vicia de nulidad la sentencia el 
hecho de que la Cámara a-qua ordenara un informativo a 
cargo del trabajador conociendo las medidas de instrucción 
practicadas en el tribunal de primer grado y luego dicho 
informativo no fuera realizado, porque nada impedía al 
tribunal a-quo, aún cuando las medidas ordenadas por él 
implicaran, en principio, una creencia de que en los do-
cumentos presentados no hubiera los elementos necesarios 
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para esclarecer su convicción, encontrar luego en esos mi s. 
mos documentos, la prueba de los hechos mediante un es.. 
tudio más detenido y a fondo de los mismos; que, además, 
lo antes transcrito pone de manifiesto que la Cámara a-que  
no se limitó a declarar como constantes hechos que el juez 
de primer grado negó que existieran, sino que para darlos 
como probados ha expuesto breve pero suficientemente, 
los fundamentos que lo condujeron a esa decisión; que, por 
otra parte, el examen del acta del contrainformativo prac-
ticado en fecha 4 de noviembre de 1963, pone de manifies-
to que el testigo López, afirmó que el trabajador ganaba 
RD$1.75 diario, lo que corrobora la afirmación del trabaja-
dor respecto del salario ganado por él, hecha en la compa-
recencia personal, razón por la cual la Cámara a-qua, no 
desnaturalizó los hechos de la causa al dar como compro-
bado que el trabajador ganaba como salario diario dicha 
suma; que por tales razones, los medios que se examinan 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando en cuanto al pago de la Regalía Pascual; 
que, en efecto, lo antes transcrito demuestra, que la Corte 
a-qua no ha expuesto ningún motivo de hecho en sk fallo 
que justifique su dispositivo respecto de la condenación 
pronunciada contra el patrono del pago de 30 días de sa-
lario como Regalía Pascual correspondiente al año 1962, 
en favor del trabajador Mateo Polanco; que, en tales con-
diciones, la sentencia impugnada debe ser casada en este 
ordinal de su dispositivo; 

Considerando que, en virtud del párrafo 3" del artículo 
65 de la Ley de Procedimiento de Casación, pueden ser 
compensadas las costas en los casos del artículo 131 del 
Código de Procedimiento Civil; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto al pago de 
la Regalía Pascual, la sentencia dictada por la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 11 de agosto de 
1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo y envía el asunto así delimitado, por ante  

el juzgado de Primera Instancia de San Cristóbal; Segun-
do:  Rechaza en los demás aspectos, el indicado recurso; y, 
Tercero: Compensa las costas. 

. (Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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para esclarecer su convicción, encontrar luego en esos mis- 
mos documentos, la prueba de los hechos mediante un es- 
tudio más detenido y a fondo de los mismos; que, ademá s,  
lo antes transcrito pone de manifiesto que la Cámara a-qua  
no se limitó a declarar como constantes hechos que el juez 
de primer grado negó que existieran, sino que para darlos 
como probados ha expuesto breve pero suficientement e, 
los fundamentos que lo condujeron a esa decisión; que, p or 

 otra parte, el examen del acta del contrainformativo prac-
ticado en fecha 4 de noviembre de 1963, pone de manifies-
to que el testigo López, afirmó que el trabajador ganaba 
RD$1.75 diario, lo que corrobora la afirmación del trabaja-
dor respecto del salario ganado por él, hecha en la compa-
recencia personal, razón por la cual la Cámara a-qua, no 
desnaturalizó los hechos de la causa al dar como compro-
bado que el trabajador ganaba como salario diario dicha 
suma; que por tales razones, los medios que se examinan 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando en cuanto al pago de la Regalía Pascual; 
que, en efecto, lo antes transcrito demuestra, que la Corte 
a-qua no ha expuesto ningún motivo de hecho en sx, fallo 
que justifique su dispositivo respecto de la condenación 
pronunciada contra el patrono del pago de 30 días de sa-
lario como Regalía Pascual correspondiente al año 1962, 
en favor del trabajador Mateo Polanco; que, en tales con-
diciones, la sentencia impugnada debe ser casada en este 
ordinal de su dispositivo; 

Considerando que, en virtud del párrafo 3" del artículo 
65 de la Ley de Procedimiento de Casación, pueden ser 
compensadas las costas en los casos del artículo 131 del 
Código de Procedimiento Civil; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto al pago de 
la Regalía Pascual, la sentencia dictada por la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 11 de agosto de 
1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo y envía el asunto así delimitado, por ante  

e l Juzgado de Primera Instancia de San Cristóbal; Segun-
do:  Rechaza en los demás aspectos, el indicado recurso; y, 
Tercero: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-
re.— 

Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
7Ge  General. 1. 

presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MAYO DEL 196€ 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, 
fecha 19 de noviembre de 1964. 

Materia: Criminal (Homicidio voluntario) 

Recurrente: Francisco Mamerto Eduardo Taveras 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asis-
tido del Secretario General, en la Sala donde celebran sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distreo Na-
cional, hoy día 9 del mes de mayo de 1966, años 123' de 
la Independencia y 103 9  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Frailu-
co Mamerto Eduardo Taveras, dominicano, mayor de e& i 
soltero, ex-militar, domiciliado y residente en esta ciud: 
cédula No. 11785, serie 55, contra sentencia dictada en atri-
buciones criminales por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, de fecha 19 de noviembre de 1964, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría 

de la Corte a-qua, en fecha 20 de noviembre de 1964, a re-
querimiento del Dr. Angel Vespasiano Martínez Gómez, a 
nombre y representación del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295, 304, párrafo 2, del Códi-
go Penal, 1382 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación; Considerando que en la sen-
tencia impugnada y en los documentos a que ella se refie-
re consta: a) que en fecha 18 de octubre de 1962, el Pro-
curador Fiscal del Distrito Nacional, apoderó al Juez de 
Instrucción de la Primera Circunscripción del indicado Dis-
trito Judicial, para que instruyera la sumaria correspon-
diente en relación con la muerte de Pedro Melenciano, 
hecho ocurrido en esta ciudad, en la madrugada del día 
26 de julio de 1962; b) que en fecha 22 de marzo de 1963, 
el Juez de Instrucción apoderado del caso, dictó una Pro-
videncia Calificativa cuyo dispositivo dice: "RESOLVE-
MOS:— DECLARAR, como al efecto DECLARAMOS:—
PRIMERO:— Que hay cargos para inculpar al procesado 
FRANCISCO MAMERTO EDUARDO. TAVERAS, de ha-
ber4perpetrado el crimen de HOMICIDIO VOLUNTARIO 
previsto y penado por los artículos 295 y 304 última parte 
del Código Penal, en la persona de quien en vida se llamó 
PEDRO MELENCIANO; SEGUNDO:— Enviar, como al 
efecto ENVIAMOS, por ante el TRIBUNAL CRIMINAL al 
nombrado FRANCISCO MAMERTO EDUARDO TAVE-
RAS, para que allí sea juzgado de acuerdo con la ley, por 
la infracción de que está inculpado; y TERCERO:— Que 
la presente providencia calificativa, sea notificada, por 
nuestro Secretario tanto al Mag. Proc. Fiscal de este Dis-
trito Nacional, cuanto al referido procesado y que las ac-
tuaciones de la instrucción y un estado de los documentos 
y objetos que han de obrar como fundamento de convic-
ción, sean enviadas inmediatamente después de expirado 
el plazo del recurso de apelación de que es susceptible es- 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MAYO DEL 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, 

fecha 19 de noviembre de 1964. 

Materia: Criminal (Homicidio voluntario) 

Recurrente: Francisco Mamerto Eduardo Taveras 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asis-
tido del Secretario General, en la Sala donde celebran sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distre.o N:- 
cional, hoy día 9 del mes de mayo de 1966, años 123" de 
la Independencia y 103Q de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
co Mamerto Eduardo Taveras, dominicano, mayor de edad, 
soltero, ex-militar, domiciliado y residente en esta ciudad, 
cédula No. 11785, serie 55, contra sentencia dictada en atri-
buciones criminales por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, de fecha 19 de noviembre de 1964, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría 

de la Corte a-qua, en fecha 20 de noviembre de 1964, a re-
querimiento del Dr. Angel Vespasiano Martínez Gómez, a 
nombre y representación del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295, 304, párrafo 2, del Códi-
go Penal, 1382 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación; Considerando que en la sen-
tencia impugnada y en los documentos a que ella se refie-
re consta: a) que en fecha 18 de octubre de 1962, el Pro-
curador Fiscal del Distrito Nacional, apoderó al Juez de 
Instrucción de la Primera Circunscripción del indicado Dis-
trito Judicial, para que instruyera la sumaria correspon-
diente en relación con la muerte de Pedro Melenciano, 
hecho ocurrido en esta ciudad, en la madrugada del día 
26 de julio de 1962; b) que en fecha 22 de marzo de 1963, 
el Juez de Instrucción apoderado del caso, dictó una Pro-
videncia Calificativa cuyo dispositivo dice: "RESOLVE-
MOS:— DECLARAR, como al efecto DECLARAMOS:— 
PRIMERO:— Que hay cargos para inculpar al procesado 
FRANCISCO MAMERTO EDUARDO TAVERAS, de ha-
ber9perpetrado el crimen de HOMICIDIO VOLUNTARIO 
previsto y penado por los artículos 295 y 304 última parte 
del Código Penal, en la persona de quien en vida se llamó 
PEDRO MELENCIANO; SEGUNDO:— Enviar, como al 
efecto ENVIAMOS, por ante el TRIBUNAL CRIMINAL al 
nombrado FRANCISCO MAMERTO EDUARDO TAVE-
RAS, para que allí sea juzgado de acuerdo con la ley, por 
la infracción de que está inculpado; y TERCERO:— Que 
la presente providencia calificativa, sea notificada, por 
nuestro Secretario tanto al Mag. Proc. Fiscal de este Dis-
trito Nacional, cuanto al referido procesado y que las ac-
tuaciones de la instrucción y un estado de los documentos 
y objetos que han de obrar como fundamento de convic-
ción, sean enviadas inmediatamente después de expirado 
el plazo del recurso de apelación de que es susceptible es- 
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ta providencia calificativa, al mencionado funcionario, en 
cumplimiento a la ley que rige la materia"; e) que así apo. 
derada la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial Nacional, dictó una senten-
cia cuyo dispositivo aparece inserto en el de la sentencia 
impugnada; d) que sobre recurso de apelación interpuesto 
por el acusado intervino la sentencia ahora impugnada con 
el dispositivo siguiente: 'FALLA: PRIMERO:— DECLARA 
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto en fecha 26 de diciembre de 1963, por el 
nombrado Francisco Mamerto Eduardo Taveras, contra 
sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual con-
tiene el dispositivo siguiente: 'Falla: Primero:— Declara al 
nombrado Francisco Mamerto Eduardo Taveras, de genera-
les anotadas en el proceso, culpable del hecho que se le 
imputa, es decir, crimen de Homicidio Voluntario, en per-
juicio de quien en vida respondió al nombre de Pedro Me-
lenciano, y, en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de 
Diez (10) Años de Trabajos Públicos, que deberá cumplir 
en la Penitenciaría Nacional de La Victoria; Segundo: De-
clarar regular y válida en cuanto a la forma ,la constitución 
en parte civil hecha por la señora Francisca Melenciano 
Soto (a) Panchita, en contra del acusado Francisco Ma-
merto Eduardo Taveras, por mediación de su abogado cons-
tituido Dr. Roberto Peña Frómeta; Tercero: Condena al re-
ferido acusado Francisco Mamerto Eduardo Taveras, a pa-
gar una indemnización de Veinte mil pesos oro dominica-
nos, (RD$20,000.00), en favor de la parte civil constituída, 
como consecuencia, del hecho delictuoso cometido por 
aquel; Cuarto: Condena además al mencionado acusado, al 
pago de las costas causadas, con distracción de las civiles, 
en provecho del Dr. Roberto Peña Frómeta, abogado, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad'. Segundo:— Con-
firma la antes expresada decisión y condena al acusado 
Francisco Mamerto Eduardo Taveras al pago de las costas 
de la presente alzada'. 

Considerando que la Corte a-qua, dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, que en la madrugada del día 26 de julio de 1962, mien-
tras Pedro Melenciano transitaba por una acera de la calle 
Jacinto de la Concha de esta ciudad, el acusado Francisco 
Mamerto Eduardo Taveras, entonces raso del Ejército Na-
cional, y quien había ingerido bebidas alcohólicas, le infirió 
voluntariamente con un cuchillo, sin motivo alguno, una 
herida que le causó la muerte inmediatamente; 

Considerando que los hechos al comprobados y admiti-
dos por la Corte a-qua, constituyen a cargo del acusado, 
el crimen de homicidio voluntario, previsto por el artículo 
295 del Código Penal, y sancionado por el artículo 304, pá-
rrafo 2 del mismo Código, con la pena de tres a veinte años 
de trabajos públicos; que, por tanto, al condenar al acusado 
a diez años de trabajos públicos, después de declararlo cul-
pable del indicado crimen, la Corte a-qua, hizo una co-
rrecta aplicación de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que los Jueces del fondo, establecieron que como consecuen- 
cia de la infracción cometida por el acusado, la parte civil 
constituída Francisca Melenciano Soto, sufrió daños y per- 

4 juicios morales y materiales cuyo monto apreciaron en la 
suma de veinte mil pesos; que, por tanto, al condenar a 
dicho acusado al pago de esa suma, a título de indemniza- 
ción en provecho de la parte civil constituída, en la sen- 
tencia impugnada, se hizo en ese aspecto, una correcta 
aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al in-
terés del recurrente vicio alguno que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco Mamerto Eduardo Tave-
ras, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de 

• 
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ta providencia calificativa, al mencionado funcionario, en 
cumplimiento a la ley que rige la materia"; c) que así apo-
derada la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial Nacional, dictó una senten-
cia cuyo dispositivo aparece inserto en el de la sentencia 
impugnada; d) que sobre recurso de apelación interpuesto 
por el acusado intervino la sentencia ahora impugnada con 
el dispositivo siguiente: 'FALLA: PRIMERO:— DECLARA 
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto en fecha 26 de diciembre de 1963, por el 
nombrado Francisco Mamerto Eduardo Taveras, contra 
sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual con-
tiene el dispositivo siguiente: 'Falla: Primero:— Declara al 
nombrado Francisco Mamerto Eduardo Taveras, de genera-
les anotadas en el proceso, culpable del hecho que se le 
imputa, es decir, crimen de Homicidio Voluntario, en per-
juicio de quien en vida respondió al nombre de Pedro Me-
lenciano, y, en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de 
Diez (10) Años de Trabajos Públicos, que deberá cumplir 
en la Penitenciaría Nacional de La Victoria; Segundo: De-
clarar regular y válida en cuanto a la forma ,la constitición 
en parte civil hecha por la señora Francisca Melenciano 
Soto (a) Panchita, en contra del acusado Francisco Ma-
merto Eduardo Taveras, por mediación de su abogado cons-
tituído Dr. Roberto Peña Frómeta; Tercero: Condena al re-
ferido acusado Francisco Mamerto Eduardo Taveras, a pa-
gar una indemnización de Veinte mil pesos oro dominica-
nos, (RD$20,000.00), en favor de la parte civil constituida, 
como consecuencia, del hecho delictuoso cometido por 
aquel; Cuarto: Condena además al mencionado acusado, al 
pago de las costas causadas, con distracción de las civiles, 
en provecho del Dr. Roberto Peña Frómeta, abogado, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad'. Segundo:— Con-
firma la antes expresada decisión y condena al acusado 
Francisco Mamerto Eduardo Taveras al pago de las costas 
de la presente alzada'. 
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Considerando que la Corte a-qua, dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, que en la madrugada del día 26 de julio de 1962, mien-
tras Pedro Melenciano transitaba por una acera de la calle 
Jacinto de la Concha de esta ciudad, el acusado Francisco 
Mamerto Eduardo Taveras, entonces raso del Ejército Na-
cional, y quien había ingerido bebidas alcohólicas, le infirió 
voluntariamente con un cuchillo, sin motivo alguno, una 
herida que le causó la muerte inmediatamente; 

Considerando que los hechos al comprobados y admiti-
dos por la Corte a-qua, constituyen a cargo del acusado, 
el crimen de homicidio voluntario, previsto por el artículo 
295 del Código Penal, y sancionado por el artículo 304, pá-
rrafo 2 del mismo Código, con la pena de tres a veinte años 
de trabajos públicos; que, por tanto, al condenar al acusado 
a diez años de trabajos públicos, después de declararlo cul-
pable del indicado crimen, la Corte a-qua, hizo una co-
rrecta aplicación de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que los Jueces del fondo, establecieron que como consecuen-
cia de la infracción cometida por el acusado, la parte civil 
constituida Francisca Melenciano Soto, sufrió daños y per-
juicios morales y materiales cuyo monto apreciaron en la 
suma de veinte mil pesos; que, por tanto, al condenar a 
dicho acusado al pago de esa suma, a título de indemniza-
ción en provecho de la parte civil constituida, en la sen-
tencia impugnada, se hizo en ese aspecto, una correcta 
aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al in-
terés del recurrente vicio alguno que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco Mamerto Eduardo Tave-
ras, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MAYO DEL 1966 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 18 de noviembre de 1965. 

Materia: Penal (viol. ley 2402) 

Recurrente: Josefina Altagracia Osorio 
Recurrido: Gabriel Almánzar 

41 ,  
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Santo Domingo, en atribuciones criminales, en fecha 19 de 
noviembre de 1964, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo; Sgundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Gua-
rionex A. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hi-
jo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Ernesto Curiel hijo). 

i. 

Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña) Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito 
Nacional, hoy día 9 de mayo de 1966, años 123° de la Inde-
pendencia y 103 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Josefina 
Altagracia Osorio, dominicana, mayor de edad, ocupada en 
los quehaceres domésticos, domiciliada en El Rancho, juris-
dicción de Salcedo, contra la sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís de fecha 18 de 
noviembre de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Santo Domingo, en atribuciones criminales, en fecha 19 de 
noviembre de 1964, cuyo dispositivo se copia en parte an.. 
terior del presente fallo; Sgundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber 
gés Chupani.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Gua-
rionex A. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hl 
jo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secreta.. 
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Ia 
audiencia pública del día, mes y año expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MAYO DEL 1966 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 18 de noviembre de 1965. 

Materia: Penal (viol. ley 2402) 

Recurrente: Josefina Altagracia Osorio 
Recurrido: Gabriel Almánzar 

Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
'i ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-

de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 

1 María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias , en la ciudad de Santo Domingo , Distrito 
Nacional, hoy día 9 de mayo de 1966, años 123° de la Inde- 

' pendencia y 103° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Josefina 
*11 	Altagracia Osorio, dominicana, mayor de edad, ocupada en 

. los quehaceres domésticos, domiciliada en El Rancho, juris- 
1 dicción de Salcedo, contra la sentencia dictada por la Corte 

de Apelación de San Francisco de Macorís de fecha 18 de 
noviembre de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Visto el memorial de defensa suscrita por el Dr. R. 
Bienvenido Amaro, abogado del prevenido Gabriel Almán-
zar; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 18 de noviembre de 
1965, a requerimiento de la recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha 8 de junio de 1964 compareció por ante el 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Salcedo, Jose-
fina Altagracia Osorio y presentó querella contra Gabriel 
Almánzar, por el hecho de no cumplir con sus obligacio-
nes alimentarias como padre de la menor Lourdes Josefina 
de un año y meses de edad, que dicha querellante dice ha-
ber procreado con él, solicitando una pensión de quince 
pesos mensuales; b) que en fecha 30 de junio de 1964, la 
conciliación fue celebrada sin éxito por ante el Juez de 
Paz del Municipio de Salcedo, al negar Gabriel Almánzar 
la paternidad que se le atribuía; c) que en esa virtud el 
mencionado Procurador Fiscal apoderó regularmente del 
proceso, al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo, el cual lo falló por sentencia de fecha 
14 de septiembre de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Falla: Primero: Declara a Gabriel Almánzar no culpabk 
de violar la ley 2402 en perjuicio de la menor Josefina Al-
tagracia Osorio y en consecuencia se le descarga por insu-
ficiencia de pruebas; Segundo: Declara las costas de ofi• 
cio"; d) que sobre recurso de apelación interpuesto por la 
madre querellante, parte sui-géneris en la causa, la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís pronunció la 
sentencia ahora impugnada en casación, con el dispositivo 
que se transcribe a continuación: "Falla: Primero: Declara  

regular y válido el recurso de Apelación intentado por la 
querellante Josefina Altagracia Osorio, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Salcedo, de fecha catorce (14) de septiembre de mil nove-
cientos sesenta y cuatro (1964), que descargó al prevenido 
Gabriel Almánzar del delito de violación a la Ley No. 2402, 
en perjuicio de la menor Lourdes Josefina, por insuficien-
cia de pruebas; Segundo: Confirma en todas sus partes la 
sentencia objeto del presente recurso ded apelación; y, Ter-
cero; Declara las costas de oficio"; 

Considerando que para declarar al prevenido no culpa-
ble del delito que se le imputaba, la Corte a-qua dió por 
establecidos los siguientes hechos fundamentales; a) que 
Gabriel Almánzar mantuvo relaciones sexuales por prime-
ra vez con la querellante, el 17 de octubre de 1963, las cua-
les se extendieron hasta enero de 1964; b) que en fecha 10 
de abril de 1964, dicha querellante alumbró la menor Lour-
des Josefina en el hospital de la ciudad de Moca; c) que el 
embarazo que culminó con el referido alumbramiento fue 
a término; d) que como se evidencia por la relación ante--, 
rior, el nacimiento de la menor Lourdes Josefina se operó 
unos seis meses después que su madre inició las relaciones 
carnales con el prevenido, y como el embarazo de ella fue 
normal y a término, es preciso concluir de ello que dicho 
embarazo fue producto de relaciones mantenidas por la 
querellante con otro hombre, antes de iniciarse las que sos-
tuvo con el prevenido; 

Considerando que al comprobar los hechos precedente-
mente señalados, la Corte a-qua no incurrió en desnatura-
lización, y por consiguiente, al fallar el caso en la forma 
expresada, hizo uso del poder soberano de apreciación de 
que estaba investida; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, no contiene en lo concerniente al 
interés de la recurrente, vicio alguno que justifique su ca 
sación; 
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Visto el memorial de defensa suscrita por el Dr. R. 
Bienvenido Amaro, abogado del prevenido Gabriel Almán-
zar; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 18 de noviembre de 
1965, a requerimiento de la recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha 8 de junio de 1964 compareció por ante el 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Salcedo, Jose-
fina Altagracia Osorio y presentó querella contra Gabriel 
Almánzar, por el hecho de no cumplir con sus obligacio-
nes alimentarias como padre de la menor Lourdes Josefina 
de un año y meses de edad, que dicha querellante dice ha-
ber procreado con él, solicitando una pensión de quince 
pesos mensuales; b) que en fecha 30 de junio de 1964, la 
conciliación fue celebrada sin éxito por ante el Juez de 
Paz del Municipio de Salcedo, al negar Gabriel Almánzar 
la paternidad que se le atribuía; e) que en esa virtud el 
mencionado Procurador Fiscal apoderó regularmente del 
proceso, al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo, el cual lo falló por sentencia de fecha 
14 de septiembre de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Falla: Primero: Declara a Gabriel Almánzar no culpable 
de violar la ley 2402 en perjuicio de la menor Josefina Al-
tagracia Osorio y en consecuencia se le descarga por insu-
ficiencia de pruebas; Segundo: Declara las costas de ofi• 
cio"; d) que sobre recurso de apelación interpuesto por la 
madre querellante, parte sui-géneris en la causa, la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís pronunció la 
sentencia ahora impugnada en casación, con el dispositivo 
que se transcribe a continuación: "Falla: Primero: Declara 
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regular y válido el recurso de Apelación intentado por la 
querellante Josefina Altagracia Osorio, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Salcedo, de fecha catorce (14) de septiembre de mil nove-
cientos sesenta y cuatro (1964), que descargó al prevenido 
Gabriel Almánzar del delito de violación a la Ley No. 2402, 
en perjuicio de la menor Lourdes Josefina, por insuficien-

cia de pruebas; Segundo: Confirma en todas sus partes la 
sentencia objeto del presente recurso ded apelación; y, Ter-
cero; Declara las costas de oficio"; 

Considerando que para declarar al prevenido no culpa-
ble del delito que se le imputaba, la Corte a-qua dió por 
establecidos los siguientes hechos fundamentales; a) que 
Gabriel Almánzar mantuvo relaciones sexuales por prime-
ra vez con la querellante, el 17 de octubre de 1963, las cua-
les se extendieron hasta enero de 1964; b) que en fecha 10 
de abril de 1964, dicha querellante alumbró la menor Lour-
des Josefina en el hospital de la ciudad de Moca; e) que el 
embarazo que culminó con el referido alumbramiento fue 
a término; d) que como se evidencia por la relación ante-
rior, el nacimiento de la menor Lourdes Josefina se operó 
unos seis meses después que su madre inició las relaciones 
carnales con el prevenido, y como el embarazo de ella fue 
normal y a término, es preciso concluir de ello que dicho 
embarazo fue producto de relaciones mantenidas por la 
querellante con otro hombre, antes de iniciarse las que sos-
tuvo con el prevenido; 

Considerando que al comprobar los hechos precedente-
mente señalados, la Corte a-qua no incurrió en desnatura-
lización, y por consiguiente, al fallar el caso en la forma 
expresada, hizo uso del poder soberano de apreciación de 
que estaba investida; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, no contiene en lo concerniente al 
interés de la recurrente, vicio alguno que justifique su ca 
sación; 
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Por tales motivos, Primero: Reclaza el recurso de ca. 
ración interpuesto por Josefina Altagracia Osorio, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Fran«. 
cisco de Macorís, de fecha 18 de noviembre de 1965, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.—Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Guario-
nex A. García de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Luis 
Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

c. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 15 de diciembre de 1964 

materia: Correccional (Viol. al art. 309 del Código Penal) 

Recurrente: Manuel de Regla Febre 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Guarionex A. García de Peña, Rafael 
Richiez Saviñón, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Se-
cretad% General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 9 
días del mes de Mayo del año 1966, años 123 9  de la Inde-
pendencia y 1039  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
Regla Febre, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, 
domiciliado y residente en la Sección de Pizarrete, del mu-
nicipio de Baní, contra sentencia dictada en atribuciones 
correccionales, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
de fecha 15 de diciembre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 

1 la Corte a qua, de fecha 23 de diciembre de 1964, a reque- 

1 
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Por tales motivos, Primero: Reclaza el recurso de ea, 
sación interpuesto por Josefina Altagracia Osorio, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Fran_ 
cisco de Macorís, de fecha 18 de noviembre de 1965, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.—Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Guario-
nex A. García de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Luis 
Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

c. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MAYO DEL 1966 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

III> 	fecha 15 de diciembre de 1964 

materia: Correccional (Viol. al art. 309 del Código Penal) 

liecurrente: Manuel de Regla Febre 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Guarionex A. García de Peña, Rafael 
Richiez Saviñón, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 9 
días del mes de Mayo del año 1966, años 123 9  de la Inde- 

■ pendencia y 103° de la Restauración, dicta en audiencia pú- 
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
Regla Febre, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, 
domiciliado y residente en la Sección de Pizarrete, del mu- 
nicipio de Baní, contra sentencia dictada en atribuciones 
correccionales, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
de fecha 15 de diciembre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
1 	Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 

Corte a qua, de fecha 23 de diciembre de 1964, a reque- 

1 
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1 

rimiento del recurrente, en la cual no se invoca ningú n 
 medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 5 de mayo del corrient e 
 año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funciones 

 de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio 
del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, M an. 
fredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la de-
liberación y fallo del recurso de casación de que se trata, 
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 
1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 309 y 463 del Código Penal; 
1382 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que por apo-
deramiento regular del Ministerio Público, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia, dictó 
en fecha 5 de agosto de 1964, una sentencia cuyo dispositi-
vo aparece inserto en el de la sentencia impugnada; b) 
que sobre recursos de apelación interpuestos, intervino la 
sentencia ahora impugnada con el dispositivo que se copia 
a continuación: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y 
válido el recurso de apelación interpuesto por los preveni-
dos Manuel de Regla Febré, Héctor Pascual Febré Ramí-
rez y José Manuel Araujo, contra la sentencia dictada por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Peravia, en fecha 5 de agosto del año 1964, cuyo dispositi-b 
yo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Declara buena y válida 
la constitución en parte civil hecha por Felicita Gutiérrez 
a nombre de ella y sus hijos menores Rafael A. Mateo y 
Ramón Rolando Mateo, por órgano de su abogado consti-
tuido Dr. Pablo Bdo. Pimentel Machado; SEGUNDO: Que 
debe declarar como al efecto declaramos, a los nombrados 
Manuel de Regla Febré, Pascual Febré Ramírez y José Ma- 

nuel Araujo, de generales conocidas, culpables de golpes 
y heridas, curables después de 20 días y otros antes de los 
20 días en perjuicio de los nombrados Rafael A. Mateo, Fe-
lícita Gutiérrez y Ramón Rolando Mateo; TERCERO: Que 
debe Condenar como al efecto condenamos, a los nombra-
dos Manuel de Regla Febré, a sufrir la pena de dos (2) me-
ses de prisión correccional y al pago de una multa de RD .- 
25.00, Pascual Febré Ramírez y José Manuel Aarujo, a su-
frir la pena de un (1) mes de prisión correccional y al pa-
go de una multa de RD.15.00 cada uno, acogiendo circuns-
tancias atenuantes en su favor; CUARTO: Que debe Con-
denar, como al efecto Condenamos, a los nombrados Ma-
nuel de Regla Febré, Pascual Febré Ramírez y José Manuel 
Araujo, solidariamente a una indemnización de RD.300.00 
(Trescientos Pesos Oro) en favor de los agraviados Feli-
cita Gutiérrez y de sus hijos menores representados por 
ella, Rafael A. Mateo y Ramón Rolando Mateo; compensa-
ble la indemnización en caso de insolvencia, a un día de 
prisión, por cada peso dejado de pagar; y no mayor de 3 
rrises. I QUINTO: Que debe condenar como al efecto con-
denamos, a dichos inculpados al pago de las costas, pena-
les y civiles, con distracción de estas últimas en favor del 
Dr. Pablo Bdo. Pimentel Machado, quien afirma haberla 
avanzado en su mayor parte; por haberlo intentado en 
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales; 
SEGUNDO: Declara regular el mantenimiento de su cons-
titución en parte civil hecho ante esta Corte por la Señora 
Felicita Gutiérrez y por sí y a nombre de sus hijos meno-
res Rafael A. Mateo y Ramón Rolando Mateo, por media-
ción de su abogado constituido Doctor Bienvenido Pimen-
tel Machado; TERCERO: Confirma en todas sus partes la 
sentencia recurrida y se rechaza consecuentemente las con-
clusiones presentadas por el abogado de los inculpados; 
CUARTO: Se condena a los prevenidos recurrentes al pa-
go solidario de las costas penales y civiles y ordena la dis-
tracción de las últimas en favor del abogado Doctor Bien- 
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rimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin gún 
 medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 5 de mayo del corrient e 
 año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funciones 

de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio 
del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, M an_ 
fredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la de-
liberación y fallo del recurso de casación de que se trata, 
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 
1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 309 y 463 del Código Penal; 
1382 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que por apo-
deramiento regular del Ministerio Público, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia, dictó 
en fecha 5 de agosto de 1964, una sentencia cuyo elspositi-
yo aparece inserto en el de la sentencia impugnada; b) 
que sobre recursos de apelación interpuestos, intervino la 
sentencia ahora impugnada con el dispositivo que se copia 
a continuación: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y 
válido el recurso de apelación interpuesto por los preveni-
dos Manuel de Regla Febré, Héctor Pascual Febré Ramí-
rez y José Manuel Araujo, contra la sentencia dictada por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Peravia, en fecha 5 de agosto del año 1964, cuyo dispositi-
vo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Declara buena y válida 
la constitución en parte civil hecha por Felícita Gutiérrez 
a nombre de ella y sus hijos menores Rafael A. Mateo 
Ramón Rolando Mateo, por órgano de su abogado consti-
tuído Dr. Pablo Bdo. Pimentel Machado; SEGUNDO: Que 
debe declarar como al efecto declaramos, a los nombrados 
Manuel de Regla Febré, Pascual Febré Ramírez y José Ma- 

BOLETÍN JUDICIAL 	 717 

nuel Araujo, de generales conocidas, culpables de golpes 
y heridas, curables después de 20 días y otros antes de los 

20 días en perjuicio de los nombrados Rafael A. Mateo, Fe-
lícita Gutiérrez y Ramón Rolando Mateo; TERCERO: Que 
debe Condenar como al efecto condenamos, a los nombra-
dos Manuel de Regla Febré, a sufrir la pena de dos (2) me-
ses de prisión correccional y al pago de una multa de RD 
25.00, Pascual Febré Ramírez y José Manuel Aarujo, a su-
frir la pena de un (1) mes de prisión correccional y al pa-
go de una multa de RD .15.00 cada uno, acogiendo circuns-
tancias atenuantes en su favor; CUARTO: Que debe Con-
denar, como al efecto Condenamos, a los nombrados Ma-
nuel de Regla Febré, Pascual Febré Ramírez y José Manuel 
Araujo, solidariamente a una indemnización de RD.300.00 
(Trescientos Pesos Oro) en favor de los agraviados Felí-
cita Gutiérrez y de sus hijos menores representados por 
ella, Rafael A. Mateo y Ramón Rolando Mateo; compensa-
ble la indemnización en caso de insolvencia, a un día de 
prisión, por cada peso dejado de pagar; y no mayor de 3 
rwses- 1 QUINTO: Que debe condenar como al efecto con-
denamos, a dichos inculpados al pago de las costas, pena-
les y civiles, con distracción de estas últimas en favor del 
Dr. Pablo Bdo. Pimentel Machado, quien afirma haberla 
avanzado en su mayor parte; por haberlo intentado en 
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales; 
SEGUNDO: Declara regular el mantenimiento de su cons-
titución en parte civil hecho ante esta Corte por la Señora 
Felicita Gutiérrez y por sí y a nombre de sus hijos meno-
res Rafael A. Mateo y Ramón Rolando Mateo, por media-
ción de su abogado constituído Doctor Bienvenido Pimen-
tel Machado; TERCERO: Confirma en todas sus partes la 
sentencia recurrida y se rechaza consecuentemente las con-
clusiones presentadas por el abogado de los inculpados; 
CUARTO: Se condena a los prevenidos recurrentes al pa-
go solidario de las costas penales y civiles y ordena la dis-
tracción de las últimas en favor del abogado Doctor Bien- 
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venido Pimentel Machado, quien declara haberlas avanza.. 
do en su mayor parte"; 

Considerando que la Corte a-qua, dió por establecid o 
 mediante la ponderación de los elementos de prueba, que 
 fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau. 

sa, que el día 9 de junio de 1964, Manuel de Regla Febré, 
en una riña sostenida con Felicia Gutiérrez, le dió a ésta 
voluntariamente un golpe de plano con un machete que 
le produjo lesiones que curaron después de veinte días; 

Considerando que los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, constituyen a cargo del preve-
nido, el delito de golpes voluntarios en perjuicio de Felí-
cita Gutiérrez, que curaron después de veinte días, previs. 
to por el artículo 309 del Código Penal, y castigado por di. 
cho texto legal con la pena de seis meses de prisión a dos 
años y multa de diez a cien pesos; que, por consiguiente, 
la Corte a qua al condenar al prevenido, después de decla-
rarlo culpable del indicado delito, a la pena de dos meses 
de prisión correccional y al pago de una multa de veinti-
cinco pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, hizo una 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que los jueces del fondo establecieron que como consecuen-
cia de la infracción cometida por el prevenido, la parte ci-
vil constituída Felicita Gutiérrez, sufrió daños y perjui-
cios morales y materiales cuyo monto apreciaron soberana-
mente en la suma de trescientos pesos; que, por tanto, al 
condenar a dicho prevenido al pago de esa suma a título 
de indemnización en provecho de la referida parte civil, 
en la sentencia impugnada, se hizo en ese aspecto, una co-
rrecta aplicación del artículo 1382; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero! Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel de Regla Febré, contra sen- 

tencia dictada en atribuciones correccionales, por la Corte 
de  Apelación de San Cristóbal, de fecha 15 de diciembre 
de 1964, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-

sente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

1111fr• (Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— 
Rafael Richiez Saviñón.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro 
María Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

L,a presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
senores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Consejo de Guerra de Apelación de la po  
licía Nacional, de fecha 22 de octubre de 1964. 

Materia: Penal 

Recurrente: Gregorio de la Cruz Hernández y compartes 
Abogado: Héctor Cabral Ortega y el Dr. Mario García Alvarado 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. 
García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Sa_ 
viñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do_ 
mingo Distrito Nacional, hoy día 13 de mayo de 1966, 
años 1239 de la Independencia y 103 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gregorio 
de la Cruz Hernández, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, Sargento A&C, de la Policía Nacional, cédula 1010, 
serie 71; Fausto Rafael Peña Rodríguez, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, Raso de la Policía Nacional, cédula 
10527, serie 46, domiciliado y residente en la Avenida Me-
lla No. 82 de esta ciudad; Emenegildo Velez Paulino, do-
minicano, mayor de edad, soltero, Raso de la Policía Na-
cional, cédula 6934, serie 57, domiciliado y residente en 
esta ciudad; Leoncio Publio Ramírez Rivas, dominicano, 
mayor de edad, soltero, Raso de ira. Clase de la Policía 

Nacional, cédula 7842, serie 45, con su domicilio y resi_ 
dencia en esta ciudad; y Eligio Héctor Aldaño Padilla, do_ 
minicano, mayor de edad, soltero, Raso de la Policía Na-
cional, cédula 16516, serie 25, domiciliado y residente en 
esta ciudad, contra la sentencia de fecha 22 de octubre de 
1964, dictada por el Consejo de Guerra de *  Apelación de 
la policía Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade_ 

la  Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Doctor Héctor Cabral Ortega, por sí y en re_ 

presentación del Dr. Mario García Alvarado, abogados de 
los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oí lo el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

'11  Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Consejo de Guerra de Apelación de la Po_ 
licía Nacional, en fecha 24 de octubre de 1964; 

Visto el memorial de casación depositado por los abo_ 
fiados de los recurrentes el 15 de enero de 1965; 

Visto el auto dictado en fecha 12 de mayo de 1966, 
por el tagistrado Presidente de la Suprema Corte de Jus-
ticia, por medio del cual integra, en su indicada calidad, 
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Luis Gó-
mez Tavárez Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y 
Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribunal, para comple-
tar la mayoría en la deliberación y fallo del presente re-
curso, de conformidad con la Ley No. 684, de 1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 87, 88, 89 y 90 del Código 
Penal; 204, 205 y 206 del Código de Justicia de las Fuerzas 
Armadas; 8, 55, 81 y 176 de la Constitución de la Repú- 
he 

Casación; 
sy2ó0n, ; tercera parte, de la ley sobre Procedimiento  

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 



720 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 T 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 721 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Consejo de Guerra de Apelación de la po . 
licía Nacional, de fecha 22 de octubre de 1964. 

Materia: Penal 

Recurrente: Gregorio de la Cruz Hernández y compartes 
Abogado: Héctor Cabral Ortega y el Dr. Mario García Alva, z, (, 0  

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. 
García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Sa. 
viñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo Distrito Nacional, hoy día 13 de mayo de 1966, 
años 1239  de la Independencia y 103 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si. 
guiente sentencia• 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gregorio 
de la Cruz Hernández, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, Sargento A&C, de la Policía Nacional, cédula 1010, 
serie 71; Fausto Rafael Peña Rodríguez, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, Raso de la Policía Nacional, cédula 
10527, serie 46, domiciliado y residente en la Avenida Me-
na No. 82 de esta ciudad; Emenegildo Velez Paulino, do-
minicano, mayor de edad, soltero, Raso de la Policía Na-
cional, cédula 6934, serie 57, domiciliado y residente en 
esta ciudad; Leoncio Publio Ramírez Rivas, dominicano, 
mayor de edad, soltero, Raso de lra. Clase de la Policía  

lacional, cédula 7842, serie 45, con su domicilio y resi-
dencia en esta ciudad; y Eligio Héctor Aldaño Padilla, do-

rninica no, mayor de edad, soltero, Raso de la Policía Na-
cional, cédula 16516, serie 25, domiciliado y residente en 
esta ciudad, contra la sentencia de fecha 22 de octubre de 
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lante; 
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nresentación del Dr. Mario García Alvarado, abogados de 
jos recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oí lo el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

1  Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Consejo de Guerra de Apelación de la Po-
licía Nacional, en fecha 24 de octubre de 1964; 

Visto el memorial de casación depositado por los abo-
gados de los recurrentes el 15 de enero de 1965; 

Visto el auto dictado en fecha 12 de mayo de 1966, 
por el tagistrado Presidente de la Suprema Corte de Jus-
ticia, por medio del cual integra, en su indicada calidad, 
dicha Corte, conjuntamente con los Magistrados Luis Gó-
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Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribunal, para comple-
tar la mayoría en la deliberación y fallo del presente re-
curso, de conformidad con la Ley No. 684, de 1934; 
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documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 



722 	 BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 	 '723 

que previo requerimiento hecho el 9 de julio de 1964 p or 
 el Fiscal del Consejo de Guerra de Segundo Grado del 

Departamento Central de la Policía Nacional, y despué s 
 de instruida la sumaria correspondiente, el Juez de Iris 

 trucción del Consejo de Guerra de Segundo Grado de di-
cho Departamento de la Policía Nacional, dictó en fecha. 
15 de julio de 1964, una Providencia Calificativa con el si. 
guiente dispositivo:— Resolvemos: Unico: Declarar como al 
efecto declaramos, al Sargento de A&C, Gregorio de la 
Cruz Hernández, y los Rasos Emenegildo Velez Paulino 
Eligio Héctor Aldaño Padilla y Leoncio Publio Ramírez 
Rivas, P.N., conjuntamente con el también Raso Fausto 
Rafael Peña Rodríguez, P.N., todos de generales anotad-s, 
acusados de los crímenes de atentar y tramar contra la 
seguridad interim:- del Estado; de excitar a otras personas 
a armarse unos contra otros, con el fin de turbar la paz 
pública con la guerra civil, con el empleo ilegal de la 
fuerza armada; de intentar incendiar y destruir edificios 
y otras propiedades pertenecientes al Estado; así como de 
atentar contra la integridad y seguridad del Estado o de 
sus instituciones, y en consecuencia: Mandamos y Ordena. 
mos: Primero: Que el Sargento de A&C, Gregor¿p de la 
Cruz Hernández, y los Rasos Fausto Rafael Peña. Rodrí. 
guez, Emenegildo Velez Paulino, Eligio Héctor Aldaño Pa. 
dilla y Leoncio Publio Ramírez Rivas, P.N., sean enviados 
por ante el Consejo de Guerra de Segundo Grado del De-
partamento Central de la Policía Nacional, con asiento en 
Santo Domingo, Distrito Nacional, para que allí sean juz-
gados de acuerde con la Ley; Segundo: Que se proceda a 
la notificación de la presente Providencia Calificativa, 
tanto 11 Fiscal del Consejo de Guerra de Segundo Grado, 
ya indicado, como a los acusados mencionados más arri. 
ba; Tercero: Que de las actuaciones de la instrucción, el 
acta extendida respecto a los delitos y un estado de los 
documentos y objetos que han de obrar como fundamen-
to de convicción, sean transmitidas al Fiscal del Consejo 
de Guerra de Segundo Grado ya indicado, para que se  

proceda de acuerdo con las disposiciones del artículo 48 
del Código de Justicia de las Fuerzas Armadas, aplicable 
a los miembros de la Policía Nacional"; b) que el Consejo 
de Guerra de la Policía Nacional así apoderado, después 
de celebrar el juicio correspondiente dictó en fecha 29 de 
julio da 1964 la sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: 

Primero: Que debe declarar como al efecto declara al Ra-
so Fausto Rafael Peña Rodríguez, P.N., no culpable de 
violación a los artículos 87, 88, 91 y 95 del Código Penal; 
así como al Sargento de A&C Gregorio de la Cruz Her. 
nández y Rasos Emenegildo Velez Paulino, Eligio Héctor 
Aldarig Padilla y Leoncio Publio Ramírez Rivas, P.N., no 
culpables de violación a los artículos 87, 88, 89, 90, 91 y 
95 del Código Penal y 204 y 205 acápite 20 del Código de 
Justicia de las Fuerzas Armadas, aplicable a los miembros 
de la Policía Nacional y en consecuencia les descarga de 
estos hechos; Segundo: Que debe declarar como al efecto 
declara al Raso Fausto Rafael Peña. Rodríguez, P.N., cul-
pable de violación a los artículos 89 y 90 del Código Penal 
y 204 y 205, acápite 20 y 206 del Código de Justicia de las 
Fuerzo Armadas, aplicable a los miembros de la P.N., y 
en consecuencia, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes de acuerdo con el art. 463, del Código Penal, lo 
condena a 10 años de trabajos públicos; así como al Sar-
gento de A&C Gregorio de la Cruz Hernández y los Rasos 
Emenegildo Velez Paulino, Eligio Héctor Aldaño Padilla 
y Leoncio Publio Ramírez Rivas, P.N., culpables de viola-
ción al art. 206 del Código de Justicia de las Fuerzas Ar-
madas. aplicable a los miembros de la Policía Nacional y 
en consecuencia los condena: al Sargento de A&C Grego-
rio de la Cruz Hernández y los Rasos Emenegildo Velez 
Paulino, Eligio Héctor Aldaño Padilla y Leoncio Publio 
Ramírez Rivas, P.N., el primero a cuatro (4) años de de-
tención) y los tres últimos a dos arios de prisión correc-
cional, acogiendo en favor de éstos circunstancias ate. 
nuantes de acuerdo con el art. 463, del Código Penal; Ter. 

cero: Que debe Ordenar como al efecto ordena, la separa- 
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la notificación de la presente Providencia Calificativa, 
tanto nl Fiscal del Consejo de Guerra de Segundo Grado, 
ya indicado, como a los acusados mencionados más arri-
ba; Tercero: Que de las actuaciones de la instrucción, el 
acta extendida respecto a los delitos y un estado de los 
documentos y objetos que han de obrar como fundamen-
to de convicción, sean transmitidas al Fiscal del Consejo 
de Guerra de Segundo Grado ya indicado, para que se 
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proceda de acuerdo con las disposiciones del artículo 48 
del Código de Justicia de las Fuerzas Armadas, aplicable 
a los miembros de la Policía Nacional"; b) que el Consejo 
de Guerra de la Policía Nacional así apoderado, después 
de celebrar el juicio correspondiente dictó en fecha 29 de 

' julio de 1964 la sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Que debe declarar como al efecto declara al Ra-
so Fausto Rafael Peña Rodríguez, P.N., no culpable de 
violación a los artículos 87, 88, 91 y 95 del Código Penal; 
así como al Sargento de A&C Gregorio de la Cruz Her-
nández y Rasos Emenegildo Velez Paulino, Eligio Héctor 
Aldaño' Padilla y Leoncio Publio Ramírez Rivas, P.N., no 
culpables de violación a los artículos 87, 88, 89, 90, 91 y 
95 del Código Penal y 204 y 205 acápite 20 del Código de 
Justicia de las Fuerzas Armadas, aplicable a los miembros 
de la Policía Nacional y en consecuencia les descarga de 
estos hechos; Segundo: Que debe declarar como al efecto 

' declara al Raso Fausto Rafael Peña Rodríguez, P.N., cul-
pable de violación a los artículos 89 y 90 del Código Penal 
y 204 y 205, acápite 20 y 206 del Código de Justicia de las 
Fuerz4as Armadas, aplicable a los miembros de la P.N., y 
en consecuencia, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes de acuerdo con el art. 463, del Código Penal, lo 
condena a 10 años de trabajos públicos; así como al Sar-
gento de A&C Gregorio de la Cruz Hernández y los Rasos 
Emenegildo Velez Paulino, Eligio Héctor Aldaño Padilla 
y Leoncio Publio Ramírez Rivas, P.N., culpables de viola-
ción al art. 206 del Código de Justicia de las Fuerzas Al._ 
madas• aplicable a los miembros de la Policía Nacional y 
en consecuencia los condena: al Sargento de A&C Grego-
rio de la Cruz Hernández y los Rasos Emenegildo Velez 
Paulino, Eligio Héctor Aldaño Padilla y Leoncio Publio 
Ramírez Rivas, P.N., el primero a cuatro (4) años de de- 
tención) y los tres últimos a dos arios de prisión correo-

. 
cional, acogiendo en favor de éstos circunstancias ate. 
nuantes de acuerdo con el art. 463, del Código Penal; Ter. 
cero: Que debe Ordenar como al efecto ordena, la separa- 



ción deshonrosa de las filas de la P.N., del Sargento de 
A&C Gregorio de la Cruz Hernández, y los Rasos Faust o 

 Rafael Peña Rodríguez, Emenegildo Velez Paulino, Eligio 
 Héctor Aldaño Padilla y Leoncio Publio Ramírez Rivas, 

todo esto, en virtud de los Arts. precedentemente citados, 
y además, del art. 107 del Código de Justicia de las Fuerzas 
Armadas, aplicable a los miembros de la Policía Nado_ 
nal"; r) que sobre el recurso de apelación interpuesto con_ 
tra esa sentencia, el Consejo de Guerra de Apelación de. 
la Policía Nacional, dictó el 22 de octubre de 1964, la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice: "Falla: 
Primero: Declarar como al efecto declara bueno y válido 
el recurso de Apelación interpuesto por cooprevenidos 
Sgto. A&C Gregorio de la Cruz Hernández y Rasos Faus-* 
to Rafael Peña Rodríguez, Emenegildo Velez Paulino, 
Leoncio Publio Ramírez Rivas y Eligio Héctor Aldaño Pa_ 
dila, por haber sido interpuesto en tiempo hábil y bajo 
los requisitos procedimentales de Ley; Segundo: Se con_ 
firma en todas sus partes la sentencia recurrida marcada 
con el No. 00033 de fecha 29 de julio de 1964, dictada por . 
el Consejo de Guerra de Segundo Grado de la Policía Na. 
cional con asiento en Santo Domingo, por ser justá en el 
fondo y conforme a los textos de Ley"; 

Considerando que en su memorial de casación los re-
currentes invocan contra la sentencia impugnada, los si-
guientes medios: Primer Medio: — Falta de base legal; 
Segundo Medio: Violación y desconocimiento de las Leyes 
indicadas en la incriminación y del artículo dos del Códi-
go Penal; Tercer Medio: Violación del Derecho de Defen-
sa; Cuarto Medio: Exceso de Poder; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios de casación los recurrentes, alegan, en síntesis, lo si-
guiente: que los hechos por los cuales ellos han sido con-
denados por el Consejo de Guerra a-quo, no constituyen 
crímenes, delitos ni contravenciones de policía; que "los 
atendidos y considerandos de la sentencia impugnada sos-
layan las cuestiones fundamentales de la inculpación y de- 

j an relucir, para bien de los recurrentes, que de la econo-
mía del proceso, y de la instrucción, no se desprenden los 
elementos que configuran las infracciones puestas a car-
go de ellos, esto es: violación de los artículos 89 y 90 del 
Código Penal y 204 y 205, acápite 20, y 206 del Código de 
Justicia de las Fuerzas Armadas en lo relativo a la Poli_ 
cía Nacional"; 'que el hecho de manifestar sus disgustos 
frente a malos tratos a huelguistas o decir que van a tum-
bar el gobierno o enviar una carta a una persona a quien 
se le tenga afecto y consideración, diciendo por lo que me 
pueda suceder, no constituyen ni crimen o delito ni mu-
cho menos tentativa de crimen o delito sancionado en los 
artículos 89 y 90 del Código Penal, 204, 205, acápite 20 y 
206 del Código de Justicia de las Fuerzas Armadas, por 
no constituir estos hechos el crimen de traición, o sea ser-
vir deshonrosamente a país enemigo de la República Do-
minicana; que no existe un estado de guerra con país al-
guno que justifique la condenación por traición a la Pa-
tria y a sus instituciones; que donde no hay crimen no 
puede haber tentativa punible"; 

CInsiderando que la sentencia impugnada confirmó 
en todas sus partes la sentencia dictada en fecha 29 de ju-
lio de 1964, por el Consejo de Guerra de la Policía Na-
cional; que mediante la sentencia así confirmada, los Jue-
ces del fondo en lo que se refiere al recurrente Fausto 
Rafael Peña Rodríguez, después de declararlo no culpa-
ble de "violación a los artículos 87, 88, 91 y 95 del Código 
Penal", lo condenaron a 10 años de trabajos públicos "por 
violación a los artículos 89 y 90 de dicho Código, y 204, 
205 y 206 del Código de Justicia de las Fuerzas Armadas"; 
Y, en cuanto a los recurrentes Gregorio de la Cruz Her-
nández, Emenegildo Velez Paulino, Eligio Héctor Aldaño 
Padilla y Leoncio Publio Ramírez Rivas, los declaró cul-
pables "de violación al artículo 206 del citado Código de 
las Fuerzas Armadas, y los condenó a las penas indicadas 
en parte anterior de la presente sentencia; 
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ción deshonrosa de las filas de la P.N., del Sargento de 
A&C Gregorio de la Cruz Hernández, y los Rasos Faust o 

 Rafael Peña Rodríguez, Emenegildo Velez Paulino, Mil° 
 Héctor Aldaño Padilla y Leoncio Publio Ramírez Rivas, 

todo esto, en virtud de los Arts. precedentemente citados, 
y además, del art. 107 del Código de Justicia de las Fuerzas 
Armadas, aplicable a los miembros de la Policía Nacio_ 
nal"; r) que sobre el recurso de apelación interpuesto con_ 
tra esa sentencia, el Consejo de Guerra de Apelación de 
la Policía Nacional, dictó el 22 de octubre de 1964, la sen_ 
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice: "Falla: 
Primero: Declarar como al efecto declara bueno y válido 
el recurso de Apelación interpuesto por cooprevenidos 
Sgto. A&C Gregorio de la Cruz Hernández y Rasos Faus-
to Rafael Peña Rodríguez, Emenegildo Velez Paulino, 
Leoncio Publio Ramírez Rivas y Eligio Héctor Aldaño Pa.. 
dilla, por haber sido interpuesto en tiempo hábil y bajo 
los requisitos procedimentales de Ley; Segundo: Se con_ 
firma en todas sus partes la sentencia recurrida marcada 
con el No. 00033 de fecha 29 de julio de 1964, dictada por 
el Consejo de Guerra de Segundo Grado de la Policía Na. 
cional con asiento en Santo Domingo, por ser justá en el 
fonda y conforme a los textos de Ley"; 

Considerando que en su memorial de casación los re- - 
currentes invocan contra la sentencia impugnada, los si-, 
guientes medios: Primer Medio: — Falta de base legal; 
Segundo Medio: Violación y desconocimiento de las Leyes 
indicadas en la incriminación y del artículo dos del Códi- 
go Penal; Tercer Medio: Violación del Derecho de Defen-
sa; Cuarto Medio: Exceso de Poder; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios de casación los recurrentes, alegan, en síntesis, lo si-
guiente: que los hechos por los cuales ellos han sido con-
denados por el Consejo de Guerra a-quo, no constituyen 
crímenes, delitos ni contravenciones de policía; que "los 
atendidos y considerandos de la sentencia impugnada sos-
layan las cuestiones fundamentales de la inculpación y de- 

relucir, para bien de los recurrentes, que de la econo-
mía del proceso, y de la instrucción, no se desprenden los 
elementos que configuran las infracciones puestas a car-
go de ellos, esto es: violación de los artículos 89 y 90 del 
Código Penal y 204 y 205, acápite 20, y 206 del Código de 
Justicia de las Fuerzas Armadas en lo relativo a la Poli-
cía Nacional"; 'que el hecho de manifestar sus disgustos 
frente a malos tratos a huelguistas o decir que van a tum-
bar el gobierno o enviar una carta a una persona a quien 
se le tenga afecto y consideración, diciendo por lo que me 
pueda suceder, no constituyen ni crimen o delito ni mu-
cho menos tentativa de crimen o delito sancionado en los 
artículos 89 y 90 del Código Penal, 204, 205, acápite 20 y 
206 del Código de Justicia de las Fuerzas Armadas, por 
no constituir estos hechos el crimen de traición, o sea ser.. 
vir deshonrosamente a país enemigo de la República Do-
minicana; que no existe un estado de guerra con país al-
guno que justifique la condenación por traición a la Pa-
tria y a sus instituciones; que donde no hay crimen no 
puede haber tentativa punible"; 

Clnsiderando que la sentencia impugnada confirmó 
en todas sus partes la sentencia dictada en fecha 29 de ju-
lio de 1964, por el Consejo de Guerra de la Policía Na-
cional; que mediante la sentencia así confirmada, los Jue-
ces del fondo en lo que se refiere al recurrente Fausto 
Rafael Peña Rodríguez, después de declararlo no culpa-
ble de "violación a los artículos 87, 88, 91 y 95 del Código 
Penal", lo condenaron a 10 años de trabajos públicos "por 
violación a los artículos 89 y 90 de dicho Código, y 204, 
205 y 206 del Código de Justicia de las Fuerzas Armadas"; 

y, en cuanto a los recurrentes Gregorio de la Cruz Her-
nández, Emenegildo Velez Paulino, Eligio Héctor Aldaño 
Padilla y Leoncio Publio Ramírez Rivas, los declaró cul-
pables "de violación al artículo 206 del citado Código de 
las Fuerzas Armadas, y los condenó a las penas indicadas 
en parte anterior de la presente sentencia; 
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Considerando que los artículos en que se basan dich as 
 condenaciones, dicen lo siguiente: Artículo 89 del Código 

Penal:— "La trama que tenga por objeto el crimen men. 
cionado en el artículo 87, se castigará con la reclusión, si 
los hecnos se han cometido o principiado a cometer para 
preparar su ejecución. Si no ha habido ningún acto co. 
metido o principiado a cometer para preparar su ejecu_ 
ción la pena será la de destierro"; Artículo 90 del mismo 
Código: Hay trama, desde el momento en que dos o más 
personas concierten entre sí, la resolución de obrar. Si ha 
habido proposición hecha, y no aceptada, de formar una 
trama para consuma rel crimen mencionado en el artícu-
lo 87. aquel que hubiere hecho la proposición, será casti.. 
gado con prisión correccional"; Art. 204 del Código de 
Justicia de las Fuerzas Armadas: "Para los efectos de es-
ta ley se considerará traición todo hecho que atente con. 
tra la integridad y seguridad de la República, contra la 
seguridad del Estado o de sus instituciones"; Art. 205 del 
mismo Código: "Se considerarán particularmente actos de 
traición los siguientes: 1.— Hacer armas contra la Repú-
blica militando bajo las banderas de sus enemigos; 2.— 
Facilitar al enemigo la entrada en territorio nacional, el 
progreso de sus armas, o la toma de una plaza, puerto mi-
litar, buque del Estado, almacén, armas y municiones de 
guerra o provisiones de boca; 3.— Proporcionar al enemi. 
go medios de hostilizar a la nación; 4.— Destruir o inuti-
lizar en beneficio del enemigo caminos, telégrafos o telé. 
fonos, semáforos, balizas que marquen peligro o rumbo, 
líneas ae torpedos o de minas, todo o parte importante de 
material de guerra, los respuestos de armas, municiones, 
pertrechos u otros objetos del material de las Fuerzas Ar. 
madas; 5.— Dejar de destruir, o inutilizar, pudiendo ha-
cerlo, armas, municiones, pertrechos, arsenales, depósitos, 
etc., cuya capture: por el enemigo sea inminente; 6.— De-
jar de cumplir total o parcialmente una orden oficial, o 
alterarla de una manera arbitraria, con el propósito de 
favorecer al enemigo; 7.— Dar maliciosamente noticias fal- 
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u omitir las exactas relativas al enemigo, cuando fue- 
su deber trasmitirlas; 8.— Comunicar al enemigo so_ 
el estado de las Fuerzas Armadas o de sus aliados; 
Poner en conocimiento del enemigo los santos y se- 
y contraseñas, órdenes y secretos militares o políti. 
que le hayan sido confiados; los planos de fortificacio- 
, arsenales, plazas de guerra, puertos o rada, buques 

de guerra, explicaciones de señales o estado de las fuer- 
zas, la situación de las minas, torpedos o sus estaciones o 

Ipaso o canal entre las líneas de éstos; 10.— Reclutar gen. 
dentro o fuer:,  del territorio nacional para una poten- 

e' -  enemiga; 11.— Seducir o intentar seducir las tropas 
de la nación para engrosar las filas enemigas; 12.— Pro. 

ar la fuga o impedir la reunión de tropas desbandadas 
presencia del enemigo; 13.— Arriar, mandar a arriar 

o forzar a arriar la bandera nacional sin orden del jefe, 
en ocasión del combate o impedir de cualquier modo el 
auxilio de fuerzas nacionales o aliadas; 14.— Desertar ha.. 
cia las filas del enemigo; 15.— Servir de guía al enemigo 

*para una operación militar contra tropas o embarcacio- 
nes nvionales o aliadas o siendo guía de tropas o embar- 
caciones nacionales o aliadas desviarlas del camino que 
se proponía seguir; 16.— Impedir que ios buques o tropas 
aliadas reciban en tiempo de guerra los auxilios y noti- 
cias que se les enviasen; 17.— Poner en libertad a prisio. 
neros de guerra para que engrosen las filas enemigas; 
18.— Ocultar, hacer ocultar o poner en salvo a un espía 
o agente enemigo; 19.— Mantener directamente, o por me- 
dio de terceros, correspondencia con el enemigo que se 
relacionen con el servicio o las operaciones encomendadas 
a las fuerzas nacionales, si no han recibido al efecto orden 
escrita del jefe o superior de quien dependan; y, 20:— 
Por último, se considerará traición todo acto que impli- 
que violación al juramento de fidelidad y lealtad a la Re- 
pública y a su Gobierno prestado por todo militar.— El 
culpable de todo acto de traición se le impondrá la pena 
de muerte".—Art. 206 del susodicho Código de Justicia de 
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Considerando que los artículos en que se basan dichas 
condenaciones, dicen lo siguiente: Artículo 89 del Código 
Penal:— "La trama que tenga por objeto el crimen /n en_ 
cionado en el artículo 87, se castigará con la reclusión, si 
los hecnos se han cometido o principiado a cometer para 
preparar su ejecución. Si no ha habido ningún acto co. 
metido o principiado a cometer para preparar su ejecu. 
ción la pena será la de destierro"; Artículo 90 del mismo 
Código: Hay trama, desde el momento en que dos o más 
personas concierten entre sí, la resolución de obrar. Si ha 
habido proposición hecha, y no aceptada, de formar una 
trama para consuma rel crimen mencionado en el artícu-
lo 87. aquel que hubiere hecho la proposición, será casti_ 
gado con prisión correccional"; Art. 204 del Código de 
Justicia de las Fuerzas Armadas: "Para los efectos de es-
ta ley se considerará traición todo hecho que atente con. 
tra la integridad y seguridad de la República, contra la 
seguridad del Estado o de sus instituciones"; Art. 205 del 
mismo Código: "Se considerarán particularmente actos de 
traición los siguientes: 1.— Hacer armas contra la Repú.' 
blica militando bajo las banderas de sus enemigos; 2.—
Facilitar al enemigo la entrada en territorio nacional, el 
progreso de sus armas, o la toma de una plaza, puerto mi-
litar, huo,ue del Estado, almacén, armas y municiones de 
guerra o provisiones de boca; 3.— Proporcionar al enemi-
go medios de hostilizar a la nación; 4.— Destruir o inuti-
lizar en beneficio del enemigo caminos, telégrafos o telé-
fonos, semáforos. balizas que marquen peligro o rumbo, 
líneas ae torpedos o de minas, todo o parte importante de 
material de guerra, los respuestos de armas, municiones, 
pertrechos u otros objetos del material de las Fuerzas Ar-
madas; 5.— Dejar de destruir, o inutilizar, pudiendo ha-
cerlo, armas, municiones, pertrechos, arsenales, depósitos, 
etc., cuya capture: por el enemigo sea inminente; 6.— De-
jar de cumplir total o parcialmente una orden oficial, o 
alterarla de una manera arbitraria, con el propósito de 
favorecer al enemigo; 7.— Dar maliciosamente noticias fal- 

u omitir las exactas relativas al enemigo, cuando fue-
ra. su deber trasmitirlas; 8.— Comunicar al enemigo so- 

' el estado de las Fuerzas Armadas o de sus aliados; bit 
9.1  Poner en conocimiento del enemigo los santos y se- 

y contraseñas, órdenes y secretos militares o políti- 
que le hayan sido confiados; los planos de fortificacio- 
, arsenales, plazas de guerra, puertos o rada, buques 

de guerra, explicaciones de señales o estado de las fuer_ 
zas, la situación de las minas, torpedos o sus estaciones o 
e !paso o canal entre las líneas de éstos; 10.— Reclutar gen_ 

dentro o fuerz ,  del territorio nacional para una poten- 
c; enemiga; 11.— Seducir o intentar seducir las tropas 
de la nación para engrosar las filas enemigas; 12.— Pro- 

ar la fuga o impedir la reunión de tropas desbandadas 
presencia del enemigo; 13.— Arriar, mandar a arriar 

o forzar a arriar la bandera nacional sin orden del jefe, 
en ocasión del combate o impedir de cualquier modo el 
auxilio de fuerzas nacionales o aliadas; 14.— Desertar ha- 

» cia las filas del enemigo; 15.— Servir de guía al enemigo 
*para una operación militar contra tropas o embarcacio- 

nes nvionales o aliadas o siendo guía de tropas o embar- 
caciones nacionales o aliadas desviarlas del camino que 
se proponía seguir; 16.— Impedir que ios buques o tropas 
aliadas reciban en tiempo de guerra los auxilRs y noti- 
cias que se les enviasen; 17.— Poner en libertad a prisio_ 
neros de guerra para que engrosen las filas enemigas; 
18.— Ocultar, hacer ocultar o poner en salvo a un espía 
o agente enemigo; 19.— Mantener directamente, o por me- 
dio de terceros, correspondencia con el enemigo que se 
relacionen con el servicio o las operaciones encomendadas 
a las fuerzas nacionales, si no han recibido al efecto orden 
escrita del jefe o superior de quien dependan; y, 20:— 
Por último, se considerará traición todo acto que impli_ 
que violación al juramento de fidelidad y lealtad a la Re- 
pública y a su Gobierno prestado por todo militar.— El 
culpable de todo acto de traición se le impondrá la pena 
de muerte".—Art. 206 del susodicho Código de Justicia de 
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las Fuerzas Armadas: "Todo •militar que tuviere conocí. 
miento de un acto de traición, a tiempo de evitarlo y no 

 tratare de impedirlo o no diera parte inmeditamente, se . 
rá considerado como cómplice y condenado en tiempo de 
guerra con la pena de 30 años de trabajos públicos, y en 

 tiempo de paz con la pena de detención"; 
Considerando que para la existencia de los crímenes 

previstos en los artículos 89 y 90 del Código Penal es ele. 
mento indispensable que la trama que se imputa a los in. 
culpados tenga por objeto cambiar la forma de gobierne 
establecida en la Constitución, o que la exitación hecha a 
los ciudadanos para armarse, tenga como objeto actuar 
contra la autoridad legalmente constituida; 

Considerando que el crimen castigado con la pena de 
muerte por el artículo 205 del Código de Justicia de las 
Fuerzas Armadas, es en cualquiera de sus modalidades, 
el crimen de traición a la Patria a que se refiere la Cons_ 
titución de la República en su artículo 55 que, al consa_ 
grar la inviolavilidad de la vida como regla general, per_ 
mite por vía de excepción, el establecimiento, de la pena 
de muerte, exclusivamente, "para los que en caso die ac-
ción de legítima defensa contra un Estado extranjero, se 
hagan culpables de delitos contrarios a las armas nacio-
nales, o de traición o espionaje en favor del enemigo"; 

Considerando que del examen del fallo impugnado y 
de los documentos que le sirven de fundamento resulta 
que, en definitiva, los hechos atribuídos a Fausto Rafael 
Peña Rodríguez y a los demás recurrentes, no tuvieron 
otro carácter y manifestación que el de conversaciones 
en las cuales se hacían críticas respecto "de los abusos 
que —;egún ellos— estaba cometiendo la Policía Nacional, 
acabando con el pueblo. Que el Jefe de la Policía Nacional 
Belisario Peguerc tenía 200 carros en la línea, así como 
las guaguas que enviiia– conchar durante la huelga; y que 
había que acabar con tod oeso y procurar el restableci-
miento del régimen Constitucional del Presidente Juan 
Bosch, derrocado por el golpe de Estado de 1963"; 

 

Considerando que, por otra parte, el examen del ex-
pediente de que se trata revela que en la época en que 

ocurrieron los hechos que se imputan a los recurrentes, la 
forma de gobierno establecida por la Constitución, había 
sido cambiada, es decir que "el gobierno esencialmente ci-
vil, republicano, democrático y representativo" previsto en 
su artículo 86 y resultante de las elecciones de 1962, ya 
había sido sustituído, mediante el empleo de la fuerza, por 
otra forma de gobierno, denominada Triunvirato, no pre-
vista por ley alguna; 

Considerando, finalmente, que, bajo el imperio de la 
Constitución y las Leyes de la República Dominicana, las 
críticas fundadas en actuaciones ilegales de funcionarios 
e instituciones públicas, así como la manifestación del pro-
pósito de restaurar la vigencia de un gobierno Constitu-
cional, no constituye crimen, delito ni contravención de 
policía, y mucho menos el crimen de traición en que se 
afinca la sentencia impugnada para justificar las conde-
naciones impuestas a los recurrentes; que, por consiguien-
te, procede la casación, sin envío, de la mencionada sen-
tencia; 

Por tales motivos, Primero: Casa, sin envío, la senten-
cia pronunciada por el Consejo de Guerra de Apelación 
de la Policía Nacional, en fecha 22 de octubre de 1964, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
A. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Ri-
chiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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las Fuerzas Armadas: "Todo •militar que tuviere conocí. 
miento de un acto de traición, a tiempo de evitarlo y no 

 tratare de impedirlo o no diera parte inmeditamente, se . 
rá considerado como cómplice y condenado en tiempo de 
guerra con la pena de 30 años de trabajos públicos, y en 

 tiempo de paz con la pena de detención"; 
Considerando que para la existencia de los crímenes 

previstos en los artículos 89 y 90 del Código Penal es ele. 
mento indispensable que la trama que se imputa a los in. 
culpados tenga por objeto cambiar la forma de gobierno,  
establecida en la Constitución, o que la exitación hecha a 
los ciudadanos para armarse, tenga como objeto actua 
contra la autoridad legalmente constituída; 

Considerando que el crimen castigado con la pena de , 
 muerte por el artículo 205 del Código de Justicia de las. 

Fuerzas Armadas, es en cualquiera de sus modalidades, 
el crimen de traición a la Patria a que se refiere la Cons_ 
titución de la República en su artículo 55 que, al consa_ 
grar la inviolavilidad de la vida como regla general, per-
mite por vía de excepción, el establecimiento, de la pena 
de muerte, exclusivamente, "para los que en caso die ac-
ción de legítima defensa contra un Estado extranjero, se 
hagan culpables de delitos contrarios a las armas nacio-
nales, u de traición o espionaje en favor del enemigo"; 

Considerando que del examen del fallo impugnado y 
de los documentos que le sirven de fundamento resulta 
que, en definitiva, los hechos atribuídos a Fausto Rafael 
Peña Rodríguez y a los demás recurrentes, no tuvieron 
otro carácter y manifestación que el de conversaciones 
en las cuales se hacían críticas respecto "de los abusos 
que —;egún ellos— estaba cometiendo la Policía Nacional, 
acabando con el pueblo. Que el Jefe de la Policía Nacional 
Belisario Peguerc tenía 200 carros en la línea, así como 
las guaguas que envioá conchar durante la huelga; y que 
había que acabar con tod oeso y procurar el restablecí. 
miento del régimen Constitucional del Presidente Juan 
Bosch, derrocado por el golpe de Estado de 1963"; 

Considerando que, por otra parte, el examen del ex-
pediente de que se trata revela que en la época en que 

ocurrieron los hechos que se imputan a los recurrentes, la 
forma de gobierno establecida por la Constitución, había 
sido cambiada, es decir que "el gobierno esencialmente ci-
vil, republicano, democrático y representativo" previsto en 
su artículo 86 y resultante de las elecciones de 1962, ya 
había sido sustituido, mediante el empleo de la fuerza, por 
otra forma de gobierno, denominada Triunvirato, no pre-
vista por ley alguna; 

Considerando, finalmente, que, bajo el imperio de la 
Constitución y las Leyes de la República Dominicana, las 
críticas fundadas en actuaciones ilegales de funcionarios 
e instituciones públicas, así como la manifestación del pro-
pósito de restaurar la vigencia de un gobierno Constitu-
cional, no constituye crimen, delito ni contravención de 
policía, y mucho menos el crimen de traición en que se 
afinca la sentencia impugnada para justificar las conde-
naciones impuestas a los recurrentes; que, por consiguien-
te, procede la casación, sin envío, de la mencionada sen-
tencia; 

Peor tales motivos, Primero: Casa, sin envío, la senten-
cia pronunciada por el Consejo de Guerra de Apelación 
de la Policía Nacional, en fecha 22 de octubre de 1964, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Fi.rmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
A. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Ri-
chiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, d 
fecha 30 de noviembre de 1965. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por 
Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz 

Interviniente: Isidora Mercedes 

Abogado: Dr. Héctor Barón Goico 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 13 de mayo de 1966, años 123° de la Indepen-
dencia y 103° de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca ,como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Nacional de Seguros San Rafael C. por A., sociedad co-
mercial organizada de acuerdo con las leyes de la Repú-
blica Dominicana, domiciliada en la casa No. 66 de la calle 
Isabel la Católica de esta ciudad, contra la sentencia dicta-
da en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 30 de noviembre de 
1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula No. 47715, serie 
bogado de la recurrente, en la lectura de sus conclusio- 

Oído el Dr. Héctor Barón Goico, cédula 4804, serie 25, 
ogado de la interviniente Isidora Mercedes, dominicana, 
miciliada en la casa No. 71 de la calle Ana Valverde, de 
ta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la Repúblic;a 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
retaría de la Corte a-qua en fecha 6 de diciembre de 

65, a requerimiento del abogado de la recurrente; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
e la recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
a Corte de Justicia, en fecha cuatro de marzo de 1966; 

Visto el escrito de intervención de fecha cuatro de mar-
de 1966, firmado por el abogado de la parte interviniente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber 

y vistos los artículos 163 y 203 del Código de Proce-
iento Criminal, 1, 2 y 3 de la ley 57 de 1965; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
16 de febrero de 1965, la Primera Cámara Penal del Juz- 
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional apoderada 
por el Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correc- 
cionales, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara al nombrado Juan Francisco 
Ureña Cruz, de generales anotadas en el expediente, cul- 
pable del delito de violación a la ley 5771 (art. 1" letra c) 

bre accidentes causados con el manejo o conducción de 
ehículos de motor, en perjuicio de la menor Sergia Mari- 

Mercedes, en consecuencia, ocurriendo en falta la vícti- 

a se le condena al pago de una multa de diez pesos oro 
ominicanos, (RD$10.00), y costas; SEGUNDO: Declara re- 



730 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 731 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 30 de noviembre de 1965. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A 
Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz 

Interviniente: Isidora Mercedes 
Abogado: Dr. Héctor Barón Goico 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavñrez Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 13 de mayo de 1966, años 123° de la Indepen-
dencia y 103' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca ,como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Nacional de Seguros San Rafael C. por A., sociedad co-
mercial organizada de acuerdo con las leyes de la Repú-
blica Dominicana, domiciliada en la casa No. 66 de la calle 
Isabel la Católica de esta ciudad, contra la sentencia dicta-
da en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 30 de noviembre de 
1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula No. 47715, serie 

1. abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclusio- 

nes; 
Oído el Dr. Héctor Barón Goico, cédula 4804, serie 25, 

abogado de la interviniente Isidora Mercedes, dominicana, 
domiciliada en la casa No. 71 de la calle Ana Valverde, de 
esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la Repúblic;a 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
cretaría de la Corte a-qua en fecha 6 de diciembre de 
65, a requerimiento del abogado de la recurrente; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 

e la recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
a Corte de Justicia, en fecha cuatro de marzo de 1966; 

Visto el escrito de intervención de fecha cuatro de mar-
de 1966, firmado por el abogado de la parte interviniente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

Jeradg, y vistos los artículos 163 y 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal, 1, 2 y 3 de la ley 57 de 1965; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
16 de febrero de 1965, la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional apoderada 
por el Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara al nombrado Juan Francisco 
Ureña Cruz, de generales anotadas en el expediente, cul-
pable del delito de violación a la ley 5771 (art. 1° letra c) 
sobre accidentes causados con el manejo o conducción de 
vehículos de motor, en perjuicio de la menor Sergia Mari-
lin Mercedes, en consecuencia, ocurriendo en falta la vícti-

a se le condena al pago de una multa de diez pesos oro 
ominicanos, (RD$10.00), y costas; SEGUNDO: Declara re- 
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guiar y válida, en cuanto a la forma, la constitución en p ar_ 
te civil, hecha por la señora Isidora Mercedes, en contra 
del señor Domingo Jiménez Guillén, en su calidad de per-
sona civilmente responsable y en contra de la Compañía 
de Seguros San Rafael C. por A., en su calidad de entidad 
aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente, por 
mediación de su abogado constituido Dr. Héctor Barón Goi-
co; TERCERO: Pronuncia el defecto en contra del señor 
Domingo Jiménez Guillén, y en contra de la Compañía de 
Seguros San Rafael C. por A., por no haber comparecidos 
a esta audiencia por medio de un representante como es de 
derecho, no obstante haber sido legalmente emplazado; 
CUARTO: Condena al señor Domingo Jiménez Guillén, en 
su expresada calidad de persona civilmente responsable, al 
pago de una indemnización de un mil pesos oro dominica-
nos (RD$1,000.00), en favor de la parte civil constituída se-
ñora Isidora Mercedes, madre de la menor accidentada Ser-
gia Marilin Mercedes, como justa reparación por los daños 
morales y materiales sufridos por dicha parte civil consti-
tuida, con motivo del hecho delictuoso cometido por el pre-
venido Juan Francisco Ureña Cruz; QUINTO: Declara esta 
sentencia oponible a la Compañía de Seguros San Rafael 
C. por A., en su expresada calidad hasta la concurrencia 
de la cuantía de la póliza, conforme a lo dispuesto por el 
artículo 5 de la ley número 4117, sobre Seguros Obligato-
rios de Vehículos de motor; SEXTO: Condena al señor Do-
mingo Jiménez Guillén, persona civilmente responsable al 
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en 
favor del Dr. Héctor Barón Goico, abogado de la parte ci-
vil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por la Compañía aseguradora, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara irrecibible por tardío, la apelación inter-
puesta en fecha 13 de septiembre de 1965, por la Compañía 
de Seguros San Rafael, C. por A., contra sentencia pronun- 

ciada en fecha 16 de febrero de 1965, por la Primera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial Nacional, la cual le fue notificada a dicha 
Compañía en fecha 23 de abril de 1965; SEGUNDO: Con-
dena a la Compañía de Seguros San Rafael C. por A., al 
pago de las costas civiles causadas, en el presente recurso 
de alzada, distraídas en favor del Dr. Héctor Barón Goico, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación la recu-
rrente invoca los siguientes medios. Primer Medio: Falta 

o insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Desnaturaliza-
ción de los hechos; Tercer Medio: Falta de base legal; Cuar-
to Medio: Violación del artículo 203 ddel Código ded Proce-
dimiento Criminal y falsa interpretación del artículo 3 de 
la ley 57 de fecha 25 de noviembre de 1965; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios primero, segundo y tercero, la recurrente alega en sín-
tesis: que la Corte a-qua después de admitir que la Revo-
lución de abril del 1965, impidió a muchas personas reali 
zar actos jurídicos, declaró, sin embargo, en la sentencia 
impugnada, que la recurrente pudo interponer en tiempo 
útil su recurso de apelación porque instaló una oficina en 
la zona del denominado Gobierno de Reconstrucción y por-
que realizó numerosos actos de la vida jurídica, sin indicar, 
como era su deber, de qué elementos de prueba se valió pa-
ra hacer verosímil los hechos retenidos como fundamento 
de su decisión; que como la sentencia condenatoria le fue 
notificada a la recurrente el día 23 de abril de 1965, y la 
Revolución se inició al día siguiente, dicha recurrente no 
Pudo, por causa de fuerza mayor interponer el recurso si-
no dentro de los 10 días después de instalado el Gobierno 
Provisional, esto es, en fecha 13 de septiembre de 1965; que 
la Corte a-qua rechazó ese alegato de la recurrente, sin dar 
los motivos justificativos de ese rechazamiento; que en esas 
condiciones, sostiene la recurrente, dicho fallo debe ser ca-
sado; 
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guiar y válida, en cuanto a la forma, la constitución en pa r_ 
te civil, hecha por la señora Isidora Mercedes, en contra 
del señor Domingo Jiménez Guillén, en su calidad de pe r_ 
sona civilmente responsable y en contra de la Compañía 
de Seguros San Rafael C. por A., en su calidad de entidad 
aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente, por 
mediación de su abogado constituido Dr. Héctor Barón Goi-
co; TERCERO: Pronuncia el defecto en contra del señor 
Domingo Jiménez Guillén, y en contra de la Compañía de 
Seguros San Rafael C. por A., por no haber comparecidos 
a esta audiencia por medio de un representante como es de 
derecho, no obstante haber sido legalmente emplazado; 
CUARTO: Condena al señor Domingo Jiménez Guillén, en 
su expresada calidad de persona civilmente responsable, al 
pago de una indemnización de un mil pesos oro dominica-
nos (RD$1,000.00), en favor de la parte civil constituída se-
ñora Isidora Mercedes, madre de la menor accidentada Ser-
gia Marilin Mercedes, como justa reparación por los daños 
morales y materiales sufridos por dicha parte civil consti-
tuida, con motivo del hecho delictuoso cometido por el pre-
venido Juan Francisco Ureña Cruz; QUINTO: Declaxa esta 
sentencia oponible a la Compañía de Seguros San Rafael 
C. por A., en su expresada calidad hasta la concurrencia 
de la cuantía de la póliza, conforme a lo dispuesto por el 
artículo 5 de la ley número 4117, sobre Seguros Obligato-
rios de Vehículos de motor; SEXTO: Condena al señor Do-
mingo Jiménez Guillén, persona civilmente responsable al 
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en 
favor del Dr. Héctor Barón Goico, abogado de la parte ci-
vil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por la Compañía aseguradora, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara irrecibible por tardío, la apelación inter-
puesta en fecha 13 de septiembre de 1965, por la Compañía 
de Seguros San Rafael, C. por A., contra sentencia pronun- 

dada en fecha 16 de febrero de 1965, por la Primera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial Nacional, la cual le fue notificada a dicha 

Compañía en fecha 23 de abril de 1965; SEGUNDO: Con-
dena a la Compañía de Seguros San Rafael C. por A., al 
pago de las costas civiles causadas, en el presente recurso 
de alzada, distraídas en favor del Dr. Héctor Barón Goico, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación la recu-
rrente invoca los siguientes medios. Primer Medio: Falta 
o insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Desnaturaliza-
ción de los hechos; Tercer Medio: Falta de base legal; Cuar-
to Medio: Violación del artículo 203 ddel Código ded Proce-
dimiento Criminal y falsa interpretación del artículo 3 de 
la ley 57 de fecha 25 de noviembre de 1965; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios primero, segundo y tercero, la recurrente alega en sín-
tesis: que la Corte a-qua después de admitir que la Revo-
lución de abril del 1965, impidió a muchas personas reali 
zar actos jurídicos, declaró, sin embargo, en la sentencia 
impugnada, que la recurrente pudo interponer en tiempo 
útil su recurso de apelación porque instaló una oficina en 
la zona del denominado Gobierno de Reconstrucción y por-
que realizó numerosos actos de la vida jurídica, sin indicar, 
como era su deber, de qué elementos de prueba se valió pa-
ra hacer verosímil los hechos retenidos como fundamento 
de su decisión; que como la sentencia condenatoria le fue 
notificada a la recurrente el día 23 de abril de 1965, y la 
Revolución se inició al día siguiente, dicha recurrente no 
Pudo, por causa de fuerza mayor interponer el recurso si-
no dentro de los 10 días después de instalado el Gobierno 
Provisional, esto es, en fecha 13 de septiembre de 1965; que 
la Corte a-qua rechazó ese alegato de la recurrente, sin dar 
los motivos justificativos de ese rechazamiento; que en esas 
condiciones, sostiene la recurrente, dicho fallo debe ser ca-
sado; 
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Considerando que el examen del fallo impugnado p on 
 de manifiesto que la Corte a-qua rechazó el alegato de fuer-

za mayor invocado por la rcurrente, sobre el fundament o 
 de que "si bien es verdad que en fecha 24 de abril de 1965 

se dio inicio a la Revolución Constitucionalista que impidió 
a muchas personas la realización de diversos actos de la vi-
da jurídica", también es cierto "que semana después del ini-
cio de esa lucha armada, la Compañía de Seguros San Ra-
fael C. por A., instaló una oficina en la zona del denomi-
nado Gobierno de Reconstrucción y realizó numerosos ac-
tos de la vida jurídica"; y "que es de todos conocido que 
aún antes de la instalación del Gobierno Provisional, el 3 
de septiembre de 1965, la citada Compañía "se encontraba 
en actitud de poder apelar de la sentencia del 15 de febre -
ro de 1965"; 

Considerando que esos motivos son generales y vagos 
y no justifican el dispositivo de la sentencia impugnada, es-
pecialmente si se tiene en cuenta que en el expediente no 
hay ningún elemento de prueba que haya servido de base 
a los jueces del fondo para dar por establecidas las afirma-
ciones contenidas en la referida sentencia; que, por tanto, 
dicho fallo debe ser casado por falta de base legal, sil que 
sea necesario ponderar el otro medio de casación; 

Considerando que cuando la sentencia es casada por 
falta de base legal, las costas podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente ; 
a Isidora Mercedes; Segundo: Casa la sentencia dictada en 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, en fecha 30 de noviembre de 1965, cuyo 
dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo, 
y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal; y Tercero: Compensa las costas. 

Firmados: Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. Gar-
cía de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Sa-
viñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— Ra-
fael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
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de que "si bien es verdad que en fecha 24 de abril de 1965 
se dio inicio a la Revolución Constitucionalista que impidió 
a muchas personas la realización de diversos actos de la vi-
da jurídica", también es cierto "que semana después del ini-
cio de esa lucha armada, la Compañía de Seguros San Ra-
fael C. por A., instaló una oficina en la zona del denomi-
nado Gobierno de Reconstrucción y realizó numerosos ac-
tos de la vida jurídica"; y "que es de todos conocido que 
aún antes de la instalación del Gobierno Provisional, el 3 
de septiembre de 1965, la citada Compañía "se encontraba 
en actitud de poder apelar de la sentencia del 15 de febre -
ro de 1965"; 

Considerando que esos motivos son generales y vagos 
y no justifican el dispositivo de la sentencia impugnada, es-
pecialmente si se tiene en cuenta que en el expediente no 
hay ningún elemento de prueba que haya servido de base 
a los jueces del fondo para dar por establecidas las afirma-
ciones contenidas en la referida sentencia; que, por tanto, 
dicho fallo debe ser casado por falta de base legal, sil que 
sea necesario ponderar el otro medio de casación; 

Considerando que cuando la sentencia es casada por 
falta de base legal, las costas podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Isidora Mercedes; Segundo: Casa la sentencia dictada en 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, en fecha 30 de noviembre de 1965, cuyo 
dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo, 
y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal; y Tercero: Compensa las costas. 

Firmados: Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. Gar-
cía de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Sa-
viñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— Ra-
fael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

rillit La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Consejo Superior de Guerra de las 
zas Armadas, de fecha 14 de diciembre de 1964. 

Materia: Penal (Revisión) 

Recurrente: Luis Hornero Lajara Burgos 
Abogado: Dr. Luis Moreno Martínez 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con. 
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celelya sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 16 del mes de Mayo de 1966, años 123 9  de la 
Independencia y 103" de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de revisión interpuesto por Luis Ho-
mero Lajara Burgos, dominicano, casado, hacendado, do-
miciliado y residente en esta ciudad, casa No. 112-A de la 
calle Dr. Delgado, con cédula No. 36472, serie ira., con se-
llo al día, contra la sentencia pronunciada por el Consejo 
Superior de Guerra de las Fuerzas Armadas, de fecha ca-
torce de diciembre de mil novecientos sesenta y cuatro, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe cambiar 
la Providencia Calificativa de los Hechos que se imputan 
al Contralmirante Luis Homero Lajara Burgos, OG. MM., 
MN., MA., M. de G., y al Cap. de Frag. Moisés Eleodoro Cor- 

o Puente, OG. MM., MN., M. A., M. de G., por la viola- 

6n de los artículos 17 y 19 de la Ley No. 1363 (Ley Presu- 
estos) y el Primero además por violación del Art. 23, 

acápites "M" y "n" del Reglamento Orgánico de la Marina 

de  Guerra; y Segundo: Que debe condenar como al efecto 
ndena al Contralmirante Luis Homero Lajara Burgos, OG., 

MM., MM., MA., M. de G., cuyas generales constan, 
ser reducido al grado de Capitán de Corbeta; y al Capi- ~ de Frag. Moisés Eleodoro Cordero Puente, OG., MN., 

MM., MA., M. de G., cuyas generales constan, de ser re- 
cido al grado de Teniente de Navío de la Marina de 

Guerra, acogiendo a favor de los prevenidos, amplias cir-
cunstancias atenuantes"; 

Visto el auto dictado por el Magistrado Procurador Ge-
neral de la República, en fecha 22 de marzo de 1966, que 
termina así: "Opinamos: Unico: Que es procedente ordenar 
la revisión penal solicitada por el señor Luis Homero La-
jara Burgos, con todas sus consecuencias legales, salvo el 
mejor criterio de los Magistrados que integran la Suprema 
Corte de Justicia"; 

VIsta la instancia que se anexa a dicho auto, suscrita 
por el Doctor Luis Moreno Martínez, que termina así: 'Por 
las razones expuestas, y por las que tengáis a bien suplir 
con vuestro elevado criterio, bajo toda reserva, y a la vista 
de los artículos citados, el señor Luis Homero Lajara Bur-
gos, de generales expresadas, por órgano del infrascrito 
abogado, muy respetuosamente os solicita:— Primero: Que 
admitáis el presente recurso de revisión; Segundo: Que, si 
lo consideráis de lugar para evidenciar la verdad, dispon-
gáis los interrogatorios de los señores José Paula Bello, 
ex-Capitán de Corbeta de la Marina de Guerra; Fermín 
Emilio Martínez Velásquez, ex-Capitán de Navío de la Ma-
rina de Guerra; y Andrés Rodríguez Méndez, ex-General 
de Brigada de la Fuerza Aérea Dominicana; y Tercero: Que 
anuléis la sentencia del Consejo Superior de Guerra de las 
Fuerzas Armadas, de fecha catorce (14) de Diciembre de 



[1'  r. 

BOLETÍN JUDICIAL 	 737 736 	 BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Consejo Superior de Guerra de las r, 
zas Armadas, de fecha 14 de diciembre de 1964. 

Materia: Penal (Revisión) 

Recurrente: Luis Hornero Lajara Burgos 
Abogado: Dr. Luis Moreno Martínez 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 16 del mes de Mayo de 1966, años 1239  de la 
Independencia y 103" de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de revisión interpuesto por Luis Ho-
mero Lajara Burgos, dominicano, casado, hacendado, do-
miciliado y residente en esta ciudad, casa No. 112-A de la 
calle Dr. Delgado, con cédula No. 36472, serie lra., con se-
llo al día, contra la sentencia pronunciada por el Consejo 
Superior de Guerra de las Fuerzas Armadas, de fecha ca-
torce de diciembre de mil novecientos sesenta y cuatro, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe cambiar 
la Providencia Calificativa de los Hechos que se imputan 
al Contralmirante Luis Homero Lajara Burgos, OG. MM., 
MN., MA., M. de G., y al Cap. de Frag. Moisés Eleodoro Cor- 

ro Puente, OG. MM., MN., M. A., M. de G., por la viola-
ón de los artículos 17 y 19 de la Ley No. 1363 (Ley Presu-
estos) y el Primero además por violación del Art. 23, 

acápites "M" y "n" del Reglamento Orgánico de la Marina 
de Guerra; y Segundo: Que debe condenar como al efecto 
condena al Contralmirante Luis Homero Lajara Burgos, OG., 
MN., MM., MM., MA., M. de G., cuyas generales constan, 
a ser reducido al grado de Capitán de Corbeta; y al Capi-
tán de Frag. Moisés Eleodoro Cordero Puente, OG., MN., 
MM., MA., M. de G., cuyas generales constan, de ser re-
ducido al grado de Teniente de Navío de la Marina de 
Guerra, acogiendo a favor de los prevenidos, amplias cir-
cunstancias atenuantes"; 

Visto el auto dictado por el Magistrado Procurador Ge-
neral de la República, en fecha 22 de marzo de 1966, que 
termina así: "Opinamos: Unico: Que es procedente ordenar 
la revisión penal solicitada por el señor Luis Homero La-
jara Burgos, con todas sus consecuencias legales, salvo el 
mejor criterio de los Magistrados que integran la Suprema 
Corte de Justicia"; 

VIsta la instancia que se anexa a dicho auto, suscrita 
por el Doctor Luis Moreno Martínez, que termina así: 'Por 
las razones expuestas, y por las que tengáis a bien suplir 
con vuestro elevado criterio, bajo toda reserva, y a la vista 
de los artículos citados, el señor Luis Homero Lajara Bur-
gos, de generales expresadas, por órgano del infrascrito 
abogado, muy respetuosamente os solicita:— Primero: Que 
admitáis el presente recurso de revisión; Segundo: Que, si 
lo consideráis de lugar para evidenciar la verdad, dispon-
gáis los interrogatorios de los señores José Paula Bello, 
ex-Capitán de Corbeta de la Marina de Guerra; Fermín 
Emilio Martínez Velásquez, ex-Capitán de Navío de la Ma-
rina de Guerra; y Andrés Rodríguez Méndez, ex-General 
de Brigada de la Fuerza Aérea Dominicana; y Tercero: Que 
anuléis la sentencia del Consejo Superior de Guerra de las 
Fuerzas Armadas, de fecha catorce (14) de Diciembre de 
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mil novecientos cincuenticuatro (1954), en todo cuanto se 
 refiere al Contra-Almirante de la Marina de Guerra Luis 

Homero Lajara Burgos.— Y Haréis Justicia"; 
Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 305 y 307 del Códlgo de Pro-
cedimiento Criminal; 

Considerando que la revisión prevista en los artículos 
305 y 307 del Código de Procedimiento Criminal, es un. 
recurso extraordinario que sólo puede interponerse contra 
las sentencias que pronuncien una condenación en ma 
ria criminal o correccional, en los casos señalados respec-
tivamente por dichos textos legales; 

Considerando que en la especie se trata de un asunto 
correccional; que en esta materia, tal como lo dispone el ar-
tículo 307 del mencionado Código, "la revisión no podrá te-
ner lugar, sino por una condenación a prisión, o que en-
vuelva o pronuncie la interdicción total o parcial del ejer 
cicio de los derechos cívicos, civiles y de familia"; 

Considerando que el examen de la sentencia objeto del 
presente recurso pone de manifiesto que el actual recurren 
te en revisión no fue objeto de condenación a prisión, o quela 
envuelva o pronuncie la interdicción total o parcial del, 
ejercicio de los derechos cívicos, civiles y de familia; que,1 
en consecuencia, el recurso de que se trata es inadmisible; ,  

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de revisión penal . interpuesto por Luis Homero Laja-
ra Burgos, contra sentencia pronunciada por el Consejo 
Superior de Guerra de las Fuerzas Armadas, en fecha 14' 
de diciembre de 1964; y Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas. (Firmados): Alfredo Conde Pausas.— 
Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando E. Ravelo de la 
Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gómez Ta-
várez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— 
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Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— La presente 
sentencia ha sido dada y firmada por los señores Jueces 
que figuran en su encabezamiento, en Cámara de Consejo, 
el mismo día, mes y año en él expresados, y fue firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, certifico.— 
(Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

o 
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mil novecientos cincuenticuatro (1954), en todo cuanto se 
 refiere al Contra-Almirante de la Marina de Guerra Luis  

Homero Lajara Burgos.— Y Haréis Justicia"; 
Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 305 y 307 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 

Considerando que la revisión prevista en los artículos 
305 y 307 del Código de Procedimiento Criminal, es un  
recurso extraordinario que sólo puede interponerse contra 
las sentencias que pronuncien una condenación en mate-
ria criminal o correccional, en los casos señalados respec-
tivamente por dichos textos legales; 

Considerando que en la especie se trata de un asunto 
correccional; que en esta materia, tal como lo dispone el ar-
tículo 307 del mencionado Código, "la revisión no podrá te-
ner lugar, sino por una condenación a prisión, o que en-
vuelva o pronuncie la interdicción total o parcial del ejer-
cicio de los derechos cívicos, civiles y de familia"; e  

Considerando que el examen de la sentencia objeto del 
presente recurso pone de manifiesto que el actual recurren-
te en revisión no fue objeto de condenación a prisión, o que 
envuelva o pronuncie la interdicción total o parcial del 
ejercicio de los derechos cívicos, civiles y de familia; que, 
en consecuencia, el recurso de que se trata es inadmisible: 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de revisión penal . interpuesto por Luis Homero Laja-
ra Burgos, contra sentencia pronunciada por el Consejo 
Superior de Guerra de las Fuerzas Armadas, en fecha 14 
de diciembre de 1964; y Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas. (Firmados): Alfredo Conde Pausas.— 
Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando E. Ravelo de la 
Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gómez Ta-
várez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— 
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Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— La presente 
sentencia ha sido dada y firmada por los señores Jueces 
que figuran en su encabezamiento, en Cámara de Consejo, 
el mismo día, mes y año en él expresados, y fue firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, certifico.— 
(Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

o 



740 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 741 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de  
fecha 17 de diciembre de 1964 

Materia: Correccional 

Recurrente: Lucía Bautista 
Abogado: Dr. Mario Read Vittini 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto 
de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez 
Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Man-
fredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy ctía 16 
de mayo del año 1966, años 123" de la Independencia y 
103" de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucía Bau-
tista, dominicana, mayor de edad, domiciliada en el Res-
paldo José Martí, de la ciudad de San Cristóbal, cédula 
1979, serie 18, contra sentencia dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
en fecha 17 de diciembre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Mario Read Vittini, cédula No. 17733, serie 

2, abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 5 de febrero de 1965, 
a  requerimiento de la recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, el día 9 de abril de 1965, en el 
cual se invocan los medios que se indicarán más adelante; 

Visto el auto dictado en fecha 13 de mayo del corrien-
te año 1966 por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 
de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3 del Código de Procedimien-
to Criminal; 1, 2 y 3 de la Ley No. 2402, del año 1950; y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de la querella presentada por Lucía Bautista contra 
Severo de los Santos, por violación de la Ley No. 2402 del 
año 1950, en perjuicio de la menor Minerva, de 8 años de 
edad, procreada con la finada Elba de la Cruz, el Juzgado 
de Primera Instancia de San Cristóbal, regularmente apo-
derado por el Ministerio Público, dictó en fecha 30 de ju-
nio de 1964, una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el pre-
venido por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Declara 
que el nombrado Severo de los Santos, es culpable del de- 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de  
fecha 17 de diciembre de 1964 

Materia: Correccional 

Recurrente: Lucía Bautista 
Abogado: Dr. Mario Read Vittini 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto 
de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez 
Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Man-
fredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy la 16 
de mayo del año 1966, años 123° de la Independencia y 
1039  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucía Bau-
tista, dominicana, mayor de edad, domiciliada en el Res-
paldo José Martí, de la ciudad de San Cristóbal, cédula 
1979, serie 18, contra sentencia dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
en fecha 17 de diciembre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Mario Read Vittini, cédula No. 17733, serie 

2, abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 5 de febrero de 1965, 
a  requerimiento de la recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, el día 9 de abril de 1965, en el 
cual se invocan los medios que se indicarán más adelante; 

Visto el auto dictado en fecha 13 de mayo del corrien-
te año 1966 por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 
de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3 del Código de Procedimien-
to Criminal; 1, 2 y 3 de la Ley No. 2402, del año 1950; y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de la querella presentada por Lucía Bautista contra 
Severo de los Santos, por violación de la Ley No. 2402 del 
año 1950, en perjuicio de la menor Minerva, de 8 años de 
edad, procreada con la finada Elba de la Cruz, el Juzgado 
de Primera Instancia de San Cristóbal, regularmente apo-
derado por el Ministerio Público, dictó en fecha 30 de ju-
nio de 1964, una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el pre-
venido por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Declara 
que el nombrado Severo de los Santos, es culpable del de- 
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lito de violación a la Ley 2402 en perjuicio de una menor 
que tiene procreada con la querellante Lucía Bautista, e n 

 consecuencia lo condena a dos años de prisión correccional 
se le fija la pensión alimenticia en veinte pesos oro men-
suales, suma que deberá pasar a partir de la fecha de esta 
sentencia; TERCERO: Ordena la ejecución provisional de 
la sentencia; CUARTO: Condena al prevenido al pago de 
las costas"; b) que sobre el recurso de apelación del pre-
venido Severo de los Santos, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma el recurso de apelación intentado por el inculpado 
Severo de los Santos, contra la sentencia dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal ,en fecha 30 de junio del año 1964, que lo con-
denó a 2 años de prisión correccional por el delito de vio-
lación a la Ley No. 2402 y le fijó una pensión alimenticia 
de RD$20.00 mensuales para la menor Martina de los San-
tos, actualmente en poder de la abuela señora Lucía Bau-
tista, y le condenó además al pago de las costas, por ha-
berlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con *  las re-
glas del procedimiento; SEGUNDO: Revoca la sentencia 
apelada, y la Corte, obrando por propia autoridad, ordena 
la restitución de la guarda de la mencionada menor a su 
padre legítimo Severo de los Santos; TERCERO: Declara 
las costas de oficio"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación, el siguiente medio: "Violación de la Ley 
2402. Falsa aplicación del derecho. Errónea interpretación 
de los hechos"; 

Considerando que en el desarrollo de su medio de ca-
sación, la recurrente alega, en resumen, lo siguiente: que 
la Corte a-qua revocó la decisión dictada por el tribunal de 
primer grado, que había condenado al prevenido Severo de 
los Santos por violación a la Ley 2402, en perjuicio de su 
hija menor Minerva, fundándose en que de acuerdo con  

la Ley No. 452, al prevenido le corresponde la guardia de 
dicha menor de pleno derecho, por ser su padre legítimo, 
que si se mantiene el criterio sustentado por dicha Corte, 
la Ley 2402, que es de orden público y de alto interés so-
cial, resultará inoperante en la mayor parte de los casos; 
que en presencia de la querella presentada por Lucía Bau-
tista, abuela de la menor Minerva parte interesada que tie-
ne su guarda, la Corte a-qua estaba en el deber de inves-
tigar si Severo de los Santos cumplía o no con sus obliga 
dones de padre, y una vez comprobados esos hechos, debió 
aplicar las disposiciones de la Ley 2402; que en vez de ha-
cer eso, dicha Corte lo que hizo fue pronunciarse sobre el 
problema de la guarda y la tutela, que en modo alguno 
libera al padre de la obligación que le impone la Ley 2402; 
que, además, la Corte a-qua deduce que, porque han trans-
currido nueve años desde el nacimiento de la menor hasta 
el momento de la querella, el prevenido es quien dice la 
verdad, al afirmar que siempre la ha sostenido; que co-
rresponde al padre inculpado de falta de cumplimiento de 
la Ley 2402, hacer la prueba positiva de que sí ha cumpli-
do la (Ibligación; que, en consecuencia, —agrega la recu-
rrente— en la sentencia impugnada se ha incurrido en vio-
lación de la Ley 2402, en errónea interpretación de los he-
chos, en insuficiencia de motivos y falsa aplicación del de-
recho; 

Considerando que cuando un tribunal penal está apo-
derado de una acción represiva fundada en la violación 
de la Ley No. 2402 del año 1950, la solicitud de la guarda 
de un menor hecha por el prevenido a dicho tribunal du-
rante la instrucción de la causa, que es un asunto extraño 
a esa prevención, no es una cuestión de orden civil cuya 
solución es necesaria para el juicio del proceso penal, y 
que deba ser, por tanto, conocida por éste, en virtud del 
principio de unidad de jurisdicción que sirve de base a la 
competencia de atribución de los tribunales ordinarios; 
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lito de violación a la Ley 2402 en perjuicio de una men or 
 que tiene procreada con la querellante Lucía Bautista, en 

consecuencia lo condena a dos años de prisión correccion al 
se le fija la pensión alimenticia en veinte pesos oro men: 
suales, suma que deberá pasar a partir de la fecha de esta 
sentencia; TERCERO: Ordena la ejecución provisional de 
la sentencia; CUARTO: Condena al prevenido al pago de 
las costas"; b) que sobre el recurso de apelación del pre-
venido Severo de los Santos, intervino la sentencia ahcra 
impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma el recurso de apelación intentado por el inculpado 
Severo de los Santos, contra la sentencia dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal ,en fecha 30 de junio del año 1964, que lo con-
denó a 2 años de prisión correccional por el delito de vio-
lación a la Ley No. 2402 y le fijó una pensión alimenticia 
de RD$20.00 mensuales para la menor Martina de los San-
tos, actualmente en poder de la abuela señora Lucía Bau-
tista, y le condenó además al pago de las costas, por ha-
berlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con. las re-
glas del procedimiento; SEGUNDO: Revoca la sentencia 
apelada, y la Corte, obrando por propia autoridad, ordena 
la restitución de la guarda de la mencionada menor a su 
padre legítimo Severo de los Santos; TERCERO: Declara 
las costas de oficio"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación, el siguiente medio: "Violación de la Ley 
2402. Falsa aplicación del derecho. Errónea interpretación 
de los hechos"; 

Considerando que en el desarrollo de su medio de ca-
sación, la recurrente alega, en resumen, lo siguiente: que 
la Corte a-qua revocó la decisión dictada por el tribunal de 
primer grado, que había condenado al prevenido Severo de 
los Santos por violación a la Ley 2402, en perjuicio de su 
hija menor Minerva, fundándose en que de acuerdo con  

la Ley No. 452, al prevenido le corresponde la guardia de 
dicha menor de pleno derecho, por ser su padre legítimo, 
que si se mantiene el criterio sustentado por dicha Corte, 
la Ley 2402, que es de orden público y de alto interés so-
cial, resultará inoperante en la mayor parte de los casos; 
que en presencia de la querella presentada por Lucía Bau-
tista, abuela de la menor Minerva parte interesada que tie-
ne su guarda, la Corte a-qua estaba en el deber de inves-
tigar si Severo de los Santos cumplía o no con sus obliga 
ciones de padre, y una vez comprobados esos hechos, debió 
aplicar las disposiciones de la Ley 2402; que en vez de ha-
cer eso, dicha Corte lo que hizo fue pronunciarse sobre el 
problema de la guarda y la tutela, que en modo alguno 
libera al padre de la obligación que le impone la Ley 2402; 
que, además, la Corte a-qua deduce que, porque han trans-
currido nueve años desde el nacimiento de la menor hasta 
el momento de la querella, el prevenido es quien dice la 
verdad, al afirmar que siempre la ha sostenido; que co-
rresponde al padre inculpado de falta de cumplimiento de 
la Ley 2402, hacer la prueba positiva de que sí ha cumpli-
do la ()obligación; que, en consecuencia, —agrega la recu-
rrente— en la sentencia impugnada se ha incurrido en vio-
lación de la Ley 2402, en errónea interpretación de los he-
chos, en insuficiencia de motivos y falsa aplicación del de-
recho; 

'IP Considerando que cuando un tribunal penal está apo-
derado de una acción represiva fundada en la violación 
de la Ley No. 2402 del año 1950, la solicitud de la guarda 
de un menor hecha por el prevenido a dicho tribunal du-
rante la instrucción de la causa, que es un asunto extraño 
a esa prevención, no es una cuestión de orden civil cuya 
solución es necesaria para el juicio del proceso penal, y 
que deba ser, por tanto, conocida por éste, en virtud del 
Principio de unidad de jurisdicción que sirve de base a la 
competencia de atribución de los tribunales ordinarios; 
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Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto, que la Corte a-qua, sobre el fun_ 
damento capital de que ella era competente para conocer 
del pedimento del prevenido Severo de los Santos, en re 
lación con la guarda de la menor Minerva, su hija legíti-
ma, en virtud del principio de la unidad de jurisdicción, 
revocó la decisión de primer grado, y acordó la guarda de 
dicha menor al prevenido, sin decidir, como era su deber, 
si éste era o no culpable de violación a la ley No. 2402, 
objeto de la prevención, y si la pensión de RD$20.00 fijada 
por el tribunal de primer grado, se ajustaba a sus condi-
ciones económicas; que al fallar en esa forma, es evidente, 
que la Corte a-qua ha violado las reglas de su propia 
competencia, y ha omitido estatuir sobre el asunto prin-
cipal de que fue regularmente apoderada, por lo cual pro-
cede casar la decisión impugnada; 

Considerando que como el prevenido Severo de los San-
tos no ha intervenido, no procede su condenación a las 
costas como lo ha pedido la recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, en fecha 17 de diciembre de 1964, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
fallo; y envía el asunto a la Corte de Apelación de Santo 
Domingo; y, Segundo: Declara las costas de oficio. 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 

Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo , 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D J. de 
Salcedo, 14 de septiembre de 1964. 

NI:tteria• Correccional. 

Recurrnte: Luis Moya, Gerónimo Antonio Moya y Vicente Báez 
Diaz. 

Abogado: Dr. Gustavo E. Gómez Ceara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Fernande E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Góiraez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 16 días del mes de Mayo del año 1966, 123 9  de 
la Independencia y 103 9  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis 
Moya, cédula 3052, serie 51, Gerónimo Antonio Moya, cé-
dula 11178, serie 55 y Calazán Moya, cédula 3665, serie 51, 
dominit:anos, mayores de edad, agricultores, domiciliados 
en Sabana Angosta, sección del municipio de Salcedo, sol-
tero el segundo y casados el primero y el tercero; y Vi-
cente Báez Díaz, cédula 34657, serie 47, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, chofer, domiciliado en Santa Ana 
sección del municipio de Salcedo; contra sentencia dicta- 
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Considerando que el examen de la sentencia in -ipug.. 
nada pone de manifiesto, que la Corte a-qua, sobre el fun-
damento capital de que ella era competente para conocer 
del pedimento del prevenido Severo de los Santos, en re 
lación con la guarda de la menor Minerva, su hija legíti-
ma, en virtud del principio de la unidad de jurisdicción, 
revocó la decisión de primer grado, y acordó la guarda de 
dicha menor al prevenido, sin decidir, como era su deber, 
si éste era o no culpable de violación a la ley No. 2402, 
objeto de la prevención, y si la pensión de RD$20.00 fijada 
por el tribunal de primer grado, se ajustaba a sus condi-
ciones económicas; que al fallar en esa forma, es evidente, 
que la Corte a-qua ha violado las reglas de su propia 
competencia, y ha omitido estatuir sobre el asunto prin-
cipal de que fue regularmente apoderada, por lo cual pro-
cede casar la decisión impugnada; 

Considerando que como el prevenido Severo de los San-
tos no ha intervenido, no procede su condenación a las 
costas como lo ha pedido la recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, en fecha 17 de diciembre de 1964, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
fallo; y envía el asunto a la Corte de Apelación de Santo 
Domingo; y, Segundo: Declara las costas de oficio. 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D J. de 
Salcedo, 14 de septiembre de 1964. 

Materia .  Correccional. 

Itreurr..nte: Luis Moya, Gerónimo Antonio Moya y Vicente Báez 
Diaz. 

bogado: Dr. Gustavo E. Gómez Ceara. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Fernandc E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 16 días del mes de Mayo del año 1966, 123 9  de 
la Independencia y 103 9  de la Restauración, dicta en au_ 
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos, de casación interpuestos por Luis 
Moya, cédula 3052, serie 51, Gerónimo Antonio Moya, cé_ 
dula 11178, serie 55 y Calazán Moya, cédula 3665, serie 51, 
dominicanos, mayores de edad, agricultores, domiciliados 
en Sabana Angosta, sección del municipio de Salcedo, sol-
tero el segundo y casados el primero y el tercero; y Vi-
cente Báez Díaz, cédula 34657, serie 47, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, chofer, domiciliado en Santa Ana 
sección del municipio de Salcedo; contra sentencia dicta- 

Dios, Patria y Libertad. 
República Do*ninicana. 
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da en sus atribuciones correccionales por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, en fe. 
cha 14 de septiembre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Eugenio Alfonso Matos Féliz en represen. 

tación del Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, cédula 1183, se-
rie 47, abogado del recurrente Vicente Báez Díaz, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levanta_ 
das en la Secretaría del Tribunal a-quo, el 23 de septiem. 
bre de 1964, una a requerimiento del Dr. Ramón Bienve_ 
nido Amaro, ac.uando en representación de los preveni_ 
dos Luis Moya, Jerónimo Antonio Moya y Calazán Moya; 
y la otra a requerimiento de Vicente Báez Díaz, parte ci-
vil constituída; 

Visto el memorial de casación de fecha 5 de abril de 
19-5, suscrito por el Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, aboga-
do del recurrente Vicente Báez Díaz, en el cual se invo-
can los medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el auto dictado en fecha 12 de mayo del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 
926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 311 párrafo 1, 379, inciso 
primero del Código Penal; 163 del Código de Procedimien-
to Criminal, 1382 del Código Civil; 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta: a) que el Juz-
ga d o  de Paz del Distrito Municipal de Villa Tapia, regu-
lartnence apoderado por el ministerio público, dictó en fe_ 
cha 19 de agosto de 1964, en sus atribuciones correcciona-
les, una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en el 
de la sentencia impugnada; b) que sobre los recursos de 
apelación interpuestos por los prevenidos condenados y 
por Vicente Báez Díaz y Perfecto Báez y Pérez, parte ci-
vil constituída, intervino la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: DE-
CLARA regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por Perfecto Báez; SEGUNDO: DECLARA regulares 
en cuanto a la forma los recursos de apelación interpues-
tos por Luis Moya, Gerónimo Moya, Calazán Moya y Vi-
cente Báez Díaz; TERCERO: REVOCA en todas sus par-
tes la sentencia del Juzgado de Paz del Distrito Munici-
pal de Villa Tapia, cuyo dispositivo dice: 'PRIMERO: que 
debe condenar como al efecto condena a los nombrados 
Luis Moya, Gerónimo Moya y Calazán Moya a pagar una 

ult a aie RD$4.00 cada uno y al pago de las costas, aco-
giendo en su favor el no cúmulo de penas; SEGUNDO: 
En cuanto a las conclusiones de la parte civil constituida 
en el sentido de una indemnización de RD$600.00 (Seis-
cientos pesos oro) en favor de Perfecto Báez y de RDS. 
300.00 (Trescientos pesos oro) en favor de Vicente Báez 
Díaz se declina este expediente a cargo de los prevenidos 
Lpis Moya, Gerónimo Moya y Calazán Moya al Tribunal 
de Primera Instancia de la ciudad de Salcedo, por esca-
par a la competencia de este Juzgado de Paz; CUARTO: 
DECL ARA a Luis Moya, Calazán Moya y Gerónimo Mo-
ya culpables de violar las disposiciones del artículo 479 
del Cóligo Penal en perjuicio de Perfecto Báez (daños a 
un automóvil y ejercer violencias y vías de hecho en per-
juicio de Juan Santiago Villavizar y en consecuencia aco-
giendo a su favor el principio de no cúmulo de penas y 
circunstancias atenuantes se les condena a cuatro pesos 
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da en sus atribuciones correccionales por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, en fe_ 
cha 14 de septiembre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Eugenio Alfonso Matos Féliz en represen. 

tación del Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, cédula 1183, se. 
rie 47, abogado del recurrente Vicente Báez Díaz, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levanta_ 
das en la Secretaría del Tribunal a_quo, el 23 de septiem_ 
bre de 1964, una a requerimiento del Dr. Ramón Bienve-
nido Amaro, ac,uando en representación de los preveni_ 
dos Luis Moya, Jerónimo Antonio Moya y Calazán Moya; 
y la otra a requerimiento de Vicente Báez Díaz, parte ci_ 
vil constituída; 

Vi3to el memorial de casación de fecha 5 de abril de 
19.5, suscrito por el Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, aboga-
do del recurrente Vicente Báez Díaz, en el cual se invo-
can los medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el auto dictado en fecha 12 de mayo del corrien-
te año 1936, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presiaente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 
926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 311 párrafo 1, 379, inciso 
primero del Código Penal; 163 del Código de Procedimien-
to Criminal, 1382 del Código Civil; 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta: a) que el Juz-
gado de Paz del Distrito Municipal de Villa Tapia, regu-
larmente apoderado por el ministerio público, dictó en fe-
cha 19 de agosto de 1964, en sus atribuciones correcciona-
les, una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en el 
de la sentencia impugnada; b) que sobre los recursos de 
apelación interpuestos por los prevenidos condenados y 
por Vicente Báez Díaz y Perfecto Báez y Pérez, parte ci_ 
vil constituída, intervino la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: DE_ 
CLARA regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por Perfecto Báez; SEGUNDO: DECLARA regulares 
en cuanto a la forma los recursos de apelación interpues-
tos por Luis Moya, Gerónimo Moya, Calazán Moya y Vi_ 
cente Báez Díaz; TERCERO: REVOCA en todas sus par.. 
tes la sentencia del Juzgado de Paz del Distrito Munici-
pal de Villa Tapia, cuyo dispositivo dice: 'PRIMERO: que 
debe condenar como al efecto condena a los nombrados 
Luis Moya, Gerónimo Moya y Calazán Moya a pagar una 
multa ale RD$4.00 cada uno y al pago de las costas, aco-
giendo en su favor el no cúmulo de penas; SEGUNDO: 
En cuanto a las conclusiones de la parte civil constituída 
en el sentido de una indemnización de RD$600.00 (Seis.. 
cientos pesos oro) en favor de Perfecto Báez y de RD$- 
300.00 (Trescientos pesos oro) en favor de Vicente Báez 
Díaz se declina este expediente a cargo de los prevenidos 
Lpis Moya, Gerónimo Moya y Calazán Moya al Tribunal 
de Primera Instancia de la ciudad de Salcedo, por esca-
par a la competencia de este Juzgado de Paz; CUARTO: 
DECL ARA a Luis Moya, Calazán Moya y Gerónimo Mo-
ya culpables de violar las disposiciones del artículo 479 
del Góiigo Penal en perjuicio de Perfecto Báez (daños a 
un automóvil y ejercer violencias y vías de hecho en per-
juicio de Juan Santiago Villavizar y en consecuencia aco-
giendo a su favor el principio de no cúmulo de penas y 
circunstancias atenuantes se les condena a cuatro pesos 
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oro de multa a cada uno; QUINTO: DECLARA a Luis M o. 
 ya, Gerónimo Moya y Calazán Moya, no culpables de ejer.  

. cer violencias y vías de hecho en perjuicio de Vicente 
Báez Díaz y en consecuencia se les descarga de este he. 
cho por no haberlo cometidoá SEXTO: DECLARA regu. 
lar y válida la constitución en parte civil hecha por Per. 
fecto Báez Pérez. contra Luis, Gerónimo y Calazán Mo. 
ya; SEPTIMO: CONDENA a cada uno de los prevenidos 
Luis, Gerónimo y Calazán Moya al pago de una indemni. 
zación de RD$100.00 a favor de Perfecto Báez Pérez por 
los daños ocasionados por éste al vehículo de éste; OCTA. 
VO: RECHAZA las conclusiones de la parte civil Vicente 
Báez Díaz por improcedente e infundadas; NOVENO: 
CONDENA a los prevenidos Luis, Gerónimo y Calazán 
Moya, al pago de las costas penales y civiles; DECIMO: 
CONDENA a Vicente Báez Díaz al pago de las costas ci. 
viles ordenando la distracción de las mismas a favor del 
Dr. R. Bienvenido Amaro; DECIMOPRIMERO: Las con. 
denaciones civiles fijadas por la presente sentencia son 
compensables con prisión en caso de insolvencia hasta el 
límite de tres meses. 

En Cuanto al recurso de casación de los prevenidos. 
C insiderando que el Tribunal a-quo, mediante la pon. 

deración de ios elementos de prueba que fueron regular. 
mente administrados en la instrucción de la causa, dio 
por establecido que el 8 de febrero de 1964, en horas de 
la mañana, en la sección de Sabana Angosta, Luis Moya, 
Gerónimo Antonio Moya y Calazán Moya, esperaron ar-
mados de piedras, a Vicente Báez Díaz, mientras éste tran-
sitaba conduciendo como chofer un automóvil propiedad 
de Perfecto Báez Pérez, lanzándole las piedras, a conse-
cuencia de lo cual dicho automóvil resultó con abolladu-
ras y varios cristales rotos y Santiago Villavizar, que era 
conducido como pasajero, con golpes que curaron antes 
de diez días; 

Considerando que los hechos así comprobados y es-
tablecidos por el Tribunal a.quo constituyen a cargo de 

Luis Moya, Gerónimo Antonio Moya y Calazán Moya, la 

contravención de simple policía de causar voluntariamen-
te daños a propiedades y muebles ajenos, y el delito 
de golpes voluntarios que curaron antes de los diez días 
en perjuicio de Santiago Villavizar, infracciones previs-
tas por los artículos 479 inciso primero, y 311, párrafo pri-
mero, del Codigo Penal respectivamente, y castigadas en 
su más alta expresión, con prisión correccional de seis a 
sesenta días y multa de cinco a sesenta pesos o una de 
estas dos penas solamente; que, por consiguiente, el Tribu-
nal a.ciao al condenar a dichos prevenidos, después de ha. 
berlos declarado culpables de las infracciones indicadas, a 
cuatro pesos de multa cada uno, acogiendo circunstancias 
atenuantes, dicho Tribunal hizo una correcta aplicación de 
la Ley .  

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que el Tribunal a_quo estableció, que como consecuencia 
de la infracción cometida por los prevenidos, la parte ci-
vil constituida, Perfecto Báez Pérez, sufrió daños y per-
juicios cuyo monto apreció en la suma de RD$100.00 que 
c...da :kin° de dichos prevenidos debía pagar a la parte ci-
vil constituida; que, por tanto, al condenar a los mencio-
nados prevenidos al pago de esas sumas, a título de in-
demnización en provecho de la parte civil constituída, en 
la sentencia impugnada se hizo, en este aspecto, una co-
rrecta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al 
interés de los prevenidos vicio alguno que justifique su 
casación; 

En Cuanto al recurso de casación de Vicente Báez Díaz. 
Considerando que el recurrente invoca en su memo_ 

rial de casación la violación del párrafo 1 del artículo 311, 
reformado, del Código Penal, y falta de motivos; 

Considerando que en el desenvolvimiento de estos dos 
medios. dicho recurrente alega, en síntesis, que el Tribu-
nal a_c;uo incurrió en las violaciones señaladas al desear. 
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sitaba conduciendo como chofer un automóvil propiedad 
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Considerando que los hechos así comprobados y es-
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tunal a quo estatuir sobre los puntos precedentemente in-
dicados, ha incurrido en los vicios de falta de motivos y 
de base legal; por lo cual procede casar la sentencia im-
pugnas'a en este aspecto; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Moya, Gerónimo Antonio Mo-
ya y Calazán Moya, contra sentencia dictada en fecha 14 
de septiembre de 1964, por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Salcedo, en grado de apela- 

lig
ción, y en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositi_ 
'yo se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Casa la sentencia mencionada en el aspecto civil, y en lo 
concerniente al interés del recurrente Vicente Báez Díaz, 
y envía el asunto así delimitado, ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat; Terce-
ro; Condena a los recurrentes Luis Moya, Gerónimo An- 
tonio Moya y Calazán Moya, al pago de las costas pena.. 
les y civiles, ordenando la distracción de las costas pe- 
nales y civiles, ordenando la distracción de las civiles en 

, favor del Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, abogado del recu- 
rrente Báez Díaz quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.—
Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro 
María Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

gar a los prevenidos Luis Gerónimo Antonio y Calazán 
Moya del delito de violencias y vías de hecho que no cau. 
saron al ofendido Vicente Báez Díaz enfermedad o impo-
sibilidad para dedicarse a sus labores habituales y recha-
zar su demanda en reparación de daños y perjuicios, sin 
dar motivos de ninguna clase, no obstante haber compro. 
bado que los mencionados prevenidos cometieron los he. 
chos que se les imputaban; 

Considerando que el tenor de lo dispuesto en el artícu-
lo 311, reformado, del Código Penal, y de acuerdo con el 
sentido del mismo, son punibles, aparte de los golpes o 
heridas, aquellas violencias o vías de hecho que alcanza/- 
en su integridad física a las personas, así como aquellas 
que sin alcanzarlas son de naturaleza a impresionarlas o 
intimidarlas vivamente; que, por otora parte, los tribuna_ 
les apoderaaos de un hecho calificado infracción penal 
son competentes, aún en el caso de descargo del preveni-
do, para estatuir sobre la acción civil ejercida por la par_ 
te civil accesoriamente a la acción pública, cuando no obs- -. 1 
tante el descargo subsiste una falta civil, pero siempre 
que la condenación en daños y perjuicios esté fundada en 
los mismos &Jeme ntos de hecho que constituyen el objeto  
de la prevención y no sea contradictoria con el fallo de 
la acción pública; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo 1 . 
impugnado pone de manifiesto que el Tribunal a-quo com. 
probó que los prevenidos Luis, Gerónimo Antonio y Cala- 4. 
zán Moya, lanzaron voluntariamente piedras a Vicente 1 1  
Báez Díaz en el momento en que éste pasaba frente a ' i 
ellos conduciendo un automóvil; y que no obstante haber 
efectuado esa comprobación, dicho Tribunal descargó de : 
ese hecho a los prevenidos y rechazó la demanda en re- 
paración de aaños y perjuicios intentada contra ellos por 
la parte civil constituída sin determinar, como era su de- 
ber, 

 
 si tales hechos constituían una falta que pudiese ge- 

nerar «años y perjuicios reclamables por la parte civil, 
accesoriamente a la acción pública; que, al omitir el Tri- 

4 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año expresados, y fue fir-
mada, leída y publicada por mí Secretario General que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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dicados, ha incurrido en los vicios de falta de motivos y 
de base legal; por lo cual procede casar la sentencia im-

- pugriac'a en este aspecto; 
Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Luis Moya, Gerónimo Antonio Mo- 
, ya y Calazán Moya, contra sentencia dictada en fecha 14 

de septiembre de 1964, por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Salcedo, en grado de apela-
ción, y en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositi_ 
vo se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Casa la sentencia mencionada en el aspecto civil, y en lo 
concerniente al interés del recurrente Vicente Báez Díaz, 
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4 
mayor parte; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.—
Luis Gómez Tavarez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro 
María Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año expresados, y fue fir-
mada, leída y publicada por mí Secretario General que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
funciones ch,  Tribunal de Confiscaciones, en fecha 9 de 
abril de 1965. 

Materia: Civil (confiscaciones) 

Recurrente: Corporación Azucarera de la República Dominicam, 
Abogado: Dr. Bienvenido Vélez Toribio 

Recurrido: Rosario Adelaida Ginebra Vda. Castillo y compartes 
Abogado: Dr. Pedro Julio Gautreaux Díaz 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pau3as, Presidente, Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente, Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz, Rafael Richiez 
Saviñón, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 18 días del mes de Mayo del año 
1966, anos 1239  de la Independencia y 103 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cor-
poración Azucarera de la República Dominicana, organis- 
mo autónomo, creado en virtud de la Ley No. 78 del 4 de 1' 
Diciembre de 1963, domiciliada en esta ciudad, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo. en funciones de Tribunal de Confiscaciones, en 
fecha 9 de abril de 1965, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Bienvenido Vélez Toribio, cédula 24291, 

;frie 31, abogado de la recurrente en la lectura de sus 
conclusiones; 

t Oído el Dr. Pedro Julio Gautreaux Díaz, cédula No. _ 
8110, serie 25, abogado de las recurridas Rosario Adelai-
da  Ginebra Vda. Castillo, Milagros Evangelina del Casti-
llo Ginebra de Roidou, Luis Bienvenido del Castillo R., 
Esperanza Aurora del Castillo R., Lourdes Minetta del Cas-
tillo R., dominicanos, domiciliados en esta ciudad, menos 
la primera, cuyo domicilio es en Hatillo, San Cristóbal, 
cédulas 1870, 60114, 35229, 33813 y 16786, respectivamente, 
de la serie lra., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia en fecha 3 de agosto de 1965; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos sus-
crito por el abogado Lic. Manfredo A. Moore, cédula No. 
899, sey,ie 47, y notificado a la recurrente y al Estado Do-

inica.io, en fecha 30 de agosto de 1965; 

Visto el auto dictado en fecha 17 de Mayo del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia. por medio del cual llama al Magistra-
do Rafael Richiez Saviñón, Juez de este Tribunal, para 
integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación 
y fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684, de 1934; y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 de la ley 285 del 6 de 
Junio de 1964; 35 y 37 de la Ley 5924 de 1962, 1 de la Ley 
5785 de 1962, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de 
Casación; 

-1/ 	Consideranou que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo- 
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lante; 
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de la serie lra., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
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crito por el abogado Lic. Manfredo A. Moore, cédula No. 
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te año 1966, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
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*.- 
 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo- 
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tivo de una demanda en compensación de valores inten-
tada contra la Azucarera Haina, C. por A., y el Estad o 

 Dolninicano, el Tribunal de Confiscaciones, apoderado del 
asunto, dictó, en fecha 13 de septiembre de 1963, una sen. 
tencia, cuyo dispositivo es el siguiente: Primero: Que deb e 

 pronunciar y pronuncia el defecto contra el Estado Do
-minicano, una de las partes demandadas, por no haber 

 comparecido, no obstante haber sido legalmente citada. 
Segundo: Admite y autoriza a los demandantes Rosari'> 
Adelaida Ginebra Vda. del Castillo y compartes a hacer 
la prueba, tanto por títulos como por testigos, de los he-
chos siguientes: lo, En qué circunstancias murieron los se-
ñores Jesús B. Castillo Objío y su hermano Fernando del 
Castillo Objío y Carlos Benoit; 2o.— Si es cierta 
que después de la muerte de esos señores, la finca 
denominada "Hatillo-Maimón" fue subastada por Ram-
fis Trujillo a razón de RD$3.00 la tarea; 30.— Si co-
noce los terrenos integrantes de la parcela No. 36 del Dis-
trito Catastral No. 10 del sitio de Hato Nuevo, Distrito Na-
cional, y quien era el dueño de la citada parcela; 4o.—
Qué clases de mejoras había 'fomentadas en* la referida 
Parcela; 5o.— Cuál era el valor de esas mejoras ye, cuál el 
precio de cada tarea de terreno dentro de esa Parcela; 
6o.— Si doña Rosario Adelaida Ginebra Vda. del Castillo 
y su hija deseaban vender esa Parcela; 7o.— Por qué ellas 
decidieron venderle a María Martínez de Trujillo, y cuál 
fue el precio; 80.— Si es cierto que la compradora fue 
quien le fijó el precio a dichos terrenos; 9o.— Si la Par-
cela No. 36, después de ser adquirida por María Martínez 
de Trujillo, vino a formar parte de la Colonia de caña de-
nominada "Angelita"; 10.— Si la señora Martínez de Tru-
jillo le vendió la Parcela No. 36 y otras más, integrantes 
de la Colonia "Angelita", a su hija y cuál fue el precio 
por tarea; 11.— Si Angelita Trujillo de León Estévez le 
vendió a su vez la Colonia "Angelita" a la Azucarera Haz-
na, C. por A., y cuál fue el precio por tarea; Tercero: Que 
dele reservar y reserva, a la parte demandada, la prue- ,  

  

ba contraria; Cuarto: Que debe fijar y fija la audiencia del 
día dieciochc (16) de octubre del año en curso, a las nueve 
(9) horas de la mañana, para la audición de los testigos 
d.31 informativo y de los contra-informativos; Quinto: 
Que debe ordenar y ordena que las partes se notifiquen 

recíprocamente, tres (3) días francos, por lo menos, antes 
del día de la audiencia fijada, la lista de los testigos que 
se propongan hacer oir; Que debe reservar y reserva las 
costas"; b) que en fecha 14 de abril de 1964, el referido 
Tribunal dictó una sentencia cuyo dispositivo se c,qpia_e  n 

el del fallo ahora impugnado; e) que sobre recurso de 
oposicion mterpiresto contra la antes indicada sentencia, 
intervino el 'fallo ,ahora impugnado, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y váli-
do en cuanto a la forma el recurso de oposición ejercido 
por la Corporación Azucarera Dominicana, C. por A., con-
tra sentencia dictada por extinto Tribunal de Confiscacio-
nes de fecha 14 de abril de 1964, de este dispositivo: "Fa-
Ha: Primero. Que debe Pronunciar y Pronuncia el defecto 
contra la parte demandada, la Azucarera Haina, C. por A., 
por no haber comparecido a concluir en la causa, no obs-
tant(1 haber sido legalmente citada; Segundo: Que debe 
enviar y envía a las partes litigantes, la demandante se-
ñora Rosario Adelaida Ginebra Vda. del Castillo y com-
partes y la demandada, la Azucarera Haina, C. por A., y 
a sus representantes respectivos para que se pongan de 
acnerdo, respecto del monto y de las modalidades de la 
compensación; Tercero: Que debe comisionar y comisiona 
el licenciado Rafael Rincón hijo, Primer Sustituto de Pre-
sidente de ente Tribunal, Juez comisionado para que, ante 
él las partes concurran a los fines indicados en el segundo 
dispositivo de esta sentencia; Cuarto: Que debe encargar 
y encarga el referido Juez-Comisionado, para que, tanta 
en caso de acuerdo entre las partes, como en el caso en 
que ellos no lleguen a un acuerdo, informe a este Tribunal; 
Quinto: Que debe reservar y reserva las costas". SEGUN-
DO: Rechaza por improcedente y mal fundado, el recurso 
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tivo de una demanda en compensación de valores inten-
tada contra la Azucarera Haina, C. por A., y el Estado 

 Dwninicano, el Tribunal de Confiscaciones, apoderado del 
asunto, dictó, en fecha 13 de septiembre de 1963, una S en-
tencia, cuyo dispositivo es el siguiente: Primero: Que debe 
pronunciar y pronuncia el defecto contra el Estado Do_ 
minicano, una de las partes demandadas, por no habe r 

 comparecido, no obstante haber sido legalmente citada; 
Segundo: Admite y autoriza a los demandantes Rosaria 
Adelaida Ginebra Vda. del Castillo y compartes a hacer 
la prueba, tanto por títulos como por testigos, de los he-
chos siguientes: lo, En qué circunstancias murieron los se-
ñores Jesús B. Castillo Objío y su hermano Fernando del 
Castillo Objío y Carlos Benoit; 2o.— Si es cierto 
que después de la muerte de esos señores, la finca 
denominada "Hatillo-Maimón" fue subastada por Ram-
fis Trujillo a razón de RD$3.00 la tarea; 3o.— Si co-
noce los terrenos integrantes de la parcela No. 36 del Dis-
trito Catastral N.). 10 del sitio de Hato Nuevo, Distrito Na-
cional, y quien era el dueño de la citada parcela; 4o.— 
Qué clases de mejoras había 'fomentadas en' la referida 
Parcela; 5o.— Cuál era el valor de esas mejoras y, cuál el 
precio de cada tarea de terreno dentro de esa Parcela; 
6o.— Si doña Rosario Adelaida Ginebra Vda. del Castillo 
y su hija deseaban vender esa Parcela; 7o.— Por qué ellas 
decidieron venderle a María Martínez de Trujillo, y cuál 
fue el precio; 8c.— Si es cierto que la compradora fue 
quien le fijó el precio a dichos terrenos; 9o.— Si la Par-
cela No. 36, después de ser adquirida por María Martínez 
de Trujillo, vino a formar parte de la Colonia de caña de-
nominada "Angelita"; 10.— Si la señora Martínez de Tru-
jillo le vendió la Parcela No. 36 y otras más, integrantes 
de la Colonia "Angelita", a su hija y cuál fue el preci 
por tarea; 11.— Si Angelita Trujillo de León Estévez le 
vendió a su vez ta Colonia "Angelita" a la Azucarera Hal-
na, C. por A., y cuál fue el precio por tarea; Tercero: Que 
dele reservar y reserva, a la parte demandada, la prae- ,  
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ba contraria; Cuarto: Que debe fijar y fija la audiencia del 
día dieciochc (lb) de octubre del año en curso, a las nueve 
(9) horas de la mañana, para la audición de los testigos 
d-_,) informativo y de los contra-informativos; Quinto: 
Que debe ordenar y ordena que las partes se notifiquen 

recíprocamente, tres (3) días francos, por lo menos, antes 
del día de la audiencia fijada, la lista de los testigos que 
se propongan hacer oir; Que debe reservar y reserva las 
costas"; b) que en fecha 14 de abril de 1964, el referido 
Tribunal dictó una sentencia cuyo dispositivo se cqpige  n 

el del fallo ahora impugnado; c) que sobre recurso de 
oposicron interpuesto contra la antes indicada sentencia, 
intervino el Tallo ;dora impugnado, cuyo dispositivo es 
el siguiente. "FALLA: PRIMERO: Declara regular y váli-
do en cuanto a la forma el recurso de oposición ejercido 
per la Corporación Azucarera Dominicana, C. por A., con-
tra sentencia dictada por extinto Tribunal de Confiscacio-
nes de fecha 14 de abril de 1964, de este dispositivo: "Fa-
lla: Primero. Que debe Pronunciar y Pronuncia el defecto 
contra la parte demandada, la Azucarera Haina, C. por A., 
por no haber comparecido a concluir en la causa, no obs-
tantd! haber sido legalmente citada; Segundo: Que debe 
enviar y envía a las partes litigantes, la demandante se-
ñora Rosario Adelaida Ginebra Vda. del Castillo y com-
partes y la demandada, la Azucarera Haina, C. por A., y 
a sus representantes respectivos para que se pongan de 
acuerdo, respecto del monto y de las modalidades de la 
compensación; Tercero: Que debe comisionar y comisiona 
el licenciado Rafael Rincón hijo, Primer Sustituto de Pre-
sidente de ente 'Tribunal, Juez comisionado para que, ante 
él las partes concurran a los fines indicados en el segundo 
dispositivo de esta sentencia; Cuarto: Que debe encargar 
y encarga el referido Juez-Comisionado, para que, tanto 
en caso de acuerdo entre las partes, como en el caso en 
que ellos no lleguen a un acuerdo, informe a este Tribunal; 
Quinto: Que debe reservar y reserva las costas". SEGUN-
DO: Rechaza por improcedente y mal fundado, el recurso 
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de oposición interpuesto por la recurrente la Compañía 
Corporación Azucarera Dominicana, C. por A., contra l a 

 sentencia dictada por el Tribunal de Confiscaciones de 
 fecha 14 ele abril de 1964, mencionada; TERCERO: Desig. 

na de oficie al Magistrado Pablo Antonio Machado, Juez 
ante esta Corte de Apelación de Santo Domingo, para los 
fines de la ejecución de la sentencia impugnada; CUARTO: 
Ordena que la sentencia del 14 de abril de 1964, impug-
nada y vari is veces mencionada, sea ejecutada de confor• 
midad con su forma y tenor; QUINTO: Condena a la Cor-
poración Azucarera Dominicana, C. por A., al pago de las 
costas con distracción en favor del Lic. Manfredo A. 
Moore R., abogado de la parte recurrida, quien afirma ha-
berlas avanzr.ido en su totalidad".', 

Considerando que en su memorial de casación, la re-
eui rente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
sa aplicación del artículo 37 de la Ley 5924 sobre Confis-
cación General de Bienes, de fecha 26 de mayo de 1962; 
Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos de la cau-
sa; Tercer Medio: Falta de base legal; Cuarto Medio: Fal-
ta de motivos; Violación del artículo 144 del Código de 
Procedimiento Civil; Quinto Medio: Violación del artículo 
35 de la Ley 5924 de fecha 26 de mayo de 1962 sobre Con-
fiscación General de Bienes; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación, la recurrente alega en síntesis, 
que para una renta aplicación del artículo 37 de la Ley 
5924 de 1962, es preciso que se establezcan que el de-
mandante, víctima de abuso de poder, fue forzado a ven-
der su inmueble por un precio inferior al que realmente 
tesna en el momento de efectuarse la venta; que el Tri-
bunal para admitir que los demandantes tenían derecho 
a una compensación, se limitó a exponer en forma vaci-
lante, que "el precio pagado puede no haber sido el que 
resultara de una venta totalmente convencional", sin de-
terminar, como era su deber, "cual era el precio real del  

inmueble"; que en esas condiciones sostiene la recurren-
te, en la sentencia impugnada se ha hecho una falsa in-
terpretación del indicado texto legal; pero, 

Considerando que de conformidad con el artículo 37 
de la Ley 5924 de 1962, si el inmueble reclamado forma 
parte de una explotación agrícola, industrial o comercial, 
o si en él se han levantado edificios públicos o construc-
ciones valiosas, o esté o pueda ser destinado a fines de 
utilidad pública o de interés social, el Tribunal no podrá 
ordenar en ningún caso la restitución o devolución del in-
mueble, pero declarará, cuando proceda que el demandan-
te tiene derecho a una compensación y enviará a las par-
tes para que se pongan de acuerdo ante el Juez que co-
misione el Tribunal, de su mismo seno, respecto del mon-
to y de las modalidades de la compensación. El represen-
tante del Estado tendrá plenos poderes para pactar con 
el demandante, y en caso de no acuerdo el Juez comisio-
nado así lo informará al Tribuanal para que éste fije la 

reparación que corresponde; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nadá pone de manifiesto que la Corte a qua, en funciones 
de Tribunal de Confiscaciones, admitió la demanda en com-
pensación intentada por los Sucesores de Jesús del Cas-
tillo, sobre el fundamento de que éstos se vieron obliga-
dos a vender sus tierras del sitio de Hato Nuevo del Dis-
trito Nacional, a María Martínez de Trujillo, por un pre-
cio infreior al de 30 a 50 pesos la tarea, que tenía en el 
momento de la venta, ya que tales tierras "estaban debi-
damente cercadas a 7 cuerdas de alambre de púas, total-
mente cultivadas de pangola, en su mayor parte arroz, plá-
tanos, con una casa de madera, techada de zinc, para fa-
milia y otra casa de igual naturaleza para los trabajado-
res, un molmo de viento pra extraer agua de pozo, una 
lechería en forma, con todos sus utensilios y aperos, que 
producía de 500 a 600 botellas de leche diarias"; que dicha 
Coi te para admitir esa compensación no tenía que deter- 
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de oposición interpuesto por la recurrente la Compañia 
Corporación Azucarera Dominicana, C. por A., contra la 
sentencia dictada por el Tribunal de Confiscaciones d e 

 fecha 14 de abril de 1964, mencionada; TERCERO: Desig-
na de oficio al Magistrado Pablo Antonio Machado, Juez 
ante esta Corte de Apelación de Santo Domingo, para los 
fines de la ejecución de la sentencia impugnada; CUARTO: 
Ordena que la sentencia del 14 de abril de 1964, impug-
nada y vari is veces mencionada, sea ejecutada de confor-
midad con su forma y tenor; QUINTO: Condena a la Cor-
poración Azucarera Dominicana, C. por A., al pago de las 
costas con distracción en favor del Lic. Manfredo A. 
Moore R., aboga.-lo de la parte recurrida, quien afirma ha-
berlas avanz-ido en su totalidad".`. 

Considerando que en su memorial de casación, la re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
sa aplicación del artículo 37 de la Ley 5924 sobre Confis-
cación General de Bienes, de fecha 26 de mayo de 1962; 
Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos de la cau-
sa; Tercer Medio: Falta de base legal; Cuarto Medio: Fal-
ta de motivos; Violación del artículo 144 del Código de 
Procedimiento Civil; Quinto Medio: Violación del artículo 
35 de la Ley 5924 de fecha 26 de mayo de 1962 sobre Con-
fiscación General de Bienes; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación, la recurrente alega en síntesis, 
que para una renta aplicación del artículo 37 de la Ley 
5924 de 1962, es preciso que se establezcan que el de-
mandante, víctima de abuso de poder, fue forzado a ven-
der su inmueble por un precio inferior al que realmente 
tenía en el momento de efectuarse la venta; que el Tri-
bunal para admitir que los demandantes tenían derecho 
a una compensación, se limitó a exponer en forma vaci-
lante, que "el precio pagado puede no haber sido el que 
resultara de una venta totalmente convencional", sin de-
terminar, =no era su deber, "cual era el precio real del  

inmueble"; que en esas condiciones sostiene la recurren-
te, en la sentencia impugnada se ha hecho una falsa in-
terpretación del indicado texto legal; pero, 
' 	Considerando que de conformidad con el artículo 37 
de la Ley 5924 de 1962, si el inmueble reclamado forma 
parte de una explotación agrícola, industrial o comercial, 
o si en él se han levantado edificios públicos o construc-
ciones valiosas, o esté o pueda ser destinado a fines de 
utilidad pública o de interés social, el Tribunal no podrá 
ordenar en ningún caso la restitución o devolución del in-
mueble, pero declarará, cuando proceda que el demandan-
te tiene derecho a una compensación y enviará a las par-
tes para que se pongan de acuerdo ante el Juez que co-
misione el Tribunal, de su mismo seno, respecto del mon-
to y de las modalidades de la compensación. El represen-
tante del Estado tendrá plenos poderes para pactar con 
el demandante, y en caso de no acuerdo el Juez comisio-
nado así lo informará al Tribuanal para que éste fije la 
reparación que corresponde; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nadá pone de manifiesto que la Corte a qua, en funciones 
de Tribunal de Confiscaciones, admitió la demanda en com-
pensación intentada por los Sucesores de Jesús del Cas-
tillo, sobre el fundamento de que éstos se vieron obliga-
dos a vender sur, tierras del sitio de Hato Nuevo del Dis-
trilo Nacional, a María Martínez de Trujillo, por un pre-
cio infreior al de 30 a 50 pesos la tarea, que tenía en el 
momento de la venta, ya que tales tierras "estaban debi-
damente cercadas a 7 cuerdas de alambre de púas, total-
mente cultivadas de pangola, en su mayor parte arroz, plá-
tanos, con una casa de madera, techada de zinc, para fa-
milia y otra casa de igual naturaleza para los trabajado-
res, un moLno de viento pra extraer agua de pozo, una 
lechería en forma, con todos sus utensilios y aperos, que 
producía de 500 a 600 botellas de leche diarias"; que dicha 
Corte para admitir esa compensación no tenía que deter- 



minar exactamente, el precio real del inmueble en el mo-
mento en que se hizo la venta sino precisar como lo ha 
hecho en la especie, que el precio que se pagó como conse-
cuencia del abuso de poder, fue inferior al que tenía el in-
mueble en el momento de la venta; que, por otra parte. 
la  expresión a que se refiere la recurrente en el presente 
medio, no está contenida en la sentencia impugnada, sino 
en la sentencia en defecto del 14 de abril de 1964 del ex-
timo Tribunal de Confiscaciones, sentencia que fue obje-
to del recurso de oposición, que, por tanto, el medio que 
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio de casación, la recurrente alega en síntesis, que las 
recurridas le vendieron esas tierras a María Martínez de 
Trujillo; que ésta después de convertir las tierras en una 
parte de la Colonia Angelita, con caña de azúcar, carre-
teras privadas, vías férreas, pesos, drenajes, etc., los ven-
dió a María le los Angeles Trujillo de León Estévez, por 
un precio, in° es natural, muy superior al que ella pagó 
a los Sucesores de Jesús del Castillo; que luego la señora 
de León Estévez vendió esa Colonia a la recurrente, por 
un precio mayor del que pagó la señora León a MaríatMar-
tínez de Trujillo; que la Corte a qua no ponderó la cir-
cunstancia de que los precios mayores que se pagaron por 
esa parcela se debieron a las mejoras que se introdujeron, 
pues cuando la tenían los Sucesores de Del Castillo, dicha 
harcela estaba sembrada de pastos; que la Corte a qua es-
taba en el deber de ponderar esa circunstancia a fin de 
establecer si en realidad hubo lesión ocasionada por esa 
dherencia de precios; que además, la recurrente compró 
a la señora León después de ésta haber estado más de 3 
años explotando y mejorando la citada Colonia, por lo 
que ya el terreno había adquirido un valor muy superior 
al que tenía cuando era un simple terreno de pastos; que 
en esas condiciones, sostiene la recurrente, en la senten-
cia impugnada se ha incurrido en la desnaturalización de 
los hechos: 

Considerando que por lo antes expuesto se advierte 
que la Cort.: a qua mediante la ponderación de las prue-
bas aportadas en la instrucción de la litis, estableció que 

María Mari- inez de Trujillo, como consecuencia del abuso 
de poder compró a los Sucesores de Jesús del Castillo, dos 
parcelas de terreno por un valor inferior al que tenían en 
el momento de la venta; que el hecho de que luego Ma-
ría Marttínez de Trujillo hiciera mejoras en esas parcelas 

y las vendiera a un precio mayor, no tiene influencia al-
guna en la solución de la presente litis, porque el monto 
y las modalidades de la compensación a que tienen derecho 
los demandantes, se determinará por acuerdo de las partes 
o por decisión ulterior del Tribunal de Confiscaciones, co-
mo lo establece el artículo 37 de la Ley de Confiscación 
General de Bienes; que, por tanto, el medio que se examina 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios cuarto y quinto, la recurrente alega en síntesis que 
ella presentó arte los Jueces del fondo conclusiones for-
males tendientes a que se aplicara en la especie, el ar-
ticuló 35 de la Ley 5924 de 1962 sobre Confiscación Ge-
neral de Bienes, que establece que la demanda en com-
pensación debe ser desestimada cuando el precio de ad-
quisición es igual al valor que tenía el inmueble en el 
momento de la convención; que sin embargo la Corte a 
que no responde a esas conclusiones ni explica tampoco 

su silencio; que el hecho de que sea la recurrente una 
institución autónoma del Estado la que adquirió ese in-
mueble, no impide la aplicación del indicado artículo 35; 

pero, 
Considerando que de acuerdo con el artículo 35 de la 

Ley 5924 de 1962, si el inmueble ha sido adquirido por 
el condenado a la pena de Confiscación en virtud de una 
convención y el precio de adquisición es igual al valor que 

tenía el inmueble en el momento de la convención, el Tri-
bunal de Confiscaciones deberá desestimar la demanda; 
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minar exactamente, el precio real del inmueble en el mo-
mento en que se hizo la venta sino precisar como lo ha 
hecho en la especie, que el precio que se pagó como conse-
cuencia del abuso de poder, fue inferior al que tenía el in-
mueble en el momento de la venta; que, por otra parte, 
la expresión a que se refiere la recurrente en el presente 
medio, no está contenida en la sentencia impugnada, sino 
en la sentencia en defecto del 14 de abril de 1964 del ex-
timo Tribunal de Confiscaciones, sentencia que fue obje-
to del recurso de oposición, que, por tanto, el medio que 
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio de casación, la recurrente alega en síntesis, que las 
recurridas le vendieron esas tierras a María Martínez de 
Trujillo; que ésta después de convertir las tierras en una 
parte de la Colonia Angelita, con caña de azúcar, carre-
teras privadas, vías férreas, pesos, drenajes, etc., los ven-
dió a María le los Angeles Trujillo de León Estévez, por 
un precio, c,: ano es natural, muy superior al que ella pagó 
a los Sucesures de Jesús del Castillo; que luego la señora 
de León Estévez vendió esa Colonia a la recurrente, por 
un precio mayor del que pagó la señora León a María/Mar-
tínez de Trujillo; que la Corte a qua no ponderó la cir-
cunstancia de que los precios mayores que se pagaron por 
esa parcela se debieron a las mejoras que se introdujeron, 
pues cuando ia tenían los Sucesores de Del Castillo, dicha 
parcela estaba sembrada de pastos; que la Corte a qua es-
taba en el deber de ponderar esa circunstancia a fin de 
establecer si en realidad hubo lesión ocasionada por esa 
diierencia de precios; que además, la recurrente compró 
a la señora León después de ésta haber estado más de 3 
años explotando y mejorando la citada Colonia, por lo 
que ya el terreno había adquirido un valor muy superior 
al que tenía cuando era un simple terreno de pastos; que 
en esas condiciones, sostiene la recurrente, en la senten-
cia impugnada se ha incurrido en la desnaturalización de 
tos hechos 

Considerando que por lo antes expuesto se advierte 
que la Corta a qua mediante la ponderación de las prue-
bas aportadas en la instrucción de la litis, estableció que 
María Mar`inez de Trujillo, como consecuencia del abuso 
de poder compró a los Sucesores de Jesús del Castillo, dos 
parcelas de terreno por un valor inferior al que tenían en 
el momento de la venta; que el hecho de que luego Ma-
ría Marttínez de Trujillo hiciera mejoras en esas parcelas 

y las vendiera a un precio mayor, no tiene influencia al-
guna en la solución de la presente litis, porque el monto 
y las modalidades de la compensación a que tienen derecho 
los demandantes, se determinará por acuerdo de las partes 
o por decisión ulterior del Tribunal de Confiscaciones, co-
mo lo establece el artículo 37 de la Ley de Confiscación 
General de Bienes; que, por tanto, el medio que se examina 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios cuarto y quinto, la recurrente alega en síntesis que 
ella presentó arte los Jueces del fondo conclusiones for-
males tendientes a que se aplicara en la especie, el ar-
ticuló 35 de la Ley 5924 de 1962 sobre Confiscación Ge-
neral de Bienes, que establece que la demanda en com-
pensación debe ser desestimada cuando el precio de ad-
quisición es igual al valor que tenía el inmueble en el 
momento de la convención; que sin embargo la Corte a 
que no responde a esas conclusiones ni explica tampoco 
su silencio; que el hecho de que sea la recurrente una 
institución autónoma del Estado la que adquirió ese in-
mueble, no impide la aplicación del indicado artículo 35; 

pero, 
Considerando que de acuerdo con el artículo 35 de la 

Ley 5924 de 1962, si el inmueble ha sido adquirido por 
el condenado a la pena de Confiscación en virtud de una 
convención y el precio de adquisición es igual al valor que 
tenía el inmueble en el momento de la convención, el Tri-
bunal de Confiscaciones deberá desestimar la demanda; 
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Considerando que por lo que se expuso en relación 
con los alegatos contenidos en el primer medio de casación 
se advierte que la Corte a qua, mediante la motivación a 
que se ha hecho referencia, rechazó implícitamente las 
conclusiones de la recurrente tendientes a que se aplicara 
en el caso el citado artículo 35, puesto que para decidir 
que en la especie procedía la compensación, tuvo que es-
tablecer, como estableció, que el precio de adquisición que 
María Martínez de Trujillo la condenada a la pena de con-
fiscación, pagó a los Sucesores de Jesús del Castillo, no 
era igual, sino inferior, al valor que tenía el inmueble en 
el momento de la convención; que, por tanto, los medios 
que se examinan carecen de fundamento y deben ser des-
estimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer 
medio de casación, la recurrente alega en síntesis: a) que 
en la sentencia del 14 de abril de 1964, del Tribunal de 
Confiscaciones se afirma que "contra la compradora gra-
vita condenación por la Ley 5785" sin indicar la 'fecha 
de esa ley, ni de lo que trata; que además como la sen-
tencia impugnada del 9 de abril 1965, guarda silencio gbso-
luto acerca de ese asunto, la Suprema Corte de Justicia, 
no está en condiciones de examinar si es o no correcta la 
aplicación de ese texto legal y si existe o no; b) que, por 
otra parte. alega la recurrente, que en la sentencia im-
pugnada la Corte a qua al referirse al informativo reali-
zado, se limitó a decir que tal informativo "dio como con-
secuencia la sentencia dictada por el Tribunal de Confis-
caciones de fecha 14 de abril de 1964"; que al proceder así 
la Corte a qua no ha puesto a la Suprema Corte de Jus-
ticia en condiciones de saber si dicha Corte dedujo con-
secuencias correctas del referido informativo, motivo per 
el cual su apreciación carece de base legal; pero, 

Considerando en cuanto al alegato señalado con la 
lel ra a) que aun cuando ese agravio va dirigido contra la 
sentencia en defecto dictada por el extinto Tribunal de 

Confiscaciones, 'le fecha 14 de abril de 1964, como la sen-
tencia impugnada confirmó dicho fallo y ordenó que se 
ejecutara según su forma y tenor, procede examinar el 
referido alegato; que en efecto, el examen del indicado 
fallo muestra que si bien es verdad que no se señala la 
fecha de la Ley 5'185, en cambio, sí se expresa en los mo-
tives del indicado fallo, que mediante esa ley se condenó 
a la "compradora" María Martínez de Trujillo, a la pena 
de confiscación general de bienes, lo que en la especie, 
ha sido suficiente para que esta Suprema Corte de Jus-
ticia, haya podido ejercer su poder de control y verificar 
que en el caso se ha hecho una correcta aplicación de la 
ley; que, en lo ielativo al alegato señalado con la letra 
b) es constante en el fallo impugnado que la Corte a qua 
ponderó el resultado del informativo realizado, y como 
consecuencia de esa ponderación, confirmó, como se ha d'.- 

10 

 cho, la sentencia del 14 de abril de 1964, que había sido 
objeto del recurso de oposición; que, por otra parte, el exa-
men de la sentencia impugnada muestra que ella contie-
ne motivos suficientes y pertinentes que justifican su dis-

positír, y una descripción de los hechos y circunstancias 

de la causa que ha permitido a la Suprema Corte de Jus- 
, ticia como Corte de Casación verificar que en la especie 

se ha hecho una correcta aplicación de la ley; que, en con- 
secuencia, el medio que se examina carece de fundamento 
y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Corporación Azucarera de la Re-
pública Dorninicana, contra la sentencia dictada en sus 
funciones de Tribunal de Confiscaciones, por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha 9 de abril de 1965, 
cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente 

-
callo; y Segundo: Condena a la recurrente que sucumbe, 
al pago de las costas ordenándose la distracción de ellas 
en provecho del Dr. Pedro Julio Gautreaux Díaz, abogado 
de las recurridac, quien afirmó haberlas avanzado en su 
totalidad. 
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Considerando que por lo que se expuso en relación 
con los alegatos contenidos en el primer medio de casación 
se advierte que la Corte a qua, mediante la motivación a 
que se ha hecho referencia, rechazó implícitamente las 
conclusiones de la recurrente tendientes a que se aplicara 
en el caso el citado artículo 35, puesto que para decidir 
que en la especie procedía la compensación, tuvo que es-
tablecer, como estableció, que el precio de adquisición que 
María Martínez de Trujillo la condenada a la pena de con-
fiscación, pagó a los Sucesores de Jesús del Castillo, no 
era igual, sino inferior, al valor que tenía el inmueble en 
el momento de la convención; que, por tanto, los medios 
que se examinan carecen de fundamento y deben ser des-
estimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer 
medio de casación, la recurrente alega en síntesis: a) que 
en la sentencia del 14 de abril de 1964, del Tribunal de 
Confiscaciones se afirma que "contra la compradora gra-
vita condenación por la Ley 5785" sin indicar la Techa 
de esa ley, ni de lo que trata; que además como la sen-
tencia impugnada del 9 de abril 1965, guarda silencio tbso-
luto acerca de ese asunto, la Suprema Corte de Justicia, 
no está en condiciones de examinar si es o no correcta la 
aplicación de ese texto legal y si existe o no; b) que, por 
otra parte alega la recurrente, que en la sentencia im-
pugnada la Corte a qua al referirse al informativo reali- 
zado, se limitó a decir que tal informativo "dio como con-
secuencia la sentencia dictada por el Tribunal de Confis-
caciones de fecha 14 de abril de 1964"; que al proceder así 
la Corte a qua no ha puesto a la Suprema Corte de Jus-
ticia en condiciones de saber si dicha Corte dedujo con-
secuencias correctas del referido informativo, motivo por 
el cual su apreciación carece de base legal; pero, 

Considerando en cuanto al alegato señalado con la 
letra a) que aun cuando ese agravio va dirigido contra la 
sentencia en defecto dictada por el extinto Tribunal de 

Confiscaciones, 'le fecha 14 de abril de 1964, como la sen-
tencia impugnada confirmó dicho fallo y ordenó que se 
ejecutara según su forma y tenor, procede examinar el 
referido alegato; que en efecto, el examen del indicado 
fallo muestra que si bien es verdad que no se señala la 
fecha de la Ley 5'185, en cambio, sí se expresa en los mo-
tivos del indicado fallo, que mediante esa ley se condenó 
a la "compradora" María Martínez de Trujillo, a la pena 
de confiscación general de bienes, lo que en la especie, 
ha sido suficiente para que esta Suprema Corte de Jus-
ticia, haya podido ejercer su poder de control y verificar 
que en el caso se ha hecho una correcta aplicación de la 
ley; que, en lo ielativo al alegato señalado con la letra 
b) es constante en el fallo impugnado que la Corte a qua 
ponderó el resultado del informativo realizado, y como 
consecuencia de esa ponderación, confirmó, como se ha d'.- 
cho, la sentencia del 14 de abril de 1964, que había sido 
objeto del recurso de oposición; que, por otra parte, el exa- 
men de la sentencia impugnada muestra que ella contie- 
ne motivos suficientes y pertinentes que justifican su dis- 

e.  ' '\ positij.ro, y una descripción de los hechos y circunstancias 
de la causa que ha permitido a la Suprema Corte de Jus-
ticia como Corte de Casación verificar que en la especie 
se ha hecho una correcta aplicación de la ley; que, en con-
secuencia, el medio que se examina carece de fundamento 

y debe ser desestimado; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por la Corporación Azucarera de la Re-
pública Doroinicana, contra la sentencia dictada en sus 
funciones de Tribunal de Confiscaciones, por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha 9 de abril de 1965, 
cuyo dispositiv• se ha copiado en otro lugar del presente 
`ailo; y Segundo: Condena a la recurrente que sucumbe, 
al pago de las costas ordenándose la distracción de ellas 
en provecho del Dr. Pedro Julio Gautreaux Díaz, abogado 
de las recurrida, quien afirmó haberlas avanzado en su 
totalidad. 

- 
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(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Guarionex A. García de Peña.— Lui s 

 Gómez Tavá ez — Rafael Richiez Saviñón. —Pedro Ma-
ría Cruz.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

e 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MAYO DEL 1966 

soliendo imptignYola: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

25 de noviembre de 1965. 

ateria: Corr:ccion al. 

l: (.0rente: Pedro Pablo Castillo Betances y compartes. 
Abogado: Dr. Hugo Feo. Alvarez Valencia. 

I ■ itervinlente: Jorge Ramírez. 
Abogado: Dr. Antonio Rosario 

Dios Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte dé Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani . Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente;,Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pe-
dro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy cha 18 de mayo de 1966, años 123' de la In-
dependencia y 103' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, corno corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro 
Pablo Castillo Betances, dominicano, chófer, de 36 años de 
edad, casado, domiciliado en la casa No. 15 de la calle Du-
vergé de la ciudad de San Francisco de Macorís, cédula 
5239, serie 64; Dr. Juan Pablo Duarte Camilo, dominica-
no, mayor de edad, casado, domiciliado en la casa No. 5.5 
de la calle Colón de la ciudad de San Francisco de Macorís, 
cédula 23473, serie 34, y la Compañía Nacional de Seguros 
San Rafael. C. por A., contra la sentencia dictada en sus 
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fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General' 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

b 
Gómez Tavárez — Rafael Richiez Saviñón. —Pedro Ma- se  
ría Cruz.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 	 25 de novie:nbre de 1965. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 	

-;1,:NTENCIA DE FECHA 18 DE MAYO DEL 1966 
gés Chupani.— Guarionex A. García de Peña.— L

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber- 

intt•rviniente: Jorge Ramírez. 
Abogado: Dr. Antonio Rosario 

Dios Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte dé Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani. Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente;,Luis G'ómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pe-
dro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy cha 18 de mayo de 1966, años 123' de la In-
dependencia y 103' de la Restauración, dicta en audiencia 
Pública, corno corte de casación, la siguiente sentencia; 

kW` 
Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro 

Pablo Castillo Betances, dominicano, chófer, de 36 años de 
edad, casado, domiciliado en la casa No. 15 de la calle Du-
vergé de la ciudad de San Francisco de Macorís, cédula 
5239, serie 64; Dr. Juan Pablo Duarte Camilo, dominica-
no, mayor de edad, casado, domiciliado en la casa No. 5:5 
de la calle Colón de la ciudad de San Francisco de Macorís, 
cédula 23473, serie 34, y la Compañía Nacional de Seguros 
San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada en sus 

Matoria: Corr-Teinnal. 

Recurrente: Pedro Pablo Castillo Betances y compartes. 
Abogado: Dr. Hugo Feo. Alvarez Valencia. 

• 
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atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación d, 
La Vega, en fecha 25 de noviembre de 1965, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Hugo Feo. Alvarez Valencia, cédula 20287 

serie 47, ahogado de los recurrentes, en la lectura de s [ 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genere,;: 
de la República, 

Vistas las actas de los recursos levantadas en la Se. 
cretaría de la Corte a-qua, en fechas 26 de noviembre y 
1 de diciembre del año 1965, a requerimiento del Dr. Hugo 
Francisco Alvarez Valencia, en representación de los rece 
rrentes, en las cuales no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

Vista el acta de desistimiento de su recurso de casa-
ción, levante da en la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 
13 de abril de 1966, a requerimiento de la Compañía Na-
cional de Seguros, San Rafael, C. por A., y depositada en la 
Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el día 14 de 
abril de 1966; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes sus-
crito por su abogado y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el día 15 de abril de 1966, fecha 
de la audiencia; 

Visto el escrito de la parte interviniente Jorge Ramí-
rez, firmado por su abogado Dr. Antonio Rosario, cédula 
14083, serie 54, y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha 14 de abril de 1966; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, letra c, y 6 de la Ley 5771 
de 1961; 11.33 y 1384 del Código Civil; 105 de la Ley 4809 
de 1957; 130 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
2 de abril de 1965, la Primera Cámara Penal del Juzgado 
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de  primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, apo-
de:ado por el Ministerio Público, dictó, en sus atribuciones 

correccionales ,  una sentencia cuyo dispositivo es el si-

guiente: "Falla: Primero: Se declara culpable a Pedro Pablo 

C astillo Betances de violación a la Ley No. 5771 en per-
juicio de Jorge Ramírez y en consecuencia se condena a 
pagar una multa de RD$30.00 y costas acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; 2do.— Se ordena la can-

celación de la Licencia No. 13707 a nombre del acusado 
por seis meses a partir del día del cumplimiento de la con-
dena penal; 3ro.— Se admite como regular y válida en 
cuanto a la froma la constitución en parte civil hecha por 

el ,, eflor Jorge Ramírez, por conducto de los doctores Froi-
lan Tavárez y Antonio Rosario contra la persona civilmen-
te responsable Dr. Juan Pablo Duarte Camilo; 4to.— En 
cuanto al fondo se condena a la persona cilvilmente res-
ponsable Juan Pablo Duarte Camilo a pagar una indem-
nización de RD$2,000.00 en favor del señor Jorge Ramí-
rez y al pago de los intereses legales; 5to.— Se condena 
a la persona civilmente responsable Juan Pablo Duarte 
Camilo al pago de las costas civiles con distracción de las 
mismas en provecho de los doctores Antonio Rosario y 
Frailán Tavárez y Margarita Tavárez quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre los recursos 
de apelación interpuestos por los condenados y por la par-
te civil constituida ;  intervino la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: De-
clara buenos y válidos en la forma los recursos de apela-
ción de que se trata; Segundo: Confirma en cuanto a la 
pena la sentencia recurrida, y en consecuencia, se condena 
al prevenido Pedro Pablo Castillo Betances, al pago de una 
multa de RD$30.00 (treinta pesos) por el delito de viola-
ción a la Ley No. 5771, en perjuicio del señor Jorge Ra-
mírez, y como único responsable de tal accidente automo-
vilístico; Tercero: Revoca el ordinal segundo de la sen-
tencia referida; Cuarto: Declara buena y válida la consti-
tuitión en parte civil hecha por el señor Jorge Ramírez, 
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atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación Jr, 
La Vega, en fecha 25 de noviembre de 1965, cuyo dispoii 
tivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Hugo Fco. Alvarez Valencia, cédula 20267 

serie 47, abogado de los recurrentes, en la lectura de 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera; 
de la República, 

Vistas las actas de los recursos levantadas en la Se-
cretaría de la Corte a-qua, en fechas 26 de noviembre y 
1 de diciembre del año 1965, a requerimiento del Dr. Húge 
Francisco Al.'arez Valencia, en representación de los rec• 
rrentes, en las cuales no se invoca ningún medio deterr 
nado de casaciór.; 

Vista el acta de desistimiento de su recurso de casa-
ción, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 
13 de abril de 1966, a requerimiento de la Compañía Na-
cional de Seguros, San Rafael, C. por A., y depositada en la 
secretaría de la Suprema Corte de Justicia el día 14 de 
abril de 1966; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes sus-
crito por su abogado y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el día 15 de abril de 1966, fecha 
de la audiencia; 

Visto el escrito de la parte interviniente Jorge Ramí-
rez, firmado por su abogado Dr. Antonio Rosario, cédula 
14083, serie 54, y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha 14 de abril de 1966; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli• 
berado y vistos los artículos 1, letra c, y 6 de la Ley 5771 
de 1961; 11,33 y 1384 del Código Civil; 105 de la Ley 4809 
de 1957; 130 del. Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 
de ia Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
2 de abril de 1965, la Primera Cámara Penal del Juzgado  

de  Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, apo-
de:ado por fr.1 Ministerio Público, dictó, en sus atribuciones 
correccionales, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Se declara culpable a Pedro Pablo 
Castillo Betances de violación a la Ley No. 5771 en per-
jui‘-io de Jorge Ramírez y en consecuencia se condena a 
pagar una multa de RD$30.00 y costas acogiendo en su 
favnr circunstancias atenuantes; 2do.— Se ordena la can-
celación de la Licencia No. 13707 a nombre del acusado 
por seis meses a partir del día del cumplimiento de la con-
dena penal; 3ro.— Se admite como regular y válida en 
cuanto a la froma la constitución en parte civil hecha por 
el señor Jorge Ramírez, por conducto de los doctores Froi-
lán Tavárez y Antonio Rosario contra la persona civilmen-
te responsable Dr. Juan Pablo Duarte Camilo; 4to.— En 
cuanto al fondo se condena a la persona cilvilmente res-
ponsable Juan Pablo Duarte Camilo a pagar una indem-
nización de RD$2,000.00 en favor del señor Jorge Ramí-
rez y al pago de los intereses legales; 5to.— Se condena 
a !a persona civilmente responsable Juan Pablo Duarte 
Camilo al pago de las costas civiles con distracción de las 
mismas en provecho de los doctores Antonio Rosario y 
Frailán Tavárez y Margarita Tavárez quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre los recursos 
de apelación interpuestos por los condenados y por la par-
te civil constituida ;  intervino la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: De-
clara buenos y válidos en la forma los recursos de apela. 
ción de que se trata; Segundo: Confirma en cuanto a la 
pena la sentencia recurrida, y en consecuencia, se condena 
al prevenido Pedro Pablo Castillo Betances, al pago de una 
multa de RD$30.00 (treinta pesos) por el delito de viola-
ción a la Ley No. 5771, en perjuicio del señor Jorge Ra-
mírez, y como único responsable de tal accidente automo-
vilístico; Tercero: Revoca el ordinal segundo de la sen-
tencia referida; Cuarto: Declara buena y válida la consti-
tu-..ión en parte civil hecha por el señor Jorge Ramírez, 
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por mediación de su abogado Dr. Antonio Rosario, Co ntra 
 la persona civilmente responsable, Dr. Juan Pablo Duarte 

Camilo, en cuanto a la forma; y en cuanto al fondo, con_ 
firma la indemnización de RD$2,000.00 (dos mil pesos oro) 
acordada a dicha parte civil constituida, así como al pago 
de los intereses legales de la mencionada suma; Quinto: 
Condena al prevenido Pedro Pablo Castillo Betances, al 
pago de las costas penales de esta alzada; Sexto: Condena 
a la parte civilmente responsable, Dr. Juan Pablo Duarte 
Camilo, al pago de las costas civiles, con distracción en 
provecho del Dr. Antonio Rosario, por afirmar haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

En cuanto al recurso de la Compañía Nacional de Seguros 
San Rafael, C. por A. 

Considerando que el interviniente ha concluido soli-
citando que se declare inadmisible el presente recurso de 
casación en razón de que la Compañía recurrente como no 
fue parte ante los jueces del fondo, no tiene calidad para 
interponer dicho recurso, y que sea condenala al pago de 
las costas; • 

Considerando que en el expediente consta que la com-
pañía recurrente antes de conocerse la audiencia en casa-
ción, desistió de su recurso; que por tanto procede darle 
acta de ese desistimiento y declarar, en consecuencia, que 
no ha lugar a acoger las conclusiones del interviniente en 
relación con el presente recurso; 

En cuanto a los recursos del prevenido y de la persona 
civilmente responsable 

• Considerando que el prevenido y la persona civilmente 
responsable invocan en su memorial de casación los si-
guientes medios: Primer Medio: Desnaturalización de los 
hechos de la causa.— Falta de base legal y violación del 
Art. 141 del Código de Procedimiento Civil; Segundo Me-
dio: Violación del artículo 1153 al acordar intereses en ma- 

tenia cuasi-delictual; Tercer Medio: Violación del artículo 

130 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio de casación, los recurrentes alegan en síntesis, lo 

siguiente: 1) que la Corte a-qua al afirmar que la víctima 

ya había cruzado la autopista y que estaba en el paseo, 
cuando fue arrollado, desnaturalizó los hechos de la causa, 
pues la verdad es que la víctima iba cruzando y fue alean-
za7lo sobre la parte izquierda de la autopista; 2) que la 
Co: te a-qua no ponderó la circunstancia de que si el ca-
mión de volteo no irrumpe en parte de la autopista por 
donde normalmente corría el prevenido, éste no hubiera 
tenido que desviarse hacia la izquierda y alcanzar a la víc-
t:rr a; 3) que la indicada Corte tampoco ponderó la cir-
cunstancia de que si la víctima no hubiera intentado cru-
zar la autopista en el momento en que corría el automóvil 

del prevenido —vehículo que debió ser visto por dicha 
víctima porque el lugar es una recta— y se resguarda 
hasta que ese vehículo hubiera pasado, el accidente no 
hubiera sucedido, aún en la hipótesis de que el prevenido 
hubiera ido a gran velocidad; 4) que la Corte a-qua no 
pondera la falta cometida por Ramírez al admitir éste que 
no se dio cuenta si venía otro vehículo; 5) que la referida 
Corte calificó de "grave error" la maniobra que ejecutó 
el chófer al desviarse a la izquierda cuando frente a él ve-
nia un camión de volteo; maniobra que estaba obligado a 
realizar para preservar la vida de sus pasajeros y evitar 
de ese modo una colisión frontal con el camión a que se 
ha hecho referencia; 6) que en la sentencia impugnada se 
afirma que en el lugar del hecho había un cruce de ca-
m . rios, lo que obligaba al chófer a disminuir velocidad; 
pero eso es incierto. allí lo que hay es un camino privado 
que conduce a un afinca además, quien va a entrar en una 
vía de alta velocidad es quien tiene que tomar todas las 
precauciones, lo que no hicieron ni el chófer del camión 
al ocupar parte de la autopista por donde debía pasar el 



BOLETÍN JUDICIAL 	 767 766 	 BOLETÍN JUDICIAL 

----•°"~11171111001~' 

por mediación de su abogado Dr. Antonio Rosario, Contra 
la persona civilmente responsable, Dr. Juan Pablo Duarte 
Camilo, en cuanto a la forma; y en cuanto al fondo, con-
firma la indemnización de RD$2,000.00 (dos mil pesos oro) 
acordada a dicha parte civil constituida, así como al pag o 

 de los intereses legales de la mencionada suma; Quinto: 
Condena al prevenido Pedro Pablo Castillo Betances, al 
pago de las costas penales de esta alzada; Sexto: Condena 
a la parte civilmente responsable, Dr. Juan Pablo Duarte 
Camilo, al pago de las costas civiles, con distracción en 
provecho del Dr. Antonio Rosario, por afirmar haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

En cuanto al recurso de la Compañía Nacional de Seguros 
San Rafael, C. por A. 

Considerando que el interviniente ha concluido soli-
citando que se declare inadmisible el presente recurso de 
casación en razón de que la Compañía recurrente como no 
fue parte ante los jueces del fondo, no tiene calidad para 
interponer dicho recurso, y que sea condenala al pago de 
las costas; • 

Considerando que en el expediente consta que la com-
pañía recurrente antes de conocerse la audiencia en casa-
ción, desistió de su recurso; que por tanto procede darle 
acta de ese desistimiento y declarar, en consecuencia, que 
no ha lugar a acoger las conclusiones del interviniente en 
relación con el presente recurso; 

En cuanto a los recursos del prevenido y de la persona 
civilmente responsable 

• Considerando que el prevenido y la persona civilmente 
responsable invocan en su memorial de casación los si-
guientes medios: Primer Medio: Desnaturalización de los 
hechos de la causa.— Falta de base legal y violación del 
Art. 141 del Código de Procedimiento Civil; Segundo Me-
dio: Violación del artículo 1153 al acordar intereses en ma- 

tcria cuasi-delictual; Tercer Medio: Violación del artículo 
130 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 

medio de casación, los recurrentes alegan en síntesis, lo 
siguiente: 1) que la Corte a-qua al afirmar que la víctima 
ya había cruzado la autopista y que estaba en el paseo, 
cuando fue arrollado, desnaturalizó los hechos de la causa, 
pues la verdad es que la víctima iba cruzando y fue alcan-
zado sobre la parte izquierda de la autopista; 2) que la 

Co:.  te a-qua no ponderó la circunstancia de que si el ca-
mión de volteo no irrumpe en parte de la autopista por 
donde normalmente corría el prevenido, éste no hubiera 
tenido que desviarse hacia la izquierda y alcanzar a la víc-
tima; 3) que la indicada Corte tampoco ponderó la cir-
cunstancia de que si la víctima no hubiera intentado cru-
zar la autopista en el momento en que corría el automóvil 
del prevenido —vehículo que debió ser visto por dicha 
víctima porque el lugar es una recta— y se resguarda 
hasta que ese vehículo hubiera pasado, el accidente no 
hubiera sucedido, aún en la hipótesis de que el prevenido 
hubiera ido a gran velocidad; 4) que la Corte a-qua no 
pondera la falta cometida por Ramírez al admitir éste que 
no se dio cuenta si venía otro vehículo; 5) que la referida 
Corte calificó de "grave error" la maniobra que ejecutó 
el chófer al desviarse a la izquierda cuando frente a él ve-
nia un camión de volteo; maniobra que estaba obligado a 
realizar para preservar la vida de sus pasajeros y evitar 
de ese modo una colisión frontal con el camión a que se 
ha hecho referencia; 6) que en la sentencia impugnada se 
afirma que en el lugar del hecho había un cruce de ca-
m'nos, lo que obligaba al chófer a disminuir velocidad; 
pero eso es incierto. allí lo que hay es un camino privado 
que conduce a un afinca además, quien va a entrar en una 
vía de alta velocidad es quien tiene que tomar todas las 
precauciones, lo que no hicieron ni el chófer del camión 
al ocupar parte de la autopista por donde debía pasar el 
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prevenido, ni la víctima, quien debió esperar que el a u, 
tomóvil pasara antes de intentar cruzar la autopista; quo  
por todo lo expuesto, sostienen los recurrentes, en la se n: 
tencia impugnada se ha incurrido en los vicios y violado. 
nes denunciados; 

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba aportados en la instruc-
ción de la causa, d'o por establecidos los siguientes hechos: 
a) que en la mañana del 13 de enero de 1964, en el Km. 
88 de la autopista Duarte, Paraje "Palmarito" Sección de 
Caño Grande del Municipio de Bonao, mientras el carro 
placa pública 32056, manejado por Pedro Pablo Cast 
Betances, se dirigía de Santo Domingo a Bonao, atropelló 
a Jorge Ramírez, causándole fracturas, heridas y trauma-
tismos que curaron después de 20 días; b) que Jorge Ra-
mírez, momentos antes, se había desmontado de un camión 
de volteo que había llegado a la autopista, desde un ca-
mino carretero que existe en ese lugar; c) que Jorge Ramí-
rez tan pronto como llegó a la autopista la cruzó y se co-
locó en el paseo del lado izquierdo en relación con la di-
rección del automóvil; d) que el hecho ocurrió poi-que el 
prevenido que corría a una gran velocidad tan pronto co-
mo vió el camión de volteo y para evitar chocarlo, dió un 
viraje hacia la izquierda llegando hasta el lugar donde se 
encontraba Jorge Ramírez, a quien produjo con el lado iz-
quierdo del vehículo, los golpes ya referidos; e) que el pre-
venido cometió la imprudencia de no reducir velocidad al 
pasar por el sitio donde "desemboca un camino carretero", 
ni tocó bocina, y además cometió el grave error de aprecia-
ción al desviarse tanto hacia "la izquierda", pues el camión 
de volteo no había tomado mucho espacio de la autopista 
por donde debía pasar el carro del prevenido; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar 
que el accidente automovilístico ocurrió cuando ya la víc-
tima había cruzado la autopista y que por tanto a ésta 
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no se le imputaba ninguna falta, se fundó en las declara-
ciones de los testigos que figuran en el expediente; que 
de los hechos que se dan por establecidos confrontados 

con las actas de audiencia donde constan esas declaracio-
nes, no resulta que los jueces del fondo le hayan dado a 
tales declaraciones un sentido o alcance que no tienen, si-
no que lo que se ha hecho en la especie es apreciar cada 
una de ellas en el valor que le merecieron, lo que escapa 
al control de la casación; que lo que los recurrentes en-
tienden ser una desnaturalización no lo es en realidad ;  por-
que lo que han hecho los jueces del fondo es ponderar los 
hechos de la causa dentro de su poder soberano de apre-
ciación de un modo distinto a como entendían los recu-
rrentes que esos hechos debían ponderarse, lo que no cons-
tituye una desnaturalización; que la Corte a-qua para ad-
mitir que el prevenido cometió una falta al desviarse tan-
to hacia la izquierda cuando vio aparecer de 'frente el 
camión de volteo, ponderó en todo su sentido y alcance. 
el testimonio de Roque Núñez, quien afirmó que dicho 
camión "no cogió mucho de la autopista"; que, por otra 
parte, ps un hecho cierto, que en el lugar del accidente, 
existe un cruce de camino carretero y que, como lo afir-
man los testigos, el prevenido no redujo la gran velocidad 
que llevaba al pasar por ese lugar que, en esas condicio-
nes, los jueces del fondo no incurrieron en los vicios y 
violaciones denunciadas en el medio que se examina, el 
cual carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del prevenido el delito de golpes por impru-
dencia causados con el manejo de un vehículo de motor 
que, produjeron lesiones que curaron después de 20 días, 
delito previsto por el artículo 1 de la Ley 5771 de 1961 y 
castigado por la letra c) de dicho artículo, con prisión de 
6 meses a 2 años y multa de 100 a 500 pesos; que, por 

tanto, la Corte a-qua al condenar a dicho prevenido des-
pués de declararlo culpable del indicado delito, y acogien- 
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prevenido, ni la víctima, quien debió esperar que el au-
tomóvil pasara antes de intentar cruzar la autopista; quo  
por todo lo expuesto, sostienen los recurrentes, en la s en: 
tercia impugnada se ha incurrido en los vicios y violacio-
nes denunciados; 

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba aportados en la instruc-
ción de la causa, d•o por establecidos los siguientes hechc,. 
a) que en la mañana del 13 de enero de 1964, en el Km, 
88 de la autopista Duarte, Paraje "Palmarito" Sección de 
Caño Grande del Municipio de Bonao, mientras el carro 
placa pública 32056, manejado por Pedro Pablo Casti 
]3etances, se dirigía de Santo Domingo a Bonao, atropelló 
a Jorge Ramírez, causándole fracturas, heridas y trauma-
tismos que curaron después de 20 días; b) que Jorge Ra-
mírez, momentos antes, se había desmontado de un camión 
de volteo que había llegado a la autopista, desde un ca-
mino carretero que existe en ese lugar; c) que Jorge Ramí-
rez tan pronto como llegó a la autopista la cruzó y se co-
locó en el paseo del lado izquierdo en relación con la di-
rección del automóvil; d) que el hecho ocurrió poi-que el 
prevenido que corría a una gran velocidad tan pronto co-
mo vió el camión de volteo y para evitar chocarlo, dió un 
viraje hacia la izquierda llegando hasta el lugar donde se 
encontraba Jorge Ramírez, a quien produjo con el lado iz-
quierdo del vehículo, los golpes ya referidos; e) que el pre-
venido cometió la imprudencia de no reducir velocidad al 
pasar por el sitio donde "desemboca un camino carretero", 1. 
ni tocó bocina, y además cometió el grave error de aprecia-
ción al desviarse tanto hacia "la izquierda", pues el camión 
de volteo no había tomado mucho espacio de la autopista 
por donde debía pasar el carro del prevenido; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar 
que el accidente automovilístico ocurrió cuando ya la víc-
tima había cruzado la autopista y que por tanto a ésta 
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no  se le imputaba ninguna falta, se fundó en las declara-

ciones de los testigos que figuran en el expediente; que 
de los hechos que se dan por establecidos confrontados 

con las actas de audiencia donde constan esas declaracio-
nes, no resulta que los jueces del fondo le hayan dado a 
tales declaraciones un sentido o alcance que no tienen, si-
no que lo que se ha hecho en la especie es apreciar cada 
una de ellas en el valor que le merecieron, lo que escapa 
al control de la casación; que lo que los recurrentes en-
tienden ser una desnaturalización no lo es en realidad, por-
que lo que han hecho los jueces del fondo es ponderar los 
hechos de la causa dentro de su poder soberano de apre-
ciación de un modo distinto a como entendían los recu-
rrentes que esos hechos debían ponderarse, lo que no cons-
tituye una desnaturalización; que la Corte a-qua para ad-
mitir que el prevenido cometió una falta al desviarse tan-
to hacia la izquierda cuando vio aparecer de 'frente el 
camión de volteo, ponderó en todo su sentido y alcance, 
el testimonio de Roque Núñez, quien afirmó que dicho 
camión "no cogió mucho de la autopista"; que, por otra 
parte, ,ps un hecho cierto, que en el lugar del accidente, 
existe un cruce de camino carretero y que, como lo afir-
man los testigos, el prevenido no redujo la gran velocidad 
que llevaba al pasar por ese lugar que, en esas condicio-
nes, los jueces del fondo no incurrieron en los vicios y 
violaciones denunciadas en el medio que se examina, el 
cual carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del prevenido el delito de golpes por impra• 
dencia causados con el manejo de un vehículo de motor 
que, produjeron lesiones que curaron después de 20 días, 
delito 'previsto por el artículo 1 de la Ley 5771 de 1961 y 
castigado por la letra c) de dicho artículo, con prisión de 
6 meses a 2 años y multa de 100 a 500 pesos; que, por 
tanto, la Corte a-qua al condenar a dicho prevenido des-
pués de declararlo culpable del indicado delito, y acogien- 
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do circunstancias atenuantes a 30 pesos de multa, hizo u na 
 correcta aplicación de la ley; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segund o 
 medio de casación se alega que en el dispositivo de la sen-

tencia impugnada se condena al Dr. Duarte, persona civil_ 
mente responsable, "al pago de los intereses de la suma 
de dos mil pesos a partir de la demanda en justicia"; q ue 

 en materia cuasi-delictual no proceden esos intereses sino 
a título de indemnización complementaria; que como abo-
gado de la parte civil no los solicitó a ese título, la Corte 
a-qua no podía otorgarlos sobre ese fundamento como los 
otorgó en los motivos de la sentencia impugnada; que a l 
fallar de ese modo violó el artículo 1153 del Código Civil 
y se incurrió además, en el vicio de extra-petita; pero, 

Considerando que los intereses legales pueden ser 
acordados a una parte que ha obtenido daños y perjuicios, 
a partir de la fecha de la demanda o de la consumación de 
la falta, siempre que sean otorgados a título de indemni-
zación complementaria; que como los jueces del fondo 
aprecian, como cuestión de hecho, el monto de las indem-- 
nizaciones, a ellos les basta, si acuerdan los intereses de 
esas indemnizaciones y para justificar su decisión al res-
pecto, declarar, en la motivación de sus fallos, como ha 
ocurrido en la especie, que tales intereses se otorgan co-
mo indemnización complementaria, aunque el peticionario 
no los haya solicitado con ese fundamento; que, por consi-
guiente, el medio que se examina carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer 
medio de casación se alega que la parte civil pidió en ape-
lación una indemnización superior a la que le fue acorda-
da en primera instancia; que sin embargo, la Corte man-
tuvo la misma indemnización; que eso significa que dicha -
parte sucumbió en sus pretensiones por lo que debió ser 
condenado en costas o por lo menos, como ambas partes 
sucumbieron en distintos aspectos, las costas debieron ser 

.upensadas; que como la Corte a-qua condenó al recu-
rrínte Duarte al pago de las costas, violó el artículo 130 
del Código de Procedimiento Civil; pero, 

Considerando que compete al poder soberano de los 
jueces del fondo declarar cuál es la parte que sucumbe en 
una litis, cuando no incurran como en la especie no incu-
rrieron, en desnaturalización; que en el presente caso, el 
Dr. Juan Pablo Duarte Camilo, persona civilmente respon-
sab'e puesto en causa, alegó que no tenía que reparar da-
ño alguno a la parte civil constituida, que como la Corte 
a-qua lo condenó na pagar una indemnización en provecho 
de la parte civil, aunque no en el monto pretendido por 
ésta, es claro que dicha Corte pudo, como lo hizo, declarar 
que el sucumbiente en la presente litis era la persona ci-
vilmente responsable que 'fue condenada; que al fallar de 
ese modo la referida Corte no ha incurrido en la violación 
alegada, por lo cual el medio que se examina carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Da acta a la Compañía Na-
cional de Seguros, C. por A., de su desistimiento y la con-
denaJ al pago de las costas de su desistimiento; Segundo: 
Admite como interviniente a Jorge Ramírez; Tercero: Re-
chaza los recursos de casación interpuestos por Pedro Pa-
blo Castillo Betances y Dr. Juan Pablo Duarte Camilo, 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 25 
de noviembre de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado en 
otro lugar del presente fallo; Cuarto: Condena al recu-
rrente Pedro Pablo Castillo Betances al pago de las costas 
relativas a la acción pública; y, Quinto: Condena al Dr. 
Juan Pablo Duarte Camilo, al pago de las costas relativas 
a la acción civil, ordenándose la distracción de ellas en 
provecho del Dr. Antonio Rosario, quien afirmó haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
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do circunstancias atenuantes a 30 pesos de multa, hizo una  
correcta aplicación de la ley; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio de casación se alega que en el dispositivo de la sen-
tencia impugnada se condena al Dr. Duarte, persona civi]_ 
mente responsable, "al pago de los intereses de la suma 
de dos m31 pesos a partir de la demanda en justicia"; qu e 

 en materia cuasi-delictual no proceden esos intereses sitia 
 a título de indemnización complementaria; que como abo• 

gado de la parte civil no los solicitó a ese título, la Corte 
a-qua no podía otorgarlos sobre ese fundamento como los 
otorgó en los motivos de la sentencia impugnada; que a' 
fallar de ese modo violó el artículo 1153 del Código Civil 
y se incurrió además, en el vicio de extra-petita; pero, 

Considerando que los intereses legales pueden ser 
acordados a una parte que ha obtenido daños y perjuicios, 
a partir de la fecha de la demanda o de la consumación de 
la falta, siempre que sean otorgados a título de indemni-
zación complementaria; que como los jueces del fondo 
aprecian, como cuestión de hecho, el monto de las indem-
nizaciones, a ellos les basta, si acuerdan los intereses de 
esas indemnizaciones y para justificar su decisión al res-
pecto, declarar, en la motivación de sus fallos, como ha 
ocurrido en la especie, que tales intereses se otorgan co-
mo indemnización complementaria, aunque el peticionario 
no los haya solicitado con ese fundamento; que, por consi-
guiente, el medio que se examina carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer 
medio de casación se alega que la parte civil pidió en ape-
lación una indemnización superior a la que le fue acorda-
da en primera instancia; que sin embargo, la Corte man-
tuvo la misma indemnización; que eso significa que dicha 
parte sucumbió en sus pretensiones por lo que debió ser 
condenado en costas o por lo menos, como ambas partes 
sucumbieron en distintos aspectos, las costas debieron ser 

compensadas; que como la Corte a-qua condenó al recu-
rrPnte Duarte al pago de las costas, violó el artículo 130 
del Código de Procedimiento Civil; pero, 

Considerando que compete al poder soberano de los 
jueces del fondo declarar cuál es la parte que sucumbe en 
una litis, cuando no incurran como en la especie no incu-
rrieron, en desnaturalización; que en el presente caso, el 

Dr. Juan Pablo Duarte Camilo, persona civilmente respon-
sable puesto en causa, alegó que no tenía que reparar da-
ño alguno a la parte civil constituida, que como la Corte 
a-qua lo condenó a pagar una indemnización en provecho 
de la parte civil, aunque no en el monto pretendido por 
ésta, es claro que dicha Corte pudo, como lo hizo, declarar 
que el sucumbiente en la presente litis era la persona ci-
vil nente responsable que fue condenada; que al fallar de 
ese modo la referida Corte no ha incurrido en la violación 
alegada, por lo cual el medio que se examina carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Da acta a la Compañía Na-
cional de Seguros, C. por A., de su desistimiento y la con-
dena)al pago de las costas de su desistimiento; Segundo: 
Admite como interviniente a Jorge Ramírez; Tercero: Re-
chaza los recursos de casación interpuestos por Pedro Pa-
blo Castillo Betances y Dr. Juan Pablo Duarte Camilo, 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 25 
de noviembre de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado en 
otro lugar del presente fallo; Cuarto: Condena al recu-
rrente Pedro Pablo Castillo Betances al pago de las costas 
relativas a la acción pública; y, Quinto: Condena al Dr. 
Juan Pablo Duarte Camilo, al pago de las costas relativas 
a la acción civil, ordenándose la distracción de ellas en 
provecho del Dr. Antonio Rosario, quien afirmó haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 

   

     

     

     

     

     

     

     

     

     

           



Cruz.— Manfredo A. Moore.—Rafael Rincón hijo.—Ernes.. 
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu o 

 certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 9 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE MAYO DEL 1966 

.,entencla impugnada: Consejo de Guerra de Apelación de la 
Policía Nacional, de fecha 20 de octubre de 1964. 

Materia: Penal (Homicidio Voluntario). 

Izecurrente: Servio Castillo Rodríguez. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Pr'mer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael 
R:.chiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y 
Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo, Distrito Nacional, a los 18 días del mes de mayo 
del año 1966, 123' de la Independencia y 103' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Servia 
Castillo Rodríguez, Raso P. N., dominicano, mayor de edad, 
soltero, domiciliado y residente en la ciudad de Santo Do-
mingo, cédula 12405, serie 11, contra sentencia dictada poi 
el Consejo de Guerra de Apelación de la Policía Nacional. 
con asiento en Santo Domingo, de fecha 20 de octubre de 
1964, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la Rep-blica; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 23 de octubre de 



;d. 
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Cruz.— Manfredo A. Moore.—Rafael Rincón hijo.—Ernes-ar 
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu e 

 firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quo, 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

sentencia 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE MAYO DEL 1966 

se' /delicia Impugnada: Consejo de Guerra de Apelación de la 
Policía Nacional, de fecha 20 de octubre de 1964. 

41' 
gatería: Penal (Homicidio Voluntario). 

Ect.urrente: Servio Castillo Rodríguez. 

   

   

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

   

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
icia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 

Bergés Chupani, Pr"mer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael 
R:chiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y 
Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domirlgo, Distrito Nacional, a los 18 días del mes de mayo 
del año 1966, 123' de la Independencia y 103' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Servio 
Castillo Rodríguez, Raso P. N., dominicano, mayor de edad, 
soltero, domiciliado y residente en la ciudad de Santo Do-
mingo, cédula 12405, serie 11, contra sentencia dictada pm: 
el Consejo de Guerra de Apelación de la Policía Nacional. 
con asiento en Santo Domingo, de fecha 20 de octubre de 
1964, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de 3a Rep-blica; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 23 de octubre de 

1 
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1964, a requerimiento del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado e nfecha 17 de mayo de 1966 
por el Magistrado Primer Sustituto en funciones de P ro,_ 
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del 
cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, Manfredo 
A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribunal 
para integrar la Suprema Corte de Justicia en la delibe 
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las leyes 684 de 1934, y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 309, última parte y 311 del 
Código Penal, 106, 107, 133, 134 del Código de Justicia de 
las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
2a de marzo de 1963,_ el Fiscal del Consejo de Guerra de 
Segundo Grado de la Policía Nacional, requirió del Juez 
de Instrucción del Consejo de guerra de Segundo Grado 
cie esa misma institución, instruir la sumaria corfrespon-
ditnte a cargo del Raso P. N. Servio Castillo Rodríguez. 
en relación con la muerte del Raso P. N., Bienvenido Pe-
ralta Pepín; b) que en fecha 5 de abril de 1963, el citado 
Juez de Instrucción dictó una Providencia Calificativa, cu-
yo dispositivo dice: "RESOLVEMOS UNICO: DECLARAR 
corno al efecto declaramos que existen cargos e indicios 
suficientes para inculpar al Raso SERVIO CASTILLO RO-
DRIGUEZ, P. N., de generales anotadas, del crimen de Ho-
micidio Voluntario, en perjuicio del que en vida respondió 
al sombre de BIENVENIDO PERALTA PEPIN, Raso P. N., 
y de Heridas, Golpes, Violencia y Vías de hecho en per-
juic'o del Raso FELIX ANTONIO RAMIREZ MARTINEZ, 
P. N., e Insubordinación con Violencia y Vías de hecho en 
la nersona del Primer Teniente MANUEL ANTONIO DE 
LA ROSA RUIZ, P. N.; en consecuencia; MANDAMOS Y 

ORDENAMOS: PRIMERO: Que el Raso SERVIO CAST1- 
L1,0 RODRIGUEZ. 15ta. Cía., P. N., sea enviado por ante 

el Consejo de Guerra de Segundo Grado de la Policía Na-
cional, con asiento en Santo Domingo, D. N., para que allí 

sea juzgado de acuerdo con la Ley; SEGUNDO: Que, se 
proceda a la notificación, tanto al Fiscal del Consejo de 
Guerra de Segundo Grado, ya indicado, como al acusado 
mencionado más arriba; TERCERO: Que, las actuaciones 
de la instrucción, el acta extendida respecto al delito y un 
estado de los documentos y objetos que han de obrar co-
mo fundamento de convicción sean trasmitidos al Magis-
trado Procurador Fiscal del Consejo de Guerra, ya expre-
sado, para que se proceda de acuerdo con el Art. 48 del 
Código de Justicia de las Fuerzas Armadas, aplicable a 
los miembros de la Policía Nacional"; e) que en 'fecha 24 
de julio de 1963, el Consejo de Guerra de Segundo Grado 
d" la Policía Nacional, regularmente apoderado, dictó una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-

RO: Que debe declarar como al efecto DECLARA al Raso 
SERVIO CASTILLO RODRIGUEZ, P. N., 15ta. Cía. P. N., 
CULP1BLE de los crímenes de Homicidio Voluntario en 
la persona del que en vida respondía al nombre de BIEN-
VENIDO PERALTA PEPIN, Raso P. N., y de Insubordina-
ción contra el Primer Teniente MANUEL ANTONIO DE 
LA ROSA RUIZ, P. N., así como de heridas que curan den-
tro de los 20 días, en perjuicio del Raso FELIX ANTONIO 
JIMENEZ RODRIGUEZ, P. N., y golpes, violencias, y vías 
de hecho en perjuicio del Raso RAFAEL ANTONIO 
RAMIREZ MARTINEZ, P. N., y en consecuencia acogien-
do el no cúmulo de penas y en virtud de lo establecido por 
los Arts. 295. 304 párrafo 2do.; 311 y 18 del Código Penal, 
así como los Arts. 133 y 134 en su inciso 4to. de la Ley No. 
3483 de fecha 5-3-53, que crea el Código de Justicia de las 
Fuerzas Armadas, aplicable a los miembros de la Policía 
Nacional, le condena a quince (15) años de Trabajos Públi-
cos a cumplir en la Penitenciaría Nacional de La Victoria 
SEGUNDO: Separa:, como al efecto SEPARA de las filas 
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1964, a requerimiento del recurrente, en la cual no se i n_ 
voca ningún medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado e nfecha 17 de mayo de 1966 
por el Magistrado Primer Sustituto en funciones de Pr (.' 
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del 
cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, Manfred e 

 A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribunal 
para integrar la Suprema Corte de Justicia en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las leyes 684 de 1934, y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 309, última parte y 311 del 
Código Penal, 106, 107, 133, 134 del Código de Justicia de 
las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
2t*i de marzo de 1963,, el Fiscal del Consejo de Guerra de 
Segundo Grado de la Policía Nacional, requirió del Juez 
de Instrucción del Consejo de Guerra de Segundo Grado 
cíe esa misma institución, instruir la sumaria co& -espon-
diente a cargo del Raso P. N. Servio Castillo Rodríguez. 
en relación con la muerte del Raso P. N., Bienvenido Pe-
ralta Pepín; b) que en fecha 5 de abril de 1963, el citado 
Juez de Instrucción dictó una Providencia Calificativa, cu-
yo dispositivo dice: "RESOLVEMOS UNICO: DECLARAR 
como al efecto declaramos que existen cargos e indicios 
suficientes para inculpar al Raso SERVIO CASTILLO RO-
DRIGUEZ, P. N., de generales anotadas, del crimen de Ho-
micidio Voluntario, en perjuicio del que en vida respondió 
al nombre de BIENVENIDO PERALTA PEPIN, Raso P. N., 
y de Heridas, Golpes, Violencia y Vías de hecho en per-
juic'o del Raso FELIX ANTONIO RAMIREZ MARTINEZ, 
P. N., e Insubordinación con Violencia y Vías de hecho en 
la persona del Primer Teniente MANUEL ANTONIO DE 
LA ROSA RUIZ, P. N.; en consecuencia; MANDAMOS Y 

ORDENAMOS: PRIMERO: Que el Raso SERVIO CASTI-
1,1,0 RODRIGUEZ, 15ta. Cía., P. N., sea enviado por ame 
el Consejo de Guerra de Segundo Grado de la Policía Na-
cional, con asiento en Santo Domingo, D. N., para que allí 

sea juzgado de acuerdo con la Ley; SEGUNDO: Que, se 
proceda a la notificación, tanto al Fiscal del Consejo de 
Guerra de Segundo Grado, ya indicado, como al acusado 
mencionado más arriba; TERCERO: Que, las actuaciones 
de la instrucción, el acta extendida respecto al delito y un 
estado de los documentos y objetos que han de obrar co-
mo fundamento de convicción sean trasmitidos al Magis-
trado Procurador Fiscal del Consejo de Guerra, ya expre-
sado, para que se proceda de acuerdo con el Art. 48 del 
Código de Justicia de las Fuerzas Armadas, aplicable a 
los miembros de la Policía Nacional"; c) que en 'fecha 24 
de julio de 1963, el Consejo de Guerra de Segundo Grado 
d- la Policía Nacional, regularmente apoderado, dictó una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe declarar como al efecto DECLARA al Raso 
SERVIO CASTILLO RODRIGUEZ, P. N., 15ta. Cía. P. N., 
CULPABLE de los crímenes de Homicidio Voluntario en 
la persona del que en vida respondía al nombre de BIEN-
VENIDO PERALTA PEPIN, Raso P. N., y de Insubordina-
ción contra el Primer Teniente MANUEL ANTONIO DE 
LA ROSA RUIZ, P. N., así como de heridas que curan den-
tro de los 20 días, en perjuicio del Raso FELIX ANTONIO 
JIMENEZ RODRIGUEZ, P. N., y golpes, violencias, y vías 
de hecho en perjuicio del Raso RAFAEL ANTONIO 
RAMIREZ MARTINEZ, P. N., y en consecuencia acogien-
do el no cúmulo de penas y en virtud de lo establecido por 
los Arts. 295. 304 párrafo 2do.; 311 y 18 del Código Penal, 
así como los Arts. 133 y 134 en su inciso 4to. de la Ley No. 
3483 de fecha 5-3-53, que crea el Código de Justicia de las 
Fuerzas Armadas, aplicable a los miembros de la Policía 
Nacional, le condena a quince (15) años de Trabajos Públi-
cos a cumplir en la Penitenciaría Nacional de La Victoria 
SEGUNDO: Separa: como al efecto SEPARA de las filas 
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de la Policía Nacional, al Raso SERVIO CASTILLO Ro_ 
DRIGUEZ, P. N., deshonrosamente"; d) que sobre recurso 
de apelación del acusado, intervino la sentencia ahora ira-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación; "FA. 
LLA: PRIMERO: Que debe DECLARAR, como al efecto 
DECLARA Bueno y Válido en cuanto a la forma el re-
curso de Apelación Interpuesto por el Raso SERVIO CAS-
TILLO RODRIGUEZ, 15ta. Cía. P. N., contra la sentencia 
No. 0048, de fecha 24 de julio de este año dicttada por 
el Consejo de Guerra de Segundo Grado de la Policía Na-
cional, con a:ento en Santo Domingo, que lo declaró Cul-
pable de Homicidio Voluntario en perjuicio del Raso BIEN-
VENIDO PERALTA PEPIN, P. N., y de los delitos de gol-
pes y heridas curábles después de 10 y antes de 20 días, 
salvo complicaciones, en perjuicio del Raso de ira. Clase 
FELIX ANTONIO JíMENEZ RODRIGUEZ, y golpes y he-

, ridas curables ante, de 10 días en perjuicio del Raso RA-
FAEL ANTONIO RODRIGUEZ MARTINEZ, P. N., e In-
subordinación en perjuicio del entonces Primer Teniente 
hoy Capitán MANUEL ANTONIO DE, LA ROSA RUIZ, P. 
N. y lo condenó a 15 años de Trabajos Públicos y a la se-
paración deshonrosa de las filas de la Policía Nacional, por 
haber sido interpuesto dicho recurso en tiempo hátbil y 
llenando los requisitos de ley; SEGUNDO: Quc debe 111J-
dificar como al efecto modifica en cuanto al fondo de la 
sentencia apelada y el Tribunal obrando por propia auto-
ridad y contrario imperio, varía la calificación de Homici-
dio Voluntario en perjuicio del Raso BIENVENIDO PE-
RALTA PEPIN, P. N., por la de heridas voluntarias que 
ocasionaron la muerte del supracitado Raso P. N., declara 
al Raso SERVIO CASTILLO RODRIGUEZ, P. N., culpa 
ble además de los delitos de golpes y heridas curables des-
pués de 10 y antes de 20 días, salvo complicaciones, en 
perjuicio del Raso de lra. Clase FELIX ANTONIO RO-
DRIGUEZ JIMENEZ, (o FELIX ANTONIO JIMENEZ RO- 

RIGUEZ), y golpes y heridas curables antes de 10 días 
en perjuicio del Raso RAFAEL ANTONIO RODRIGUEZ 

IVIARTINEZ, e Insubordinación, en perjuicio del entonces 
Primer Teniente, hoy Capitán MANUEL ANTONIO DE LA 

• ROSA RUIZ, P. N., respectivamente, y en consecuencia se 
le condena a sufrir ocho (8) años de trabajos públicos para 

. cumplirlos en la Cárcel pública de la Penitenciaría Na- 
cional de La Victoria y a la separación deshonrosa de las 
filas de la Policía Nacional, acogiendo en su 'favor el prin- 

" cip:o del no cúmulo de penas. Todo ello de conformidad 
con los artículos 309, párrafo final y 311 del Código Penal 
y 107, 133 y 134 párrafo 4to. del Código de Jústicia de las 
Fuerzas Armadas, aplicable a los miembros de la Policía 
Nacional; 

Considerando que el Tribunal a-quo, dio por estable-
- cido mediante la ponderac:ón de los elementos de prueba 

que fueron regularmente aportados en la instrucción de la 
causa: a) que en la madrugada del día 7 de febrero de 1963, 
los Rasos de la Policía Nacional Bienvenido Peralta Pepi -á 
y Félix Rodríguez Jiménez, se encontraban ingiriendo be-
bidas alcohólicas con el también Raso P. N., Servio Casti-
llo Rodríguez, en el Bar "Emilia", sito en la calle Felipe 
Vicijii Perdomo, de esta ciudad; b) que con motivo del pa-
go de dos botellas de ron consumidas, los mencionados Ra-
sos tuvieron una discusión; c) que al hacer el Raso Servio 
Castillo Rodríguez, un disparo al suelo con el revólver de 
reglamento, el Raso Bienvenido Peralta Pepín, le llamó 
la atención; d) que acto seguido, el Raso Servio Castillo 
Rodríguez le hizo voluntariamente, dos disparos a Peralta 
Pepín, que le ocasionaron la muerte 48 horas después; e) 
que al intervenir el Raso Félix Antonio Rodríguez, el Ra-
so Servio Castillo Rodríguez le hizo igualmente un dispa-
ro que le ocasionó lesiones que curaron después de di' 
días y anl.es de veinte; f) que al ser detenido el Rasr 
vio Castillo Rodríguez, por el Primer Teniente P. 
nuel Antonio de la Rosa Ruíz y el Raso P. N. 
tonio Ramírez Martínez, se insubordinó cont 

violencia y vías de hecho 
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de la Policía Nacional, al Raso SERVIO CASTILLO RO-
DRIGUEZ, P. N., deshonrosamente"; d) que sobre recurso 
de apelación del acusado, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación; "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe DECLARAR, como al efecto 
DECLARA Bueno y Válido en cuanto a la forma el re-
cu•so de Apelación Interpuesto por el Raso SERVIO CAS-
TILLO RODRIGUEZ, 15ta. Cía. P. N., contra la sentencia 
No. 0048, de fecha 24 de julio de este año diettada por 
el Consejo de Guerra de Segundo Grado de la Policía Na-
cional, con as ento en Santo Domingo, que lo declaró Cul-
pable de Homicidio Voluntario en perjuicio del Raso BIEN-
VENIDO PERALTA PEPIN, P. N., y de los delitos de gol-
pes y heridas curables después de 10 y antes de 20 días, 
salvo complicaciones, en perjuicio del Raso de lra. Clase 
FELIX ANTONIO JIMENEZ RODRIGUEZ, y golpes y he-
ridas curables antes de 10 días en perjuicio del Raso RA-
FAEL ANTONIO RODRIGUEZ MARTINEZ, P. N., e In-
subordinación en perjuicio del entonces Primer Teniente 
hoy Capitán MANUEL ANTONIO DE LA ROSA RUIZ, P. 
N. y lo condenó a 15 años de Trabajos Públicos y a la se-
paración deshonrosa de las filas de la Policía Nacional, por 
haber sido interpuesto dicho recurso en tiempo hátbil y 
llenando los requisitos de ley; SEGUNDO: Quc debe MJ-
dificar como al efecto modifica en cuanto al fondo de la 
sentencia apelada y el Tribunal obrando por propia auto-
ridad y contrario imperio, varía la calificación de Homici-
dio Voluntario en perjuicio del Raso BIENVENIDO PE-
RALTA PEPIN, P. N., por la de heridas voluntarias que 
ocasionaron la muerte del supracitado Raso P. N., declara 
al Raso SERVIO CASTILLO RODRIGUEZ, P. N., culpa 
ble además de los delitos de golpes y heridas curables des-
pz:és de 10 y antes de 20 días, salvo complicaciones, en 
perjuicio del Raso de Ira. Clase FELIX ANTONIO RO-
DRIGUEZ JIMENEZ, (o FELIX ANTONIO JIMENEZ RO-

RIGUEZ), y golpes y heridas curables antes de 10 días 
en perjuicio del Raso RAFAEL ANTONIO RODRIGUEZ 

MARTINEZ, e Insubordinación, en perjuicio del entonces 
Primer Teniente, hoy Capitán MANUEL ANTONIO DE LA 
ROSA RUIZ, P. N., respectivamente, y en consecuencia se 
le condena a sufrir ocho (8) años de trabajos públicos para 
cumplirlos en la Cárcel pública de la Penitenciaría Na-
cional de La Victoria y a la separación deshonrosa de las 
filas de la Policía Nacional, acogiendo en su 'favor el prin-
cipio del no cúmulo de penas. Todo ello de conformidad 
con los artículos 309, párrafo final y 311 del Código Penal 
y 107, 133 y 134 párrafo 4to. del Código de Justicia de las 
Fuerzas Armadas, aplicable a los miembros de la Policía 
Nacional; 

Considerando que el Tribunal a-quo, dio por estable-
cido mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente aportados en la instrucción de la 
causa: a) que en la madrugada del día 7 de febrero de 1963, 
los Rasos de la Policía Nacional Bienvenido Peralta Pepín 
y Félix Rodríguez Jiménez, se encontraban ingiriendo be-
bidas alcohólicas con el también Raso P. N., Servio Casti-
llo Rodríguez, en el Bar "Emilia", sito en la calle Felipe 
Vicini Perdomo, de esta ciudad; b) que con motivo del pe-
go de dos botellas de ron consumidas, los mencionados Ra-
sos tuvieron una discusión; c) que al hacer el Rasó Servio 
Castillo Rodríguez, un disparo al suelo con el revólver do 
reglamento, el Raso Bienvenido Peralta Pepín, le llamó 
la atención; d) que acto seguido, el Raso Servio Castillo 
Rodríguez le hizo voluntariamente, dos disparos a Peralta 
Pepín, que le ocasionaron la muerte 48 horas después; e) 
que al intervenir el Raso Félix Antonio Rodríguez, el Ra-
so Servio Castillo Rodríguez le hizo igualmente un dispa-
ro que le ocasionó lesiones que curaron después de diez 
días y antes de veinte; f) que al ser detenido el Raso Ser-
vio Castillo Rodríguez, por el Primer Teniente P. N. Ma-
nuel Anton:o de la Rosa Ruíz y el Raso P. N. Félix An-
tonio Ramírez Martínez, se insubordinó contra éstos con 
violencia y vías de hecho 
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Considerando que los hechos establecidos por el Tri-
bunal a-quo, constituyen a cargo del acusado Servio Cas-
tillo Rodríguez, Raso de la Policía Nacional, el crimen de 
heridas voluntarias que causaron la muerte a Bienvenido 
Peralta Pepín, Raso de la Policía Nacional, previsto por 
el artículo 309, última parte, del Código Penal y sancio-
nado por ese mismo texto con la pena de trabajos públicos; 
y el delito de golpes y heridas voluntarias que curaron 
después de diez días y antes de veinte, en perjuicio del 
Raso P. N. Félix Antonio Rodríguez Jiménez, previsto por 
el artículo 311 del Código Penal y castigado por el indi-
cado texto legal con prisión correccional de sesenta días 
a un año y multa de seis a cien pesos; y violencias y vías 
de hecho e insubordinación en perjuicio del Primer Te-
niente P. N. Manuel de la Rosa Ruíz y Raso Rafael Anto-
nio Martínez, previsto por el artículo 133 del Código de 
Justicia de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional; 
que en consecuenc'a, al condenar al acusado, después de 
declararlo culpable de los indicados hechos, a 8 años de 
trabajos públicos, el Tribunal a-quo, hizo una correcta 
aplicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Servio Castillo Rodríguez, contra 
sentencia dictada por el Consejo de Guerra de Apelación 
de la Policía Nacional, con asiento en Santo Domingo, de 
fecha 20 de octubre de 1964, cuyo dispositivo se ha copiado 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.—
Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo 
A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, 
SPerettario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

- certifico. Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que los hechos establecidos por el Tri-
bunal a-quo, constituyen a cargo del acusado Servio Cas-
tillo Rodríguez, Raso de la Policía Nacional, el crimen de 
heridas voluntarias que causaron la muerte a Bienvenido 
Peralta Pepín, Raso de la Policía Nacional, previsto por 
el artículo 309, última parte, del Código Penal y sancio-
nado por ese mismo texto con la pena de trabajos públicos: 
y el delito de golpes y heridas voluntarias que curaron 
después de diez días y antes de veinte, en perjuicio del 
Raso P. N. Félix Antonio Rodríguez Jiménez, previsto por 
el artículo 311 del Código Penal y castigado por el indi-
cado texto legal con prisión correccional de sesenta días 
a un año y multa de seis a c:en pesos; y violencias y vías 
de hecho e insubordinación en perjuicio del Primer Te-
niente P. N. Manuel de la Rosa Ruíz y Raso Rafael Anto-
nio Martínez, previsto por el artículo 133 del Código de 
Justicia de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional; 
que en consecuenc'a, al condenar al acusado, después de 
declararlo culpable de los indicados hechos, a 8 años de 
trabajos públicos, el Tribunal a-quo, hizo una correcta 
apiicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Servio Castillo Rodríguez, contra 
sentencia dictada por el Consejo de Guerra de Apelación 
de .a Policía Nacional, con asiento en Santo Domingo, de 
fecha 20 de octubre de 1964, cuyo dispositivo se ha copiado 
-n parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al 

wrrente al pago de las costas. 

pudirmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando 
perjuicn de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— 
DRIGUniez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo 

RIGUEZ),- Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijr), 
en perjuicio neral — 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
di wcia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. F:rmado): Ernesto Curiel hijo. 

lr 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pr,_ 
mera Instancia del D. J. de Duarte, de fecha 22 de enes ) 
de 1965. 

Materia: Correccional. (Viol. Ley 5771). 

Recurrente: Mario Hidalgo Alvarez. 
Abogado: Dr. C. Eugenio Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Ge-
mez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos bel Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 
20 días del mes de mayo del año 1966, años 123' de la In. 
dependenc'a y 103' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mario 
Hidalgo Alvarez, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado en la ciudad de Tenares, cédula 3930, serie 
64, contra sentencia dictada en atribucionse correcciona-
les y como tribunal de Segundo Grado por la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Duarte, en fecha 22 de enero de 1965, cuyo dis-
posit:vo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. C. Eugenio Rosario, cédula 47910, serie 
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31, abogado del recurrente en la lectura de sus conclu-
siones; 

 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 28 de enero de 
1965, a requerimiento del abogado de la recurrente, en la 
cual no se invoca ningún med'o determinado de casación; 

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado 
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia el día 5 de abril de 1965, en el cual se 
invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el auto d ctado en fecha 17 de mayo del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en fun-
ciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, rara integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
tiatq de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 
926 «e 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 letra a) de la Ley 5771; 163 
del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
30 de noviembre de 1964, el Juzgado de Paz de San Fran-
cisco de Macorís, dictó una sentencia en sus atribuciones 
correccionales, de fecha 30 de noviembre de 1964, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara al nombrado Mario Hidalgo Alvarez, de ge-
nerales anotadas, culpable del hecho que se le imputa con-
juntamente con Edilio Antonio Martínez, de generales ano-
tadas, de Violación a la Ley 5771; SEGUNDO: Que debe 
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Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de P1,_ 
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Materia: Correccional. (Viol. Ley 5771). 

Recurrente: Mario Hidalgo Alvarez. 
Ahogado: Dr. C. Eugenio Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Ge-
mez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos 41 Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 
20 días del mes de mayo del año 1966, años 123' de la In 
dependenc . a y 103' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mario 
Hidalgo Alvarez, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado en la ciudad de Tenares, cédula 3930, serie 
64, contra sentencia dictada en atribucionse correcciona-
les y como tribunal de Segundo Grado por la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Duarte, en fecha 22 de enero de 1965, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. C. Eugenio Rosario, cédula 47910, serie 
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1  1  31, abogado del recurrente en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 28 de enero de 
1965, a requerimiento del abogado de la recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado 
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia el día 5 de abril de 1965, en el cual se 
invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el auto d ctado en fecha 17 de mayo del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en fun-
ciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
ti att11 de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 
926 tie 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 letra a) de la Ley 5771; 163 
del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
30 de noviembre de 1964, el Juzgado de Paz de San Fran-
cisco de Macorís, dictó una sentencia en sus atribuciones 
correccionales, de fecha 30 de noviembre de 1964, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara al nombrado Mario Hidalgo Alvarez, de ge-
nerales anotadas, culpable del hecho que se le imputa con-
juntamente con Edilio Antonio Martínez, de generales ano-
tarlos, de Violación a la Ley 5771; SEGUNDO: Que debe 



Condenar y Condene, al nombrado Mario Hidalgo Alvarez, 
al pago d‘.1 una multa de RD$6.00 (Seis Pesos Oro), y al pa-
go de las costas; TERCERO: Que debe Descargar y Des-
carga al nombrado Edilio Antonio Martínez de generales 
anotadas, del hecho que se le imputa, conjuntamente con 
Mario Hidalgo Alvarez, (Viol. a la Ley 5771), por no ha-
ber violado la Ley; CUARTO: Se declaran las costas de 
oficio para este último"; b) que sobre el recurso de ape-
lación interpuesto por el prevenido Mario Hidalgo Alvarez, 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Duarte, dictó una sentencia en 
defecto, en fecha 18 de diciembre de 1964, con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe Declarar y 
Declara, bueno y válido el recurso de Apelación interpues-
to por el prevenido Mario Hidalgo Alvarez; SEGUNDO: 
Que debe Pronunciar y Pronuncia, el defecto contra el 
nombrado Mario Hidalgo Alvarez, por no comparecer a 
esta audiencia no obstante estar legalmente citado; TER-
CERO: Que debe Confirmar y Confirma, la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Paz en fecha 30 de noviembre de 
1964, que condenó al nombrado Mario Hidalgo Alvar'cz, 
una multa de RD$6.00 (Seis Pesos Oro) y al pago de las 
costas; c) que sobre el recurso de oposición del prevenido 
Mario Hidalgo Alvarez, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: FALLA: 
PRIMERO: Que debe Declarar y Declara bueno y válido 
el recurso de oposición interpuesto por el prevenido por 
haberlo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a la ley; SE-
GUNDO: Que debe Confirmar y Confirma, la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Paz, en fecha 30 de noviembre de 
1964, que condenó al nombrado Mario Hidalgo a RD$6.00 
(Se's Pesos Oro) de multa y al pago de las costas; TERCE-
RO: Que debe Condenar y Condena al mencionado preve-
nido al pago de las costas"; 

Considerando ciue en su memorial de casación, el re-
currente invoca el siguiente medio: "Falta o insuficiencia 
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de motivos y falta de base legal. Violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desarrollo de su medio de ca-
sación el recurrente alega, en resumen, lo siguiente: a) 
que el Tribunal a-qua trata de justificar su condenación, 
en el hecho de que el testigo Eugenio Javier expresó, que 
"el accidente se debió a que el camión tenía la luz alta"; 
que esta afirmación, por sí sola, no constituye una falta 
a cargo del conducttor del camión, en razón de que la luz 
alta es la normal para marchar por las carreteras, y sólo 
debe disminuirse al acercársele a un vehículo que marche 
en dirección opuesta, y en el presente caso no se estableció 
que el conductor del camión permaneciera con su luz alta 
en el momento que iba a pasarle al carro conducido por 
Edilio Antonio Martínez; b) que en el siguiente conside-
rando dcha sentencia dice: "que el testigo mencionado 
expresa "Fue en la curva", pero sin decir qué 'fue lo que 
sucedió en la curva; que aún suponiendo que fuera el ac-
cidente a que se refiriera el testigo, este hecho no puede 
constituir una circunstancia que pueda comprometer la 
responsabilidad de uno u otro conductor, ya que lo que 

hayalue determinar es la causa generadora del accidente, 
cc sa que no ha hecho el juez; c) que luego expresa la sen-
tencia impugnada, "que existían a ambos lados de la ca-
rretera pilas de arena" y que "el carro iba a su derecha"; 
que estas afirmaciones no pueden tampoco servir de ba-
se para justificar la condenación contra el recurrente, pues-
to que esos hechos no determinan su culpabilidad; d) que 
en otro de sus considerandos la sentencia impugnada dice 
"que los vehículos deben mantener su derecha en las cur- 
vas", pero sin establecer que el vehículo manejado por 

glar  Manuel Hidalgo Alvarez no mantuvo su derecha; 4) que la 
sentencia impugnada no precisa cual de las faltas previs- 
tas por el artículo lro. de la Ley 5771, fue cometido por 
el recurrente, para hacerse pasible de una condenación 
por violación a dicha Ley, ya que sólo menciona la pala- 
bra imprudente cuando después de decir "que el camión 
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Condenar y Condena, al nombrado Mario Hidalgo Alvarez, 
al pago du.. una multa de RD$6.00 (Seis Pesos Oro), y al pa-
go de las costas; TERCERO: Que debe Descargar y Des-
carga al nombrado Edilio Antonio Martínez de generales 
ainotadas, del hecho que se le imputa, conjuntamente Con 
Mario Hidalgo Alvarez, (Viol. a la Ley 5771), por no ha-
ber violado la Ley; CUARTO: Se declaran las costas de 
oficio para este último"; b) que sobre el recurso de ape-
lación interpuesto por el prevenido Mario Hidalgo Alvarez, 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Duarte, dictó una sentencia en 
defecto, en fecha 18 de diciembre de 1964, con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe Declarar y 
Declara, bueno y válido el recurso de Apelación interpues-
to por el prevenido Mario Hidalgo Alvarez; SEGUNDO: 
Que debe Pronunciar y Pronuncia, el defecto contra el 
nombrado Mario Hidalgo Alvarez, por no comparecer a 
esta audiencia no obstante estar legalmente citado; TER-
CERO: Que debe Confirmar y Confirma, la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Paz en fecha 30 de noviembre de 
1964, que condenó al nombrado Mario Hidalgo Alvar in, a 
una multa de RD$6.00 (Seis Pesos Oro) y al pago de las 
costas; c) que sobre el recurso de oposición del prevenido 
Mario Hidalgo Alvarez, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: FALLA: 
PRIMERO: Que debe Declarar y Declara bueno y válido 
el recurso de oposición interpuesto por el prevenido por 
haberlo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a la ley; SE-
GUNDO: Que debe Confirmar y Confirma, la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Paz, en fecha 30 de noviembre de 
1964, que condenó al nombrado Mario Hidalgo a RD$6.00 
(se:s Pesos Oro) de multa y al pago de las costas; TERCE-
RO: Que debe Condenar y Condena al mencionado preve-
nido al pago de las costas"; 

Considerando que en su memorial de casación, el re-
currente invoca el siguiente medio: "Falta o insuficiencia 

de motivos y falta de base legal. Violación del artículo 141 
d;-1 Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desarrollo de su medio de ca- 
' sación el recurrente alega, en resumen, lo siguiente: a) 

que el Tribunal a-qua trata de justificar su condenación, 
en el hecho de que el testigo Eugenio Javier expresó, que 
el accidente se debió a que el camión tenía la luz alta"; 

que esta afirmación, por sí sola, no constituye una falta 
a cargo del conducttor del camión, en razón de que la luz 
alta es la normal para marchar por las carreteras, y sólo 
debe disminuirse al acercársele a un vehículo que marche 

en dirección opuesta, y en el presente caso no se estableció 
que el conductor del camión permaneciera con su luz alta 

10, 
 en el momento aue iba a pasarle al carro conducido por 

Edilio Antonio Martínez; b) que en el siguiente conside-
rando dcha sentencia dice: "que el testigo mencionado 
expresa "Fue en la curva", pero sin decir qué fue lo que 
sucedió en la curva; que aún suponiendo que fuera el ac-
cidente a que se refiriera el testigo, este hecho no puede 
constituir una circunstancia que pueda comprometer la 
responsabilidad de uno u otro conductor, ya que lo que 

hayalue determinar es la causa generadora del accidente, 

ecsa que no ha hecho el juez; c) que luego expresa la sen-
tencia impugnada, "que existían a ambos lados de la ca-
rretera pilas de arena" y que "el carro iba a su derecha"; 
que estas afirmaciones no pueden tampoco servir de ba-
se para justificar la condenación contra el recurrente, pues-
to que esos hechos no determinan su culpabilidad; d) que 
en otro de sus considerandos la sentencia impugnada dice 
"que los vehículos deben mantener su derecha en las cur-
vas", pero sin establecer que el vehículo manejado por 
Manuel Hidalgo Alvarez no mantuvo su derecha; 4) que la 
sentencia impugnada no precisa cual de las faltas previs-
tas por el artículo lro. de la Ley 5771, fue cometido por 
el recurrente, para hacerse pasible de una condenación 
por violación a dicha Ley, ya que sólo menciona la pala-
bra imprudente cuando después de decir "que el camión 
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manejado por Mario Hidalgo Alvarez transitaba a cincuen-
ta (50) kilómetros por hora", expresa "que a esa velocidad 
en una vía que no es franca, ya que estaba obstruída por 
pilas de arena a ambos lados, es imprudente transitar"; 
pero sin determinar, cómo estaban colocadas las pías de 
arena y cuál era la posición de los vehículos en el mo-
mento del accidente; g) que, finalmente el Juez a-quo ha 
dado una serie de considerandos que podrían llamarse de 
orden material, sin dar una explicación acerca de la cau-
salidad entre los hechos y el accidente, indispensable pa-
ra la justificación de la responsabilidad que la sentencia 
pone a cargo de Mario Hidalgo Alvarez; que de todo esto 
resulta que la sentencia impugnada no contiene motivos 
para justificar su dispositivo, careciendo en consecuencia 
de base legal, al no establecer los hechos y circunstancias 
en que se desarrolló el accidente para poder deducir las 
faltas previstas por el artículo lro. de la Ley No, 5771, 
que fueran cometidas por el conductor Mario Hidalgo Al-
varez, susceptibles de comprometer su responsabilidad 
penal; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia ir,ipug-
nada none de manifiesto, que el Tribunal a-quo dee.  lar, 
la culpabilidad del prevenido Mario Hidalgo Alvarez, sc-
bre el fundamento siguiente: que en fecha 13 de noviem-
bre de 1964, ocurrió una colisión automovilística, entrg los 
vehículos manejados por los nombrados Edilio A. Martínez 
y Mario Hidalgo; que dicha colisión dejó por saido dos he-
ridos, el nombrado Edilio A. Martínez y el nombrado Eu-
genio Javier; que las heridas curaron antes de los diez 
días; que el testigo Eugenio Javier expresó: "el acciden-
te se debió a que el camión tenía la luz alta"; que el tes-
tigo mencionado expresa: "fue en la curva"; que existían 
a ambos lados de la carretera pilas da arena; que el tes-
tigo expresa: "el carro iba a su derecha"; que todo ve-
hículo que transita de noche por la carretera, debe da! 
luz baja a los vehículos que transitan en dirección contra- 

ria; que todo vehículo que transite de noche, debe dar 
cambios de luz en las curvas; que los vehículos deben man-
tener su derecha en las carreteras y principalmente en las 
curvas; que el camión conducido por el nombrado Mario 
Elidalgo transitaba a 50 (cincuenta) Kms. por hora; que 

esa velocidad en una vía que no es franca, ya que estab:i 
obstruida por pilas de arena a ambos lados, es impruden-
te transitar; 

Considerando que lo antes expuesto muestra que, en 
dctinitiva, lo que el Tribunal a-quo retuvo como causa 
Unica y eficiente del accidente en el cual resultaron con 
heridas que curaron antes de diez días Eugenio Javier y 
Edilio A. Martínez, fue la imprudencia cometida por Ma-
rio Hidalgo Alvarez, al conducir un camión de noche, en 
una curva, con la luz alta, en una carretera obstruída por 
pilas de arena a ambos lados, a una velocidad de cincuen-
ta (50) kilómetros por hora, y sin dar los cambios de luz 
obligatorios, y chocar así a un vehícul oque venía en sen-
'1:do contrario y a su derecha; 

Considerando que los hechos así establecidos por la 
Certep-qua, constituyen el delito de golpes por impruden-
cia, causados con el manejo de un vehículo de motor, que 
curaron antes de los diez días, previsto por el artículo lro. 
de la Ley No. 5771 de 1961, y castigado por la letra a) del 
mismo texto legal, con las penas de seis días a seis meses 
de prisión y multa de seis pesos a ciento ochenta pesos 
si del accidente resultare al lesionado una enfermedad o 
imposibilidad de dedicarse a su trabajo, menor de diez días; 
que por consiguiente, al condenar al prevenido, después 
de declararlo culpable del indicado delito, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, a una multa de RD$6.00, la Corte 

a-qua hizo una correcta aplicación de la Ley; 
Considerando que de todo cuanto se ha expuesto se 

desprende, que la sentencia impugnada contiene motivos 
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo, y 
una exposición de los hechos y circunstancias de la causa 
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manejado por Mario Hidalgo Alvarez transitaba a cincuen-
ta (50) kilómetros por hora", expresa "que a esa velocidad 
en una vía que no es franca, ya que estaba obstruida por 
pilas de arena a ambos lados, es imprudente transitar": 
pero sin determinar, cómo estaban colocadas las pilas de 
arena y cuál era la posición de los vehículos en el mo-
mento del accidente; g) que, finalmente el Juez a-quo ha 
dado una serie de considerandos que podrían llamarse de 
orden material, sin dar una explicación acerca de la cau-
salidad entre los hechos y el accidente, indispensable pa-
ra la justificación de la responsabilidad que la sentencia 
po le a cargo de Mario Hidalgo Alvarez; que de todo esto 
resulta que la sentencia impugnada no contiene motivos 
para justificar su dispositivo, careciendo en consecuencia 
de base legal, al no establecer los hechos y circunstancias 
en que se desarrolló el accidente para poder deducir las 
faltas previstas por el artículo lro. de la Ley No, 5771, 
que fueran cometidas por el conductor Mario Hidalgo Al-
varez, susceptibles de comprometer su responsabilidad 
penal; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia ir,ipug-
nada pone de manifiesto, que el Tribunal a-quo d¿elaro 
la culpabilidad del prevenido Mario Hidalgo Alvarez, so-
bre el fundamento siguiente: que en fecha 13 de noviem-
bre de 1964, ocurrió una colisión automovilística, entre los 
vehículos manejados por los nombrados Edilio A. Martínez 
y Mario Hidalgo; que dicha colisión dejó por saido dos he-
ridos, el nombrado Edilio A. Martínez y el nombrado Eu-
genio Javier; que las heridas curaron antes de los diez 
días; que el testigo Eugenio Javier expresó: "el acciden-
te se debió a que el camión tenía la luz alta"; que el tes-
tigo mencionado expresa: "fue en la curva"; que existían 
a ambos lados de la carretera pilas da arena; que el tes-
tigo expresa: "el carro iba a su derecha"; que todo ve-
hículo que transita de noche por la carretera, debe dar 
luz baja a los vehículos que transitan en dirección contra- 
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ria: que todo vehículo que transite de noche, debe dar 
cambios de luz en las curvas; que los vehículos deben man-

'atener su derecha en las carreteras y principalmente en las 

curvas; que el camión conducido por el nombrado Mario 
hidalgo transitaba a 50 (cincuenta) Kms. por hora; que 
a esa velocidad en una vía que no es franca, ya que establ 
obstruida por pilas de arena a ambos lados, es impruden-
t, transitar; 

Considerando que lo antes expuesto muestra que, en 
dctinitiva, lo que el Tribunal a-quo retuvo como causa 
única y eficiente del accidente en el cual resultaron con 
heridas que curaron antes de diez días Eugenio Javier y 
Edilio A. Martínez, fue la imprudencia cometida por Ma-
rio Hidalgo Alvarez, al conducir un camión de noche, en 
una curva, con la luz alta, en una carretera obstruída por 

Ir pilas de arena a ambos lados, a una velocidad de cincuen-
ta (50) kilómetros por hora, y sin dar los cambios de luz 
obligatorios, y chocar así a un vehícul oque venía en sen-
t . do contrario y a su derecha; 

Considerando que los hechos así establecidos por la 

Cortéla-qua, constituyen el delito de golpes por impruden-
cia, usados con el manejo de un vehículo de motor, que 
curaron antes de los diez días, previsto por el artículo lro. 
de la Ley No. 5771 de 1961, y castigado por la letra a) del 
mismo texto legal, con las penas de seis días a seis meses 
de prisión y multa de seis pesos a ciento ochenta pesos 
si del accidente resultare al lesionado una enfermedad o 
imposibilidad de dedicarse a su trabajo, menor de diez días: 
que por consiguiente, al condenar al prevenido, después 
de declararlo culpable del indicado delito, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, a una multa de RD$6.00, la Corte 

a-qua hizo una correcta aplicación de la Ley; 
Considerando que de todo cuanto se ha expuesto se 

desprende, que la sentencia impugnada contiene motivos 
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo, y 
una exposición de los hechos y circunstancias de la causa 
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que permiten a esta Suprema Corte de Justicia, como Cor-
te de Casación, verificar, que en el presente caso se ha he-
cho una correcta aplicación de la ley;, que, por tanto, el 
medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique sucasación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mario Hidalgo Alvarez, contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distritto Judicial de Duarte, de fecha 22 de enero cte 
1965, como tribunal de Segundo Grado, cuyo dispositiv.2 
se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.—
Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro 
María Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hi-
jo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 0,s 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 23 de julio de 1964. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Emelinda Altagracia Alterio de Delillo. 

Abogado: Dr. M. Antonio Báez Brito. 

Rcrurrido: Banco de Crédito y Ahorros, C. por A. 
Abogado: Lic. Patricio V. Quiñones R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Pergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Gomez Tavárez. Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cría, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 25 de mayo de 1966, años 123' de la Indepen-
dencia y 103' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emelin-
da Altagrac'a Alterio de Delillo, dominicana, mayor de 
edad, de quehaceres domésticos, domiciliada en la casa No. 
3 de la calle Isabel la Católica, de esta ciudad, cédula 3020, 
serie la, contra sentencia pronunciada en atribuciones ci-
viles, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha 
23 de julio de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. M. Antonio Báez Brito, cédula No. 31853, 
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cho una correcta aplicación de la ley;, que, por tanto, el 
medio que se examina carece de fundamento y debe ser 

 desestimado; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos 

la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique sucasación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mario Hidalgo Alvarez, contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distritto Judicial de Duarte, de fecha 22 de enero cte 
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(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando E. 
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fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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serie 26, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el Lic. Patricio V. Quiñones R., cédula No. 1 273, 
serie 1 1, abogado del recurrido, Banco de Crédito y Aho-
rres. C. por A., institución bancaria organizada de acuer-
do con las leyes de la República Dominicana, domiciliada 
en la casa No. 14 de la calle Mercedes de esta ciudad, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Su-
prAma Corte de Justicia en fecha 10 de noviembre de 1964, 
en el cual se invoca el medio que se indicará más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la recurrida y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 23 de diciembre de 1964; 

Visto el escrito de ampliación de la recurrente; 
Visto el auto dictado en Techa 24 de mayo del corrien-

te año 1966 por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, poi me-
d'o del cual llama a los Magistrados Pedro María -:2ruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 
de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 702, 703, 728 y 729 del Códi-
go de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
10 de enero de 1961, la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por su 
sentencia dictada en ocasión de la lectura del pliego de con- 

di( Iones correspondiente, verificada en esa misma fecha. 
fijó la audiencia pública de pregones del día 16 de febre-
ro de 1961, para proceder a la subasta de cuatro casas de 
concreto y bloques de cemento marcadas con los números 
62 y 62-A de la calle "José Martí" y 94-A y 94-B de la 
calle "Barahona", ambos de esta ciudad, inmuebles embar-
gados por el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., en 
perjuicio de Altagracia Ermelinda Alterio de Delillo; b) 
que en fecha 23 de enero de 1961, se publicó en el diario 
La Nación, de esta ciudad, el extracto requerido por el ar-
tículo 696 del Código de Procedimiento Civil; c) que en 
fecha 6 de febrero del referido año, la embargada deman-
dó en nulidad de embargo inmobiliario y en pago de da-
ños y perjuicios al persiguiente, fundándose en motives 
que según la demandante, "ponen en juego la validez del 
título"; d) que en 'fecha 10 de febrero del citado año, la 
embargada citó al persiguiente para que compareciera a 
la audiencia que celebraría el día 14 de ese mismo mes, la 
Cámara Civil y Comercial apoderada del caso, a fin de 
que oyera pedir al Juez lo siguiente: Primero: Ordenar 
el sobreseimiento de la venta y adjudicación perseguidos 
por el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., sobre el 
SoloiNo. 2 definitivo de la Manzana No. 66-B del Distri 
to Catastral No. 1, del Distrito Nacional, hasta tanto inter-
venga la decisión sobre la demanda contenida en el acto 
de emplazamiento notificado al Banco de Crédito y Aho-
rre s, C. por A., en fecha 6 de febrero de 1961, por el mi-
n..-derial Alfredo Gómez; Segundo: Condenar al Banco de 
Crédito y Ahorros, C. por A., al pago de las costas. Bajo 
toda reserva de derecho y acciones"; e) que con motivo de 
las demandas en sobreseimiento de la venta y adjudicación 
de inmuebles, intentada por Ermelinda Altagracia Alterio 
de Delillo, contra el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., 
la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 16 de febrero 
de 1961, una sentencia cuyo dispositivo dice así: Falla: 
Primero: Da acta al Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., 
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serie 26, abogado de la recurrente, en la lectura de sus co n
-clusiones; 

Oído el Lic. Patricio V. Quiñones R., cédula No. 1 273, 
serie 1/, abogado del recurrido, Banco de Crédito y Aho-
rres. C. loor A., institución bancaria organizada de acuer-
do con las leyes de la República Dominicana, domiciliada 
en la casa No. 14 de la calle Mercedes de esta ciudad, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Su-
pr~a Corte de Justicia en fecha 10 de noviembre de 1964, 
en el cual se invoca el medio que se indicará más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la recurrida y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 23 de diciembre de 1964; 

Visto el escrito de ampliación de la recurrente; 
Visto el auto dictado en 'fecha 24 de mayo del corrien-

te año 1966 por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, mi me-
d•o del cual llama a los Magistrados Pedro María .:cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 
de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 702, 703, 728 y 729 del Códi-
go de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
10 de enero de 1961, la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por su 
sentencia dictada en ocasión de la lectura del pliego de con- 

dir iones correspondiente, verificada en esa misma fecha. 
fijó la audiencia pública de pregones del día 16 de febre-
ro de 1961, para proceder a la subasta de cuatro casas de 
concreto y bloques de cemento marcadas con los números 
62 y 62-A de la calle "José Martí" y 94-A y 94-B de la 
calle "Barahona", ambos de esta ciudad, inmuebles embaí-
gados por el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., en 
perjuicio de Altagracia Ermelinda Alterio de Delillo; b) 
que en fecha 23 de enero de 1961, se publicó en el diario 
La Nación, de esta ciudad, el extracto requerido por el ar-
tículo 696 del Código de Procedimiento Civil; c) que en 
fecha 6 de febrero del referido año, la embargada deman-
dó en nulidad de embargo inmobiliario y en pago de da-
ñes y perjuicios al persiguiente, fundándose en motives 
que según la demandante, "ponen en juego la validez del 
título"; d) que en 'fecha 10 de febrero del citado año, la 
embargada citó al persiguiente para que compareciera a 
la audiencia que celebraría el día 14 de ese mismo mes, la 
Cámara Civil y Comercial apoderada del caso, a fin de 
que oyera pedir al Juez lo siguiente: Primero: Ordenar 
el sobreseimiento de la venta y adjudicación perseguidos 

por el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., sobre el 
Sola: No. 2 definitivo de la Manzana No. 66-B del Distri 
to Catastral No. 1, del Distrito Nacional, hasta tanto inter-
venga la decisión sobre la demanda contenida en el acto 
de emplazamiento notificado al Banco de Crédito y Aho-
rre s, C. por A., en fecha 6 de febrero de 1961, por el mi-
n..;terial Alfredo Gómez; Segundo: Condenar al Banco de 
Crédito y Ahorros, C. por A., al pago de las costas. Bajo 
toda reserva de derecho y acciones"; e) que con motivo de 
las demandas en sobreseimiento de la venta y adjudicación 
de inmuebles, intentada por Ermelinda Altagracia Alterio 
de Delillo, contra el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., 
la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 16 de febrero 
de 1961, una sentencia cuyo dispositivo dice así: Falla: 
Primero: Da acta al Banco de Crédito y Ahorros, C. por A.. 
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parte demandada, de haber comunicado en la audiencia de 
este áuicio, y previamente a sus conclusiones, los documen. 
tos en que apoya su defensa; Segundo: Declara inadmisi_ 
ble, por los motivos ya enunciados, la demanda incidental 
de sobreseimiento interpuesta por la señora Altagracia Er-
melinda Altero de Delillo, parte embargada; Tercero: Or-
dena que la presente sentencia sea ejecutada provisional.. 
mente y sin fianza no obstante apelación; y Cuarto: Con-
dera a la demandante Altagracia Ermelinda Alterio de De- 

parte que sucumbe, al pago de las costas"; f) que con-
tra esa sentencia interpuso recurso de apelación Ermelin-
da Altagracia Alterio de Delillo, y la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, así apoderada del caso lo falló por 3'1 
sentencia dictada el día 13 de diciembre de 1962, cuyo di,-
positivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y vá-
lido en la forma, el recurso de apelación interpuesto por 
la recurrente, la señora Altagracia Ermelinda Alterio de 
Delillo; Segundo: Confirma en todas sus partes la senten-
cia dictada en fecha 16 de febrer odel año 1961, por la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional; g) que contra esta senten-
cia la señora Ermelinda Altagracia Alterio de Dell-llo in-
terpuso recurso de casación, y la Suprema Corte dO3Iusti-
cia en Techa 4 de diciembre de 1963, dictó una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos, Primero: 
Casa la sentencia dictada en atribuciones civiles por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 13 de di-
ciembre de 1962, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto ante le Corte 
de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: Compensa las 
costas"; h) que dicha Corte en fecha 23 de julio de 1964, 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza el recurso de apelación 
intentado por la señora Ermelinda Altagracia Alterio de 
Delillo contra sentencia dictada en fecha 16 de febrero de 
1961, por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia de Santo Domingo, en sus atribucio- 
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eF civiles, cuyo dispositivo figura copiado en el cuerpo 

e esta sentencia, por improcedente y mal fundada y en 
consecuencia consagra que la demanda intentada por la so-

-
ora Ermelinda Altagracia Alterio de Delillo, en fecha 10 

e febrero de 1961, no es seria para provocar el sobresei- 
lento del procedimiento; SEGUNDO: Condena a la 3e-

/, )( a Ermelinda Altagracia Alterio de Delillo, al pago de 
costas causadas"; 

li. Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
dr casación los medios siguientes: Primer Medio: Falta de 
1).0tivos, motivos vagos e imprecisos equivalentes a falta 
de base legal; y Segundo Medio: Violación del artículo 1315 
del Código Civil y falta de motivos; violación por descono-
cimiento de los artículos 728 y 729 del Código de Procedi-
miento Civil; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
medios la recurrente alega en resumen, lo siguiente: que 
la Corte a-qua al igual que la Corte de Santo Domingo in-
currió en el error de juzgar la demanda en sobrese:mien-
to de cuerdo con lo dispuesto por los artículos 728 y 729 
del dhigo de Procedimiento Civil, y no conforme a los 
artículos 702 y 703 del mismo Código, ya que solamente 
examina la demanda del 6 de febrero de 1961, en lo re-
lativo a la nulidad por acción principal del procedimient.) 
de embargo inmobiliario y reparación de daños y perjui-
cios; que la sentencia impugnada no contiene motivos acor-
des con la naturaleza del asunto, al no analizar el conte-
nido de la demanda en sobreseimiento de fecha 10 de fe-
b: ero de 1961, la cual no requiere formalidad alguna a 
pena de nulidad, y en ese aspecto la sentencia impugnada 
está viciada de falta de base legal; que la Corte a-qua, 
al considerar poco seria su demanda, debió dar motivos 
concluyentes, y no motivos vagos e imprecisos; que la Cor-
te a-qua desnaturaliza los hechos de la causa, porque falla 
el caso por analogía y haciendo suyos motivos de otros 
tribunales; 
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parte demandada, de haber comunicado en la audienci a  de 
 este áuicio, y previamente a sus conclusiones, los documen-

tos en que apoya su defensa; Segundo: Declara inadmisi-
ble, por los motivos ya enunciados, la demanda incidental 
de sobreseimiento interpuesta por la señora Altagracia Er-
melinda Alterio de Delillo, parte embargada; Tercero: Or-
dena que la presente sentencia sea ejecutada provisional-
mente y sin fianza no obstante apelación; y Cuarto: Con-
dera a la demandante Altagracia Ermelinda Alterio de De-
hilo, parte que sucumbe, al pago de las costas"; f) que con-
tra esa sentencia interpuso recurso de apelación Ermelin-
da Altagracia Alterio de Delillo, y la Corte de Apelació 
de Santo Domingo, así apoderada del caso lo falló por 3'1 
sentencia dictada el día 13 de diciembre de 1962, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y vá-
lido en la forma, el recurso de apelación interpuesto por 
la recurrente, la señora Altagracia Ermelinda Alterio de 
Delillo; Segundo: Confirma en todas sus partes la senten-
cia dictada en fecha 16 de febrer odel año 1961, por la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional; g) que contra esta senten-
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neF civiles, cuyo dispositivo figura copiado en el cuerpo 
de esta sentencia, por improcedente y mal fundada y en 

consecuencia consagra que la demanda intentada por la se-
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e febrero de 1961, no es seria para provocar el sobresei-
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i;, r Ermelinda Altagracia Alterio de Delillo, al pago de 
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otivos, motivos vagos e imprecisos equivalentes a falta 
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lativo a la nulidad por acción principal del procedimient.) 
de embargo inmobiliario y reparación de daños y perjui-
cios; que la sentencia impugnada no contiene motivos acor-
des con la naturaleza del asunto, al no analizar el conte-
nido de la demanda en sobreseimiento de fecha 10 de fe- 

ero de 1961, la cual no requiere formalidad alguna a 
pena de nulidad, y en ese aspecto la sentencia impugnada 
está viciada de falta de base legal; que la Corte a-qua, 
al considerar poco seria su demanda, debió dar motivos 
concluyentes, y no motivos vagos e imprecisos; que la Cor-
te a-qua desnaturaliza los hechos de la causa, porque falla 
el caso por analogía y haciendo suyos motivos de otros 
tribunales; 
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Considerando que sólo debe acordarse el sobreseimien-
to obligatorio de la adjudicación en los casos siguientes: a) 
en caso de fallecimiento de una de las partes; b) en caso 
de cesación del mandato de su abogado por causa de fa-
llecimiento, suspensión en el ejercicio de la abogacía o 
aceptación de un cargo judicial; c) en caso de que recaiga 
sentencia de quiebra contra el deudor en el curso del pro-
cedimiento de embargo; d) en caso de que el título qu e 

 sirve de base a la persecución o un acto esencial del pro-
cedimiento de embargo; d) en caso de que el título que 
sirve de base a la persecución o un acto esencial del pro-
cedim:ento es objeto de una demanda principal en falso 
das'; y e) cuando el vendedor no pagado de un inmueble 
no registrado ha intentado su demanda en resolución de 
la venta; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
"que la única causa que presenta la recurrente en apoya 
de su petición de aplazamiento es la existencia de su de-
manda de fecha 6 de febrero de 1961, en nulidad del em-
bargo inmobiliario perseguido por el Banco de Crepito y 
Ahorros, C. por A.; pero esta sola circunstancia, o el 
solo hecho de la demanda en nulidad del procedimiento de 
embargo no impone a los jueces la obligación de aplazar 
o sobreseer la adjudicación; que los jueces tienen capaci-
dad para apreciar si las causas por las cuales se solicita 
el sobreseimiento constituyen una petición seria que justi-
fiquen tal medida; que el aplazamiento de la adjudicación 
es un sobreseimiento por tiempo indefinido, y sólo debe 
acordarse en los casos arriba citados"; "que el sobresei-
miento de que se trata no se encuentra enmarcado en nin-
guno de los casos indicados por la doctrina y la jurispru-
dencia, por lo que esta Corte de Apelación, haciendo uso 
ce su poder soberano de apreciación, resuelve que no ha 
lugar al sobreseimiento solicitado"; 

Considerando que lo expuesto anteriormente pone de 
manifiesto que la Corte a-qua al rechazar la demanda de 

  

sobreseimiento obligatorio de que se trata, hizo una correc-
ta aplicación de los artículos 702 y 703 del Código de Pro-
cedimiento Civil; que, por otra parte, el examen de la sen-
tencia impugnada revela también que ella contiene una 
motivación clara, precisa y acorde con la naturaleza del 
asunto, y que, si bien es cierto que la repetida sentencia 
contiene motivos superabundante, dichos motivos no vi-
cian la sentencia impugnada una vez que su dispositivo 
está justificado por los motivos antes transcritos; que, por 
consiguiente, los medios que se examinan carecen de fun-
damento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ermelinda Altagracia Alterio de De-
fino contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de San Cristóbal, en fecha 23 de junio de 1964, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas, 
distrayéndolas en favor del licenciado Patricio V. Quiño-
nes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

j'irmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E.  Ra-
vee la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 
Gmez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro Maria 
Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secrettario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE MAYO DEL 1966 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
23 de diciembre de 1965. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Antonio Angeles y la Compañía de Seguros La 
Unión, C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Pres:dente; Manuel D. Bergés Chupani, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. 
García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Sa-
viñón, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo, Manfredo A. 
Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala «nue 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Donn'jgo, 
Distrito Nacional, hoy día 25 de mayo de 1966, años 123o. 
ele la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Angeles, cuyas generales no constan en el expediente, pa•-
te civilmente responsable, y la Compañía de Seguros La 
Urión, C. por A., contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de La Vega, de fecha 23 de diciembre de 1965, cuyo 
dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Se Declaran re-
gulares las apelaciones interpuestas por los señores: Ante-
n'o Severino Angeles y La Unión de Seguros, C. por A., 
por haberse hecho en la forma y plazos determinados por 
la Ley; SEGUNDO: Se Revoca en parte la sentencia re- 

--- 
c orrida, y en tal virtud, al entender esta Corte que hubo 
lita recíproca de parte de los señores Ramón Sánchez 
Grullón e Ismael Antonio Valentín Burdie, aunque re-

conoce la de este último com osimple, y consistente en vio-

1,1r la Ordenanza Municipal de Moca, No. 18-64, del 18 de 
.11;Jsto de 1964, en su artículo No. 7; mientras que el acu- 

lc, Sánchez Grullón, lo hizo en franca violación no sólo 
de la referida Ordenanza Municipal, sino además, de la 
Ley No. 5771, al manejar vehículo de motor en exceso de 
velocidad, imprudente y torpemente; EN CUANTO a Is-
mael Antonio Valentín Burdie, no se le impone ninguna 
pena. por haber sido descargado en Primera Instancia, y 
sólo apelaron la persona civilmente responsable y la Com-
pañía Aseguradora; TERCERO: AL CONSIDERARSE co-
mo mayor culpable al señor Ramón Sánchez Grullón, y 
declararse buena y válida la constitución en parte civil 
de Ismael Antonio Valentín Burdie, en contra de Antonio 
Severino Angeles, en su calidad de comitente del otro (Sán-
chez Grullón) condena a dicha persona civilmente respon-
sable, a la suma de (Cuatrocientos Pesos Oro) RD$400.00, 
c'rno *eparaciones civiles por los daños materiales y mo-
rales iárridos por la parte civil constituida, a consecuen-
cia del referido accidente automovilístico; CUARTO: S. 
Rechaza por no haber violado la Ordenanza del Municipio 
de Moca, la petición del acusado Sánchez Grullón, coo 
respecto a la falta de placa de la bicicleta propiedad del 
señor Ismael Antonio Valentín Burdie; QUINTO: Se Com-
pensan los costos civiles, de la manera siguiente: la perso-
na civilmente responsable, señor Antonio Severino Ange-
les, soportará las tres cuartas partes ( 3/4) y la otra cuarta 

parte ( 1/4) el señor Ismael Valentín Burdie, distrayéndose 
los primeros en favor del Dr. José Osvaldo Vásquez Her-
nández, quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad; 
SEXTO: Se declara esta sentencia oponible a "La Unión 
de Seguros, C. por A.", en su condición de Compañía Ase-
guradora del vehículo propiedad del señor Antonio Seve-
rino Angeles"; 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dicttamen del Magistrado Procurador Genef al 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 7 de febrero de 1966 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3 de la Ley 5771, de 196;.  
10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguros Obligatorios con-
tra daños ocasionados con vehículos de motor; y 1, 37 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil o por lo persona civilmente responsable, el depósi-
to de un memorial con la exposición de los medios en que 
se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha 
motivado el recurso en la declaración correspondiente. 
que. aunque ese texto legal se refiere solamente a 12s par-
tes ya mencionadas, su disposición debe aplicarse ,Ar.̀:  la en-
tidad aseguradora, que haya sido puesta en causa err Virtu 
del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguros Obli-
gatorios contra daños ocasionados por vehículos de motor; 

Considerando que en el presente caso, los recurrentes 
tu invocaron, cuando declararon esu recurso, ningún me-
dio determinado de casación; que dichos recurrentes tam-
poco han presentado con posterioridad a la declaración del 
recurso, el memorial con la exposición de los medios que 
les sirven de fundamento; que, por tanto el presente re-
curso es nulo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por Antonio Angeles, persona ci-
vilmente responsable, y la Compañía de Seguros, La Unión, 
C. por A , entidad aseguradora, contra sentencia dictada 
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelació-)  

de La Vega, de fecha 23 de diciembre del 1965, cuyo dis 
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-

llo; y, Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las 

cos`-as; 
(Firmados ): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-

gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 

García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— Ra-
fat'l Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo- 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada:: Juzgado de Primera Instancia del D, J. 
de Valverde, de fecha 24 de enero de 1966. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Paco Herrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Pri-
nier Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. 
García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Sa-
viñón, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo 
A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Dont:v .1g°, 
Distrito Nacional, hoy día 25 de mayo de 1966, aficiA23' 
ae la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Paco He-
rrera, dominicano, mayor de edad, empleado público, ca-
sado, domiciliado y residente en la ciudad de Valverde, 
cédula 3720, serie 20, contra la sentencia dictada en defec-
to por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Valverde, en fecha 24 de enero de 1966, cuyo dis-
positivo se copia á-  continuación: "FALLA: PRIMERO: Que 
dele pronunciar como al efecto pronuncia el defecto con-
tra el nombrado Paco Herrera, por no comparecer a la au-
diencia, no obstante haber sido legalmente citado; SEGUN-
DG: Declara bueno y válido el recurso de apelación inten- 

tado por la querellante señora Dominga Castro, contra sen-
tencia dictada en fecha 15 del mes de diciembre del año 
1964, que declara al nombrado Paco Herrera, no culpable 

de violación a la Ley No. 2402, en consecuencia lo descar-
ga de toda responsabilidad penal y declara las costas de 
oficio; TERCERO: Obrando por propia autoridad se revo-
ca el fallo recurrido y declara al nombrado Paco Herrera 
padre del menor Paco Luis, y en consecuencia lo condena 

a sufrir la pena de dos (2) años de prisión carreccional, 
se fija en Ocho Pesos Oro (RD$8.00) mensuales la pen-
sión alimenticia que deberá pasar el padre Paco Herrera 

señora Dominga Castro en 'favor del referido menor, 

a partir de la querella; se ordena la ejecución provisional 
de la senVmcia, no obstante cualquier recurso; y QUINTO: 
Condena además a dicho prevenido al pago de las costas"; 

111> Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento del recu-
rren4 , en fecha 24 de enero de 1966, en la cual no se in- 

ngun medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; 
y 1, 36, 40 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no 
se ha establecido que dicho recurrente está en prisión, ni 
tampoco que haya obtenido su libertad provisional bajo 
fianza o la suspensión de la ejecución de la pena, de con- 
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tado por la querellante señora Dominga Castro, contra sen- 
tencia dictada en fecha 15 del mes de diciembre del año 
1964, que declara al nombrado Paco Herrera, no culpable 
de violación a la Ley No. 2402, en consecuencia lo descar- 
ga de toda responsabilidad penal y declara las costas de 
oficio; TERCERO: Obrando por propia autoridad se revo- 
ca el fallo recurrido y declara al nombrado Paco Herrera 
padre del menor Paco Luis, y en consecuencia lo condena 
a sufrir la pena de dos (2) años de prisión correccional, 

ah se fija en Ocho Pesos Oro (RD$8.00) mensuales la pee- 
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Sión alimenticia que deberá pasar el padre Paco Herrera 
c 1a señora Dominga Castro en 'favor del referido menor, 
a partir de la querella; se ordena la ejecución provisional 

; 
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de la sentencia, no obstante cualquier recurso; y QUINTO: 
Condena además a dicho prevenido al pago de las costas"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento del recu-
rrent , en fecha 24 de enero de 1966, en la cual no se in-
VG(`• a,  ngun medro determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; 
y 1, 36, 40 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casaciór; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no 
se ha establecido que dicho recurrente está en prisión, ni 
tampoco que haya obtenido su libertad provisional bajo 
fianza o la suspensión de la ejecución de la pena, de con- 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada:: Juzgado de Primera Instancia del D. 
de Valverde, de fecha 24 de enero de 1966. 

'Materia: Correccional. 

Recurrente: Paco Herrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticie., regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. 
García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Sa-
viñón, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo 
A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Dontngo, 
Distrito Nacional, hoy día 25 de mayo de 1966, aridA23' 
ae la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Paco He-
rrera, dominicano, mayor de edad, empleado público, ca-
sado, domiciliado y residente en la ciudad de Valverde. 
cédula 3720, serie 20, contra la sentencia dictada en defe_ 
to por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Valverde, en fecha 24 de enero de 1966, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Que 
delle pronunciar como al efecto pronuncia el defecto con-
tra el nombrado Paco Herrera, por no comparecer a la au-
diencia, no obstante haber sido legalmente citado; SEGUN-
DC: Declara bueno y válido el recurso de apelación inten- 
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fox midad con los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950 ; 
 que, por tanto, el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Paco Herrera, contra 
sentencia dictada en defecto por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Valverde, de fecha 24 (le 
enero de 1966, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber. 
gés Chupani.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Gua-
rionex A. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Ra-
fael Richiez Saviñón• Pedro María Cruz.— Rafael Rin-
cón hijo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE MAYO DEL 1966 

,, , .ntencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

3 de agosto de 1965. 

Correrrional. (Viol. a la Ley No. 5771). 

Recurrente: Antonio Pérez Cruz. 

interviniente: Lidia Tejeda Ortiz. 

Abogado: Dr. Ernesto Calderón Cuello. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz, Manfredo 
A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario Ge-
neral0, n la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 

de S11:' o Domingo, Distrito Nacional, hoy día 25 del mes 
de mayo de 1966, años 123' de ,la Independencia y 103' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Pérez Cruz, cuyas generales no constan en el expediente, 
parte civilmente responsable, contra sentencia dictada per 
la Corte de Apelación de La Vega, de fecha3 de agosto 
de 1965, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Decla-
ra regulares y válidos en la forma los recursos de apela-
ción interpuestos por Carlos Brito, prevenido; Lidia Teje-
aa Ortiz y Andrés Sánchez, parte civil constituida; y An. 
tc,nio Pérez, parte civilmente responsable, contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
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fox midad con los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 195() ; 
 que, por tanto, el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Paco Herrera, contra 
sentencia dictada en defecto por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Valverde, de fecha 24 de 
enero de 1966, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Be: 
gés Chupani.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Gua-
rionex A. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Ra-fael Richiez Saviñón• Pedro María Cruz.— Rafael Rin-
cón hijo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
cettifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE MAYO DEL 1966 

sl ,utencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

3 de agosto de 1965. 

Ylat3ria: Cerrerrional. (Vio). a la Ley No. 5771). 

Recurrente: Antonio Pérez Cruz. 
Interviniente: Lidia Tejeda Ortiz. 
Abogado: Dr. Ernesto Calderón Cuello. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz, Manfredo 
A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario Ge-

neraL, ;!. n la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad .1 de SI"-  o Domingo, Distrito Nacional, hoy día 25 del mes 
de mayo de 1966, años 123' de ,la Independencia y 103' 
de ia Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Pérez Cruz, cuyas generales no constan en el expediente, 
parte civilmente responsable, contra sentencia dictada per 
la Corte de Apelación de La Vega, de fecha3 de agosto 
de 1965, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Decla-
ra regulares y válidos en la forma los recursos de apela-
ción interpuestos por Carlos Brito, prevenido; Lidia Teje-
cia Ortiz y Andrés Sánchez, parte civil constituida; y An 
tunio Pérez, parte civilmente responsable, contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
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de Sánchez Ramírez, de fecha 5 de octubre de 1964, q ue 
 condenó al primero a un año de prisión correccional y a l 

pago de una multa de RD$300.00, así como a dicho pre, 
ven:do y a la mencionada persona civilmente responsable 
al pago solidario de una indemnización de RD$5,000.00 
en favor de la señora Tejeda Ortiz, y de RD$1,000.00, el; 
fa.for de Andrés Sánchez; condenó al prevenido Carlos 
Brito, y a la persona civilmente responsable al pago soli-
dario de las costas civiles, con distracción en favor de los 
abogados Dres. Ernesto Calderón y Sofía Leonor Sánchez 
Baret, y Benavides de Jesús Nicasio, por afirmar haberlas 
avanzado en su mayor parte, y al primero de éstos, ade-
más, al pago de las costas penales; por haberlo hecho de 
conformidad con las disposiciones legales; Segundo: Da ac-
ta del desistimiento de su recurso de apelación al señor 
Andrés Sánchez; Tercero: Confirma la sentencia, en cuan-
to declaró al señor Carlos Brito culpable de haber viola-
do la Ley Núm. 5771, (Homicidio Involuntario), en per-
juicio del que en vida respondía al nombre de Onésimo 
Maldonado (Pasolo) y de golpes diversos curables antes de 
50 días en perjuicio del nombrado Andrés Sánchez, pero 
la modifica en lo relativo a la pena, la cualr'J'uce  a 
RD$75.00 (setenta y cinco pesos oro de multa), y al pago 
de las costas de esta alzada; por admitir en su favor am-
plias circunstancias atenuantes; Cuarto: Declara buena y 
válida la constitución en parte civil de los señores Lidia 
Tejeda Ortiz y Andrés Sánchez, en contra de Carlos Brito 
y Antonio Pérez, y en esa virtud, condena a ambos al pa-
go solidario de una indemnización de RD$1,000.00, en fa-
vor de la primera y de RD$300.00, en favor del segundo, 
en razón de haber considerado esta Corte que ambas vícti-
mas cometieron graves faltas en el accidente el cual mo-
tivó la muerte de Onésimo Maldonado (a) Pasolo; Quinto: 
Compensa pura y simplemente las costas civiles entre las 
partes, por haber sucumbido ambas en el presente proceso" 

Oído el Aguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Ernesto Calderón Cuello, cédula 20546, 
serie 23, abogado de la interviniente Lidia Tejeda Ortiz, 
dominicana, mayor de edad, de que haceres domésticos. 
cédula 524, serie 2, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 2 de diciembre de 
1965, a requerimiento del Dr. Luis Ramón Cordero, cédu-
la 28384, serie 47, en representación del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de intervención firmado por el Dr. Er-
nesto Calderón Cuello, de fecha 13 de mayo de 1966; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley 5771, del año 1961; 
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público, la 
parte civil y la persona civilmente responsable, que recu-
rran en casación, deben, a pena de nulidad, depositar un 

rr memorial con la indicación de los medios, si no han moti- 

vad ,r!. 1 recurso en la declaración correspondiente; 
onsiderando que en la especie, el recurrente, perso-

na civilmente responsable, puesto en causa, no invocó 
cuando declaró su recurso, ningún medio determinado de 
casación, ni ha presentado tampoco con posterioridad a la 
declaración del recurso, el memorial con la exposición de 
los medios que le sirven de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Lidia Tejeda Ortiz; Segundo: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por Antonio Pérez Cruz, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en fecha 3 de agosto de 1965, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; y, Tercero: Con-
dena al recurrente al pago de las costas, distrayéndolas en 
favor del Dr. Ernesto Calderón Cuello, abogado de la in-
terviniente, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 

BOLETÍN JUDICIAL 	 803 



            

     

802 	 BOLETÍN JUDICIAL 

   

BOLETÍN JUDICIAL 	 803 

          

          

     

de Sánchez Ramírez, de fecha 5 de octubre de 1964, q ue 
 condenó al primero a un año de prisión correccional y a l 

pago de una multa de RD$300.00, así como a dicho pr e_ 
ven:do y a la mencionada persona civilmente responsable 
al pago solidario de una indemnización de RD$5,000.00 
en favor de la señora Tejeda Ortiz, y de RD$1,000.00, ei ; 
favor de Andrés Sánchez; condenó al prevenido Carlos 
Brito, y a la persona civilmente responsable al pago soli-
dario de las costas civiles, con distracción en favor de los 
abogados Dres. Ernesto Calderón y Sofía Leonor Sánchez 
Baret, y Benavides de Jesús Nicasio, por afirmar haberlas 
avanzado en su mayor parte, y al primero de éstos, ade-
más, al pago de las costas penales; por haberlo hecho de 
conformidad con las disposiciones legales; Segundo: Da ac-
ta del desistimiento de su recurso de apelación al señor 
Andrés Sánchez; Tercero: Confirma la sentencia, en cuan-
to declaró al señor Carlos Brito culpable de haber viola-
do la Ley Núm. 5771, (Homicidio Involuntario), en per-
juicio del que en vida respondía al nombre de Onésimo 
Maldonado (Pasolo) y de golpes diversos curables antes de. 
50 días en perjuicio del nombrado Andrés Sánchez, pero 
la modifica en lo relativo a la pena, la cual .rluce a 
RD$75.00 (setenta y cinco pesos oro de multa), y al pago 
de las costas de esta alzada; por admitir en su favor am-
plias circunstancias atenuantes; Cuarto: Declara buena y 
válida la constitución en parte civil de los señores Lidia 
Tejeda Ortiz y Andrés Sánchez, en contra de Carlos Brito 
y Antonio Pérez, y en esa virtud, condena a ambos al pa-
go solidario de una indemnización de RD$1,000.00, en fa-
vor de la primera y de RD$300.00, en favor del segundo, 
en razón de haber considerado esta Corte que ambas vícti-
mas cometieron graves faltas en el accidente el cual tri ,,,- 
tivó la muerte de Onésimo Maldonado (a) Pasolo; Quinto: 
Compensa pura y simplemente las costas civiles entre las 
partes, por haber sucumbido ambas en el presente proceso" 

Oído el Aguacil de turno en la lectura del rol; 

  

Oído el Dr. Ernesto Calderón Cuello, cédula 20546, 
serie 23, abogado de la interviniente Lidia Tejeda Ortiz, 
dominicana, mayor de edad, de que haceres domésticos. 
cédula 524, serie 2, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 2 de diciembre de 
1965, a requerimiento del Dr. Luis Ramón Cordero, cédu-
la 28384, serie 47, en representación del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de intervención firmado por el Dr. Er-
nesto Calderón Cuello, de fecha 13 de mayo de 1966; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley 5771, del año 1961; 
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público, la 
parte civil y la persona civilmente responsable, que recu-
rran en casación, deben, a pena de nulidad, depositar un 
memorial con la indicación de los medios, si no han moti-
vadlj,1 recurso en la declaración correspondiente; 

' i onsiderando que en la especie, el recurrente, perso-
na civilmente responsable, puesto en causa, no invocó 
cuando declaró su recurso, ningún medio determinado de 
casación, ni ha presentado tampoco con posterioridad a la -Y, 

declaración del recurso, el memorial con la exposición de 
los medios que le sirven de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Lidia Tejeda Ortiz; Segundo: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por Antonio Pérez Cruz, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en fecha 3 de agosto de 1965, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; y, Tercero: Con-
dena al recurrente al pago de las costas, distrayéndolas en 
favor del Dr. Ernesto Calderón Cuello, abogado de la in-
terviniente, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
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(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María 
Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del D. N., de fecha 27 de enero de 1965. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Falcombridge Dominicana, C. por A. 
Abogado: Lic. Pedro Troncoso Sánchez. 

Recurridos: Antonio Fragoso y Leonel Grullón. 
Abogado: Dr. Julio César Castaños Espaillat. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peño4uis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
:Vlarí:yt)ruz, Rafael Rincón hijo Manfredo A. Moore, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, a los 27 días del mes de mayo del 1966, años 123' 
de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en. au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por la Fal-
combridge Dominicana, C. por A., compañía organizada de 
conformidad con las leyes de la República Dominicana, do-
miciliada en la casa No. 36 de la calle José Reyes, de esta 
ciudad, contra sentencia de la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada 
en fecha 27 de enero del 1965, y cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 



(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María 
Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del D. N., de fecha 27 de enero de 1965. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Falcombridge Dominicana, C. por A. 
Abogado: Lic. Pedro Troncoso Sánchez. 

Recurridos: Antonio Fragoso y Leonel Grullón. 
Abogado: Dr. Julio César Castaños E6paillat. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peño Iuis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
Mary ruz, Rafael Rincón hijo Manfredo A. Moore, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-

•cional, a los 27 días del mes de mayo del 1966, años 123' 
de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por la Fal-
eombridge Dominicana, C. por A., compañía organizada de 
conformidad con las leyes de la República Dominicana, do-
miciliada en la casa No. 36 de la calle José Reyes, de esta 
ciudad, contra sentencia de la Cámara de Trabajo del Juz-
ado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada 

en fecha 27 de enero del 1965, y cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Marcos Troncoso, cédula 72796, serie lrp , 

por sí y en representación del Lic. Pedro Troncoso Sán-
chez, abogados de la Compañía recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 22 de abril 
de 1965, y suscrito por los abogados de la Compañía recu-
rrente, en el cual se invocan los medios que se exponen 
más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por el Dr. Julio 
Cé:-.ar Castaños Espaillat, cédula No. 34196, serie 31, abo-
gado de los recurridos Antonio Fragoso, dominicano, trac-
torista, mayor de edad, cédula No. 6581, serie 8; y Leonel 
Grullón, dominicano, tractorista, mayor de edad, cédula 
No. 40938, serie 31, ambos domiciliados en esta ciudad, 
suscrito en fecha 12 de noviembre del 1965, y notificado 
a la Compañía recurrente en esta misma fecha; 

La Suprema Corte de Justicia, después de habf.'i deli-
berado, y vistos los artículos 424, 425, 430 y 432 Có-
digo de Trabajo, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda laboral intentada por Antonio Fragoso y 
Leonel Grullón, contra la sociedad comercial Falcombridge 
Dominicana, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 20 de febrero de 1964, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Condena, a la Sociedad Comercial Falcombridge Domi-
nicana, C. por A., a pagarle a los señores Antonio Fragoso y 
Leonel Grullón, la diferencia de salarios existente entre 
RD$1.05 por hora y 0.70 centavos, dentro del período com-
prendido entre el lro. de abril de 1963 al 1ro. de julio del  

mismo año; SEGUNDO: Condena, al pago de las costas a 
dicha compaía"; b) que sobre el recurso de apelación de la 
Falconbridge Dominicana, C. por A., intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regulares y válidos en cuanto a la forma 
los recursos de apelación interpuestos por la Falconbridge 
Dominicana, C. por A., de fecha 16 de abril de 1964 y por 
los señores Antonio Fragoso y Leonel Grullón, de fecha 
21 de abril de 1964, contra la sentencia del Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional„ de fecha 20 de febrero 
de 1964; SEGUNDO: Relativamente al fondo, rechaza di-
chos recursos de alzada y en consecuencia confirma en to-
das sus partes dicha decisión impugnada según los motivos 
precedentemente expuestos; TERCERO: Compensa las 

costas"; 
Considerando que la recurrente invoca en su memorial 

de casación los siguientes medios: Primer Medio: Errónea 
aplicación de la Resolución No. 29/62 del 4 de octubre 
de 1962, dictada por el Comité Nacional de Salarios; Se-
gundo Medio: Violación de los artículos 424, 425, 430 y 432 
del C9 'ffligo de Trabajo; Tercer Medio: Falta de motivos; 
Cuaiedio: Desnaturalización de los hechos; 

Considerando que en el desarrollo del primero y se-
gundo medios del recurso, la recurrente alega, en síntesis, 
que el Comité Nacional de Salarios dictó en fecha 4 de 
octubre del 1962 la Resolución No. 29/62, por la cual fijó 
el salario mínimo para los operadores de palas mecánicas 
y otras máquinas pesadas; que el examen de dicha tarifa 
muestra que los salarios están establecidos en un orden es-
calonado, de mayor a menor, según la fuerza de las má-
quinas, y se ha tomado en consideración el tamaño de la 
máquina y de su fuerza motriz, y, por consiguiente, el gra-
do de pericia para manejarla; que la escala, establecida 
va desde las palas mecánicas„ excavadores, grúas y mar-
tinetes hasta le más pequeño de los tractores, y otra que 
va desde los "tornapulls" hasta los rodillos; que en la pri- 
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por sí y en representación del Lic. Pedro Troncoso Sán-
chez, abogados de la Compañía recurrente, en la lectura 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 22 de abril 
de 1965, y suscrito por los abogados de la Compañía recu-
rrente, en el cual se invocan los medios que se exponen 
más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por el Dr. Julio 
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Grullón, dominicano, tractorista, mayor de edad, cédula 
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de una demanda laboral intentada por Antonio Fragoso y 
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Dominicana, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 20 de febrero de 1964, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Condena, a la Sociedad Comercial Falcombridge Domi-
nicana, C. por A., a pagarle a los señores Antonio Fragoso y 
Leonel Grullón, la diferencia de salarios existente entre 
RD$1.05 por hora y 0.70 centavos, dentro del período com-
prendido entre el lro. de abril de 1963 al lro. de julio del  

inismo año; SEGUNDO: Condena, al pago de las costas a 
dicha compaía"; b) que sobre el recurso de apelación de la 
Falconbridge Dominicana, C. por A., intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regulares y válidos en cuanto a la forma 
los recursos de apelación interpuestos por la Falconbridge 

ominicana, C. por A., de fecha 16 de abril de 1964 y por 
los señores Antonio Fragoso y Leonel Grullón, de fecha 
21 de abril de 1964, contra la sentencia del Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional„ de fecha 20 de febrero 
de 1964; SEGUNDO: Relativamente al fondo, rechaza di-
chos recursos de alzada y en consecuencia confirma en to-
das sus partes dicha decisión impugnada según los motivos 
precedentemente expuestos; TERCERO: Compensa las 

costas"; 
Considerando que la recurrente invoca en su memorial 

de casación los siguientes medios: Primer Medio: Errónea 
aplicación de la Resolución No. 29/62 del 4 de octubre 
de 1962, dictada por el Comité Nacional de Salarios; Se-
gundo Medio: Violación de los artículos 424, 425, 430 y 432 
del igo de Trabajo; Tercer Medio: Falta de motivos; 

Medio: Desnaturalización de los hechos; 

Considerando que en el desarrollo del primero y se-
gundo medios del recurso, la recurrente alega, en síntesis, 
que el Comité Nacional de Salarios dictó en fecha 4 de 
octubre del 1962 la Resolución No. 29/62, por la cual fijó 
el salario mínimo para los operadores de palas mecánicas 
y otras máquinas pesadas; que el examen de dicha tarifa 
muestra que los salarios están establecidos en un orden es-
calonado, de mayor a menor, según la fuerza de las má-
quinas, y se ha tomado en consideración el tamaño de la 
máquina y de su fuerza motriz, y, por consiguiente, el gra-
do de pericia para manejarla; que la escala, establecida 
va desde las palas mecánicas„ excavadores, grúas y mar-
tinetes hasta le más pequeño de los tractores, y otra que 
va desde los "tornapulls" hasta los rodillos; que en la pri- 
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mera graduación se consignan en un orden descendente los 
caballos de fuerza de las diferentes máquinas, con excep. 
ción de los de las máquinas del primer renglón, o sea las 
palas mecánicas, excavadoras, grúas y martinetes, porque 
el solo nombre de las máquinas es suficiente para expresar 
su mayor tamaño y fuerza, y no es necesario consignarlas 
en cifras"; que "en el mismo orden descendente figuran los 
salarios mínimos"; que, no obstante, el Juez a-quo estiín5 
que los "payloaders", que según él mismo lo expresa en 
su sentencia, son máquinas pequeñas, situadas entre los 
límites de los 56 a 129 caballos de fuerza, se asemejan por 
su funcionamiento, más a las palas mecánicas que a los 
tractores, y, por tanto, los operadores deben ganar, no la 
tarda mínima de RD$0.70, sino el salario mínimo de 
RD$1.05, establecido para los operadores de las máquinas 
que figuran en primer lugar, por ser los aparatos más pe-
sados; que al proceder en esta forma el Juez a-quo consi-
deró "válida una modificación substancial de dicha tarifa 
efectuada sin haberse cumplido los requisitos dispuestos 
por los artículos 424 y siguientes del Código de Trabajo"; 
que dicho Juez "no tuvo en cuenta al introducir taynodi-
ficación, que todavía no había transcurrido un año;.`,' vi-
gencia de dicha tarifa", como lo ordena dicha disposiCión 
legal, "ni justificó, la necesidad de hacerla antes de dicho 
plazo", ni cumplió con otros requisitos contenidos en las 
disposiciones de los artículos 425, 430 y 432 del referido 
Código que sin obligatorias para que se efectúe las modi-
ficaciones propuestas; pero, 

Considerando que la Cámara a-qua para determinar 
qur el monto de los salarios que debía pagar la Compañía 
recurrente a los trabajadores despedidos Antonio Fragoso 
y Leonel Grullón, ascendía a RD$1.05, y no a RD$0.70, 
se basó en las declaraciones de los testigos oídos en el in-
formativo celebrado al efecto, Charles W. A. Rowcliffe y 
René Díaz Villegas, y, especialmente, en las declaraciones 
del testigo Pablo Sánchez, oído en el contrainformativo,  

quien declaró, entre otras cosas, "que para manejar un 
cargador con pala frontal o `payloader' se requiere igual o 
más pericia que para manejar los otros aparatos denomi-
nados en conjunto "shovels"; que, asimismo, el Juez a-quo 
expresa en la sentencia impugnada, que todos los testigos 
estuvieron contestes en que los "payloaders", que eran los 
aparatos que manejaban los trabajadores, se asemejan en 
su funcionamiento más a las palas mecánicas que a los 
tractores, y, por tanto, requieren igual pericia para mane-
jarlos; que el Juez a-quo se 'fundó también, al dictar su 
fallo en la forma indicada, en los documentos del expe-
diente, especialmente, en los gráficos de varios catálogos 
sometidos a su examen, y en una consulta dada a requeri-
miento de dicho Juez por el Comité de Salarios, en fecha 
4 de junio del 1963, cuyo sentido corrobora las declara-
ciones testimoniales antes indicadas, pruebas que tuvo que 
polderar dicho Juez en vista de que en la tarifa no se es-
tableció de manera específica el salario mínimo que deban 
percibir los trabajadores que operan esa clase de máquinas; 
que se trata en el caso de la interpretación de la Resolución 

de Sí. ario Mínimo dictada por el referido Comité, y, no, cor111 
j-:'' .  lega la recurrente, de una modificación de la misma; 

que en tales condiciones, en la sentencia impugnada no se 
ha incurrido en los vicios señalados por dicha recurrente, 
y, en consecuencia, los medios que se examinan carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios tercero y cuarto la recurrente alega, en resumen, que 
en la sentencia impugnada se afirma que la recurrente ad-
mitió que pugnaba a los trabajadores recusides, RD$0.70 
por hora cuando en sus escrito sometidos al Juez a-quo 
alegó que les pagaba a razón de RD$0.80 por hora, o sean 
RD$0.10 más de lo que dicha Compañía entendía que de-
bía pagarles por lo que en el fallo impugnado se incurrió 
en el vicio de desnaturalización de los hechos; 

Considerando que. el examen de la sentencia impugna- 
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mera graduación se consignan en un orden descendente los 
caballos de fuerza de las diferentes máquinas, con excep. 
ción de los de las máquinas del primer renglón, o sea las 
palas mecánicas, excavadoras, grúas y martinetes, porqu e 

 el solo nombre de las máquinas es suficiente para expresar 
su mayor tamaño y fuerza, y no es necesario consignarlas 
en cifras"; que "en el mismo orden descendente figuran los 
salarios mínimos"; que, no obstante, el Juez a-quo estimó 
que los "payloaders", que según él mismo lo expresa en 
su sentencia, son máquinas pequeñas, situadas entre los 
límites de los 56 a 129 caballos de fuerza, se asemejan por 
su funcionamiento, más a las palas mecánicas que a los 
tractores, y, por tanto, los operadores deben ganar, no la 
tar;fa mínima de RD$0.70, sino el salario mínimo de 
RD$1.05, establecido para los operadores de las máquinas 
que figuran en primer lugar, por ser los aparatos más pe-
sados; que al proceder en esta 'forma el Juez a-quo consi-
deró "válida una modificación substancial de dicha tarifa 
efectuada sin haberse cumplido los requisitos dispuestos 
por los artículos 424 y siguientes del Código de Trabajo"; 
que dicho Juez "no tuvo en cuenta al introducir tal,modi-
ficación, que todavía no había transcurrido un añekl:;, ,  vi-
gencia de dicha tarifa", como lo ordena dicha disposiCión 
legal, "ni justificó, la necesidad de hacerla antes de dicho 
plazo", ni cumplió con otros requisitos contenidos en las 
disposiciones de los artículos 425, 430 y 432 del referido 
Código que sin obligatorias para que se efectúe las modi-
ficaciones propuestas; pero, 

Considerando que la Cámara a-qua para determinar 
qur el monto de los salarios que debía pagar la Compañía 
recurrente a los trabajadores despedidos Antonio Fragoso 
y Leonel Grullón, ascendía a RD$1.05, y no a RD$0.70, 
se basó en las declaraciones de los testigos oídos en el in-
formativo celebrado al efecto, Charles W. A. Rowcliffe y 
René Díaz Villegas, y, especialmente, en las declaraciones 
del testigo Pablo Sánchez, oído en el contrainformativo,  

quien declaró, entre otras cosas, "que para manejar un 
cargador con pala frontal o 'payloader' se requiere igual o 
más pericia que para manejar los otros aparatos denomi-
nados en conjunto "shovels"; que, asimismo, el Juez a-quo 
expresa en la sentencia impugnada, que todos los testigos 
estuvieron contestes en que los "payloaders", que eran los 
aparatos que manejaban los trabajadores, se asemejan en 
su funcionamiento más a las palas mecánicas que a los 
tractores, y, por tanto, requieren igual pericia para mane-
jarlos; que el Juez a-quo se fundó también, al dictar su 
fallo en la forma indicada, en los documentos del expe-
diente, especialmente, en los gráficos de varios catálogos 
sometidos a su examen, y en una consulta dada a requeri-
miento de dicho Juez por el Comité de Salarios, en fecha 
4 de junio del 1963, cuyo sentido corrobora las declara-
ciones testimoniales antes indicadas, pruebas que tuvo que 
po.iderar dicho Juez en vista de que en la tarifa no se es-
tableció de manera específica el salario mínimo que deben 
percibir los trabajadores que operan esa clase de máquinas; 
que se trata en el caso de la interpretación de la Resolución 

j1  de F,f, ario Mínimo dictada por el referido Comité, y, no, 
,..., 

cor,,'.': .  lega la recurrente, de una modificación de la misma; 
que en tales condiciones, en la sentencia impugnada no se 
ha incurrido en los vicios señalados por dicha recurrente, 
y, en consecuencia, los medios que se examinan carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios tercero y cuarto la recurrente alega, en resumen, que 
en la sentencia impugnada se afirma que la recurrente ad-
mitió que pugnaba a los trabajadores recusides, RD$0.70 
por hora cuando en sus escrito sometidos al Juez a-quo 
alegó que les pagaba a razón de RD$0.80 por hora, o sean 
RD$0.10 más de lo que dicha Compañía entendía que de-
bía pagarles por lo que en el fallo impugnado se incurrió 
en el vicio de desnaturalización de los hechos; 

Considerando que. el examen de la sentencia impugna- 
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da y los documentos del expediente pone de manifiesto, 
que, en efecto, en escrito sometido en fecha 6 de mayo del 
1964, al Juez de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, consta que la refer-
da compañía pagaba a los recurridos un salario de RD$0.80, 
por hora, o sea RD$0.10 más del salario mínimo de RD$0.70, 
establecido en la Resolución 29/62, mencionado; que, sin 
embargo, en la sentencia impugnada se da por establecido 
que la compañía recurrente había admitido en sus escritos 
de defensa y ampliación que pagaba a esos trabajadores un 
salario de RD$0.70 por hora; que en tales condiciones en 
el.rallo impugnado se ha incurrido en el vicio de desnatura-
lización de los hechos, y, por consiguiente, dicha sentencia 
debe ser casada en este aspecto; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 131 del 
Código de Procedimiento Civil, las costas pueden ser com-
pensadas, en todo o en parte, si los litigantes sucumbieren 
respectivamente en algunos puntos; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en el aspecto antes 
señalado, la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
pronunciada en fecha 27 de enero de 1965, cuyo dist4i-
yo se copia en parte anterior del presente fallo, y távía 
el asunto así delimitado, al Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Cristóbal; Segundo: Rechaza 
dicho recurso en los demás aspectos; Tercero: Compensa 
las costas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro Ma-
ría Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- . 

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 26 de octubre de 1964. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Compañía Dominicana de Seguros, C. por A. 
Abogados: Dres. Joaquín Ramírez de la Rocha y Rafael Duarte 

Pepin. 

Recurrido: Porfirio Hernández Valdez. 
Ahogado: Dr. Gastón Barry Fortún. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segur> : : Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña,b''' uis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pe-
dro María Cruz, Manfredo A. Moore, Rafael Rincón hijo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy día 27 de mayo del año 1966, años 123' de la 
Independencia y 103' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., representada por 
su Presidente Hugo Villanueva, dominicano, mayor de 
edad, casado, cédula No. 7533, serie 23, con su domicilio so-
Tia] en la planta baja de la casa No. 30 de la calle Arzobis-
po Meriño, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 'fecha 26 de 
octubre de 1964; 
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da y los documentos del expediente pone de manifiesto, 
que, en efecto, en escrito sometido en fecha 6 de mayo del 
1964, al Juez de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, consta que la referi-
da compañía pagaba a los recurridos un salario de RD$0.80, 
por hora, o sea RD$0.10 más del salario mínimo de RD$0.70, 
establecido en la Resolución 29/62, mencionado; que, sin 
embargo, en la sentencia impugnada se da por establecido 
que la compañía recurrente había admitido en sus escritos 
de defensa y ampliación que pagaba a esos trabajadores un 
salario de RD$0.70 por hora; que en tales condiciones en 
el 'rallo impugnado se ha incurrido en el vicio de desnatura-
lización de los hechos, y, por consiguiente, dicha sentencia 
debe ser casada en este aspecto; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 131 del 
Código de Procedimiento Civil, las costas pueden ser com-
pensadas, en todo o en parte, si los litigantes sucumbieren 
respectivamente en algunos puntos; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en el aspecto antes 
señalado, la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
pronunciada en fecha 27 de enero de 1965, cuyo dist 
yo se copia en parte anterior del presente fallo, y 
el asunto así delimitado, al Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Cristóbal; Segundo: Rechaza 
dicho recurso en los demás aspectos; Tercero: Compensa 
las costas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro Ma-
ría Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE MAYO DEL 1966 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 26 de octubre de 1964. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Compañía Dominicana de Seguros, C. por A. 
Abogados: Dres. Joaquín Ramírez de la Rocha y Rafael Duarte 

Pepín. 

Recurrido: Porfirio Hernández Valdez. 
Abogado: Dr. Gastón Barry Fortún. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segur;; ;  Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 

uis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pe-
dro María Cruz, Manfredo A. Moore, Rafael Rincón hijo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy día 27 de mayo del año 1966, años 123' de la 
Independencia y 103' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., representada por 
su Presidente Hugo Villanueva, dominicano, mayor de 
edad, casado, cédula No. 7533, serie 23, con su domicilio so-

. cial en la planta baja de la casa No. 30 de la calle Arzobis-
po Meriño, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 'fecha 26 de 
octubre de 1964; 



 

812 	 BOLETÍN JUDICIAL 

    

BOLETÍN JUDICIAL 	 813 

    

              

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Gastón Barry Fortún, cédula No. 959, s e . 

rie 26, abogado del recurrido Porfirio Hernández Valdez, 
dominicano, mayor de edad, cédula No. 29745, serie 47, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera] 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los doctores 
Joaquín Ramírez de la Rocha, cédula No. 40345, serie 1 4, y 
Rafael Duarte Pepín, cédula No. 24776, serie 31, abogados 
de la Compañía recurrente, depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia, el 22 de diciembre de 1964; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del recurrido y debidamente notificado a los abogados de 
la parte recurrente, por acto de alguacil de fecha 1 de fe-
brero de 1965; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 y 557 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; vt 

Considerando que en la sentencia impugnada y .¿:ri los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en virtud de una sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, de fecha 1 de agosto de 1962, 
contentiva de una condenación a título de daños y perjui-
cios apreciados en la suma de mil quinientos pesos oro en 
provecho de Porfirio Hernández Valdez, y en perjuicio de 
Aurora Ruíz de Camarena, oponible por disposición del 
mismo fallo a la Compañía General de Seguros, "La Co-
mercial, C. por A.", el beneficiario de la aludida sentencia 
embargó retentivamente en manos del Superintendente de 
Seguros y del Tesorero Nacional, por acto de alguacil de 
fecha 19 de noviembre de 1962, tanto a la Compañía de 
Seguros "La Comercial, C. por A.", como a su cesionaria 
La Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., como go- 

rantía del pago de dos mil pesos oro adeudados por conde-
nación principal y costas; b) que sobre la demanda en va-
lidez del referido embargo, la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
dictó una sentencia el 17 de enero de 1963, ordenando la 
comunicación de documentos entre las partes y reservando 
las costas; c) que el 25 de julio de 1963, la mencionada Cá-
mara Civil y Comercial dictó sentencia obre el fondo del 
asunto, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Ratifica el Defecto pronunciado en audiencia contra 
las demandadas Compañía General de Seguros "La Co-
mercial" y Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
por falta de concluir; SEGUNDO: Acoge las conclusiones 
formuladas en audiencia por los demandantes Porfirio Her-
nández Valdez y Dr. Gastón Barry Fortún, por ser justas 
y reposar sobre prueba legal, y, en consecuencia: a) De-
clara bueno y válido el embargo retentivo u oposición prac-
ticado por los mencionados demandantes Porfirio Hernán-
dez Valdez y Dr. Gastón Barry Fortún, en poder del Estado 
Dominicano, y en perjuicio de las demandadas Compañía 
General de Seguros "La Comercial" y Compañía Domini-
cana' Seguros, C. por A., según acto de fecha 19 del mes 
de r,:; embre del año 1962, instrumentado por el ministe-
rial Rafael de la Cruz, Alguacil Ordinario de la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional; b) Ordena, consecuentemente, al menciona-
do tercero embargado, el Estado Dominicano, entregar en 
pago a la precitada parte embargante las sumas de dineros 
que se considere o sea juzgado deber a las embargadas, en 
deducción o hasta la concurrencia del crédito objeto de di-
cho embargo, en principal y accesorios; e) Condena a las 
compañías embargadas parte sucumbiente, al pago de las 
costas causadas y por causarse en esta instancia"; c) sobre 
recurso de oposición interpuesto por la Compañía Domi-
nicana de Seguros, C. por A., contra la preindicada sen-
telcia, la Cámara Civil y Comercial citada, pronunció una 
sentencia en fecha 12 de marzo de 1964, cuyo dispositivo 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Gastón Barry Fortún, cédula No. 959, se. 

rie 26, abogado del recurrido Porfirio Hernández Valdez 
dominicano, mayor de edad, cédula No. 29745, serie 47: 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera] 
de 3a República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los doctores 
Joaquín Ramírez de la Rocha, cédula No. 40345, serie la, y 
Rafael Duarte Pepín, cédula No. 24776, serie 31, abogados 
de la Compañía recurrente, depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia, el 22 de diciembre de 1964; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del recurrido y debidamente notificado a los abogados de 
la parte recurrente, por acto de alguacil de fecha 1 de fe-
brero de 1965; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 y 557 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y- -¿•rí los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en virtud de una sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, de fecha 1 de agosto de 1962, 
contentiva de una condenación a título de daños y perjui-
cios apreciados en la suma de mil quinientos pesos oro en 
provecho de Porfirio Hernández Valdez, y en perjuicio de 
Aurora Ruíz de Camarena, oponible por disposición del 
mismo fallo a la Compañía General de Seguros, "La Co-
mercial, C. por A.", el beneficiario de la aludida sentencia 
embargó retentivamente en manos del Superintendente de 
Seguros y del Tesorero Nacional, por acto de alguacil de 
fecha 19 de noviembre de 1962, tanto a la Compañía de 
Seguros "La Comercial, C. por A.", como a su cesionaria 
La Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., como ga- 

rantía del pago de dos mil pesos oro adeudados por conde-
nación principal y costas; b) que sobre la demanda en va-
lidez del referido embargo, la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
dictó una sentencia el 17 de enero de 1963, ordenando la 
comunicación de documentos entre las partes y reservando 
las costas; c) que el 25 de julio de 1963, la mencionada Cá-
mara Civil y Comercial dictó sentencia .,obre el fondo del 
asunto, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Ratifica el Defecto pronunciado en audiencia contra 
las demandadas Compañía General de Seguros "La Co-
mercial" y Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
por falta de concluir; SEGUNDO: Acoge las conclusiones 
formuladas en audiencia por los demandantes Porfirio Her-
nández Valdez y Dr. Gastón Barry Fortún, por ser justas 
y reposar sobre prueba legal, y, en consecuencia: a) De-
clara bueno y válido el embargo retentivo u oposición prac-
ticado por los mencionados demandantes Porfirio Hernán-
dez Valdez y Dr. Gastón Barry Fortún, en poder del Estado 
Dominicano, y en perjuicio de las demandadas Compañía 
General de Seguros "La Comercial" y Compañía Domini-
cana' Seguros, C. por A., según acto de fecha 19 del mes 
de v1:> ernbre del año 1962, instrumentado por el ministe-
rial Rafael de la Cruz, Alguacil Ordinario de la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional; b) Ordena, consecuentemente, al menciona-
do tercero embargado, el Estado Dominicano, entregar en 
pago a la precitada parte embargante las sumas de dineros 
que se considere o sea juzgado deber a las embargadas, en 
deducción o hasta la concurrencia del crédito objeto de di-
cho embargo, en principal y accesorios; c) Condena a las 
compañías embargadas parte sucumbiente, al pago de las 
costas causadas y por causarse en esta instancia"; c) sobre 
recurso de oposición interpuesto por la Compañía Domi-
nicana de Seguros, C. por A., contra la preindicada sen-
telcia, la Cámara Civil y Comercial citada, pronunció una 
sentencia en fecha 12 de marzo de 1964, cuyo dispositivo 
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es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por impro-
cedente y . mal fundado, el recurso de oposición deducido 
por la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., según 

 acto de fecha 20 de agosto del año 1963, del alguacil Mario 
González Maggiolo, contra sentencia de esta Cámara, fe-
chada a 25 de julio de 1963, rendida en provecho de Por. 
firio Hernández Valdez y Dr. Gastón Barry Fortún, y, en 
consecuencia, Confirma íntegramente, respecto de la com-
pañía oponente, dicha decisión impugnada; SEGUNDO: 
Condena a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
parte sucumbiente, al pago de las costas causadas en la 
presente instancia, distraídas en provecho del abogado Dr. 
Gastón Barry Fortún, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; d) que sobre recurso de apelación interpues-
to por la Compañía Sucumbiente, la Corte de Apelación 
dictó un fallo el 28 de agosto de 1964, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
el presente recurso de apelación, interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A.; SEGUNDO: Pro-
nuncia el defecto por 'falta de concluir contra la "Compañía 
Dominicana de Seguros", C. por A.; TERCERO: Acve las 
conclusiones de la parte demandante, señor PorfiriC 
nández Valdez y en consecuencia, confirma la sentenció re-
currida cuyo dispositivo se halla copiado en la presente 
decisión; y CUARTO: Condena a la recurrente "Compañía 
Dominicana de Seguros", C. por A., al pago de las costas 
de la alzada, con distracción en favor del Dr. Gastón Ba-
rry Fortún"; e) finalmente la Corte de Apelación de Santo 
Domingo pronunció sobre el recurso de oposición de la 
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., la sentencia 
ahora impugnada en casación, con el dispositivo que se se-
ñala a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de opo-
sición, interpuesto por la "Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A.", contra la sentencia dicttada por esta 
Corte de Apelación en fecha veintiocho de agosto de mil 
noveciento sesenta y cuatro; SEGUNDO: Ratifica el defecto 
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pronunciado en audiencia contra la "Compañía Dominica-
na de Seguros, C. por A.", por falta de concluir; TERCERO: 
Confirma la referida sentencia de esta Corte, de fecha vein-
tiocho del mes de agosto del año mil noveciento sesenta y 
cuatro, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: 
Declara regular y válido el presente recurso de apelación, 
interpuesto por la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A.; Segundo: Pronuncia el defecto por falta de concluir 
contra la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.; 
Tercero: Acoge las conclusiones de la parte demandante, 
señor Porfirio Hernández Valdez y en consecuencia, Con-
firma la sentencia recurrida cuyo dispositivo se halla co-
piado en la presente decisión; y Cuarto: Condena a la re-
currente "Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al 
pago de las costas de la alzada, con distracción a favor de/ 
Dr. Gastón Barry Fortún; CUARTO: Condena a la recu-
rrente "Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.", al 
pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr. Gas-
tón Barry Fortún"; 

Considerando que en su memorial de casación, la com-

ji bañí'll ecurrente invoca como único medio el siguiente. 
Violl. on del artículo 557 del Código de Procedimiento Ci-
vil; Violación del artículo 141 del mismo Código por des-
-1 aturalización de documentos y falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo del medio de casa-
ción precedentemente indicado, la compañía recurrente 
fundamentalmente alega: que es de principio que todo ac-
to de embargo retentivo hecho en virtud de un título, la 
condición de acreedor invocada por el embargante debe 
quedar comprobada por el título mismo que sirve de fun-
damento al embargo, y cuando el ejecutante no posee tí-
tulo comprobatorio de su crédito, él debe obtener del juez 
una autorización para embargar. La sentencia impugnada 
acepta ocomo buena la tesis mantenida por la decisiones 
que ella confirma y cuyos motivos adopta en el sentido, 
de que resulta suficiente la prueba aportada por el de- 
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es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por impro-
cedente y . mal fundado, el recurso de oposición deducido 
por la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., según 
acto de fecha 20 de agosto del año 1963, del alguacil Marío 
González Maggiolo, contra sentencia de esta Cámara, fe-
chada a 25 de julio de 1963, rendida en provecho de Por. 
ferio Hernández Valdez y Dr. Gastón Barry Fortún, y, en 
consecuencia, Confirma íntegramente, respecto de la com-
pañía oponente, dicha decisión impugnada; SEGUNDO: 
Condena a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
parte sucumbiente, al pago de las costas causadas en la 
presente instancia, distraídas en provecho del abogado Dr. 
Gastón Barry Fortún, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; d) que sobre recurso de apelación interpues-
to por la Compañía Sucumbiente, la Corte de Apelación 
dictó un fallo el 28 de agosto de 1964, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
el presente recurso de apelación, interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A.; SEGUNDO: Pro-
nuncia el defecto por falta de concluir contra la "Compañía 
Dominicana de Seguros", C. por A.; TERCERO: Acve las 
conclusiones de la parte demandante, señor Porfirer-ler-
nández Valdez y en consecuencia, confirma la sentenció re-
currida cuyo dispositivo se halla copiado en la presente 
decisión; y CUARTO: Condena a la recurrente "Compañía 
Dominicana de Seguros", C. por A., al pago de las costas 
de la alzada, con distracción en favor del Dr. Gastón Ba-
rry Fortún"; e) finalmente la Corte de Apelación de Santo 
Domingo pronunció sobre el recurso de oposición de la 
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., la sentencia 
ahora impugnada en casación, con el dispositivo que se se-
ñala a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de opo-
sición, interpuesto por la "Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A.", contra la sentencia dicttada por esta 
Corte de Apelación en fecha veintiocho de agosto de mil 
noveciento sesenta y cuatro; SEGUNDO: Ratifica el defecto  

pronunciado en audiencia contra la "Compañía Dominica-
na de Seguros, C. por A.", por falta de concluir; TERCERO: 
Confirma la referida sentencia de esta Corte, de fecha vein-
tiocho del mes de agosto del año mil noveciento sesenta y 
cuatro, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: 
Declara regular y válido el presente recurso de apelación, 
interpuesto por la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A.; Segundo: Pronuncia el defecto por falta de concluir 
contra la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.; 
Tercero: Acoge las conclusiones de la parte demandante, 
señor Porfirio Hernández Valdez y en consecuencia, Con-
firma la sentencia recurrida cuyo dispositivo se halla co-
piado en la presente decisión; y Cuarto: Condena a la re-
currente "Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al 
pago de las costas de la alzada, con distracción a favor dei 

Dr. Gastón Barry Fortún; CUARTO: Condena a la recu-
rrente "Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.", al 
pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr. Gas-
tón Barry Fortún"; 

Considerando que en su memorial de casación, la com-

o .añí'f;1 ecurrente invoca como único medio el siguiente. 
Viol.,. 

1 
 on del artículo 557 del Código de Procedimiento Ci-

vil; Violación del artículo 141 del mismo Código por des-
naturalización de documentos y falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo del medio de casa-
ción precedentemente indicado, la compañía recurrente 
fundamentalmente alega: que es de principio que todo ac-
to de embargo retentivo hecho en virtud de un título, la 
condición de acreedor invocada por el embargante debe 
quedar comprobada por el título mismo que sirve de fun-
damento al embargo, y cuando el ejecutante no posee tí-
tulo comprobatorio de su crédito, él debe obtener del juez 
una autorización para embargar. La sentencia impugnada 
dcepta ocomo buena la tesis mantenida por la decisiones 
que ella confirma y cuyos motivos adopta en el sentido, 
de que resulta suficiente la prueba aportada por el de- 



rithndante original de que la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., asumió todas las obligaciones que corres.. 
pondían a la Compañía General de Seguros, "La Comer. 
cial", al hacerse cesionaria de sus negocios en el país. Pero 
es indudable, que aún en este caso, la calidad de acreedor 
del embargante contra la Compañía Dominicana de Segu-
ros. C. por A., no resulta del título mismo que sirvió de 
fundamento al embargo, por lo cual queda vulnerado el 
precitado artículo 557, y del mismo modo los principios 
aplicables a los títulos que pueden servir de base a un 
embargo retentivo u oposición. En igual forma, la Corte 
a-qua incurrió en desnaturalización de documentos así ce 
mo en el vicio de falta de base legal, desde el momento 
que le atribuyó a los documentos utilizados para funda-
mentar el embargo retentivo de que se trata, un efecto 
distinto del que resulta de su misma naturaleza, y por 
no haber ofrecido la sentencia impugnada todos los elemen-
tos de hecho relacionados con el caso, que hagan posible 
a la Suprema Corte de Justicia determinar si la ley ha 
sido correctamente aplicada; pero, 

Considerando que si es verdad, que en principfrpara 
que una sentencia pueda constituir un título suficiedé pa-
ra formar un embargo retentivo, es necesario que ésta 
contenga una condenación contra la parte embargada, no 
es así, cuando en virtud de una convención, un tercero 
asume las obligaciones que originalmente incumbían al 
deudor condenado, debiendo considerarse obligatoria fren-
te n ese tercero la sentencia de que se trate; 

Considerando además, que para casos como el de la 
especie, en que una compañía de seguros se convierte en 
cesionaria de los negocios que poseía otra compañía de 
igual naturaleza, el artículo 9 en su primera parte, del Re. 
glamento No. 136 del primero de septiembre de 1954, para 
la aplicación de la Ley No. 3788 sobre Compañías de Se-
guros, dispone: que será condición expresa para aprobar 
la cesión, que la compañía cesionaria se obligue en los mis- 

mos términos que la cedente, respaldando directamente las 

obligaciones contraídas por ésta; 
Considerando que el examen del expediente pone de 

manifiesto, que en el mismo reposa una certificación de 
fecha 17 de enero de 1963, farmada por el Superintendente 
de Seguros, no impugnada por la recurrente, en las cuales 
da constancia, que por efecto del contrato de transferencia 
suscrito entre la Compañía General de Seguros "La Co-
mercial", de La Habana, Cuba y la Compañía Dominicana 
de Seguros, C. por A., en fecha 15 de septiembre de 1959, 
debidamente aprobado por la Superintendencia de Seguros, 
ésta última compañía asumió todas las obligaciones de ce-
sionaria de la cartera y negocios de seguros que poseía la 
Compañía General de Seguros "La Comercial" en la Re-
pública Dominicana; que en esa circunstancia, es obvio que 
la sentencia que sirvió de base al embargo retentivo en 
cuestión, le era oponible a la compañía recurrente, consti-
tuyendo un título en su contra en el sentido del artículo 
557 del Código de Procedimiento Civil, lo que demuestra 
también, que la Corte a-qua no incurrió en la desnaturali- 

i s  zaciónAl e documentos que se invoca; 
C.,.1 iderando que en virtud de las razones que prece-

den y del examen de la sentencia impugnada, esta Suprema 
Corte de Justicia ha comprobado, que dicho fallo contiene 
una exposición suficiente de los hechos de la causa, lo que 
le ha permitido apreciar que en la especie, se hizo una 
correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., contra la sentencia dictada en atribuciones 
civiles por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 26 de octubre de 1964, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la 
recurrente al pago de las costas distrayéndolas en prove-
cho del Dr. Gastón Barry Fortún, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 
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mandante original de que la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., asumió todas las obligaciones que corres.. 
pondían a la Compañía General de Seguros, "La Comer-
cial", al hacerse cesionaria de sus negocios en el país. Pero 
es indudable, que aún en este caso, la calidad de acreedor 
del embargante contra la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., no resulta del título mismo que sirvió de 
fundamento al embargo, por lo cual queda vulnerado el 
precitado artículo 557, y del mismo modo los principios 
aplicables a los títulos que pueden servir de base a un 
embargo retentivo u oposición. En igual forma, la Corte 
a-qua incurrió en desnaturalización de documentos así co-
mo en el vicio de falta de base legal, desde el momento 
que le atribuyó a los documentos utilizados para funda-
mentar el embargo retentivo de que se trata, un efecto 
distinto del que resulta de su misma naturaleza, y por 
no haber ofrecido la sentencia impugnada todos los elemen-
tos de hecho relacionados con el caso, que hagan posible 
a la Suprema Corte de Justicia determinar si la ley ha 
sido correctamente aplicada; pero, 

Considerando que si es verdad, que en principkpara 
que una sentencia pueda constituir un título suficiedá pa-
ra formar un embargo retentivo, es necesario que ésta 
contenga una condenación contra la parte embargada, no 
es así, cuando en virtud de una convención, un tercero 
asume las obligaciones que originalmente incumbían al 
deudor condenado, debiendo considerarse obligatoria fren-
te fi ese tercero la sentencia de que se trate; 

Considerando además, que para casos como el de la 
especie, en que una compañía de seguros se convierte en 
cesionaria de los negocios que poseía otra compañía de 
igual naturaleza, el artículo 9 en su primera parte, del Re. 
glamento No. 136 del primero de septiembre de 1954, para 
la aplicación de la Ley No. 3788 sobre Compañías de Se-
guros, dispone: que será condición expresa para aprobar 
la cesión, que la compañía cesionaria se obligue en los mis- 
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¡ovo  I.,Js términos que la cedente, respaldando directamente las 
bligaciones contraídas por ésta; 
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fecha 17 de enero de 1963, farmada por el Superintendente 
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da constancia, que por efecto del contrato de transferencia 
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sionaria de la cartera y negocios de seguros que poseía la 
Compañía General de Seguros "La Comercial" en la Re-
pública Dominicana; que en esa circunstancia, es obvio que 
la sentencia que sirvió de base al embargo retentivo en 
cu.ntión, le era oponible a la compañía recurrente, consti-
tuyendo un título en su contra en el sentido del artículo 
557 del Código de Procedimiento Civil, lo que demuestra 
también, que la Corte a-qua no incurrió en la desnaturali-
zacióníl. e documentos que se invoca; 

C-°' .  iderando que en virtud de las razones que prece-
den y del examen de la sentencia impugnada, esta Suprema 
Corte de Justicia ha comprobado, que dicho fallo contiene 
una exposición suficiente de los hechos de la causa, lo que 
le ha permitido apreciar que en la especie, se hizo una 
correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., contra la sentencia dictada en atribuciones 
civiles por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 26 de octubre de 1964, cuyo dispositivo se copia en 
parte antarior del presente fallo; Segundo: Condena a la 
recurrente al pago de las costas distrayéndolas en prove-
cho del Dr. Gastón Barry Fortún, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 
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(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber.. 
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A

, García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— R a.. 
fael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y f ue 

 firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 6 de mayo de 1964. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, c/o. a Ramón E. Holton. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael 
Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore, 
Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario General en la 
Sala i.); nde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo jto  

[ Dorr.'' 	, Distrito Nacional, a los 27 días del mes de mayo 
11  del año 1966, 123' de la Independencia y 103' de la Res-
11 tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-

ción, la siguiente sentencia: 

 Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ma- r  

gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, contra sentencia dictada por dicha Corte 
de Apelación, en sus atribuciones correccionales, en fecha 
6 de mayo de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación de fecha 15 de 

mayo de 1964, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua 
a requerimiento del recurrente, en la cual se invocan los 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 6 de mayo de 1964. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, c/o. a Ramón E. Holton. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael 
Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore, 
Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario General en la 
Sala 3 rde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Dorr 

oi 
 , Distrito Nacional, a los 27 días del mes de mayo 

del año 1966, 123' de la Independencia y 103' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, contra sentencia dictada por dicha Corte 
cíe Apelación, en sus atribuciones correccionales, en fecha 
6 de mayo de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación de fecha 15 de 

mayo de 1964, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua 
a requerimiento del recurrente, en la cual se invocan los 
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medios de casación que se indican más adelante; 
Visto el memorial de casación de fecha 5 de marzo 

de 1965, suscrito por el Dr. José María Acosta Torres, Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en el cual se invocan los medios de casación que se in-
dican más adelante; 

Visto el auto dictado en fecha 26 de mayo del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 
926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, letra b) de la Ley 5771 de 
1961, 163 del Código de Procedimiento Criminal, 1, 20, 4:3 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que erlyecha 
14 de febrero de 1964, la Segunda Cámara Penal ;.''.juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, apodera-
da por el Ministerio Público, dictó, en sus atribuciones co-
rreccionales, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara al nombrado Ramón Julio 
Horton, de generales anotadas, prevenido de violación a 
la Ley 5771, en perjuicio de Altagracia Paredes y Compar-
tes, culpables del referido delito, y, en consecuencia se le 
condena al pago de una multa de RD$20.00 (Veinte Pesos 
Oro), acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SE-
GUNDO: Declara al nombrado Rafael Alcides Camejo, de 
generales anotadas, prevenido de violación a la Ley 5771. 
en perjuicio de Altagracia Paredes y Compartes, No Cul-
pable del referido delito, y, en consecuencia se les Descar-
ga del hecho que se le imputa, por no haberlo cometido; 

TERCERO: Condena al prevenido Ramón Julio Horton, al 
pago de las costas penales; CUARTO: Declara las costas 
de oficio en lo que respecta al prevenido Rafael Alcides 

' Camejo"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por el prevenido Ramón Julio Horton, intervino la senten• 
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma, 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Ra-

linón Julio Horton, por haber sido incoado en tiempo hábil l
ly conforme a las reglas de procedimiento; SEGUNDO: Re-
voca en el límite de la apelación la sentencia recurrida, 
dictada en atribuciones correccionales por la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

-. Nacional, en fecha 14 de febrero de 1964, que condenó al 
provenido Ramón Julio Horton, por el delito de violación 
n la Ley No. 5771, en perjuicio de Altagracia Paredes y 
Compartes, al pago de una multa de Veinte Pesos Oro 
(RD$20.00), y, esta Corte, obrando por propia autoridad, 
declara al prevenido Ramón Julio Horton, no culpable del 
hecho que se le imputa, y, en consecuencia lo descarga por 
insufi,"' ncia de pruebas; TERCERO: Declara de oficio las 
costa:'' 

Considerando que el recurrente invoca en el acta de su 
recurso de casación los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación de la Ley No. 4809 en sus artículos 92, 5, pri-
mera parte, 103, 121 y 163, parte primera; Segundo Medio: 
Violación de la Ley 5771 en su artículo 1, letra b); y, en 
el memorial de casación, desnaturalización del testimonio; 

Considerando que en el desenvolvimiento del medio in-
vocado en el memorial de casación, el recurrente alega, en 
rest...men, que la Corte a-qua desnaturalizó el testimonio 
porque en la letra b) del tercer considerando del 'fallo im 
pugnado imputa a Rafael Alcides Camejo, como hecho ad-
mifido por éste, que el choque se originó "por la velocidad 
con que Camejo conducía su vehículo", expresión que no 
figura en la hoja de audiencia, en la cual aparece Camejo 
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medios de casación que se indican más adelante; 
Visto el memorial de casación de fecha 5 de marzo 

de 1965, suscrito por el Dr. José María Acosta Torres, Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en el cual se invocan los medios de casación que se in-
dican más adelante; 

Visto el auto dictado en fecha 26 de mayo del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y 'fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 
926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, letra b) de la Ley 5771 de 
1961, 163 del Código de Procedimiento Criminal, 1, 20, 4:3 
y 63 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que e ci t ,t'Necha 
14 de febrero de 1964, la Segunda Cámara Penal '' .1.1z-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, apodera-
da por el Ministerio Público, dictó, en sus atribuciones co-
rreccionales. una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara al nombrado Ramón Julio 
Horton, de generales anotadas, prevenido de violación a 
la Ley 5771, en perjuicio de Altagracia Paredes y Compar-
tes, culpables del referido delito, y, en consecuencia se le 
condena al pago de una multa de RD$20.00 (Veinte Pesos 
Oro), acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SE-
GUNDO: Declara al nombrado Rafael Alcides Camejo, de 
generales anotadas, prevenido de violación a la Ley 5771. 
en perjuicio de Altagracia Paredes y Compartes, No Cul-
pable del referido delito, y, en consecuencia se les Descar-
ga del hecho que se le imputa, por no haberlo cometido; 

TERCERO: Condena al prevenido Ramón Julio Horton, al 
pago de las costas penales; CUARTO: Declara las costas 
de oficio en lo que respecta al prevenido Rafael Alcides 
Camejo"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 

wpor el prevenido Ramón Julio Horton, intervino la senten• 
da ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma, 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Ra-

'Emim Julio Horton, por haber sido incoado en tiempo hábil 
y conforme a las reglas de procedimiento; SEGUNDO: Re-
voca en el límite de la apelación la sentencia recurrida, 
dictada en atribuciones correccionales por la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en fecha 14 de febrero de 1964, que condenó al 
prevenido Ramón Julio Horton, por el delito de violación 

la Ley No. 5771, en perjuicio de Altagracia Paredes y 
Compartes, al pago de una multa de Veinte Pesos Oro 
(RD$20.00), y, esta Corte, obrando por propia autoridad, 
declara al prevenido Ramón Julio Horton, no culpable det 
hecho que se le imputa, y, en consecuencia lo descarga por 
insufincia de pruebas; TERCERO: Declara de oficio las 
costa:  

Considerando que el recurrente invoca en el acta de su 
recurso de casación los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación de la Ley No. 4809 en sus artículos 92, 5, pri-
mera parte, 103, 121 y 163, parte primera; Segundo Medio: 
Violación de la Ley 5771 en su artículo 1, letra b); y, en 
el memorial de casación, desnaturalización del testimonio; 

Considerando que en el desenvolvimiento del medio in-
vocado en el memorial de casación, el recurrente alega, en 
restmen, que la Corte a-qua desnaturalizó el testimonio 
porque en la letra b) del tercer considerando del 'fallo im 
pugnado imputa a Rafael Alcides Camejo, como hecho ad-
mi+ido por éste, que el choque se originó "por la velocidad 
con que Camejo conducía su vehículo", expresión que no 
figura en la hoja de audiencia, en la cual aparece Camejo 
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describiendo una situación completamente distinta, que es 
 la de que el automóvil conducido por Ramón Julio Horton 

estaba estacionado y al él rebasarle, Horton, de una mane-
ra imprudente, con las luces apagadas y sin hacer las se-
ñales correspondientes, emprendió la marcha, dándole en 
la parte trasera izquierda con la parte delantera derecha 
de su automóvil; que por otra parte, también desnaturaliza 
la declaración de Rafael Alcides Camejo, cuando afirma 

que éste informó a la Corte "que el vehículo de Horton 
se había estacionado en una curva" dentro del aereopuerto, 
lo cual no es cierto; y, además, cuando hace apreciaciones 
sobre el viraje efectuado por Camejo al producirse el im-
pacto, afirma que dicha maniobra fue la causa del acci-
dente, lo cual tampoco es verdad, en razón de que lo que 
Camejo expresó fue tal como consta en la hoja de audien-
cia, que "Después del impacto yo hice un viraje y por eso 
no le pasé por arriba"; y, por último, al estimar la Corte 
a qua como una falta el hecho de que Camejo condujera 
su automóvil a 60 kilómetros po rhora, puesto que esa 
velocidad es la autorizada en la zona rural por la Ley 4809; 

Considerando que, cuando a los hechos estalecidos 

itcomo verdaderos no se les da el sentido o alcance • ,5/eren-
tes a su propia naturaleza, se incurre en desnaturalYzacion 
de los hechos, y la sentencia que adolece de ese vicio debe 
ser casada; 

Considerando que del examen de la sentencia impug-
nada resulta, que la Corte a-qua, para revocar la senten-
cia apelada y descargar a Ramón Julio Horton del delito 
de violación de la Ley No. 5771, se fundó: a) en que el 
accidente ocurrido la noche del 7 de diciembre de 1963, 
en los terrenos del aereopuerto de Punta Caucedo, se pro-
dujo porque el automóvil conducido por Rafael Alcides 
Camejo se estrelló contra el automóvil conducido por Ra-
món Julio Horton, alcanzándolo en su parte trasera izquier-
da e incendiándose a consecuencia del impacto; b) en que 
el automóvil de Ramón Julio Horton se encontraba esta- 

cionado a su derecha en la autopista en el momento del 
choque; c) en que Rafael Alcides Camejo declaró y admi-
tió que transitaba a una velocidad de 60 kilómetros por 
hora y que al rebasarle su vehículo al de Horton, le dio 
en la parte trasera izquierda con la parte delantera derecha 
de su automóvil, lo que ocurrió por la velocidad con que 
conducía su vehículo; y d) en que Rafael Alcides Camejo 
declaró tanto ante el Tribunal de primer grado como ante 
la Corte a-qua, que el automóvil de Ramón Julio Horton 
"se había estacionado en una curva" dentro del aereopuer-
to, y por ese motivo Camejo estaba obligado a tomar pre-
cauciones y a reducir la velocidad de su vehículo a menos 
de 60 kilómetros por hora, de conformidad con el artículo 
5 de la Ley No. 4809 que dispone que en las curvas aun 
en las zonas rurales debe reducirse la velocidad a 20 ki-
lómetros; 

Considerando que por el examen de las actas de au-
diencia y de los demás documentos del expediente, se ad-
vierte ue no es cierto que Rafael Alcides Camejo admitió 
ser el, tor de la falta que fue la causa generadora del ac-
ciden , sino que por el contrario, lo que Camejo declaró 
fue que el choque se produjo a causa de la falta cometiaa 
por Ramón Julio Horton, debido a que Horton estacionó 
su automóvil en la autopista y reinició la marcha en forma 
imprudente, con las luces apagadas y sin hacer las señales 
correspondientes, obstruyendo el paso a Camejo cuando és-
te trató de rebasarle, lo cual obligó a Camejo a dar un vi-
raje hacia la izquierda para evitar pasarle por encima al 
vehículo de Horton; 

Considerando que la confrontación que antecede mues-
tra que la Corte a-qua, al ponderar el testimonio de Rafael 
Alcides Camejo en la forma señalada, no le dio su verdade-
ro sentido o alcance, e incurrió por ese motivo en los vicios 
de desnaturalización de los hechos y falta de base legal; 
por lo cual el fallo impugnado debe ser casado, sin que sea 

     

     

     

     

     

     

     

     

     

     

           



describiendo una situación completamente distinta, que es 
la de que el automóvil conducido por Ramón Julio Horton 
estaba estacionado y al él rebasarle, Horton, de una mane-
ra imprudente, con las luces apagadas y sin hacer las se-
ñales correspondientes, emprendió la marcha, dándole en 
la parte trasera izquierda con la parte delantera derecha 
de su automóvil; que por otra parte, también desnaturaliza 
la declaración de Rafael Alcides Camejo, cuando afirma 

que éste informó a la Corte "que el vehículo de Horton 
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Camejo expresó fue tal como consta en la hoja de audien-
cia, que "Después del impacto yo hice un viraje y por esu 
no le pasé por arriba"; y, por último, al estimar la Corte 
a qua como una falta el hecho de que Camejo condujera 
su automóvil a 60 kilómetros po rhora, puesto que esa 
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Camejo se estrelló contra el automóvil conducido por Ra-
món Julio Horton, alcanzándolo en su parte trasera izquier-
da e incendiándose a consecuencia del impacto; b) en que 
el automóvil de Ramón Julio Horton se encontraba esta- 
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cionado a su derecha en la autopista en el momento del 
choque; c) en que Rafael Alcides Camejo declaró y admi-
tió que transitaba a una velocidad de 60 kilómetros por 
hora y que al rebasarle su vehículo al de Horton, le dio 
en la parte trasera izquierda con la parte delantera derecha 
de su automóvil, lo que ocurrió por la velocidad con que 
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"se había estacionado en una curva" dentro del aereopuer-
to, y por ese motivo Camejo estaba obligado a tomar pre-
cauciones y a reducir la velocidad de su vehículo a menos 
de 60 kilómetros por hora, de conformidad con el artículo 
5 de la Ley No. 4809 que dispone que en las curvas aun 
en las zonas rurales debe reducirse la velocidad a 20 ki-
16:netros; 

Considerando que por el examen de las actas de au-
diencia y de los demás documentos del expediente, se ad-
vierte ue no es cierto que Rafael Alcides Camejo admitió 
ser tor de la falta que fue la causa generadora del ac-
cideil f  , sino que por el contrario, lo que Camejo declaró 
fue que el choque se produjo a causa de la falta cometiaa 
por Ramón Julio Horton, debido a que Horton estacionó 
su automóvil en la autopista y reinició la marcha en forma 
imprudente, con las luces apagadas y sin hacer las señales 
correspondientes, obstruyendo el paso a Camejo cuando és-
te trató de rebasarle, lo cual obligó a Camejo a dar un vi-
raje hacia la izquierda para evitar pasarle por encima al 
vehículo de Horton; 

Considerando que la confrontación que antecede mues-
tra que la Corte a-qua, al ponderar el testimonio de Rafael 
Alcides Camejo en la forma señalada, no le dio su verdade-
ro sentido o alcance, e incurrió por ese motivo en los vicios 
de desnaturalización de los hechos y falta de base legal; 
por lo cual el fallo impugnado debe ser casado, sin que sea 
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necesario examinar los otros medios de casación invocados 
por el recurrente en el acta de su recurso; -z¿ 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones correccionales, en fecha 6 de mayo de 1964, cuy) 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo, 
y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal; Segundo: Condena al prevenido Ramón Julio Horton 
al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.—
Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo 
A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

t. 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

13 de julio de 1965. 

Materia: Penal. (Difamación). 

Recurrente: Samuel Amézquita. 
Ahogado: Ramón González Hardy. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustito de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asis- 

ti/ tidel el Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
auclj' ciar, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 27 días del mes de mayo de 1966, años 123' de la 
Independencia y 103' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Samuel 
Amézquita, dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula 
1003, serie 47, domiciliado y residente en la Sección Ba-
rranca del Municipio de La Vega, contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 13 
de julio de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 19 de julio de 1965, 
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a requerimiento del Dr. Ramón González Hardy, abogado, 
actuando en representación del recurrente; 

Visto el memorial de casación, suscrito por el Dr. Ra-
món González Hardy, abogado del recurrente, depositado 
en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 29 
de noviembre de 1965; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 163 del Código de Procedimien-
to Criminal; 1382 del Código Civil; y, 1 y 65 de la Ley so. 
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
el 13 de enero de 1965, Guillermo Suárez compareció per 
ante el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, 
y presentó una querella contra Samuel Amézquita por ha-
ber consumado éste un delito de difamación en su perjuicio; 
b) que apoderada regularmente del proceso la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial referido, lo conoció y falló por sentencia pronun-
ciada el 26 de marzo de 1965, cuyo dispositivo dice: "Falla: 
Primero: Se declara no culpable al nombradoSkitiel 
Amézquita, del delito de difamación en perjuicio det'llm-
brado Guillermo Suárez, y por consiguiente, se le descar-
ga por insuficiencia de pruebas, y se declaran las costas 
de oficio; Segundo: Se rechaza la constitución en parte ci-
vii por improcedente y mal fundada"; b) sobre recurso de 
apelación de la parte civil constituida Guillermo Suárez, 
la Corte de Apelación de La Vega dictó el fallo ahora im-
pugnado en casación, cuyo dispositivo se transcribe a con-
tinuación: "Falla: Primero: Declara regular y válido en la 
forma, el recurso de apelación interpuesto por el señor 
Guillermo Suárez, en su calidad de parte civil constituida, 
contra la sentencia rendida por la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega, de fecha 26 de marzo de 1965, que descargó al 
señor Samuel Amézquita del delito de difamación en per- 

juicio del referido señor Guillermo Suárez, por ajustarse 
a las disposiciones legales; Segundo: Revoca el ordinal s&.- 
gundo de la aludida sentencia en el sentido de declarar 
buena y válida dicha constitución de parte civil en cuanto 
al fondo, y en consecuencia, admite que el señor Samuel 
Amézquita obró ligera e irreflexivamente al detener en ca-
lidad de preso portando una escopeta en compañía de sus 
tres hijos, al señor Guillermo Suárez, en la carretera que 
conduce de la Sección Barranca a la ciudad de La Vega, 
en la madrugada del día 13 de enero del año en curso, al 
presumir que dicho señor Suárez era el autor del delito 
de Robo de Plátanos, hecho éste que a juicio de la Corte 
constituye una falta o hecho ilícito que puso en tela de jui-
cio el honor y la dignidad del mencionado Guillermo Suá-
rez; Tercero: Que debe condenar y condena al señor Sa-
muel Amézquita a pagar en favor del señor Guillermo Suá-
rez, la suma de RD$100.00 (cien pesos oro), como justa 
reparación de los daños y perjuicios morales y materiales 
sufridos por él en ocasión del hecho arriba mencionado; 
Cuarto: Que debe condenar y condena al señor Samuel 
Amézf, , ita, al pago de las costas civiles de ésta instancia, 
las cr'''.P se distraen en provecho del Licdo. Ramón S. Cos-
me y Dra. Mercedes Cosme, por haber afirmado haberlas 
avanzado en su mayor parte; 

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Desna-
turalización de los hechos de la causa y falsa aplicación de 
las decisiones jurisprudenciales; Segundo Medio: Falsa 
interpretación de la función policial; Tercer Medio: Falta 
de base legal.— Contradicción de motivos e insuficiencia 
de motivos; 

Considerando que en el desarrollo de su primer medio 
de casación, el recurrente en síntesis sostiene que aún cuan-
do la Corte a-qua podía acordar daños y perjuicios a la 
parte civil constituida, tal cosa solamente era posible ha-
bida cuenta del descargo pronunciado en primera instan- 
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ci a en provecho del prevenido Amézquita respecto del d e. 
lito de difamación que se le imputaba, cuando un cuasi.. 
delito quedara a su cargo, fundamentado en los mismos 
hechos que dieron lugar a la prevención, es decir, en el 
delito de difamación. Ya se ha señalado que el recurrente 
fue descargado de ese delito y que la sentencia en ese an. 
pecto del proceso es irrevocable; además, aún cuando la 
Corte a-qua pueda examinar el fondo del asunto y deter-
minar si existe el delito de difamación, es fácil percatarse 
que el fallo impugnado no contiene la prueba de que los 
elementos característiclos del delito fueron establecidos. 
La prueba administrada es negativa en ese aspecto. En 
efecto, Guillermo Suárez, el querellante, afirmó que el pre-
venido le dijo ladrón en presencia del alcalde y que lo 
llevara preso, pero ese mismo testigo negó en el primer 
grado que tal cosa ocurriera, y ante la Corte dijo que te-
nía ese hombre preso porque sospechaban de él; Samuel 
y sus hijos querían que lo llevara preso y yo dije que no; 
en ningún momento le dijeron ladrón. De dónde saca pues 
la Corte a-qua que existe el delito de difamación? Cuando 
la realidad es que Amézquita solamente quiso la inter-
vención de la autoridad para que investigara el 1,i;o. La 
referida Corte no ha tenido en ninguna oportunA

t 
d los 

elementos de juicio necesarios para afirmar como lo hace 
en el fallo impugnado, que el prevenido le dijo ladrón a 
Guillermo Suárez, deteniéndolo y apresándolo. Esto care-
ce de fundamento. Porque aún cuando el segundo Alcalde 
de León declaró que Amézquita sospechaba de Suárez, 
sospechar no es una difamación. Tampoco se ve la catego-
ría jurídica que tiene el criterio de los Jueces del fondo 
al sostener que existe el delito de difamación porque la 
Suprema Corte lo ha resuelto así. Esta es una cuestión de 
especie, que debe ser resuelta de conformidad con los he-
ch's establecidos; pero, 

Considerando que para que la Corte a-qua pudiera 
pronunciarse sobre los daños y perjuicios reclamados por 
la parte civil constituida, le bastaba retener una falta de- 

litual o cuasi-delictual según los términos del artículo 1382 
del Código Civil, fundada en los mismos hechos que moti-
varon el ejercicio de la acción pública; 

Considerando que la Corte a-qua apreció la existen- 
cia de una falta a cargo del recurrente que comprometía 
su responsabilidad civil, mediante la ponderación de los 
siguientes hechos establecidos en virtud de los elementos 
de juicio, sometidos a la instrucción del proceso; a) que 
a Samuel Amézquita le estaban robando plátanos de su 
finca desde hacía más de un año, aún cuando nunca lo 
manifestó a la autoridad; b) que en la madrugada del 12 
de enero de 1965, Samuel Amézquita, portando una esco- 
peta y en compañía de sus hijos detuvo en plena carretera 
a Guillermo Suárez; e) que acto seguido requirió la pre- 
seacia del Segundo Alcalde de León, quien ha declarado 
que Amézquita le había mandado a buscar para que vi- 
niera a hacer preso a un señor que ellos tenían agarrado 
con un burro cargado de plátanos, pero que al comprobar 
que esos plátanos no podían haber sido robados se negó 
a .11evar a Suárez al Cuartel de la Policía, como lo exigía 

uita y sus hijos; d) que el mismo Alcalde declaró 
Corte, que el prevenido dijo en su presencia: "que 

tenía ese hombre con esa carga de plátanos porque sos- 
pechaba de él"; e) que al proceder en esa forma Samuel 
Amézquita quiso hacerse justicia por sí mismo, al detener 
agarrado en su camino, en plena carretera, a Guillermo 
Suárez a quien intimó apoyado en el arma que portaba 
y con la cooperación de sus hijos, a detenerse o reducirlo a 
prisión, con lo que evidentemente cometía un abuso y un 
atropello al derecho de tránsito que garantiza nuestra Car- 
ta Constitutiva; detención que duró más de dos o tres 
horas; f) que al proceder así, el prevenido puso en tela de 
jui.:io la reputación de una persona que como Guillermo 
Suárez tiene su domicilio cercano al de Amézquita y que, 
además, goza de una reputación buena, como hombre tra- 
bajador y honrado; g) que es indudable que Samuel Améz- 
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sospechar no es una difamación. Tampoco se ve la catego-
ría jurídica que tiene el criterio de los Jueces del fondo 
al sostener que existe el delito de difamación porque la 
Suprema Corte lo ha resuelto así. Esta es una cuestión de 
especie, que debe ser resuelta de conformidad con los he-
ches establecidos; pero, 

Considerando que para que la Corte a-qua pudiera 
pronunciarse sobre los daños y perjuicios reclamados por 
la parte civil constituída, le bastaba retener una falta de- 

litual o cuasi-delictual según los términos del artículo 1382 
del Código Civil, fundada en los mismos hechos que moti-
varon el ejercicio de la acción pública; 

Considerando que la Corte a-qua apreció la existen- 
cia de una falta a cargo del recurrente que comprometía 
su responsabilidad civil, mediante la ponderación de les 
siguientes hechos establecidos en virtud de los elementos 
de juicio, sometidos a la instrucción del proceso; a) que 
a Samuel Amézquita le estaban robando plátanos de su 
finca desde hacía más de un año, aún cuando nunca lo 
manifestó a la autoridad; b) que en la madrugada del 12 
de enero de 1965, Samuel Amézquita, portando una esco- 
peta y en compañía de sus hijos detuvo en plena carretera 
a Guillermo Suárez; c) que acto seguido requirió la pre- 
sencia del Segundo Alcalde de León, quien ha declarado 
que Amézquita le había mandado a buscar para que vi- 
niera a hacer preso a un señor que ellos tenían agarrado 
con un burro cargado de plátanos, pero que al comprobar 
que esos plátanos no podían haber sido robados se negó 
a iley r a Suárez al Cuartel de la Policía, como lo exigía 

uita y sus hijos; d) que el mismo Alcalde declaró 
Corte, que el prevenido dijo en su presencia: "que 

tenía ese hombre con esa carga de plátanos porque sos- 
pechaba de él"; e) que al proceder en esa forma Samuel 
Amézquita quiso hacerse justicia por sí mismo, al detener 
agarrado en su camino, en plena carretera, a Guillermo 
Suárez a quien intimó apoyado en el arma que portaba 
y con la cooperación de sus hijos, a detenerse o reducirlo a 
prisión, con lo que evidentemente cometía un abuso y un 
atropello al derecho de tránsito que garantiza nuestra Car- 
ta Constitutiva; detención que duró más de dos o tres 
horas; f) que al proceder así, el prevenido puso en tela de 
jui•;io la reputación de una persona que como Guillermo 
Suárez tiene su domicilio cercano al de Amézquita y que, 
además, goza de una reputación buena, como hombre tra- 
bajador y honrado; g) que es indudable que Samuel Améz- 

a elt- 
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quita cometió con su actuación violenta, irreflexiva y has-
ta abusiva, una faltta con la cual causó perjuicios mate-
riales y morales a Guillermo Suárez, la cual está fundada 
en los mismos hechos que constituyen el objeto de la pre-
vención; 

Considerando que la Corte a-qua ha actuado correc-
tamente al reconocer la existencia de una falta que cae 
bajo la aplicación del artículo 1382 del Código Civil, en 
los hechos señalados precedentemente, así como al admitir 
la naturaleza perjudicial de la misma, y al dejar, por úl-
timo, establecida la importancia del daño ocasianado y la 
relación directa que existe entre la falta cometida por el 
recurrente y el perjuicio sufrido por la víctima; 

Considerando en cuanto a la falsa aplicación de las 
decisiones jurisprudenciales, que la falta de fundamento de 
ese alegato es evidente, puesto que, los fallos de la Su-
prema Corte de Justicia en principio, no se imponen al 
criterio de los Jueces del fondo, sirviéndoles solamente co-
mo un medio de orientación, salvo que se trate de un se• 
gundo envío, que no es el caso de la especie; que e ales 
condiciones, el medio que se examina carece de fund~nto 
y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo de su segundo me-
dio de casación, el recurrente fundamentalmente sostiene 
que la Corte a -que para demostrar la responsabilidad civil 
de Samuel Amézquita, afirma en la sentencia impugnada 
quP el Segundo Alcalde de León se negó a reducir a pri-
si5ry a Guillermo Suárez, cuando la verdad es que dicho 
testigo al ver que los plátanos no eran recién cortados 
cumplió con su deber y soltó a Suárez. Que es indudable 
que este modo de considerar la actuación de la referida 
autoridad, implica una falsa interpretación de la función 
policial; pero, 

Considerando que en el medio que se acaba de indicar, 
el recurrente lo que pretende en realidad es reproducir 

4111  el alegato de desnaturalización de los hechos en otro 
aspecto; 

Considerando que la Corte a-qua hace constar en el 
fallo impugnado, que el testigo mencionado declaró y así 
consta en la hoja de audiencia correspondiente, "que des-
pués de hacer un examen de los plátanos y comprobar que 
no habían sido cortados recientemente, pensó que no po-
dían ser robados, por lo cual se negó a reducir a Suárez 
a prisión como se lo solicitó Amézquita"; que por consi-
guiente, los jueces del fondo apreciaron soberanamente la 
veracidad del testimonio de referencia, sin incurrir en des-
naturalización y por esa razón, la sentencia impugnada en 
ese aspecto no cae bajo el control de la casación; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer 
medio de Casación, el recurrente en síntesis sostiene: Que 
hay falta de base legal en la sentencia impugnada, porque 
la Corte a-qua para justificar el cuasi-delito sostiene que 
el recurrente violó el principio constitucional que consa-
gra la liberttad de tránsito, que nada tiene que ver con 
la difamación; que además, por las circunstancias que ro-
dean la detención de Suárez, a la una de la madrugada, 
próaú 1 : o a la propiedad del recurrente a quien le estaban lo  
roba.5.plátanos, es razonable que Amézquita se alarmara 
y que rodeara a Suárez con sus hijos. En el caso que nes 
ocupa no ha habido por parte del recurrente una actitud 
temeraria, abusiva, ni irreflexiva. Dicho recurrente se li 
mitó a solicitar la intervención de la autoridad y a aceptar 
la decisión de ésta. Y como para admitir la existencia de 
una falta civil en un caso como en de la especie, ésta debe 
cimentarse en los mismos elementos que constituyen ]a 
infracción, en nuestro caso no existe esa posibilidad ni re-
motamnte, puesto que la Corte a-qua ha admitido la fal-
ta cuasi-delictual puesta a cargo del recurrente, como una 
consecuencia de la violación de la regla constitucional que 
consagra la libertad de tránsito; pero, 

Considerando que los alegatos que preceden son los 
mismos expuestos por el recurrente en apoyo de su pri- 
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quita cometió con su actuación violenta, irreflexiva y ha s.. 
ta abusiva, una faltta con la cual causó perjuicios mate-
riales y morales a Guillermo Suárez, la cual está fundada 
en los mismos hechos que constituyen el objeto de la pre-
vención; 

Considerando que la Corte a-qua ha actuado correc. 
tamente al reconocer la existencia de una falta que cae 
bajo la aplicación del artículo 1382 del Código Civil, en 
los hechos señalados precedentemente, así como al admitir 
la naturaleza perjudicial de la misma, y al dejar, por úl-
timo, establecida la importancia del daño ocasianado y la 
relación directa que existe entre la falta cometida por el 
recurrente y el perjuicio sufrido por la víctima; 

Considerando en cuanto a la falsa aplicación de las 
decisiones jurisprudenciales, que la falta de fundamento de 
ese alegato es evidente, puesto que, los fallos de la Su-
prema Corte de Justicia en principio, no se imponen al 
criterio de los Jueces del fondo, sirviéndoles solamente co-
mo un medio de orientación, salvo que se trate de un se. 
gundo envío, que no es el caso de la especie; que ehales 
condiciones, el medio que se examina carece de fund nto 
y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo de su segundo me-
dio de casación, el recurrente fundamentalmente sostiene 
que la Corte a-que para demostrar la responsabilidad civil 
de Samuel Amézquita, afirma en la sentencia impugnada 
quP el Segundo Alcalde de León se negó a reducir a pri-
si5n a Guillermo Suárez, cuando la verdad es que dicho 
testigo al ver que los plátanos no eran recién cortados 
cumplió con su deber y soltó a Suárez. Que es indudable 
que este modo de considerar la actuación de la referida 
autoridad, implica una falsa interpretación de la función 
policial; pero, 

Considerando que en el medio que se acaba de indicar, 
el recurrente lo que pretende en realidad es reproducir 
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el alegato de desnaturalización de los hechos en otro 
aspecto; 

Considerando que la Corte a-qua hace constar en el 
fallo impugnado, que el testigo mencionado declaró y así 
consta en la hoja de audiencia correspondiente, "que des-
pués de hacer un examen de los plátanos y comprobar que 
no habían sido cortados recientemente, pensó que no po-
dían ser robados, por lo cual se negó a reducir a Suárez 
a prisión como se lo solicitó Amézquita"; que por consi-
guiente, los jueces del fondo apreciaron soberanamente la 
veracidad del testimonio de referencia, sin incurrir en des-
naturalización y por esa razón, la sentencia impugnada en 
ese aspecto no cae bajo el control de la casación; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer 
medio de Casación, el recurrente en síntesis sostiene: Que 
hay falta de base legal en la sentencia impugnada, porque 
la Corte a-qua para justificar el cuasi-delito sostiene que 
el recurrente violó el principio constitucional que consa-
gra la liberttad de tránsito, que nada tiene que ver con 
la difamación; que además, por las circunstancias que ro-
dean la detención de Suárez, a la una de la madrugada, 
próx5.::lo a la propiedad del recurrente a quien le estaban 
roba.?lo plátanos, es razonable que Amézquita se alarmara 
y que rodeara a Suárez con sus hijos. En el caso que nos 
ocupa no ha habido por parte del recurrente una actitud 
temeraria, abusiva, ni irreflexiva. Dicho recurrente se li 
mitó a solicitar la intervención de la autoridad y a aceptar 
la decisión de ésta. Y como para admitir la existencia de 
una falta civil en un caso como en de la especie, ésta debe 
cimentarse en los mismos elementos que constituyen la 
infracción, en nuestro caso no existe esa posibilidad ni re-
motamnte, puesto que la Corte a-qua ha admitido la fal-
ta cuasi-delictual puesta a cargo del recurrente, como una 
consecuencia de la violación de la regla constitucional que 
consagra la libertad de tránsito; pero, 

Considerando que los alegatos que preceden son los 
mismos expuestos por el recurrente en apoyo de su pri- 
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mer medio de casación, y por consiguiente, su falta de 
furidamento queda demotrada por las razones expuestas 
por esta Corte al examinar al aludido medio de casación; 
que en esa virtud, el medio que se examina también debe 
ser desestimado; 

Considerando que en la especie, no procede condenar 
en costas al recurrente que ha sucumbido porque el recu-
rrido no lo ha solicitado, y esta condenación no puede 
ser pronunciada de oficio; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in. 
terpuesto por Samuel Amézquita, contra la sentencia dic-
tarla por la Corte de Apelación de La Vega, en atribucio-
nes correccionales, en fecha 13 de julio de 1965, cuyo di--
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. B2r-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.-
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada 	los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 31 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del D. N., de fecha 9 
de enero de 1962. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Compañía Constructora Elmhurst, C. por A. 

Ahogado: 	Hipólito Sánchez Báez. 

Reeurridos: Hatuey Liquet y Compartes. 
Abogados: Dres. Claudio J. Adams Espinal y Luis Marino Alvarez 

Alonzo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto ¿,11  Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Góme t4Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
a los 31 días del mes de mayo del año 1966, años 123' de 
la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Constructora Elmhurst, C. por A., organizada de 
acuerdo con la leyes de la República Domniicana, domici-
liada en el kilómetro 8 de la carretera Duarte, contra la 
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito 
Nacional, en fecha 9 de enero de 1962, cuyo dispositivo se 

Copia más adelante; 
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mer medio de casación, y por consiguiente, su falta de 
fu..idamento queda demotrada por las razones expuestas 
por esta Corte al examinar al aludido medio de casación; 
que en esa virtud, el medio que se examina también debe 
ser desestimado; 

Considerando que en la especie, no procede condena:- 
en costas al recurrente que ha sucumbido porque el recu-
rrido no lo ha solicitado, y esta condenación no puede 
ser pronunciada de oficio; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Samuel Amézquita, contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de La Vega, en atribucio-
nes correccionales, en fecha 13 de julio de 1965, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— 
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada 	los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 31 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del D. N., de fecha 9 

de enero de 1962. 

Mat eria: Trabajo. 

izecurrente: Compañía Constructora Elmhurst, C. por A. 

.1 1 ,ogado: 	Hipólito Sánchez Báez. 

Hatuey Liquet y Compartes. 
Abogados: Dres. Claudio J. Adarns Espinal y Luis Marino Alvarez 

Alonzo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto c',) Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
ainneMavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
a los 31 días del mes de mayo del año 1966, años 123' de 
la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Constructora Elmhurst, C. por A., organizada de 
acuerdo con la leyes de la República Domniicana, domici-
liada en el kilómetro 8 de la carretera Duarte, contra la 
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito 
Nacional, en fecha 9 de enero de 1962, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Francisco Sánchez Báez, cédula 33469, 

serie lra., en representación del Dr. Hipólito Sánchez Bác7. 
cédula 32218, serie ira., abogado de la recurrente, en 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 5 de marzo de 1962; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos Hatuey 
Liquet, Pablo Gerardo Alegría, Luis Henríquez García N 
José Joaquín Jordine, suscrito por sus abogados Dres. Clau-
dio J. Adams Espinal, cédula 17598, serie ira., y Luis Me-
rino Alvarez Alonzo, cédula 28241, serie 54, y notificado 
al abogado de la recurrente en fecha 7 de abril de 1962; 

Visto el auto dictado en fecha 26 de mayo del corrien. 
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual llama a los Magistrados Pedro Mara Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Just a, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934 y 
926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18 y 443 del Código de Pro-
cedimiento Civil, 48, 56 y 62 de la Ley 637 de 1944 y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda laboral intentada contra la Compañía 
Constructora Elmhurst, C. por A., el Juzgado de Paz de 
Trabajo, del Distrito Nacional, apoderado del asunto, dic-
tó en fecha 6 de marzo de 1959, una sentencia cuyo dispo- 
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sil ivo es el siguiente: "Falla: Primero: Concede un plazo 
de 15 días para depositar documentos y ampliaciones de 
defensa; Segundo: Fija el día 25 de abril de año en curso 
(1959), a las nueve horas de la mañana, para conocer de 
la audiencia de informativo a que se ha hecho referencia 
anteriormente; Tercero: Ordena, que las partes comparez-
can el día y hora mencionados, acompañados de sus tes-
tigos para ser oídos en dicha audiencia; Cuarto: Ordena 
que el secretario de este Juzgado de Paz de Trabajo, r"?..- 
mita una copia certificada de la presente sentencia a cada 
una de las partes"; b) que en fecha 3 de abril de 1959, la 
Compañía Elmhurst apeló de esa sentencia; c) que en fecha 
5 de alai-1 de 1961, la Cámara de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó acerca del caso, una sentencia cuyo dispositi-
vo es el siguiente: 'Talla: Primero: Declara inadmisible el 
recurso de apelación interpuesto por la Compañía Cons-
tructora Elmhurst, C. por A., contra sentencia del Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 6 de 
marzo de 1959 dictada en favor de Hatuey Liquet, Luis 
Henríquez García, Fabio Gerardo Alegría, José Joaquín 
Jordines e Hilario Tayson, por los motivos precedentemen-
te enuestes; Segundo: Condena a la Compaña Constructo-
r,. E,K1 thurst, C. por A., parte sucumbiente, al pago de las 
costas' del procedimiento, tan solo en un cincuenta por 
ciento, de acuerdo con los artículos 691 del Código de 
Trabajo y 52-Mod. de la Ley 637, sobre Contratos de Tra-
baje, vigente; ordenándose su distracción en provecho de 
los doctores Claudio J. Adams Espinal y Luis Marino Al-
varez Alonzo, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad"; ch) que contra esa sentencia recurrió en ca-
sación la Compañía Elmhurst y la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó en fecha 5 de febrero de 1962, una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Primero: Casa la sen-
tencia dictada en fecha 5 de abril de 1961, por la Cámara 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, como Tribunal de Segundo Grado, cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía el 
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marzo de 1959 dictada en favor de Hatuey Liquet, Luis 
Henríquez García, Fabio Gerardo Alegría, José Joaquín 
Jordines e Hilario Tayson, por los motivos precedentemen-
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baje, vigente; ordenándose su distracción en provecho de 
los doctores Claudio J. Adams Espinal y Luis Marino Al-
varez Alonzo, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad"; ch) que contra esa sentencia recurrió en ca-
sación la Compañía Elmhurst y la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó en fecha 5 de febrero de 1962, una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Primero: Casa la sen-
tencia dictada en fecha 5 de abril de 1961, por la Cámara 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, como Tribunal de Segundo Grado, cuyo dispo-
.sitivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía el 

    

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Francisco Sánchez Báez, cédula 33469, 

serie lra., en representación del Dr. Hipólito Sánchez Báez, 
cédula 32218, serie lra., abogado de la recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogad') 
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 5 de marzo de 1962; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos Hatuey 
Liquet, Pablo Gerardo Alegría, Luis Henríquez García 
José Joaquín Jordine, suscrito por sus abogados Dres. Clau-
dio J. Adams Espinal, cédula 17598, serie lra., y Luis Ma-
rino Alvarez Alonzo, cédula 28241, serie 54, y notificado 
al abogado de la recurrente en fecha 7 de abril de 1962; 

Visto el auto dictado en fecha 26 de mayo del corrien.. 
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual llama a los Magistrados Pedro Mara Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Just a, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934 y 
926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18 y 443 del Código de Pro-
cedimiento Civil, 48, 56 y 62 de la Ley 637 de 1944 y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda laboral intentada contra la Compañía 
Constructora Elmhurst, C. por A., el Juzgado de Paz de 
Trabajo, del Distrito Nacional, apoderado del asunto, dic-
tó en fecha 6 de marzo de 1959, una sentencia cuyo dispo- 
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asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas"; 
d) que después de realizado el informativo ordenado par 
su sentencia el 6 de marzo de 1959, el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 5 de junio 
de 1959, una sentencia sobre el 'fondo, la cual acogió en 
parte las pretensiones de los trabajadores demandantes; e) 
que sobre los recursos de apelación interpuestos contra esa 
sentencia por las partes en litis, la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 18 de noviembre de 1959, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero. 
Ordena que la parte más diligente deposite en la Secretaria 
de esta Cámara un ejemplar auténtico de la sentencia 
impugnada, dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, en fecha 5 de junio de 1959, en un plazo 
de diez días francos a contar de la notificación de esta sen-
tencia, al término del cual este Tribunal considerará el 
asunto en estado de ser fallado, y, sin necesidad de nueva 
audiencia, dictará la sentencia que creyere de lugar en la 
audiencia pública correspondiente; Segundo: Reserva las 
costas"; f) que en fecha 10 de mayo de 1960, la misma Cá-
mara. dictó una sentencia cuyo dispositivo es el si lente: 
"Falla: Primero: Acoge favorablemente las conclusio de 
la Compañía Constructora Elmhurst, C. por A., ve idas 
en audiencia en fecha 25 de septiembre de 1959, y en con-
secuencia, Sobresee el conocimiento y fallo del presente 
recurso de apelación intentado por dicha compañía con-
tra la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo de este 
Distrito Nacional, de fecha 5 de junio de 1959, dictada en 
favor de Hatuey Liquet, José Jordines, Hilario Tarson, Luis 
E. García y Fabio G. Alegría, hasta tanto se conozca y de-
cida sobre el recurso de alzada que interpuso dicha com-
pañía contra sentencia interlocutoria del mismo Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, fechada a 6 de 
marzo de 1959; Segundo: Reserva las costas"; g) que en 
fecha 4 de julio de 1961, la indicada Cámara, dictó una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primera: 

D.:clara la existencia legal del preliminar de conciliacion, 
según los motivos precedentemente expresados, sobre la li-
tis de que se trata; Segundo: Irradia del presente proceso 
al trabajador Hilario Félix Tayson, por las razones expues-
tas; Tercero: Ordena la comparecencia personal del traba-
jador José Joaquín Jordines, para los fines apuntados en 
parte anterior de este fallo; Cuarto: Ordena, antes de hacer 
derecho sobre el 'fondo en el presente recurso de apelación, 
que los trabajadores reclamantes prueben los hechos enun-
ciados en el cuerpo de esta sentencia, mediante Informativo 
testimonial, reservando el Contra-informativo de derecho 
a la compañía apelante y ordenando, además, la compare-
cencia personal de dichas partes en litis; Quinto: Fija el 
veinticinco de julio de 1961, a las 9:30 de la mañana, para 
realizar las medidas ordenadas en los ordinales tercero y 
cuarto de esta sentencia; Sexto: Condena a la Compañía 
Constructora Elmhurst, C. por A., parte sucumbiente, al 
pago de las costas de este incidente, tan sólo en un cin-
cuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del 
Código de Trabajo y 52-Mod. de la Ley No. 637, sobre Con-
tratos de Trabajo, vigente, ordenándose su distracción en 
provlicho de los Dres. Claudio J. Adams Espinal y Luis 
M. .varez Alonzo, abogados que afirman haberlas avan-
zadoen su totalidad"; h) que en fecha 3 de agosto de 1961. 
la referida Cámara dictó acerca del caso una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Acoge 
las conclusiones vertidas en audiencia por la Compañía 
Constructora Elmhurst, C. por A., y en consecuencia, so-
bresee el conocimiento de lo ordenado por nuestra senten-
c'a de fecha 4 de julio de 1961, hasta tanto se decida sobre 
la instancia en solicitud de suspensión de ejecución de la 
sentencia a que se ha hecho referencia en el presente fallo; 
Segundo: Reserva las costas"; i) que en fecha 24 de no-
viembre de 1961, la aludida Cámara dictó una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Dispone, 
antes de dedir derecho sobre el fondo en el presente recur-
so de apelación, que ambas partes en litis depositen todos 
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asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas", 
d) que después de realizado el informativo ordenado par 
su sentencia el 6 de marzo de 1959, el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 5 de junio 
de 1959, una sentencia sobre el 'fondo, la cual acogió en 
parte las pretensiones de los trabajadores demandantes; e) 
que sobre los recursos de apelación interpuestos contra esa 
sentencia por las partes en litis, la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 18 de noviembre de 1959. 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero. 
Ordena que la parte más diligente deposite en la Secretaria 
de esta Cámara un ejemplar auténtico de la sentencia 
impugnada, dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, en fecha 5 de junio de 1959, en un plazo 
de diez días francos a contar de la notificación de esta sen-
tencia, al término del cual este Tribunal considerará el 
asunto en estado de ser fallado, y, sin necesidad de nueva 
audiencia, dictará la sentencia que creyere de lugar en la 
audiencia pública correspondiente; Segundo: Reserva las 
costas"; f) que en fecha 10 de mayo de 1960, la misma Cá-
mara ;  dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siiente. gths 

 "Falla: Primero: Acoge favorablemente las conclusio s de 
la Compañía Constructora Elmhurst, C. por A., ve idas 
en audiencia en fecha 25 de septiembre de 1959, y en con-
secuencia, Sobresee el conocimiento y fallo del presente 
recurso de apelación intentado por dicha compañía con-
tra la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo de este 
Distrito Nacional, de fecha 5 de junio de 1959, dictada en 
favor de Hatuey Liquet, José Jordines, Hilario Tarson, Luis 
E. García y Fabio G. Alegría, hasta tanto se conozca y de-
cida sobre el recurso de alzada que interpuso dicha com-
pañía contra sentencia interlocutoria del mismo Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, fechada a 6 de 
marzo de 1959; Segundo: Reserva las costas"; g) que en 
fecha 4 de julio de 1961, la indicada Cámara, dictó una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 

Mclara la existencia legal del preliminar de conciliacion, 
según los motivos precedentemente expresados, sobre la 1:- 
tis de que se trata; Segundo: Irradia del presente proceso 
al trabajador Hilario Félix Tayson, por las razones expues-
tas; Tercero: Ordena la comparecencia personal del traba-
jador José Joaquín Jordines, para los fines apuntados en 
parte anterior de este fallo; Cuarto: Ordena, antes de hacer 
derecho sobre el 'fondo en el presente recurso de apelación, 
que los trabajadores reclamantes prueben los hechos enun-
ciados en el cuerpo de esta sentencia, mediante Informativo 
testimonial, reservando el Contra-informativo de derecho 
a la compañía apelante y ordenando, además, la compare-
cencia personal de dichas partes en litis; Quinto: Fija el 
veinticinco de julio de 1961, a las 9:30 de la mañana, para 
realizar las medidas ordenadas en los ordinales tercero y 
cuarto de esta sentencia; Sexto: Condena a la Compañía 
Constructora Elmhurst, C. por A., parte sucumbiente, al 
pago de las costas de este incidente, tan sólo en un cin-
cuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del 
Código de Trabajo y 52-Mod. de la Ley No. 637, sobre Con-
tratos de Trabajo, vigente, ordenándose su distracción en 
provicho de los Dres. Claudio J. Adams Espinal y Luis 
M. varez Alonzo, abogados que afirman haberlas avan--.› 
zafio en su totalidad"; h) que en fecha 3 de agosto de 1961. 
la referida Cámara dictó acerca del caso una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Acoge 
las conclusiones vertidas en audiencia por la Compañía 
Constructora Elmhurst, C. por A., y en consecuencia, so-
bresee el conocimiento de lo ordenado por nuestra senten-
&a de fecha 4 de julio de 1961, hasta tanto se decida sobre 
la instancia en solicitud de suspensión de ejecución de la 
sentencia a que se ha hecho referencia en el presente fallo; 
Segundo: Reserva las costas"; i) que en fecha 24 de no-
viembre de 1961, la aludida Cámara dictó una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Dispone, 
antes de dedir derecho sobre el fondo en el presente recur-
so de apelación, que ambas partes en litis depositen todos 
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los documentos que han figurado en el expediente, espe-
cial y señaladamente el acto de Apelación y la sentencia 
recurrida, depósito éste último a cargo de la Compañía 
apelante, según los motivos precedentemente expuestos; 
Segundo: Concede a las partes un plazo de diez días fran-
cos. a partir de la notificación de esta sentencia, para que 
efectúen el depósito ordenado en el ordinal anterior, al 
término del cual plazo e] presente asunto se considerará 
en estado de recibir fallo sobre el fondo, sin necesidad de 
celebrarse nueva audiencia, y el Tribunal dictará la sen-
tencia que creyera de lugar en la audiencia pública co-
rrespondiente; Tercero: Reserva las costas"; j) que el dis-
positivo de esa sentencia le fue notificado a la Compañía 
Constructora Elmhurst, C. por A., y a su abogado, en fecha 
7 de diciembre de 1961; k) que como las partes en litis no 
aportaron los documentos antes señalados, intervino la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: Primero: Declara inadmisibles, por los motivos pre-
cedentemente expuestos, los recursos de apelación inten-
tados, principalmente, por la Compañía Constructora Elm-
hurst, C. por A., e incidentalmente, por Hatuey Liquet -lo-
sé Joaquín Jardines, Hilario Tarson, Luis E. García Fa-
bio G. Alegría, contra la sentencia de Juzgado de P de 
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 5 de junio de 1959, 
dictada parcialmente en favor de estos últimos; Segundo: 
Compensa, pura y simplemente, las costas causadas en el 
procedimiento"; 

Considerando que en su memorial de casación, la re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Fa!-
ta de base legal. Falta de examen de los documentos some-
tidos al Tribunal a-quo. Contradicción de sentencia. Moti-
vación insuficiente y contradictoria. Violación por descono-
cimiento y falta de aplicación del artículo 61 de la Ley 
637 del 16 de junio de 1944 sobre Contratos de Trabajo, 
modif cado por la Ley 5055 del 19 de diciembre de 1958; 
Violación por desconocimiento y falta de aplicación del ar- 
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título 56 de la Ley 637 sobre Contratos de Trabajo, citada; 
Segundo Medio: Violación del derecho de defensa. Viola-
ción por desconocimiento y falta de aplicación del artículo 
8, párrafo 2, inciso h de la Constitución de la República; 
Denegación de justicia. Exceso de Poder. Tercer Medio: 
Violación por desconocimiento y falta de aplicación del ar-
ticulo 141 del Código de Procedimiento Civil. No contiene 
las conclusiones de las partes y el pretendido resumen que 
hizo de ellas no es correcto y no permite el control de la 
Suprema Corte. Falta de motivos o motivación insuficien-
te. Cuarto Medio: Violación por desconocimiento y falta de 
aplicación del artículo 191 del Código de Trabajo. Viola-
ción por desconocimiento y falta de aplicación de la Ley 
No. 4123 del año 1955. Violación po rdesconocimiento y fal-
ta de aplicación de la Resolución No. 4/58 del Secretario 
de Estado de Trabajo que establece una jornada de hasta 
10 horas diarias a los trabajadores que ejecutan labores in 
terv.nientes o que requieren su sola presencia entre los 
cuales los capataces, etc., calidad que invocan los deman-
dantes (ver Código de Trabajo, cuarta edición, 1959, pa-
gin.. No. 226, apéndice No. 23); Quinto Medio: Violacióa 
del ,recepto jurídico establecido por la jurisprudencia cons-
tante de la Suprema Corte de Justicia de la República, si-
guiente: "cualquier sentencia que pudiere dictarse sobre 
el fondo sería anulada de anularse la sentencia interlocu-
toi ia que le sirve de base" (Boletín Judicial No. 583, 1959); 

Considerando que en el desenvolvimiento de su primer 
mei' o de casación, la recurrente alega en síntesis; que la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, ha incurrido en 
contradicción de sentencias, al declarar inadmisible su ape-
lación, después de haber dictado en fecha 4 de julio de 
1961, una sentene a que además de haber decidido parcial-
mente el fondo del asunto, ordenó un contrainformativo y 
la comparecencia personal de las partes, lo que implica-
ba la admisión de la apelación en la forma; que en esas 
condiciones sostiene la recurrente, la sentencia impugnada 
de ,e ser casada; 



838 	 BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 	 839 

los documentos que han figurado en el expediente, espe-
cial y señaladamente el acto de Apelación y la sentencia 
recurrida, depósito éste último a cargo de la Compañía 
apelante, según los motivos precedentemente expuestos; 
Segundo: Concede a las partes un plazo de diez días fran-
cos, a partir de la notificación de esta sentencia, para que 
efectúen el depósito ordenado en el ordinal anterior, al 
término del cual plazo e] presente asunto se considerará 
en estado de recibir fallo sobre el fondo, sin necesidad de 
celebrarse nueva audiencia, y el Tribunal dictará la sen-
tencia que creyera de lugar en la audiencia pública co-
rrespondiente; Tercero: Reserva las costas"; j) que el dis-
positivo de esa sentencia le 'fue notificado a la Compañía 
Constructora Elmhurst, C. por A., y a su abogado, en fecha 
7 de diciembre de 1961; k) que como las partes en litis no 
aportaron los documentos antes señalados, intervino la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: Primero: Declara inadmisibles, por los motivos pre-
cedentemente expuestos, los recursos de apelación inten-
tados, principalmente, por la Compañía Constructora Elni-
hurst, C. por A., e incidentalmente, por Hatuey Liquet Jo-
sé Joaquín Jardines, Hilario Tarson, Luis E. García Fa-
bio G. Alegría, contra la sentencia de Juzgado de P de 
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 5 de junio de 1959, 
dictada parcialmente en favor de estos últimos; Segundo: 
Compensa, pura y simplemente, las costas causadas en el 
procedimiento"; 

Considerando que en su memorial de casación, la re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Fa!-
ta de base legal. Falta de examen de los documentos some-
tidos al Tribunal a-quo. Contradicción de sentencia. Moti-
vación insuficiente y contradictoria. Violación por descono-
cimiento y falta de aplicación del artículo 61 de la Ley 
637 del 16 de junio de 1944 sobre Contratos de Trabajo, 
modif cado por la Ley 5055 del 19 de diciembre de 1958; 
Violación por desconocimiento y falta de aplicación del ar- 

tículo 56 de la Ley 637 sobre Contratos de Trabajo, citada; 
Segundo Medio: Violación del derecho de defensa. Viola. 
cion por desconocimiento y falta de aplicación del artículo 
8, párrafo 2, inciso h de la Constitución de la República; 
Denegación de justicia. Exceso de Poder. Tercer Medio: 
Violación por desconocimiento y falta de aplicación del ar-
ticulo 141 del Código de Procedimiento Civil. No contiene 
las conclusiones de las partes y el pretendido resumen que 
hizo de ellas no es correcto y no permite el control de la 
Suprema Corte. Falta de motivos o motivación insuficien-
te. Cuarto Medio: Violación por desconocimiento y falta de 
aplicación del artículo 191 del Código de Trabajo. Viola-
ción por desconocimiento y falta de aplicación de la Ley 
No. 4123 del año 1955. Violación po rdesconocimiento y fal-
ta de aplicación de la Resolución No. 4/58 del Secretario 
de Estado de Trabajo que establece una jornada de hasta 
10 horas diarias a los trabajadores que ejecutan labores in 
terv.nientes o que requieren su sola presencia entre los 
cuales los capataces, etc., calidad que invocan los deman-
dantes (ver Código de Trabajo, cuarta edición, 1959, pa-
gin:., No. 226, apéndice No. 23); Quinto Medio: Violación 
del precepto jurídico establecido por la jurisprudencia cons-
tante de la Suprema Corte de Justicia de la República, si-
guiente: "cualquier sentencia que pudiere dictarse sobre 
el fondo sería anulada de anularse la sentencia interlocu-
tolia que le sirve de base" (Boletín Judicial No. 583, 1959); 

Considerando que en el desenvolvimiento de su primer 
niel . ° de casación, la recurrente alega en síntesis; que la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, ha incurrido en 
contradicción de sentencias, al declarar inadmisible su ape-
lación, después de haber dictado en fecha 4 de julio de 
1961, una sentenc"a que además de haber decidido parcial-
mente el fondo del asunto, ordenó un contrainformativo y 
la comparecencia personal de las partes, lo que implica-
ba la admisión de la apelación en la forma; que en esas 
condiciones sostiene la recurrente, la sentencia impugnada 
de Je ser casada; 
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Considerando que el examen del fallo impugnado p u_ 
ne de manifiesto que el Juez a-quo declaró inadmisibin 
la apelación de la Compañía recurrente sobre el funda 
manto de que ella no depositó la copia certificada de la 
sentencia apelada, ni el acto de apelación, en los plazos por 
él concedidos en su sentencia del 24 de noviembre de 1961, 
ni posteriormente que, además, en la sentencia impugnada 
se expresa "que si bien es cierto que estos dos últimos do-
cuinentos obraron en el expediente con motivo de senten-
cias anteriores de este Tribunal, en las cuales se admitió 
implícitamente en la forma el presente recurso de apela-
ción, no menos verdadero es que todo Tribunal de alzada 
debe tener a su disposición, cuando vaya a decidir sobre 
el fondo del asunto, un ejemplar del acto que originó el 
recurso y una copia certificada -  de la sentencia impugnada, 
con el propósito de apreciar los agravios formulados contra 
el fallo recurrido y ponderar los méritos de dicho fallo"; 

Considerando que en el presente caso es constante 
que la Cámara a-qua dictó en fecha 4 de julio de 1961, una 
sentencia cuyo dispositivo se ha transcrito anterionte, rri 
sentencia que además de tener el carácter de interl uto-
ria porque ordenó medidas de instrucción que prejuzgaban 
el fondo, decidió definitivamente acerca de puntos esen-
ciales de la presente litis como el relativo a la existencia 
legal del preliminar de conciliación; que dicha Cámara pa-
ra fallar de ese modo, tuvo necesariamente, que admitir 
en la forma, el recurso de apelación de la Compañía recu-
rrente que como posteriormente, el Juez a-quo estimó que 
los referidos documentos eran indispensables para decidir 
el fondo de la litis y otorgó un plazo para que la apelante 
los depositara nuevamente, la sanción al incumplimiento 
de esa obligación, no pudo ser, en la especie, la inadmisión 
de la apelación, como lo decidió el Juez a-quo, porque tal 
solución es contradictoria con el fallo del 4 de julio de 
1961, a que se ha hecho referencia, que había adquirido ya 
en ese aspecto, la autoridad de la cosa juzgada; que, por 
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consiguiente, la sentencia impugnada debe ser casada, sin 
que sea necesario ponderar los demás medios del recurso; 

Considerando que cuando la sentencia es casada por 
violación de las reglas procesales cuyo cumplimiento esté 
a cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 
9 de enero de 1962, cuyo dispositivo se ha copiado en otro 
lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el Juz• 
gado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís; y 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando E. 
Rnvelo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— 
Luís Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro 
María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.-- 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diene,ia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firn da, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que el examen del fallo impugnado p u_ 
ne de manifiesto que el Juez a-quo declaró inadmisibln 
la apelación de la Compañía recurrente sobre el funda-
mento de que ella no depositó la copia certificada de la 
sentencia apelada, ni el acto de apelación, en los plazos por 
él concedidos en su sentencia del 24 de noviembre de 1961, 
ni posteriormente que, además, en la sentencia impugnada 
se expresa "que si bien es cierto que estos dos últimos do-
cuinentos obraron en el expediente con motivo de senten-
cias anteriores de este Tribunal, en las cuales se admitió 
implícitamente en la forma el presente recurso de apela-
ción, no menos verdadero 'es que todo Tribunal de alzada 
debe tener a su disposición, cuando vaya a decidir sobre 
el fondo del asunto, un ejemplar del acto que originó el 
recurso y una copia certificada de la sentencia impugnada, 
con el propósito de apreciar los agravios formulados contra 
el fallo recurrido y ponderar los méritos de dicho fallo"; 

Considerando aue en el presente caso es constante 
que la Cámara a-qua dictó en fecha 4 de julio de 1961, una 
sentencia cuyo dispositivo se ha transcrito anterionte. rri 
sentencia que además de tener el carácter de interl uto-
ria porque ordenó medidas de instrucción que prejuzgaban 
el fondo, decidió definitivamente acerca de puntos esen-
ciales de la presente litis como el relativo a la existencia 
legal del preliminar de conciliación; que dicha Cámara pa-
ra fallar de ese modo, tuvo necesariamente, que admitir 
en la forma, el recurso de apelación de la Compañía recu-
rrente que como posteriormente, el Juez a-quo estimó que 
los referidos documentos eran indispensables para decidir 
el fondo de la litis y otorgó un plazo para que la apelante 
los depositara nuevamente, la sanción al incumplimiento 
de esa obligación, no pudo ser, en la especie, la inadmisión 
de la apelación, como lo decidió el Juez a-quo, porque tal 
solución es contradictoria con el fallo del 4 de julio de 
1961, a que se ha hecho referencia, que había adquirido ya 
en ese aspecto, la autoridad de la cosa juzgada; que, por  

consiguiente, la sentencia impugnada debe ser casada, sin 
que sea necesario ponderar los demás medios del recurso; 

Considerando que cuando la sentencia es casada por 
violación de las reglas procesales cuyo cumplimiento esté 
a cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 
9 de enero de 1962, cuyo dispositivo se ha copiado en otro 
lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el Juz-
gado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís; y 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.—
Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro 
María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.-- 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
dienc,ia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
'fina da, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito Na-
cional, de fecha 8 de febrero de 1966. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Dra. Nilda Núñez Abreu de Laboy y Francisco 
Antonio Leo. 

Abogados: Dr. Ponciano Rondón Sánchez y Lic. Héctor Sáncblz 
Morcelo. 

Recurridos: Leslie O. Barnes, Oscar Leschorn Ortiz, Alfredo Les-
chorn Ortiz, Ramón Abersio Batista y Ramón Daniel Ta-
veras Guzmán. 

Ahogados: Dr. Alfonso Ovalles Martínez, Lic. Freddy Prestol Cas-
tillo, Dra. Luz Bethania Peláez Ortiz de Pina, Dr. Rafael 
Aníbal Solimán Pérez y Dr. Bienvenido Canto y Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
	1 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfre-
do Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Funte, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. 
García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Sa-
viñón, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo 
A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, hoy día 31 de mayo de 1966, años 123' 
de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por la Dr11. 
Nilda Núñez Abreu de Laboy, dominicana, médico, cédula 
23806, serie lra., domiciliada en esta ciudad; y Francisco 
Antonio Leo, dominicano, mayor de edad, casado, oficinis-
ta, cédula 33437, serie 54, domiciliado en esta ciudad, con-
tra la dec:sión de la Cámara de Calificación del Distrito 
Nacional, de fecha 8 de febrero de 1966, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Oído el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, cédula 57606, 

serie ira., abogado del recurrente Francisco Antonio Leo, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Alfonso Ovalles Martínez, cédula 6396, 
serie 64, abogado del prevenido Leslie O. Barnes, norteame-
ricano, mayor de edad, comerciante, casado del domicilio 
y residencia de la ciudad de Washington, D. C,. Estados 
Unidos de Norteamérica, en la lectura de sus conclusiones; 

'.do el Dr. Ramón Pina Acevedo Martínez, cédula 
43135, serie lra., por sí y por el Lic. Freddy Prestol Casti-
llo, abogados del prevenido Oscar Leschorn Ortiz, domini-
cano, mayor de edad, casado, comerciante, de este domici-
lio y residencia, cédula 45804, serie lra., en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oída la Dra. Luz Bethania Peláez Ortiz de Pina, cé-
dula 9960, serie 18, abogada del prevenido Alfredo Les-
chorn Ortiz, dominicano, mayor de edad, comerciante, ca-
sado, de este domicilio y residencia, cédula 20753, serie 37, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez, cédula 
16776, serie 47, abogado del prevenido Ramón Abersio Ba-
tista, dominicano, mayor de edad, casado, oficinista, domi-
ciliado en esta ciudad, cédula 65203, serie ira., en la lec-
tura de sus conclusiones; 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE MAYO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito Na-
cional, de fecha 8 de febrero de 1966. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Dra. Nilda Núñez Abreu de Laboy y Francisco 
Antonio Leo. 

Abogados: Dr. Ponciano Rondón Sánchez y Lic. Héctor Sánchez 
Morcelo. 

Recurridos: Leslie O. Barnes, Oscar Leschorn Ortiz, Alfredo Les-
chorn Ortiz, Ramón Abersio Batista y Ramón Daniel Ta-
veras Guzmán. 4 

Ahogados: Dr. Alfonso Ovalles Martínez, Lic. Freddy Prestol Cas-
tillo, Dra. Luz Bethania Peláez Ortiz de Pina, Dr. Rafael 
Aníbal Solimán Pérez y Dr. Bienvenido Canto y Rosario. 

1 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfre-
do Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Funte, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. 
García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Sa-
viñón, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo 
A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, hoy día 31 de mayo de 1966, años 123' 
de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por la Dra. 
Nilda Núñez Abreu de Laboy, dominicana, médico, cédula 
23806, serie lra., domiciliada en esta ciudad; y Francisca 
Antonio Leo, dominicano, mayor de edad, casado, oficinis-
ta, cédula 33437, serie 54, domiciliado en esta ciudad, con-
tra la dec:sión de la Cámara de Calificación del Distrito 
Nacional, de fecha 8 de febrero de 1966, cuyo dispositivo 
c copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Oído el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, cédula 57606, 

serie lra., abogado del recurrente Francisco Antonio Leo, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Alfonso Ovalles Martínez, cédula 6396, 
serie 64, abogado del prevenido Leslie O. Barnes, norteame-
ricano, mayor de edad, comerciante, casado del domicilio 
y residencia de la ciudad de Washington, D. C,. Estados 
Unidos de Norteamérica, en la lectura de sus conclusiones; 

( ido el Dr. Ramón Pina Acevedo Martínez, cédula 
43139, serie Ira., por sí y por el Lic. Freddy Prestol Casti-
llo, abogados del prevenido Oscar Leschorn Ortiz, domini-
cano, mayor de edad, casado, comerciante, de este domici-
lio y residencia, cédula 45804, serie lra., en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oída la Dra. Luz Bethania Peláez Ortiz de Pina, cé-
dula 9960, serie 18, abogada del prevenido Alfredo Les-
chorn Ortiz, dominicano, mayor de edad, comerciante, ca-
sado, de este domicilio y residencia, cédula 20753, serie 37, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez, céduli 
16776, serie 47, abogado del prevenido Ramón Abersio Ba-
tista, dominicano, mayor de edad, casado, oficinista, domi-
ciliado en esta ciudad, cédula 65203, serie ira., en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Oído el Dr. Tobías Cuello L., cédula 56130, serie ira 
en representación del Dr. Bienvenido Canto y Rosario, 
cédula 16776, serie 47, abogado del prevenido Ramón Da-
niel Taveras Guzmán, dominicano, mayor de edad, casado, 
domiciliado en esta ciudad, contable, cédula 33437, serle 
54, en la lectura de sus conclusiones; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento de Fran-
cisco Antonio Leo; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
cretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento del Lic. 

Héctor Sánchez Morcelo, abogado de la recurrente Dra. 
Nilda Núñez de Laboy; 

Visto el escrito de fecha 19 de abril de 1966, si_b-
críto por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, a nombre del 
prevenido Francisco Antonio Leo; 

Visto el escrito de fecha 19 de abril de 1966, suscrito 
por el Dr. Alfonso Ovalles Martínez, abogado del preve-
nido Leslie O. Barnes; 

Visto el escrito de fecha 18 de abril de 1966, auscrito 
por el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez y poWl Lic. 
Freddy Prestol Castillo, a nombre del prevenido Oscar 
Leschorn Ortiz; 

Visto el escrito de fecha 21 de abril de 1966, suscrito 
pur la Dra. Luz Bethania Peláez Ortiz de Pina, a nombre 
del prevenido Alfredo Leschorn Ortiz; 

Visto el escrito de fecha 20 de abril de 1966, suscrito 
por el Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez, a nombre del 
prevenido Ramón Abersio Batista; 

Visto el escrito de fecha 21 de abril de 1966, suscrito 
por el Dr. Bienvenido Canto y Rosario, a nombre y repre-
sentación del prevenido Ramón Daniel Taveras Guzmán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, 139, 146, 157 de la Consti-
tución; 127 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 Y 

20 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en el expediente relativo al recur-

sc, de que se trata consta lo siguiente: a) que en fecha 7 
de enero de 1966, el Dr. Luis E. Cambero Gil, actuando 
como Juez de Instrucción de la Segunda Circunscripción 
del Distrito Nacional dictó una Providencia Calificativa 
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que de esa Pro-
videncia Calificativa apelaron los señores Oscar Leschorn 
Ortiz, Alfredo Leschorn Ortiz, Ramón Abersio Batista, 
Francisco Antonio Leo, Leslie O. Barnes y Ramón Daniel 
Taveras; e) que la Cámara de Calificación del Distrito Na-
cional constituída por un Juez de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, y por dos Jueces de las Cámaras Pena-
les del Distrito Nacional, conoció de dicho recurso de ape-
lación, y en fecha 8 de febrero de 1966, dictó al respecto 
la Providencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: 
Resuelve: Primero: Declara regular y válido en la forma el 

•urso de apelación interpuesto por los acusados Oscar 
Leschorn Ortiz, Alfredo Leschorn Ortiz, Ramón Abersio 
Batista, Francisco Antonio Leo, Leslie O. Barnes y Ramón 
I) miel +Taveras, por haber sido interpuesto conforme las 
norma procedimentales; Segundo: Anula la Providencia 
Calificativa recurrida, dictada por el Magistrado Juez de 
Instrucción de la Segunda Circunscripción del Distrito Na-
cional, de fecha 7 del mes de enero del año 1966, cuya 
parte dispositiva copiada textualmente dice así: Resolve-
mos: Primero: Que existen cargos suficientes para enviar 
al Tribunal Criminal a los nombrados Oscar Leschorn Or-
tiz. Ramón Daniel Taveras, Leslie O. Barnes (prófugo de 
la justicia) y Alfredo Leschorn Ortiz, como co-autores de 
Abiiso de confianza siendo el primero y el segundo asala-
riados y cometerse la infracción por una suma muchas 
veces mayor de RD$5,000.00, en perjuicio de la Dra. Nil-
da Núñez Abreu de Laboy, por ser ésta propietaria de 700 
acciones de National Auto Rental Corporation, con cuyos 
ingresos se realizaron los actos de distracción y disipa-
ción anteriormente especificados; Segundo: Que existen 
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Oído el Dr. Tobías Cuello L., cédula 56130, serie lra., 
en representación del Dr. Bienvenido Canto y Rosario, 
cédula 16776, serie 47, abogado del prevenido Ramón Da-
niel Taveras Guzmán, dominicano, mayor de edad, casado, 
domiciliado en esta ciudad, contable, cédula 33437, serie 
54, en la lectura de sus conclusiones; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento de Fran-
cisco Antonio Leo; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
cretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento del Lic.'. 

Héctor Sánchez Morcelo, abogado de la recurrente Dra. 
Nilda Núñez de Laboy; 

Visto el escrito de fecha 19 de abril de 1966, so:,- 
crito por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, a nombre del 
prevenido Francisco Antonio Leo; 

Visto el escrito de fecha 19 de abril de 1966, suscrl to 
por el Dr. Alfonso Ovalles Martínez, abogado del preve-
ni'lo Leslie O. Barnes; 

Visto el escrito de fecha 18 de abril de 1966,auscrito 
por el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez y poiLl Lic. 
Freddy Prestol Castillo, a nombre del prevenido Oscar 
Leschorn Ortiz; 

Visto el escrito de fecha 21 de abril de 1966, suscrito 
por la Dra. Luz Bethania Peláez Ortiz de Pina, a nombre 
del prevenido Alfredo Leschorn Ortiz; 

Visto el escrito de fecha 20 de abril de 1966, suscrito 
por el Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez, a nombre del 
prevenido Ramón Abersio Batista; 

Visto el escrito de fecha 21 de abril de 1966, suscrito 
por el Dr. Bienvenido Canto y Rosario, a nombre y repre-
sentación del prevenido Ramón Daniel Taveras Guzmán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, 139, 146, 157 de la Consti-
tución; 127 del Código de Procedimiento Criminal; y 1y 

  

20 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en el expediente relativo al recur-

so de que se trata consta lo siguiente: a) que en fecha 7 
de enero de 1966, el Dr. Luis E. Cambero Gil, actuando 
como Juez de Instrucción de la Segunda Circunscripción 
del Distrito Nacional dictó una Providencia Calificativa 
cuyo d:spositivo se copia más adelante; b) que de esa Pro-
\ irl.encia Calificativa apelaron los señores Oscar Leschorn 
Ortiz, Alfredo Leschorn Ortiz, Ramón Abersio Batista, 
Francisco Antonio Leo, Leslie O. Barnes y Ramón Daniel 
Taveras; e) que la Cámara de Calificación del Distrito Na-
cional constituída por un Juez de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, y por dos Jueces de las Cámaras Pena-
les del Distrito Nacional, conoció de dicho recurso de ape-
lación, y en fecha 8 de febrero de 1966, dictó al respecto 
la Providencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: 
Resuelve: Primero: Declara regular y válido en la forma el 

•urso de apelación interpuesto por los acusados Oscar 
Leschorn Ortiz, Alfredo Leschorn Ortiz, Ramón Abersio 
Batista, Francisco Antonio Leo, Leslie O. Barnes y Ramón 
I) miel +Taveras, por haber sido interpuesto conforme las 
norma procedimentales; Segundo: Anula la Providencia 
Calificativa recurrida, dictada por el Magistrado Juez de 
Instrucción de la Segunda Circunscripción del Distrito Na-
cional, de fecha 7 del mes de enero del año 1966, cuya 
parte dispositiva copiada textualmente dice así: Resolve-
mos: Primero: Que existen cargos suficientes para enviar 
al Tribunal Criminal a los nombrados Oscar Leschorn Or-
tiz. Ramón Daniel Taveras, Leslie O. Barnes (prófugo de 
la justicia) y Alfredo Leschorn Ortiz, como co-autores de 
Abúso de confianza siendo el primero y el segundo asala-
riados y cometerse la infracción por una suma muchas 
veces mayor de RD$5,000.00, en perjuicio de la Dra. Nil-
da Núñez Abreu de Laboy, por ser ésta propietaria de 700 
acciones de National Auto Rental Corporation, con cuyos 
ingresos se realizaron los actos de distracción y disipa-
ción anteriormente especificados; Segundo: Que existen 
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cargos para enviar al Tribunal Criminal, a los nombrados 
Oscar Leschorn Ortiz, de falsedad en escritura de comer-
cio y de banca; Tercero: Que existen cargos suficientes pa-
ra enviar al Tribunal Criminal, a los nombrados Rallón 
Abersio Batista y Francisco Antonio Leo, como cómplices 
en el crimen de Abuso de Confianza en que son co-autores 
'os nombrados Oscar Leschorn Ortiz, Leslie O. Barnes, Ra-
món Daniel Taveras y Alfredo Leschorn Ortiz; Cuarto: 
Que en cuanto a los hechos de Estafa y tentativa de Esta-
fa puesta a cargo de Oscar Leschorn Ortiz, Ramón Daniel 
Taveras y Francisco Antonio Leo, y al teno rde lo dispues-
to por el actual artículo 128 del Código de Procedimiento 

4- Criminal, reformado, por la Ley No. 5155, del 26 de junio 
de 1959, no ha lugar a persecución criminal, quedando 
a opción del Magistrado Procurador Fiscal conforme el 
Art. 129 actual del Código de Procedimiento Criminal, to-
mar las providencias del caso si a su juicio tales hechos 
constituyen delitos conexos que deben ser juzgados con-
juntamente con los crímenes de Abuso de Confianza y Fal-
sedad a que se contrae el dispositivo de la presente Pro-
videncia Calificativa; Quinto: Ordenamos que laresente t. Providencia Calificativa sea notificada a los pr besados, 
así como al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito 
Judicial, y a los Sres. Pedro Juan Laboy y Nilda Núñez 
Abreu de Laboy, quienes se han constituído en parte ci-
vii en este proceso; para los fines legales correspondiera 
tes; Sexto: Ordenamos, que las actuaciones de instrucción, 
así como un estado de los documentos y objetos que han de 
obrar corno piezas de convicción, sean trasmitidas por Se-
cretaría, al Magistrado Procurador Fiscal para los fines de 
Ley; Tercero: Ordena que el presente proceso pase al MEI-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, para los 
fines legales correspondientes; y, Cuarto: Ordena que por 
Secretaría sea notificada la presente decisión a las partes 
interesadas"; 

Considerando que en el acta de su recurso la Dra. 
Núñez de Laboy, en su calidad de parte civil, expone los  

siguientes medios de casación: "Que fundamenta su recurso 
de casación intentado como se ha dicho ya, en nombre, 
representación, interés de la Sra. Nilda Núñez Abreu de 
Laboy en las razones siguientes: En cuanto a la forma, 
porque dicho recurso es procedente y admisible al ampa-
ro de la jur'sprudencia de la Suprema Corte de Justicia, 
contenida en su sentencia del 21 de febrero de 1964, pro-
clamatoria de que el recurso de casación "es siempre ad-
misible cuando se invoca una cuestión que interesa al or-
den público", que en consecuencia, y particularmente en 
el presente caso en el cual prima una cuestión de incons-
titucionalidad la disposición del artículo 127 del Código 
de Procedimiento Criminal, determinante de que 'las de-0„, 
cis'ones de las Cámaras de Calificación no son susceptibles 
de ningún recurso pierde toda virtualidad, situación que, 4 .4.  
se robustece con los términos de la Ley 651 del 9 de mar- yu/ 

 zo de 1965, al tenor de la cual las disposiciones de los Tri-
bunales dé Justicia deben estar sujetos a la censura de la 
Suprema Corte de Justicia, agregando que el recurso ex- 1.1‹)1 • 
traordinario de Casación procede en toda materia de ex-
cepcional interés social; que en cuanto al fondo porque el 
recursc 'de apelación interpuesto por Oscar Leschorn Or- 
tiz y Compartes, contra Providencia Calificativa dictada 
por el Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, en fecha 7 de enero 
de 1966, era y es inadmisible por tardío, y porque era 
imperativo para la Cámara de Calificación avocar el fon-
do del asunto, si a su juicio existían vicios que anulaban 
la supradicha Providencia Calificativa del 7 de enero de 
1966, ya que así lo decidió nuestro más alto Tribunal, 
extendiendo la avocación a la materia criminal, cuando la 
decisión anulada, haya tocado el fondo del asunto en de-
bate (B. J. No. 576, Pag. 1467 sentencia; del 3 de julio de 
1958), como ocurre en el presente caso"; 

Considerando que en sus respectivas conclusiones Fran-
cisco Antonio Leo, Leslie O. Barnes, Oscar Leschorn Or- 
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Siguientes medios de casación: "Que fundamenta su recurso 
de casación intentado como se ha dicho ya, en nombre, 
representación, interés de la Sra. Nilda Núñez Abreu de 
Laboy en las razones siguientes: En cuanto a la forma, 
porque dicho recurso es procedente y admisible al ampa-
ro de la jur'sprudencia de la Suprema Corte de Justicia, 
contenida en su sentencia del 21 de febrero de 1964, pro-
clamatoria de que el recurso de casación "es siempre ad-
misible cuando se invoca una cuestión que interesa al or-
den público", que en consecuencia, y particularmente en 
el presente caso en el cual prima una cuestión de incons-
titucionalidad la disposición del artículo 127 del Código 
de Procedimiento Criminal, determinante de que 'las de-

cis . ones de las Cámaras de Calificación no son susceptibles 
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bunales de Justicia deben estar sujetos a la censura de la  
Suprema Corte de Justicia, agregando que el recurso ex- 001 

traordinario de Casación procede en toda materia de ex- /144.A. 

cepcional interés social; que en cuanto al fondo porque el -ano) 

 recursc 'de apelación interpuesto por Oscar Leschorn Or- 
tiz y Compartes, contra Providencia Calificativa dictada 
por el Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, en fecha 7 de enero 
de 1966, era y es inadmisible por tardío, y porque era 
imperativo para la Cámara de Calificación avocar el fon-
do del asunto, si a su juicio existían vicios que anulaban 
la supradicha Providencia Calificativa del 7 de enero de 
1966, ya que así lo decidió nuestro más alto Tribunal, 
extendiendo la avocación a la materia criminal, cuando la 
decisión anulada, haya tocado el fondo del asunto en de-
bate (B. J. No. 576, Pag. 1467 sentencia; del 3 de julio de 
1958), como ocurre en el presente caso"; 

Considerando que en sus respectivas conclusiones Fran-
cisco Antonio Leo, Leslie O. Barnes, Oscar Leschorn Or- 
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cargos para enviar al Tribunal Criminal, a los nombrados 
Oscar Leschorn Ortiz, de falsedad en escritura de comer-
cio y de banca; Tercero: Que existen cargos suficientes pa.. 
ra enviar al Tribunal Criminal, a los nombrados Raigó n 

 Abersio Batista y Francisco Antonio Leo, como cómplices 
en el crimen de Abuso de Confianza en que son co-autores 
los nombrados Oscar Leschorn Ortiz, Leslie O. Barnes, Ra-
món Daniel Taveras y Alfredo Leschorn Ortiz; Cuarto: 
Que en cuanto a los hechos de Estafa y tentativa de Esta-
fa puesta a cargo de Oscar Leschorn Ortiz, Ramón Daniel 
Taveras y Francisco Antonio Leo, y al teno rde lo dispues-
to por el actual artículo 128 del Código de Procedimiento 

Ii. Criminal, reformado, por la Ley No. 5155, del 26 de junio 
de 1959, no ha lugar a persecución criminal, quedando 
a opción del Magistrado Procurador Fiscal conforme el 
Art. 129 actual del Código de Procedimiento Criminal, to-
mar las providencias del caso si a su juicio tales hechos 
constituyen delitos conexos que deben ser juzgados con-
juntamente con los crímenes de Abuso de Confianza y Fal-
sedad a que se contrae el dispositivo de la presente Pro-
videncia Calificativa; Quinto: Ordenamos que laresente 
Providencia Calificativa sea notificada a los pr 

i 
 'esados, 

así como al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito 
Judicial, y a los Sres. Pedro Juan Laboy y Nilda Núñez 
Abreu de Laboy, quienes se han constituído en parte ci-
vil en este proceso; para los fines legales correspondier: 
tes; Sexto: Ordenamos, que las actuaciones de instrucción, 
así como un estado de los documentos y objetos que han de 
obrar como piezas de convicción, sean trasmitidas por Se-
cretaría, al Magistrado Procurador Fiscal para los fines de 
Ley; Tercero: Ordena que el presente proceso pase al MI,- 
gis crado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, para los 
fines legales correspondientes; y, Cuarto: Ordena que por 
Secretaría sea notificada la presente decisión a las partes 
interesadas"; 

Considerando que en el acta de su recurso la Dra. 
Núñez de Laboy, en su calidad de parte civil, expone los 
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tiz Alfredo Leschorn Ortiz, Ramón Abersio Batista, y Ra-, 
món Daniel Taveras Guzmán invocan la inadmisibilidad 
de los presentes recursos de casación, sobre el fundamento 
de que las decisiones de la Cámara de Calificación no son 
susceptibles de ningAn recurso, de conformidad con el 
artículo lro. de la Ley sobre Procedimiento de Casación 
y la parte final del artículo 127 del Código de Procedimien-
to Criminal; 

En cuanto al medio de inadmisión: 

Considerando que el artículo 139-7 de la Constitución 
de la República atribuye a la Suprema Corte de Justicia 
la facultad de conocer en última instancia del recurso de 
inconstitucionalidad de ,las leyes, decretos, resoluciones, 
reglamentos, ordenanzas y actos, en todos los casos que 
sean objetos de controversia judicial entre las partes, ante 
cualquier• tribunal; que frente a esa disposición de la Cons-
titución, no puede invocarse eficazmente el texto de nin-
guna ley adjetiva con el objeto de privar a la Suprema 
Corte de Justicia de la facultad de decir la última palabra 
en lo que se refiere a cualquier ley, decreto, re4lución, 
reglamento, ordenanza o acto que haya sido objetolide una 
cle‘is'ón judicial, en la cual esté envuelta la cuestión de 
la constitucionalidad de los mismos; 

Considerando que, en la especie, la Cámara a-qua, con 
motivo del recurso de apelación interpuesto por Oscar Les- 
chorn y compartes, declaró nula por ser inconstitucional 
la providencia calificativa que envió a dichos señores ante 
el tribunal criminal como inculpados de varios crímenes 
en perjuicio de la actual recurrente, Dra. Núñez de Laboy; 

Considerando que en consecuencia, esa decisión está 
sometida al control jurisdiccional que sobre la cuestión 
de constitucionalidad le atribuye el Art. 139-7 de la Cons- 
titución a la Suprema Corte de Justicia; y, por tanto, el 
referido medio de inadmisión debe ser desestimado, en lo 

que se refiere al recurso de casación interpuesto por la 
Dra. Núñez de Laboy; 

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto por 
Francisco Antonio Leo, que, en el acta levantada para ese 
fin dicho recurrente declara que está conforme con la de-
cisión impugnada en cuanto anula la providencia del Juez 
de Instrucción por ser contraria a la Constitución, y que 
"sólo interpone su recurso de casación en cuanto no esta-
tuyó ordenando el archivo definitivo del expediente"; 

Considerando que, como resulta de lo que se acaba de 
exponer, el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Antonio Leo, no incluye el aspecto de la decisión impug-
nada que se refiere a la inconstitucionalidad pronunciada; 
que, por consiguiente, dicho recurso no está comprendido 
en las disposiciones del Art. 139 de la Constitución, y debe 
ser declarado inadmisible de conformidad con la parte 
final del Art. 127 del Código de Procedimiento Criminal; 

En cuanto al fondo del recurso de la parte civil: 

Co- siderandoque todo funcionario nombrado por la 
autoric id competente, aunque su nombramiento sea defec-
tuoso, debe ser tenido como un funcionario de facto, y sus 
actos no son nulos de pleno derecho, ya que está provisto 
de un título legítimo que lo habilita ante la sociedad para 
realizarlos en el desempeño de una función que también 
es legítima; que admitir la invalidez de los actos de un 
funcionario así designado por la autoridad competente, sólo 
porque exista una deficiencia en su nombramiento, sería 
admitir la posibilidad de que todo el mundo fuera inducid) 
a engaño y perjudicado por una 'falta de la autoridad; y. 
no sería justo imponer a los particulares, en sus relacio-
nes con los funcionarios públicos, la obligación de realizar 
in-,estigaciones y discutir la validez de los nombramientos 
de aquellos que se hallan en posesión de poderes y funcio-
n2s con ostensibles apariencias de legitimidad; 
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tiz Alfredo Leschorn Ortiz, Ramón Abersio Batista, y R a-
món Daniel Taveras Guzmán invocan la inadmisibilidad 
de los presentes recursos de casación, sobre el fundamento 
de que las decisiones de la Cámara de Calificación no son 
susceptibles de ninglIn recurso, de conformidad con el 
artículo lro. de la Ley sobre Procedimiento de Casación 
y la parte final del artículo 127 del Código de Procedimien-
to Criminal; 

En cuanto al medio de inadmisión: 

Considerando que el artículo 139-7 de la Constitución 
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Considerando que en consecuencia, esa decisión está 
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(: , ie se refiere al recurso de casación interpuesto por la 
Dra. Núñez de Laboy; 

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto por 
Francisco Antonio Leo, que, en el acta levantada para ese 
fin dicho recurrente declara que está conforme con la de-
cisión impugnada en cuanto anula la providencia del Juez 
de Instrucción por ser contraria a la Constitución, y que 
"sólo interpone su recurso de casación en cuanto no esta-
tuyó ordenando el archivo definitivo del expediente"; 

Considerando que, como resulta de lo que se acaba de 
exponer, el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Antonio Leo, no incluye el aspecto de la decisión impug-
nada que se refiere a la inconstitucionalidad pronunciada; 
que, por consiguiente, dicho recurso no está comprendido 
en las disposiciones del Art. 139 de la Constitución, y debe 
ser declarado inadmisible de conformidad con la parte 
final del Art. 127 del Código de Procedimiento Criminal; 

En cuanto al fondo del recurso de la parte civil: 

Co-Asiderando que todo funcionario nombrado por la 
autoric id competente, aunque su nombramiento sea defec-
tuoso, debe ser tenido como un funcionario de facto, y sus 
actos no son nulos de pleno derecho, ya que está provisto 
de un título legítimo que lo habilita ante la sociedad para 
realizarlos en el desempeño de una función que también 
es legítima; que admitir la invalidez de los actos de un 
funcionario así designado por la autoridad competente, sólo 
porque exista una deficiencia en su nombramiento, sería 
admitir la posibilidad de que todo el mundo fuera inducid•) 
a engaño y perjudicado por una 'falta de la autoridad; y, 
no sería justo imponer a los particulares, en sus relacio- 
nes con los funcionarios públicos, la obligación de realizar 
in•• estigaciones y discutir la validez de los nombramientos 

I
de aquellos que se hallan en posesión de poderes y funcio-
nos con ostensibles apariencias de legitimidad; 
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Considerando que, por el contrario, el individuo qu e 

 s'n estar provisto de título legítimamente habilitante, ejer-
za o desempeñe funciones públicas, debe ser tenido como 
un usurpador y, en ese caso, todos sus actos carecen de 
validez, de conformidad con el artículo 8 de la Constitución 
que prescribe: "Toda autoridad usurpada es ineficaz y sus 
actos son nulos"; 

Considerando que, en la especie, la Cámara a-qua de-
claró nula la providencia calificativa dictada el 7 de enero 
de 1966 por el Juez de Instrucción Dr. Luis E. Cambero 
Gil sobre el fundamento exclusivo de que dicho magistra-
d9 fue designado para ese cargo sin tener los dos años de i• . 

ejercicio de la profesión de abogado o de funciones judi: 
cales que requieren los artículos 146 y 147 de la Cons-
titución para el desempeño de las funciones de Juez de 
Primera Instancia, de Procurador Fiscal y de Juez de Ins-
trucción; y que, por consiguiente, todos los actos realizados 
por el referido funcionario son inconstitucionales y nulos 
de pleno derecho, puesto que las violaciones de "tipo cons-
titucional tienen como sanción la nulidad absolutta"; pero, 

Considerando que el Dr. Luis E. Cambero Gil f1 e nom-
brado para el desempeño del cargo de Juez de Inst ficción, 
que es una función de derecho, por la autoridad competen-
te para hacerlo; que, en consecuencia, una actuación rea-
lizada por él dentro del marco de sus 'funciones, como lo 
es una providencia calificativa, no es inconstitucional por-
que su nombramiento contuviese alguna insuficiencia, ya 
que esa circunstancia no lo convierte en un usurpador, que, 
co:no se ha dicho anteriormente, es el funcionario que ca-
rece de título por falta de nombramiento o elección; 

Considerando que, por consiguiente al declarar que la 
Providencia Calificativa apelada es inconstitucional y, por 
tanto, nula de pleno derecho, la Cámara a-qua hizo una 
errada aplicación de los artículos 8, 146 y 147 de la Cons-
titución y 52 del acto institucional, por lo que procede ca-
sar sin envío la decisión impugnada en lo que concierne  

a la cuestión de inconstitucionalidad, y ordenar la devolu-
ción del expediente a la misma Cámara para que decida 
respecto del recurso de apelación de que está apoderada, 
en cuanto no ha sido objeto de su decisión; 

Considerando que si bien la Doctora Núñez de Laboy, 
parte civil recurrente, ha obtenido ganancia de causa, no 
ha lugar a pronunciar la condenación en costas contra las 
partes que han sucumbido, en vista de que la primera no 
solicitó esa medida, la cual no debe ser pronunciada de 
oficio; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Francisco Antonio Lea 
contra la decisión de la Cámara de Calificación del Dis-
trito Nacional, de fecha 8 de febrero de 1966, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Acoge el recurso de casación interpuesto por la 
Dra. Nilda Núñez Abreu de Laboy, y en consecuencia ca-
sa, sin envío, dicha decisión en lo que se refiere a la cues-
tión de inconstitucionalidad por ella resuelto; y, Tercero: 
Ordepar la devolución del expediende a la misma Cámara 
para que decida respectto del fondo de la apelación de 
que está apoderada. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— Ra-
fael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública- del día, mes y año en él expresados, y fue 
tirenada.-leída y publicada por raí, Secretario General, que 
certifico. (1Timado): -Ernesto Curiel hijo. 

'I 
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Considerando que, por el contrario, el individuo que  
s'n estar provisto de título legítimamente habilitante, ejer-
za o desempeñe funciones públicas, debe ser tenido como 
un usurpador y, en ese caso, todos sus actos carecen de 
validez, de conformidad con el artículo 8 de la Constitución, 
que prescribe: "Toda autoridad usurpada es ineficaz y sus 
actos son nulos"; 

Considerando que, en la especie, la Cámara a-qua de-
claró nula la providencia calificativa dictada el 7 de enero 
de 1966 por el Juez de Instrucción Dr. Luis E. Cambero 
Gil sobre el fundamento exclusivo de que dicho magistra-
d.. ,  fue designado para ese cargo sin tener los dos años de ,  
ejercicio de la profesión de abogado o de funciones juch-
c"ales que requieren los artículos 146 y 147 de la Cons-
titución para el desempeño de las funciones de Juez de 
Primera Instancia, de Procurador Fiscal y de Juez de Ins-
trucción; y que, por consiguiente, todos los actos realizados 
por el referido funcionario son inconstitucionales y nulos 
de pleno derecho, puesto que las violaciones de "tipo cons-
titucional tienen como sanción la nulidad absolutta"; pero, 

Considerando que el Dr. Luis E. Cambero Gil fe nom-
brado para el desempeño del cargo de Juez de Inst cción, 
que es una función de derecho, por la autoridad competen-
te para hacerlo; que, en consecuencia, una actuación rea-
lizada por él dentro del marco de sus 'funciones, como lo 
es una providencia calificativa, no es inconstitucional pór-
que su nombramiento contuviese alguna insuficiencia, ya 
que esa circunstancia no lo convierte en un usurpador, que, 
como se ha dicho anteriormente, es el funcionario que ca-
rece de título por falta de nombramiento o elección; 

Considerando que, por consiguiente al declarar que la 
Providencia Calificativa apelada es inconstitucional y, por 
tanto, nula de pleno derecho, la Cámara a-qua hizo una 
errada aplicación de los artículos 8, 146 y 147 de la Cons-
titución y 52 del acto institucional, por lo que procede (U-

sar sin envío la decisión impugnada en lo que concierne 



Labor de la Suprema Coné•dé-Ju-sticia, durante el mes 
 de mayo de 1966 

A saber: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 
Recurso de casación civiles fallados  	6 
Recurso de casación penales conocidos  	16 
Recursos de casación penales fallados  	18 
Recursos de revisión penal conocidos  	2 
Recursos de revisión penal fallados  	2 
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza conocidos  	5 
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza fallados 	  
Autos sobre libertad provisional bajo fianza dic- 

tados  	1 
Suspensiones de ejecución de sentencias  	4 
Declinatorias  	2 
Designación de Jueces  	1 
Resoluciones ordenando la libertad provisional 

por haberse prestado la fianza 	  2 
Juramentación de Abogados 	  L 6 
Nombramientos de Notarios  	4 
Resoluciones Administrativas 	  29 
Autos autorizando emplazamientos 	 22 
Autos pasando expedientes para dictamen 	53 
Autos fijando causas  	28 
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Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

SANTO DOMINGO, D. N., 
31 de mayo, 1966. 
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